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UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53
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5
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RM
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3
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6
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PS
XII
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IV
9
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PS
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46
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X
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I
1
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VIII
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PPD
VI
35
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I
2
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RM
26
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VIII
47
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VII
37
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IX
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X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
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III
6
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II
4
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PS
I
2
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PPD
RM
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IX
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VIII
45
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XI
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RM
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VI
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X
53

Soto González, Laura
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V
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VII
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PPD
VII
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Tohá Morales, Carolina
PPD
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PPD
IX
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Ulloa Aguillón, Jorge
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VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
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Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40
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PPD
VI
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Varela Herrera, Mario
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RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
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Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
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Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Concurrieron los senadores señores Jorge Lavandero, Rafael Moreno y Jorge Pizarro.


-Asistieron, además, los ministros del Interior, señor José Miguel Insulza; de Defensa Nacional, señora Michelle Bachelet; de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, y de la Secretaría General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff.

-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.08 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 8ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 9ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

AMPLIACIÓN DE PLAZO A COMISIÓN INVESTIGADORA.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión Investigadora de presuntas irregularidades en el Servicio Nacional de Aduanas, en cuanto a ampliar en 30 días el plazo otorgado originalmente para evacuar su informe.


Acordado.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN DE GOBIERNO INTERIOR, REGIONALIZACIÓN, PLANIFICACIÓN Y DESARROLLO SOCIAL.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Familia, en cuanto a radicar en la Comisión de Gobierno Interior, por ser más propia de su competencia, la moción que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de promover el derecho de las mujeres a participar en la vida pública nacional.


Acordado.

-o-


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Leopoldo 
Sánchez.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, en la letra d) del número 9 de la Cuenta, se indica que el proyecto que establece normas sobre animales peligrosos fue enviado a la Comisión de Salud, en circunstancias de que hace mucho tiempo que lo estamos analizando en la Comisión de Recursos Naturales. De hecho, ayer tuvimos una reunión especial. Por eso, le pido que se haga la rectificación del caso.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Fue rectificado, señor diputado.

-o-

V. HOMENAJE

HOMENAJE AL POETA PABLO NERUDA, AL CUMPLIRSE 100 AÑOS DE SU NATALICIO.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde rendir homenaje al poeta Pablo Neruda con ocasión de cumplirse cien años de su natalicio.


Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos, del Comité Demócrata Cristiano.


El señor BURGOS (de pie).- Señor 
Presidente, en nombre de la bancada demócratacristiana participo con profunda alegría en este homenaje a nuestro poeta Pablo Neruda, con ocasión de haberse cumplido, ayer, cien años de su nacimiento.

Mamadre, Parral, Temuco, Maruri, 
Crepusculario; Residencias, exilio, cordillera, Machu Pichu; Farewell, amor, mujer, revolución, Delia, Matilde; Nobel, política, versos, Canto General; dolor, muerte, Federico, 
Alberti, pasión.


Querido Pablo, nos regalaste la palabra, nos dejaste la palabra. ¿Qué más podemos pedirte? 


A cien años de tu nacimiento, en un día gris, como hoy, desde el pueblo le escribiste al pueblo, con tus alegrías y sufrimientos. Recibiste del conquistador su idioma; de tus ancestros, tu color, tu cariño por luchar. Aquí está hoy tu pueblo, recordándote con indisimulado orgullo. Ahí está el mundo homenajeándote como lo hizo en aquel lejano 1971, cuando, al final de tus días, la Academia reconoció tus méritos y tus dolores. 


Desde La Sebastiana, La Chascona e Isla Negra hoy las nuevas generaciones reconocen tu historia, se enamoran, se desenamoran, te leen, te inventan. 


Pablo Neruda, como te dijeron en 1970, el pueblo te saluda con respeto, con cariño, con agradecimiento. Nos dejaste tu historia, tus luchas, tus desencuentros, tus ideales; pero más que nada, nos dejaste para siempre lo principal: tu palabra. 


Neruda forma parte esencial del alma de Chile, esa constitución valórica que nos distingue de otras asociaciones de hombres. 


Recibe este homenaje de un grupo de chilenos como hijo de esta tierra y, desde donde estés, construye un nuevo verso, una nueva metáfora y espárcelos por el universo. 


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza, quien rendirá el homenaje en nombre del Partido Radical Social Demócrata.


El señor MEZA (de pie).- Señor Presidente, creo pertenecer a una generación de jóvenes que, en los años 60, nos convertimos en nerudianos, sobre todo aquellos que nacimos en La Frontera. 


Tuve la suerte de estudiar en el mismo liceo cuyas aulas Pablo Neruda recorrió, por lo que me es especialmente emocionante rendir homenaje a este tremendo hombre, a cien años de su nacimiento. 


En una pequeña ciudad ubicada en el corazón del sur de Chile nació un niño que, años más tarde, se convertiría en uno de los más grandes poetas del siglo XX. En Parral nació Ricardo Eliezer Neftalí Reyes Basoalto, un día 12 de julio, durante el crudo invierno de 1904. Su madre, una joven profesora rural llamada Rosa Basoalto, falleció pocos meses después de su nacimiento, sin que el futuro gran vate pudiese conocerla, a no ser por un retrato de familia que el joven lograra rescatar de un álbum, años más tarde. 


Su progenitor, a la sazón un agricultor en una zona de viñedos, se convertirá en ferroviario, en conductor de un tren que salía al alba hacia los campos y pueblos de La Frontera.


Posteriormente, su padre es trasladado a Temuco, ciudad donde reconstruye nuevamente su familia, contrayendo matrimonio con Trinidad Candia Marverde, a quien el adolescente Neftalí llamaba “Mamadre”, porque él dijo siempre que nunca se acostumbró a decirle madrastra.


La ciudad de Temuco, ubicada de lleno en La Araucanía, marcará las vivencias grabadas a fuego en su espíritu, las cuales se reflejarán en su obra poética. En esta poderosa geografía de atmósfera cristalina, bosques, lluvias y naturaleza todavía virgen, crece el niño Neftalí, a la par del poeta que yacía latente en su alma. 


En el tren de su padre, cargado de peones, gente de trabajo duro y rodeado de trozos de madera, llamados por él mismo “durmientes”, viaja a las selvas sureñas a descubrir el paisaje y la naturaleza en todo su esplendor como creación. Pondrá nombres a sus descubrimientos y su alma se empapará del verdor y el aroma del bosque, así como de la belleza de arroyos de agua dulce y pura que escurren entre el temo, el raulí y el notro. Conocerá, también, las nacientes aldeas de esa tierra hermosa: Labranza, Boroa, Ranquilco, Nueva Imperial, Carahue y Puerto Saavedra.


A los 15 años conoce a Gabriela Mistral, a quien describe como “una señora alta, con vestidos muy largos y zapatos de taco bajo”. Ella, directora del liceo de niñas de Temuco, le facilita libros y lo introduce en la lectura de los autores rusos. Su relación con el joven Neruda tendrá un desenlace profético que reúne a dos de los grandes fundadores de la poesía chilena del siglo XX. En muchas ocasiones, años después, se encontrarán en los más diversos lugares del mundo, como Madrid, Ciudad de México, Santiago, ambos como diplomáticos y literatos reconocidos mundialmente.


A los 16 años de edad, siendo, entonces, alumno del liceo de hombres Nº 1 de Temuco -actual liceo Pablo Neruda-, escribe un poema titulado “Hombre”, para cuya firma utiliza por primera vez el seudónimo “Pablo Neruda”, a la usanza de los poetas de la época. Nace, así, el nombre que lo identificará en los años y décadas por venir, y que llegará a ser patrimonio de la literatura universal y orgullo de Chile.


Al año siguiente, Neruda llega a Santiago a estudiar pedagogía en francés en el Instituto Pedagógico. Allí aprenderá, leerá y se maravillará con la obra de los poetas franceses Baudelaire, Ronsard, Rimbaud. Le toma el gusto a la vida bohemia; comienza a frecuentar bares y tabernas, luciendo con orgullo su elegante capa ferroviaria. Sin embargo, a pesar de sus noches de tugurios y parrandas, Neruda no pierde la esperanza ni el tiempo y, en 1921, publica “Canción de la fiesta”, libro que reúne sus poemas juveniles. De ahí en adelante comienza su etapa más rica en publicaciones y su obra crece en ediciones. El joven sureño tímido da paso a un Neruda más maduro. 


La efervescencia política de esos años comienza a crear en él una conciencia social, que se hará más fuerte con las experiencias de la vida y con el contacto con la más variada gama de seres humanos, algunos heridos y agobiados por la soledad, y, otros, por la miseria, la incomprensión de sus semejantes y víctimas de la explotación.


Neruda aún no cumplía los 30 años cuando un cargo consular lo destina a Rangún, Birmania. Después, a Singapur, donde descubre un mundo nuevo, lejano, muy lejano de su tierra. Es para él un mundo extraño y solitario, pero con aromas, rostros y costumbres que lo sensualizan y ahondan su mirada de poeta viajero.


En 1930, agobiado por la soledad y la pobreza de su salario, se casa con la holandesa María Antonieta Agenaar, a quién conociera en Java.


En 1936, Pablo Neruda llega a España. Fue cónsul en Barcelona. Luego, en Madrid, es testigo del desgarro de una nación, a consecuencia del estallido de la cruenta guerra civil española. Conoce y trata a Rafael Alberti, Antonio Machado, Federico García Lorca, Vicente Aleixandre, Manuel Altolaguirre, Miguel Hernández, entre otros. En medio de aquella lucha fratricida, Neruda toma partido por la causa republicana y escribe su solidaria y conmovedora obra “España en el corazón”. Con este libro descarnado, dramático y veraz, Neruda asume su condición de denunciante de las atrocidades que los humanos son capaces de conocer. 


En 1940, regresa a Chile con 36 años de edad y una visión diferente del mundo. Ha ocurrido, en verdad, una evolución, que cambia el sentido de su poesía, haciéndola más terrena y profunda a la vez. 


Su compromiso con los desposeídos lo impulsa a ingresar a la política. En 1945, siendo parte del Partido Comunista de Chile, es elegido como senador por la provincia nortina de Tarapacá. En esa condición, en el verano de 1948, después de su lapidario e histórico discurso “Yo acuso”, leído en una sesión del Senado de la República, Neruda será desaforado por los tribunales y pasará a ser un prófugo de la justicia. Sin embargo, esto lo lleva a conocer la solidaridad del pueblo chileno, que lo protege y ayuda en el período anterior a su éxodo obligado de nuestro país.


Sus obras comienzan a aparecer casi año tras año. El poeta recorre todos los continentes y mares. Su poesía se hace mas americanista y universal. Su visión de los pueblos originarios de América, maltratados y segregados desde los inicios de la conquista, se plasma en su canto vigoroso y potente. Ya no es sólo poeta, sino también político y diplomático.


Es embajador de Chile en Francia cuando recibe, en 1971, el Premio Nobel de Literatura, “por su poesía, que, con la potencia de una fuerza natural, hace revivir el destino y los sueños de un continente”.


Finalmente, el poeta que con tanta devoción y genialidad cantaba al amor, a la esperanza, a la belleza, a las aventuras de navegación en los mares, a veces calmos, y otras, tan tormentosos, de la vida, fallece en Santiago la triste noche del 23 de septiembre de 1973, cuando la mortaja de una larga noche para la democracia y los sueños de los desposeídos había ya caído en Chile. Moría, quizás, el cuerpo físico de aquel gran vate; pero su poesía y el ejemplo de su vida consagrada al canto de la vida y al servicio desinteresado de su patria, vivirán por siempre en el recuerdo de millares de chilenos y de los habitantes de este mundo que aman la poesía y, a través de ella, comparten sus vivencias, sueños y esperanzas.


En este homenaje, quiero resumir en un poema la sensibilidad y la personalidad de Pablo Neruda:


“Oda al aire

Andando en un camino

encontré al aire,

lo saludé y le dije

con respeto:

“Me alegro de que por una vez

dejes tu transparencia,

así hablaremos”.

Él, incansable,

bailó, movió las hojas,

sacudió con su risa

el polvo de mis suelas,

y levantando toda

su azul arboladura,

su esqueleto de vidrio,

sus párpados de brisa,

inmóvil como un mástil

se mantuvo escuchándome.

Yo le besé su capa

de rey del cielo,

me envolví en su bandera

de seda celestial

y le dije:

Monarca o camarada,

hilo, corola o ave,

no sé quién eres, pero

una cosa te pido,

no te vendas.

El agua se vendió 

y de las cañerías 

en el desierto 

he visto terminarse 

las gotas 

y el mundo pobre, el pueblo 

caminar con su sed 

tambaleando en la arena. 

Vi la luz de la noche 

racionada, 

la gran luz en la casa 

de los ricos. 

Todo es aurora en los 

nuevos jardines suspendidos, 

todo es oscuridad 

en la terrible 

sombra del callejón. 


De allí la noche, 

madre madrastra, 

sale 

con un puñal en medio 

de sus ojos de búho, 

y un grito, un crimen, 

se levantan y apagan 

tragados por la sombra. 

No, aire, 

no te vendas, 

que no te canalicen, 

que no te entuben, 

que no te encajen 

ni te compriman, 

que no te hagan tabletas, 

que no te metan en una botella, 

¡cuidado! 

llámame 

cuando me necesites, 

yo soy el poeta hijo 

de pobres, padre, tío, 

primo, hermano carnal 

y concuñado 

de los pobres, de todos, 

de mi patria y de las otras, 

de los pobres que viven junto al río, 

y de los que en la altura 

de la vertical cordillera 

pican piedra, 

clavan tablas, 

cosen ropa, 

cortan leña, 

muelen tierra, 

y por eso 

yo quiero que respiren, 

tú eres lo único que tienen,

por eso eres 

transparente, 

para que vean 

lo que vendrá mañana, 

por eso existes, 

aire, 

dejate respirar, 

no te encadenes, 

no te fíes de nadie 

que venga en automóvil 

a examinarte, 

déjalos, 

ríete de ellos, 

vuélales el sombrero, 

no aceptes

sus proposiciones, 

vamos juntos 

bailando por el mundo, 

derribando las flores 

del manzano, 

entrando en las ventanas, 

silbando juntos, 

silbando 

melodías 

de ayer y de mañana, 

ya vendrá un día 

en que libertaremos 

la luz y el agua, 

la tierra, el hombre, 

y todo para todos 

será, como tú eres. 

Por eso, ahora, 

¡cuidado! 

y ven conmigo, 

nos queda mucho 

que bailar y cantar, 

vamos

a lo largo del mar,

a lo alto de los montes,

vamos

donde esté,

floreciendo

la nueva primavera

y en un golpe de viento

y canto

repartamos las flores,

el aroma, los frutos,

el aire

de mañana”.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo, quien rendirá el homenaje en representación de los partidos Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional.


El señor HIDALGO (de pie).- Señor Presidente, en este homenaje intervengo en nombre de la Alianza por Chile.


Esta mañana, cuando me dirigía hacia Valparaíso, por el camino costero que une San Antonio con la ruta 68, pasando por Cartagena, San Sebastián, Las Cruces y El Tabo, detuve un momento mi vehículo en Isla Negra.


Habitualmente, los lugares tienen algunas características que los hacen singulares: el entorno, el paisaje, el clima, la sinuosidad de sus caminos y senderos, o la forma de sus árboles. Isla Negra tiene todo eso, pero algo más, que sobrecoge y emociona: una sensación extraña que inunda el alma y el pensamiento de quién allí se encuentra.


Tal vez mi detención en ese lugar no tenía otra intención que sentirme rodeado por el aura poética de Neruda, para que me embargara e inspirara un mensaje, una enseñanza o unas palabras para sus ex colegas parlamentarios y para la gente de la provincia de San Antonio, donde descansan sus restos.


Para mi pesar, allí no fui capaz de recibir esa deseada inspiración, por lo que concluí que los poetas, especialmente el eximio Neruda, conversan con las estrellas, y que los otros mortales, como yo, ni siquiera podemos hablar con las flores que rodean su casa.


En las arenas claras de Isla Negra, donde agoniza el mar, surge de inmediato la imagen de un hombre sobre un montículo de piedras, superando el rumor de las olas con la lectura pausada, lenta, de algún poema inédito. No es cualquier hombre: es un poeta nacido hace cien años que hizo de Isla Negra su refugio, desde donde fluyó su enorme creación literaria. El lugar sobrecoge, no la vista o algún otro sentido, sino que directamente el alma.


Pablo Neruda decía: “El poeta es aquel que aprende de los demás hombres.


“Todos los caminos llevan al mismo punto: a la comunicación de lo que somos.


“Y es preciso atravesar la soledad y la aspereza, la incomunicación y el silencio para llegar al recinto mágico en que podemos danzar torpemente o cantar con melancolía; mas en esa danza o en esa canción están consumados los más antiguos ritos de la conciencia, de la conciencia de ser hombres y de creer en un destino común”.


Poeta es, también, quien enseña y proyecta en otros para dejar una lección.


Lo anterior, paradójicamente, a pesar de los señalado en su discurso, al aceptar el premio Nobel.


“Yo no aprendí en los libros ninguna receta para la composición de un poema y no dejaré impreso a mi vez ni siquiera un consejo, modo o estilo para que los nuevos poetas reciban de mí alguna gota de supuesta sabiduría”.


Sin embargo, su legado nos ha dejado toda su sabiduría al entregar su experiencia, sentimiento y claro mensaje en favor de los más sufridos del mundo, especialmente de los de nuestro querido país.


Son de sobra conocidas y reiteradas la trayectoria y experiencia vital de Pablo Neruda, sus obras, su compromiso político, su participación parlamentaria como senador y candidato a la Presidencia, la clandestinidad y el exilio, la obtención del Premio Nóbel y otras aristas de su polifacética vida. La altura alcanzada por Neruda logra reafirmar su canto que refleja lo que “nos une a nuestra tierra”.


Los homenajes que hoy recibe en variados lugares del mundo destacan y reconocen su identidad con Chile, pero, por sobre todo, la gran capacidad de enseñanza al unir la poesía y la historia de nuestro mundo. 


Obviamente, por sobre todo, su poesía, con la belleza y sencillez que la caracterizan, logra sintetizar a nuestro país en pocas palabras. Sus obras, que no sólo se suman en bibliotecas, sino en el corazón de las generaciones, cantan todas las dimensiones de la inquietud del hombre y han penetrado profundamente y determinado muchos aspectos de nuestra historia. Esto no es casualidad ni ráfagas de moda: simplemente, Neruda recogió a Chile en su poesía.


“Esta tierra nuestra, extendida como una cornisa vital sobre este inmenso mar, que también ha sabido encontrar acentos expresivos y especiales en su voz; este mar, que ha unido a la poesía y que lo hace llevar, como parte integrante del pulso de Chile, la vida y el destino de nuestra Patria. Navega su espíritu, navega su casa en la arena, navegan esos mascarones de proa que lloran la sal de mares y de vientos infinitos. Descubre el cristal insólito de la papa, la alcurnia del caldillo de congrio, la sombra del pidén y el vuelo airoso de la golondrina; penetra en la gesta con poesía que embelesa.”


A través de esta intervención, invito a toda la comunidad nacional a visitar Isla Negra, especialmente durante las vacaciones de invierno. Allí, y en toda la provincia, existe un nutrido programa de actividades, que permitirá a padres e hijos conocer más de cerca la vida y la obra de nuestro poeta Pablo Neruda. Ésta es la oportunidad, en particular para la gente de Santiago, de disfrutar de aire puro, de poesía, de cultura y de descanso.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En nombre de la bancada del Partido Socialista, tiene la palabra el diputado Iván 
Paredes.


El señor PAREDES (de pie).- Señor Presidente, colegas diputadas y diputados:


Me ha correspondido el altísimo honor y la distinción de representar a mi bancada, la del Partido Socialista, en el homenaje que nuestra Corporación rinde a este gran vate del mundo, chileno ejemplar e ilustre, Pablo Neruda.


Y la tierra madre tiene que haberse contraído y dilatado para entregar las raíces y los frutos.


Y los k’ollos aimaras y los pillanes mapuches tienen que haber hablado con voz ronca y profunda para entregar los legados y las herencias milenarias.


Y los macizos andinos de nieves eternas deben haber entregado su estatura y su presencia para aportar también a la conjunción.


Y las lluvias, húmedas de dolores y de alegrías, corrieron por los cauces de la tierra, cual caminos sementales, para inundar con su calor amatorio las paredes telúricas del útero que protegía.


Dicen que el kultrún regaló su ritmo cardíaco, y el quirquincho -que ya lloraba su destino de charango- entregó su caparazón para que sonara como caja challera.


Dicen que las alpacas y los huemules unieron sus fibras lanares para abrigar la piel llena de petroglifos, que reunía la historia de pueblos enteros.


Que el puma y el colibrí llegaron con su fuerza y delicadeza para entregar lo uno y lo otro, y sincretizar el grito y el susurro, el golpe y la caricia.


Dicen que el sol inundó el día y la noche, y no hubo ni noche ni día, porque la luna también -con su argentina luz refractaria- llegó para regalar su nocturnidad y sus sueños de mieses nuevas.


Dicen que el salitre abonó sus huellas futuras y al cobre le correspondió teñir de rojo el caudal de los caminos arteriales.


Dicen que el cóndor y la parina entregaron sus plumas para ponerlas en las manos, y que los Lautaro, los Caupolicán, los Rodríguez, los O’Higgins, los Carrera, los Recabarren, los rostros anónimos de todos los pueblos del mundo, abrieron sus venas para entregar la tinta sangre, para relatar las historias, los sueños, los amores, las palabras constructoras.


Dicen -y yo lo creo-, porque de otra manera no habría sido posible reunir tanta diversidad, tanta fuerza, tanta verdad en un solo momento, en un solo instante, en una sola voz, en una sola mano. 


Porque hace cien años tienen que haber concurrido los vientos de las cuatro partes del mundo; tienen que haberse autoconvocado las corrientes de las profundidades marinas para llegar hasta la tierra misma; para religar, para reunir, para juntar sus grandezas y magnitudes, y transformar lo individual de un natalicio en un hecho colectivo, social y comunitario, correspondiendo, entonces, un certificado de nacimiento como ciudadano del mundo. 


Porque fue el heredero de todas las voces y de todas las palabras, de todas las luchas, de todas las muertes y de todas las vidas. 


Él mismo lo dijo:

“Nació

la palabra en la sangre,

creció en el cuerpo oscuro, palpitando,

y voló con los labios y la boca. 

“Y así la herencia es ésta:

Éste es el aire que nos comunica

con el hombre enterrado y con la aurora

de nuevos seres que aún no amanecieron.” 


Porque heredó no sólo los dolores de aquellos avasallados por los hurones que firmaron el pacto en Panamá; por aquellos cerdos crueles de Extremadura; por aquellos mister North que explotaron a punta de hambre y de fichas; por aquellos Eastman y Silva Renard, carniceros de los obreros del salitre en la Escuela Santa María. Heredó, también, lo anunciatorio de nuevos y mejores mañanas; lo milenarista de nuestros pueblos ancestrales; lo mesiánico, lo que ha de venir, en una continuidad permanente con los Amaru, los Katari y los Paniri, constructores -como él- de la justicia y la libertad. 


Así nació esta voz del mundo. Así creció la palabra más grande de todos los enamorados, de todos los oprimidos, de todos los libertarios, de los justos de obra y de corazón.


Así llegó a ser parlamentario, senador por Tarapacá, mi región, por el Partido Comunista, el partido de toda su vida, empapándose de desierto mineral y de raza de hombre moreno.


No quiero hablar de la biografía del vate, ni de su obra, de la cual mucho se ha escrito y se ha analizado. No ttengo la erudicidad para referirme a ella.


Mi intervención, en nombre de la bancada del Partido Socialista, no persigue otra cosa que poner de manifiesto lo telúrico, lo social, lo colectivo de su obra literaria. 


Pablo Neruda -porque Neftalí Reyes Basoalto, a estas alturas, es sólo una anécdota administrativa- es la conjunción más rotunda, la comunión más verdadera de una residencia en la tierra, profunda, fértil, multiplicada y grabada en nácar, en la espiralidad de las caracolas, por él amadas, que llaman y comunican la historicidad de hombres y mujeres que avanzan, que siempre avanzan; una residencia en los mares, con la convicción trascendente de sus mascarones -rescatados de todos los mares del mundo- que nunca equivocan el rumbo y que siempre llevan a buen puerto; una residencia en las alturas que le hace llamar a todos “hermanos” y que invita a volver a nacer en un nosotros compartido, colectivo, comunitario; a un renacer para elevarse, a correr con sus guanacos tutelares para reencontrarse con los alfareros de los dedos machacados, con los que pusieron piedra sobre piedra, para observar y aprender de todo lo vivido, de los triunfos y de las derrotas.


Pablo Neruda, sin lugar a dudas, es el eslabón perdido, la llave para abrir las puertas cerradas, la fuerza para extender los puentes, los pasos para recorrer los caminos pedregosos. Y es, también, la coraza, el escudo, la armadura para enfrentar a los oscuros de corazón y a los de manos ensangrentadas. Pero, al mismo tiempo, es la mano suave, la caricia ininterrumpida, el convencimiento de que los pueblos son los dueños de sus propios destinos y que sólo la solidaridad más grande, más amplia hace posible la vida y la trascendencia. 


Como su amistad sincera, comprometida, con profundo desprendimiento, con comunión de sueños y anhelos, que le uniera al gran Federico García Lorca.


Como su concurso especial y personal para traer hasta Chile, ahora en paz, sin avasallamientos, a cientos de hombres y mujeres, abuelos y abuelas, niños y niñas, a bordo del Winnipeg protegiéndolos de la masacre propia de la dictadura española, que, como Herodes moderno, amenazaba con asesinar a todos los primigenios de libertad, primigenios de justicia, primigenios de igualdad.


Españoles y españolas se asentaron en nuestras tierras, y hoy sus descendientes chilenos, como la empanada, el vino tinto, la cebolla y el caldillo de congrio, agradecen y reconocen la audacia y la sensibilidad social del hombre, del poeta, del político, como su desprendimiento absoluto para renunciar a su precandidatura presidencial en 1970, en beneficio de la unidad de las fuerzas populares y de su amigo y camarada de siempre, Salvador Allende Gossens.


Sin lugar a dudas, estás entre los preferidos de la tierra uteral y de las raíces milenarias de nuestra historia. Pero, por sobre todas las cosas, eres el símbolo del Chile que queremos construir para olvidar el golpe de tu muerte, para olvidar la vergüenza de tu funeral, con tu casa destruida por la sinrazón; el oscurantismo que se abalanzó sobre nuestra patria; pero, también, para rescatar la valentía de tu Matilde adorada, de tus amigos, de tus camaradas, de los simples de corazón, de los de manos limpias, de los soñadores que te acompañaron, a pesar de las metrallas y los cañones, de las desapariciones y de las torturas, hasta donde descansan tus huesos, que, en definitiva, son la estructura sobre la cual descansa tu verdad y la verdad de todos aquellos que seguimos hablando a través de tu palabra certera.


Con tu fuerza, tu legado y nuestra convicción lo lograremos. Gracias, Pablo Neruda; gracias, gran poeta de Chile, de América y del mundo. 


Gracias, Pablo nuestro, que estás en las alturas.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
A continuación, en representación del Comité del Partido por la Democracia, hará uso de la palabra el diputado Guillermo Ceroni.

El señor CERONI (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara:


En nombre de la bancada del Partido por la Democracia y, además, en mi condición de diputado por Parral, rindo solemne homenaje en memoria del poeta Pablo Neruda, por conmemorarse ayer, lunes 12 de julio, el centenario de su nacimiento.


Rendir homenaje siempre es difícil, pero rendir homenaje a un poeta es infinitamente más difícil.


¿Cómo conjugar las palabras para describir y celebrar al maestro de las letras hispanoamericanas? ¿Cómo convocar y provocar las emociones para referirse al poeta que, probablemente, más emociones ha provocado con su poesía en lo que va del último siglo?


Por ello, me he permitido una licencia que, confío, estimados colegas, ustedes sabrán disculpar. He decidido redactar una carta al poeta para ponerlo en antecedente de algunos hechos recientes y de otros no tan recientes, porque él también tiene derecho a saber lo que ha sido del Chile que, con sus letras en verde, él ayudó a construir. Dice así:


“Querido Poeta:


“Ayer estuve en Parral, de donde tú eras, y que lo señalas en tus versos al decir: “Y de allí soy, de aquel Parral de tierra temblorosa, tierra cargada de uvas, que nacieron de mi madre muerta”.


“Pablo, en tu tierra sigue lloviendo, como hace cien años, como cuando abriste los ojos en casa de tus padres a la orilla de la línea férrea. Tienes al pueblo revuelto con esto de tu cumpleaños. Nuestro gentilicio parralino sale por la televisión, nos visita el Presidente de la República con otras autoridades y con intelectuales de todo el mundo. En los diarios extranjeros nos evocan y nos tratan como legítimos descendientes de tu estirpe sureña y lluviosa.


“En las escuelas, que ahora son varias y no una sola, como era antes, los niños no cesan de pintar con acuarelas aguadas tu rostro redondo, y los lápices gastan su tinta plástica tratando de construir odas y sonetos para homenajearte.


“Ayer, el Presidente de la República y un gran escritor, Ernesto Sábato, te rindieron un gran y merecido homenaje.


En Temuco -ciudad cuya naturaleza exuberante ejerció gran influencia en ti y que te acogió durante tu niñez y adolescencia- y en Santiago; en Valparaíso y en la Patagonia Austral, en todas partes de Chile y el mundo se te rinde homenaje.


“Tus casas, La Chascona y La Sebastiana, se llenan de escolares que avanzan dando empujones a tanta autoridad que se acerca a ver tus colecciones de caracolas marinas y de mascarones de proa, que tanto te costó juntar a lo largo de cincuenta años de viajes por remotos lugares.


“En Isla Negra, en tu casa isla de amor, mar y esperanzas, el pueblo disfrutó con tu poesía; se alegró con nuestro canto, y te acompañó en esa tierra que se abrió para recibirte a ti y a tu amada. 


“Sabes, poeta, las cosas en Chile han ido mejorando, de a poco, pero mejoran. Luego de largos 17 años duros, logramos ponernos de acuerdo, unos con más ganas que otros, para superar los momentos más amargos de la historia del siglo. En esos años, que comenzaron pocos días antes de que partieras, fueron muchos los que te emularon. Ellos también se escondían en casas, acogidos por la solidaridad de los más humildes para huir por una y mil rutas clandestinas de los Andes pintados con nieves eternas. Pero también, como en tu tiempo, hubo una mano amiga y solidaria que los recibió en otras tierras, entre ellas tu España, que siempre llevaste en el corazón, y por la cual sufriste tanto desde aquel día triste, cuando tu casa de las flores desapareció bajo un bombardeo infernal de los franquistas.


“Comprendemos, así, el cambio de tus versos, y lo que nos dices en parte de tu poema para explicarnos ese cambio al decirnos: “Preguntaréis por qué su poesía/ no nos habla del sueño de las hojas,/ de los grandes volcanes de su país natal./ Venid a ver la sangre por las calles,/ Venid a ver/ la sangre por las calles, /Venid a ver la sangre/ por las calles”.


“A propósito, poeta, esos grandes amigos españoles con quienes tanto disfrutaste en España y que los recuerdas en versos como aquel que en parte dice: ‘Mi casa era llamada/ la casa de las flores, porque por todas partes/ estallaban geranios: era/ una bella casa/ con perros y chiquillos/ ¿Raúl, te acuerdas?/¿Te acuerdas, Rafael?/¿Federico, te acuerdas/ debajo de la tierra,/ te acuerdas de mi casa con balcones en donde/ la luz de junio ahogaba flores en tu boca?/ ¡Hermano, hermano’. Muchos de ellos, poetas, como Federico García Lorca y Rafael Alberti; otros, pintores o cineastas, como Pablo Picasso y Luis Buñuel; incluso el severo escritor Pío Baroja, se han hecho universales, como tú.


“Bueno, querido poeta, aunque hemos avanzado en muchas cosas, no lo hemos hecho del todo bien. Esta mañana te estamos rindiendo homenaje en la Cámara de Diputados y en el Senado, y no habrá un homenaje de ningún parlamentario comunista, de ningún representante de tu partido, al que tanto quisiste y a cuyas luchas te entregaste en cuerpo y alma. Los hijos de Recabarren y de Lafferte siguen teniendo vedado el ingreso a este hemiciclo, pese a que siguen recibiendo el apoyo del pueblo, ya que también tienen derecho a seguir levantando sus banderas, que podemos no compartir, pero que igualmente respetamos. Estamos en deuda con la democracia, contigo y con la historia.


“Quiero que sepas que lo más importante de ti se sigue recordando. Tus poemas siguen siendo hurtados por los enamorados para conquistar a sus amadas. Es más, tan sólo ayer se anunciaba que tus Veinte poemas de amor ha sido el libro de poesía más leído en todo el siglo XX. Como verás, poeta, sigues inspirando los mejores sentimientos en la humanidad; esa humanidad a la que tanto quisiste y a la que tanto escribiste.


“Porque fuiste esencialmente un hombre íntegro que supo disfrutar del goce de los sentidos hasta el éxtasis. Sibarita, goloso, enamorado del amor, coleccionista impaciente, amigo de tus amigos. Con ellos formaste una cofradía de aventuras y disfrute que se recuerda hasta hoy. No hay joven bohemio que no trate de imitarte.


“Te cuento también, poeta, que el Pedagógico de la Universidad de Chile, adonde llegaste a estudiar francés, no para enseñar, sino para poder leer sin traducciones a Boudelaire, Mallarmé y Rimbaud, desapareció bajo el mar de la racionalización universitaria. Ahora es una universidad en sí misma, pero sus alumnos, igual que antes, siguen tan comprometidos como tú con el mundo que bulle fuera de las aulas universitarias.


“Necesito también decirte que te has convertido en ejemplo. Los profesores que enseñan a los niños pobres de Chile les siguen diciendo que tú también fuiste pobre y provinciano. Seguimos esperanzados en que de esos niños seguirán floreciendo más poetas de tu talla. No para nada, a ti y Gabriela, nuestros premios Nobel, los unió una infancia pobre y provinciana, y una educación pública que les dio las herramientas para seguir adelante en la conquista del mundo de las letras.


“También nosotros, los que ahora estamos a cargo de los asuntos del Estado, nos hemos convencido de que tenemos que seguir abriendo esas puertas, aunque sea difícil y, a veces, el esfuerzo poco reconocido.


“Poeta, hoy queremos hacerte un regalo; pero así como escribirle a un poeta es difícil, más difícil resulta inventarle un regalo. Por eso, las diputadas y diputados del Partido por la Democracia y de otras bancadas, vamos a proponerte un doble regalo, para ti y para Chile.


“Sabedores de tu gusto por los viajes, de tu ir y venir por el mundo, queremos que la puerta de Chile lleve tu nombre. Queremos que cuando desde el cielo, ése que se estrecha entre el mar y la cordillera, comiencen a planear los aviones de todos los confines del mundo, los pilotos anuncien a Chile con tu nombre. Queremos que el aeropuerto de Santiago lleve tu nombre, para que Chile entero se inunde con tu poesía y con tu amor por nuestra tierra y nuestra gente.


“En un rato más, cuando terminemos esta ceremonia, presentaremos este proyecto de ley. Confío en que cuente con el apoyo de todos quienes hoy se suman a tus festejos en esta casa de la democracia, que tú también, como nosotros, integraste. En un gesto de homenaje hacia ti, iremos a presentar este proyecto, con claveles rojos, todos los que adhieran a él.


“Poeta, ya termino. Espero que mis noticias no alteren tu descanso. Como verás, Chile ha cambiado en los últimos años. Hay, sí, ciertas malas costumbres, como ésa de agobiar y maltratar la democracia; maltrato que se ha mantenido a lo largo del siglo anterior y en el que estamos viviendo.


“Hacemos votos ante ti, demócrata insobornable, de hacer lo posible por que estas constantes desaparezcan de nuestra vida republicana; pero el compromiso más importante que queremos hacer contigo esta mañana es seguir luchando para que la marginación y la exclusión no nos sigan privando de poetas como tú. En el fondo, queremos, al igual que tú, hacer que la poesía no haya cantado en vano. Por eso, seguimos armados de una ardiente paciencia para conquistar la espléndida ciudad que dará luz, justicia y dignidad a todos los hombres”.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Olivares.


El señor OLIVARES (de pie).- Señor Presidente, honorable Cámara: “Mi vida es una vida hecha de todas las vidas: las vidas del poeta”.


Así, Pablo Neruda termina el prólogo de sus memorias tituladas “Confieso que he vivido”. Sin lugar a dudas, las vidas de este poeta universal contienen, en su canto eterno, todos los sueños, dolores, incertidumbres y luchas de todos aquellos que alzan su voz para despertarnos al maravilloso mundo de la realidad que no logramos descubrir.


Nacido en Parral el 12 de julio de 1904, estudia en el liceo de Temuco, donde termina sus humanidades. Pronto se hace un ciudadano del mundo. Los bosques del sur se transforman en un colosal nido que lo nutre de vientos, de lluvias, de madera húmeda y barro fertilizante, conformando los materiales primigenios que servirán de andamiaje a su vasta poesía. Nos dice:


“Quien no conoce el bosque chileno, no conoce este planeta”. Y continúa:


“De aquellas tierras, de aquel barro, de aquel silencio, he salido yo a andar, a cantar por el mundo”.


Pablo Neruda marca en su obra las herramientas, los materiales de agua y fuego, los instrumentos con los que escudriñará en el mar y conversará con el viento frío de la noche, los elementos simples y domésticos de sus odas elementales, pero jamás se detendrá a fijar una norma, a elaborar una ley que rigidice su poesía. Así, su obra está llena de marejadas, de tormentas; la métrica se ve rebasada como si un río indómito dibujara los versos que salen disparados de su garganta, llenando de verdad y de belleza todo su entorno.


En el año 1924 aparece la edición original de “Veinte poemas de amor y una canción desesperada”. Encontramos, entonces, al Neruda que le canta al amor. En un lenguaje poético hasta entonces desconocido, incursiona en metáforas que nos enfrentan con la naturaleza y nos hacen ser parte de ella. No rompe esquemas; simplemente crea otras formas de arrimarse al verso, al canto, al sentimiento que vuelca y lanza a raudales sobre su amada.


Luego llegarían en una prodigiosa procesión, como dardos buscando clavarse en la conciencia de todo un pueblo, todas aquellas piezas mágicas que, al unirse, conforman la obra más extensa que algún poeta de lengua hispana haya producido jamás.


Con una espada fraguada en los cráteres de los volcanes del sur y una pluma extraída en pleno vuelo a un cóndor imperial, Neruda va dando vida a sus hijos múltiples. Así, ven la luz del día “Crepusculario”, “Residencia en la tierra, “Canto general, “Los versos del capitán”, “Las uvas y el viento, “Odas elementales”, etcétera. Pronto, como una marea descontrolada, la poesía de Neruda sube la cordillera de los Andes, pasea por el desierto de Atacama, se zambulle en todo el océano Pacífico y se ensancha en las tierras australes. Luego, el mundo sería el hogar del universo nerudiano.


En el año 1971, obtiene el Premio Nobel de Literatura. Después de muchas falsas alarmas y decepciones de cada año, llega este reconocimiento a nuestro gran Pablo Neruda. El hombre que llama e invita “Sube a nacer conmigo hermano”, se levanta majestuoso en la inmortalidad de las letras universales.


En nombre de la bancada de diputados de la Democracia Cristiana, rindo este homenaje a un hombre que fue más que un poeta; que tiene ahora todas las vidas; que fue perseguido y vivió en el exilio; que fue idealista, y que, en su lucha por lo que creía justo, continuaba haciendo poesía. El Winnipeg es una extensión de su trabajo de artesano en las letras. El Winnipeg fue poema sobre el océano.


Pablo Neruda fue senador de la República y representó al Partido Comunista. Él fue parte de este poder del Estado. Dejemos, entonces, que su poesía fluya en esta Sala, que ingrese en gloria y majestad, que impregne las actas de esta Corporación. Estoy seguro de que al abrir las puertas a la poesía de Neruda, muchas gotas de sensibilidad, un torrente de sensibilidad, nos invadirá a todos.

“Farewell
1

Desde el fondo de ti, y arrodillado,

un niño triste, como yo, nos mira.

Por esa vida que arderá en sus venas

tendrían que amarrarse nuestras vidas.

Por esas manos, hijas de tus manos,

tendrían que matar las manos mías.

Por sus ojos abiertos en la tierra

veré en los tuyos lágrimas un día.

2

Yo no lo quiero, amada.

Para que nada nos amarre

que no nos una nada.

Ni la palabra que aromó tu boca,

ni lo que no dijeron las palabras.

Ni la fiesta de amor que no tuvimos,

ni tus sollozos junto a la ventana.

3

(Amo el amor de los marineros

que besan y se van.

Dejan una promesa.

No vuelven nunca más.

En cada puerto una mujer espera:

los marineros besan y se van.

Una noche se acuestan con la muerte

en el lecho del mar.

4

Amo el amor que se reparte

en besos, lecho y pan.

Amor que puede ser eterno

y puede ser fugaz.

Amor que quiere libertarse

para volver a amar.

Amor divinizado que se acerca

amor divinizado que se va).

5

Ya no se encantarán mis ojos en tus ojos,

ya no se endulzará junto a ti mi dolor.

Pero hacia donde vaya llevaré tu mirada

y hacia donde camines llevarás mi dolor.

Fui tuyo, fuiste mía. ¿Qué más? Juntos hicimos

un recodo en la ruta donde el amor pasó.

Fui tuyo, fuiste mía. Tú serás del que te ame,

del que corte en tu huerto lo que he sembrado yo.

Yo me voy. Estoy triste: pero siempre estoy triste.

Vengo desde tus brazos. No sé hacia dónde voy.

...Desde tu corazón me dice adiós un niño.

Y yo le digo adiós”.


Ha hablado el poeta.


He dicho.


-Aplausos.

El señor LORENZINI (Presidente).- Así, damos por concluido el homenaje al premio Nobel Pablo Neruda.


Se suspende la sesión por tres minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

ELECCIÓN DE SEGUNDO VICEPRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
A continuación, en cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 47 del Reglamento de la Corporación, corresponde elegir, por mayoría absoluta de los diputados presentes, al Segundo Vicepresidente de la Cámara.


La votación se realizará en forma secreta, por el sistema de cédulas.


El señor Secretario procederá a llamar a las señoras diputadas y a los señores diputados.


En votación.


-Verificado el escrutinio:


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Han votado 85 señores diputados y se han escrutado 85 cédulas.


El resultado es el siguiente: por don 
Sergio Ojeda, 50 votos; por don Guido 
Girardi, 2 votos; por don Alejandro Navarro, 1 voto; por don René Manuel García, 2 votos; por don Juan Masferrer, 1 voto; por don Javier Hernández, 1 voto; por don Mario Bertolino, 1 voto, y por don Pablo Lorenzini, 1 voto. Hubo un voto nulo y 25 en blanco.

-Aplausos en la Sala y en las tribunas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En consecuencia, ha sido elegido Segundo Vicepresidente el diputado señor Sergio Ojeda.


-Aplausos en la Sala y en las tribunas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se suspende la sesión por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se reanuda la sesión.


Invito al diputado señor Sergio Ojeda, nuevo Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados, a que ocupe su lugar en la testera.


Tiene la palabra su señoría.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Señor Presidente; señora Michelle Bachelet, ministra de Defensa; distinguidas y distinguidos colegas:


Agradezco a quienes me han elegido para este cargo; a mi bancada, a los diputados de la Concertación, a todos sin excepción. A aquellos que no votaron por mí, les digo que me comprometo a realizar un trabajo que dé garantías plenas para el efectivo ejercicio de sus derechos.


Llego para aportar, para colaborar, para vaciar, en contenido y acción, mi experiencia de catorce años en el Congreso Nacional; para poner en práctica mis conocimientos, que deben servir, exteriorizarse y no quedar guardados en el interior de mi intelecto. Que este esfuerzo que voy a emprender vaya dirigido a potenciar la estructura institucional y el buen funcionamiento de nuestra Cámara de Diputados.


Hay muchas cosas que debiéramos hacer y que no hacemos; pero no hay dudas de que hemos hecho mucho, que hemos avanzado. Reconozco, desde esta testera, el trabajo honesto, la consecuencia de la actuaciones políticas y la energía que mis distinguidos colegas despliegan para el cumplimiento fiel y efectivo de sus funciones. Así, fortalecemos nuestra República; así, la estamos consolidando; así lo hemos hecho; así, reforzamos las bases de nuestro estado de derecho, con mucha fuerza y con la entereza que nos dan nuestras propias convicciones.


El cuestionamiento hacia la clase política y el bajo porcentaje de adhesión al Congreso Nacional en las encuestas, son hechos de la causa y una situación preocupante. Nuestra responsabilidad es rescatar y acentuar el valor que a la institucionalidad chilena dieron sus actores políticos en el pasado. Hay muchos nombres. Hoy se rindió homenaje a uno de ellos: Pablo Neruda.


Las contingencias de la vida real, el mundo convulsionado, las vicisitudes y desencuentros, la problemática diaria, deben tener en este Congreso un rol orientador que encauce y entregue las normas, instrumentos y herramientas para satisfacer los requerimientos y necesidades que se esgrimen para la tranquilidad y normalización dentro del Estado y la sociedad.


El Congreso Nacional es el corazón en el cual late la democracia; es el motor impulsor y sostenedor de todo el flujo sanguíneo que alimenta nuestro ordenamiento jurídico. No es difícil pensar que hay grupos interesados en debilitar nuestra democracia, y que, abierta o encubiertamente, aparecen para socavar y revertir sus cimientos. ¡No demos argumentos para que ello ocurra! ¡No les demos la razón! Tengo la seguridad de que así es y así será. ¡No se la daremos! Todos los diputados, de Gobierno y de Oposición, hemos puesto lo máximo para mantener esta verdadera cuna en la que se anidan, generan y discuten las grandes ideas de país, que se plasman en leyes. No hay nadie en esta Sala que no haya hecho lo posible y puesto su importante cuota para prestigiar nuestra Cámara, cumpliendo a cabalidad, a veces con muchas dificultades y sacrificios, con ingratitudes e incomprensiones. Por desgracia, nuestro verdadero trabajo no siempre se valora como corresponde.


La labor legislativa es intensa en la Sala y en comisiones, y se complementa con el trabajo distrital, arduo y agotador, que lamentablemente se desconoce, pero que es tan trascendente como el que se realiza en Valparaíso. Sin embargo, nuestros representados nos conocen y ellos sí lo saben. Eso es suficiente y es lo que nos interesa.


Yo también deseo un Congreso Nacional cercano a la gente de provincias y regiones, a pesar de que cada uno de nosotros está con ella constante y permanentemente, ya sea en terreno, en el contacto directo, o en las atenciones que realizamos en nuestras oficinas, con la representación parlamentaria genuina que ejercemos, tal como lo señaló el señor Presidente al asumir su alto cargo. Por eso, lo acompañaré en esta senda junto al Primer Vicepresidente, diputado Antonio Leal, en un trabajo conjunto para seguir recorriendo las regiones, y con ustedes, colegas, en sus respectivos distritos, como también en la administración de esta Cámara y en su buen funcionamiento para el más expedito y fluido trabajo parlamentario, sea en el legislativo o en el de la función fiscalizadora, consagrados y asegurados por la Constitución y la leyes, que son, sin duda, elementos fundamentales e imprescindibles del estado de derecho. Es decir, asegurar desde aquí nuestra democracia, nuestra forma de vida, de gobierno, lo que todos hemos construido, es consustancial a nuestras necesidades humanas y a Chile, a este gran país.


Colegas: soy de la tierra de Delia Domínguez, nuestra gran poetisa de la zona sur, zona agrícola, ganadera y forestal; tierra de la carne, patria de la leche, tierra del viento y de la lluvia, de los ríos, lagos y montañas.


Quiero hacer propicia la oportunidad, con el poder y la altura que me da esta investidura, para transmitir, durante el tiempo que dure mi desempeño, la inquietud y la voz del sur, de sus agricultores y campesinos, de su gente; de mi tierra, despensa alimentaria de Chile; tierra huasa, tierra de mapuches y huilliches, de alemanes, árabes, españoles, franceses e italianos, y de tantos otros que hacen patria, como lo hacemos todos nosotros.


Por mi ciudad, por mi provincia, por mi región, por ustedes, por Chile y por todos, trabajaré arduamente en este cargo para el que ustedes hoy me eligieron, honrándome profundamente.


Muchas gracias.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LORENZINI (Presidente).- Gracias, señor diputado.


Saludamos con mucho aprecio a la familia y a los amigos que acompañan al Segundo Vicepresidente de la Cámara.


Desde ya, queda incorporado a nuestro trabajo.

-o-


El señor LORENZINI (Presidente).- Informo que mañana, a las 15.00 horas, se darán las instrucciones y se entregará la citación correspondiente para que se constituya la Comisión Especial Investigadora de la situación de los puertos.

VI. ACUERDOS DE COMITÉS


El señor LORENZINI (Presidente).- Informo a los señores diputados que hoy en la mañana los Comités parlamentarios acordaron destinar hasta una hora y media para el debate del proyecto de ley que moderniza el servicio militar obligatorio, y hasta media hora que el proyecto de ley que otorga un nuevo plazo para ejercer la facultad concedida al Servicio de Tesorerías en la ley Nº 19.926. 

Se mantendrán las horas de los proyectos de acuerdo y de Incidentes, y las comisiones funcionarán en forma normal.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- 
Señor Presidente, quiero plantear un punto de Reglamento.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- 
Señor Presidente, ¿qué significa que las comisiones van a operar en forma normal? Porque, según el Reglamento, lo normal sería que no funcionaran.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
No han sido suspendidas las comisiones, señora diputada.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- 
O sea, pueden sesionar simultáneamente con la Sala.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Si los horarios coincidieran, su señoría.

VII. ORDEN DEL DÍA

MODERNIZACIÓN DE SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde trata el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, e iniciado en mensaje, que moderniza el servicio militar obligatorio.


Diputado informante de la Comisión de Defensa Nacional es el señor Antonio Leal.


Antecedentes:


-Informe complementario al segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional, boletín N 2844-02-2. Documentos de la Cuenta Nº 13, de esta sesión.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor LEAL.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Defensa Nacional, paso a informar en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, iniciado en mensaje, que moderniza el servicio militar obligatorio.


A continuación, subrayo las modificaciones introducidas en el primer trámite reglamentario, porque ha pasado un tiempo de esa discusión y es necesario que tengamos presente en el debate los puntos que ya hemos concordado. 


En primer lugar, esta iniciativa tiene como finalidad modernizar el servicio militar obligatorio mediante el diseño de un sistema de reclutamiento que fomente la voluntariedad, es decir, la selección preferente de los varones que manifiesten su decisión de presentarse voluntariamente a cumplir con esta carga pública y de las mujeres que expresen interés en efectuar voluntariamente el servicio militar, estableciéndose, en subsidio, la selectividad por sorteo. 


La voluntariedad como modalidad primaria de selección, y la obligatoriedad en subsidio, aplicada mediante sorteo, indican que el tema de la voluntariedad -ese fue el espíritu de todos los integrantes de la Comisión de Defensa y del Gobierno cuando presentó el proyecto- constituye la piedra angular del nuevo modelo de servicio militar. 


A modo de antecedente, en el primer informe reglamentario la Comisión introdujo modificaciones en el decreto ley Nº 2.306, de 1978, que se refiere fundamentalmente a las materias que se señalan a continuación:

a)
La incorporación de los jueces de garantía, de los jueces de los tribunales de juicio oral, de los fiscales del Ministerio Público, del defensor Nacional, de los defensores regionales y locales, de los miembros del Tribunal Calificador de Elecciones y de los secretarios relatores y fiscales de los tribunales superiores de justicia, dentro de la nómina de autoridades que se encuentran exentas del servicio militar obligatorio. 

b)
El establecimiento de nuevas causales de exclusión del cumplimiento del servicio militar en favor de los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, del personal de Gendarmería de Chile, de las personas a quienes la realización del servicio militar ocasione un grave deterioro en la situación socioeconómica de su grupo familiar por constituir su única fuente de ingreso, de aquellos que hayan contraído matrimonio con anterioridad al primer sorteo de selección del contingente y de los hijos y nietos de las personas a que se refiere el artículo 18 de la ley 
Nº 19.123, que beneficia a familiares de víctimas de violaciones de los derechos humanos o de violencia política.

c)
La incorporación de modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar, a las que podrán optar los varones que se encontraren cursando el último año de enseñanza media o estudios tendientes a la obtención de un título profesional o técnico de nivel superior en establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste y que resultaren convocados en virtud del sorteo general 

d)
Se agrega el capítulo “De los Deberes y Derechos de los Soldados Conscriptos”, en cual se dispone que cada institución de las Fuerzas Armadas deberá contar con una oficina de los derechos del soldado conscripto, la que estará encargada de supervisar y controlar la debida aplicación de las normas referidas a los derechos de los soldados conscriptos y de asesorar al comandante en jefe respectivo en esta materia. 

e)
Se crean la Comisión Nacional de Reclutamiento y las Comisiones Especiales de Acreditación. La primera es concebida como un organismo encargado de la supervisión y control del proceso de reclutamiento y selección del contingente, con funciones que se establecen expresamente. Las segundas se constituirán en las provincias o comunas, con la finalidad de conocer y resolver las reclamaciones que presenten los varones convocados en virtud del sorteo general, con el objeto de hacer valer alguna de las causales de exclusión del servicio militar obligatorio.

f)
Se readecuan los tipos penales aplicados en caso de incumplimiento de la ley, sin perjuicio de mantener las sanciones para quienes dejen de cumplir con los deberes fundamentales inherentes al servicio militar. 

g)
Finalmente, se encomienda a la justicia ordinaria el conocimiento de las causas por ilícitos contemplados en este decreto ley, con excepción de los procesos que se instruyan por el delito del reservista que, sin motivo justificado, no concurra al llamado a movilización, que continuarán siendo de competencia de la justicia militar.

¿Cuáles fueron las modificaciones incorporadas en el segundo trámite reglamentario? Primero, la incorporación de la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar.


Como obra en conocimiento de los señores diputados, dicha causal fue objeto de una indicación, de iniciativa parlamentaria, que concitó un amplio apoyo de todos los sectores con representación política en la Cámara de Diputados. La objeción de conciencia es definida de la siguiente manera en el texto aprobado por esta Comisión -número 7 del artículo 42, que corresponde al número 29 del artículo 1º-: “Las personas cuyas íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas les impidan, en conciencia, el ejercicio de la actividad militar”.


En consonancia con lo anterior, en el segundo trámite reglamentario se introdujeron modificaciones con el objeto de establecer que la Comisión Nacional de Reclutamiento deberá pronunciarse acerca de las solicitudes en que se invoque dicha causal, con lo cual se altera la regla general en virtud de la cual las comisiones especiales de acreditación están encargadas de conocer las reclamaciones que tengan por finalidad hacer valer alguna causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar.


Asimismo, se regula el procedimiento a que debe someterse la tramitación de la solicitud de exclusión ante la Comisión Nacional de Reclutamiento y el plazo dentro del cual deberá pronunciarse. Además, se consagra el derecho de interponer, ante la corte de apelaciones respectiva, un recurso en contra de la resolución que deniegue esta causal, el que, en cuanto a su tramitación, se regirá en términos generales, por las normas aplicables al recurso de protección.


Del mismo modo, se establece que las personas que sean excluidas del cumplimiento del servicio militar por la causal de objeción de conciencia podrán ser convocadas para servir en la Defensa Civil de Chile por un tiempo equivalente, o para prestar servicios vinculados a sus estudios en aquellas profesiones que interesen a las Fuerzas Armadas. En todo caso, se deja expresa constancia de que la objeción de conciencia no podrá invocarse en los casos en que haya una situación de guerra externa y el Presidente de la República declare el territorio nacional en estado de asamblea.


En relación con esta materia, la Comisión invitó a los destacados profesores de derecho constitucional señores Raúl Bertelsen y Patricio Zapata, con el objeto de conocer sus opiniones. Ambos afirmaron que es posible admitir la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar obligatorio, por cuanto no vulnera en forma alguna lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22 de la Carta Fundamental, que consagra el deber militar.


El señor Zapata sostuvo que la Constitución Política de la República se inspira en una antropología humanista, que coloca a la dignidad de las personas como aspecto central, de modo que el Estado está al servicio de ella. A su juicio, violenta gravemente la dignidad humana, la libertad de conciencia e incluso la libertad de expresión, el que se obligue a una persona a ser portadora o sujeto de un mensaje político o moral que repugne profundamente a sus convicciones más íntimas.


Hizo presente que en el ámbito de la defensa nacional, el Estado, que pretende ser amparado por los ciudadanos, en caso de un conflicto bélico obtendrá mejores resultados si ha sido respetuoso de la conciencia de ellos y ha velado para lograr que las adhesiones sean siempre de carácter voluntario, de modo de satisfacer los requerimientos de dedicación y profesionalismo que son propios en el ámbito de la defensa nacional.


Advirtió que, incluso, podría significar un riesgo obligar a realizar el servicio militar a personas que, por razones de íntima convicción, son renuentes al tipo de ejercicio y actividad que lleva aparejado.


Por su parte, el señor Bertelsen opinó que sería aconsejable, en tal caso, establecer una alternativa sustitutoria del servicio militar, que podría traducirse en la prestación de servicios sociales que importen una carga y un sacrificio para las personas. Esa idea no fue compartida por el señor Zapata, quien hizo presente que el artículo 22 de la Carta Fundamental no establece que el Estado tenga un derecho de servidumbre general para disponer de las personas en un sentido amplio y exigirles que hagan el bien por la patria mediante la imposición de un servicio de carácter social.


En esta materia, cabe traer a colación la preocupación que ha existido desde los inicios de la discusión de esta iniciativa legal por el tema de la objeción de conciencia. Al respecto, es preciso mencionar que en el informe emitido en 1997 por la Comisión de Defensa Nacional, en cumplimiento de un mandato otorgado por la Sala, se analizó la posibilidad de incluirla como causal de exclusión del servicio militar obligatorio. En dicha oportunidad se subrayó la necesidad de consignar un servicio de carácter sustitutivo en el evento de que se aprobara dicha causal. Asimismo, se debatió sobre el particular en el marco del Foro Nacional sobre Servicio Militar Obligatorio, convocado por el Ministerio de Defensa el año 2000.


Por su parte, durante la discusión de este proyecto en el primer trámite reglamentario, la Comisión de Defensa Nacional recibió en audiencia pública a representantes de la Comisión Chilena Pro Derechos Juveniles, de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, del Centro Ecuménico Diego Medellín, de la Red Chilena por la Objeción de Conciencia, del movimiento de objeción de conciencia Ni casco ni Uniforme, quienes enfatizaron la necesidad de incorporar la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar en razón de que su ausencia implica desaprovechar la oportunidad para avanzar, desde el punto de vista ético, en el perfeccionamiento de la institucionalidad democrática.


Respecto de la objeción de conciencia también se conoció el pronunciamiento público de la Conferencia Episcopal de la Iglesia Católica Chilena, de la Masonería y del Consejo de Iglesias Evangélicas, que respaldaron dicha objeción.


Finalmente, la Comisión de Defensa Nacional aprobó la indicación de objeción de conciencia.


Un segundo aspecto dice relación con el acceso de todos los estudiantes de enseñanza media a las modalidades de alternativa de cumplimiento del servicio militar.


En el segundo informe reglamentario se aprobó un precepto que establece que todos los varones que cursen la enseñanza media, y no sólo los estudiantes de cuarto año de dicho nivel de enseñanza, podrán optar, por una sola vez, por alguna de las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar obligatorio. Además, se dispone que también podrán acogerse a este beneficio quienes se encuentren realizando su práctica profesional. Sin embargo, cabe hacer presente que como consecuencia de lo obrado, que se señala en el informe complementario, solamente podrán optar a estas modalidades alternativas los varones que cursen el último año de enseñanza media.


Tercero, la causal de exclusión que beneficie a las personas que estén en vías de ser padres o que lo sean con anterioridad al proceso de selección del contingente. Se modificó la causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar establecida en favor de las personas que hayan contraído matrimonio con anterioridad al primer sorteo de selección del contingente, de modo de beneficiar con ella, además, a las personas que estén en vías de ser padres o que lo sean en la oportunidad antes mencionada, pues se estimó que se trata de situaciones similares que deben tener el mismo tratamiento.


Cuarto, el otorgamiento de un plazo para que el Ministerio de Defensa Nacional dicte los reglamentos respectivos.

Modificaciones introducidas en el informe complementario.


La Comisión de Defensa Nacional debió pronunciarse respecto de indicaciones, presentadas tanto por su excelencia el Presidente de la República como por varios señores diputados, que buscaban incorporar modificaciones al texto aprobado en el segundo trámite reglamentario. Sin embargo, del total de indicaciones presentadas, sólo se aprobó una, la que establece el derecho de optar por alguna de las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar obligatorio sólo para los varones que cursen el último año de enseñanza media.


En relación con esta indicación, debe dejarse constancia de que hubo una petición de la señora ministra de Defensa Nacional en tal sentido, que la Comisión la aprobó luego de analizar los antecedentes y teniendo presente que si se otorgaba esa opción a todos los estudiantes de enseñanza media, podría producirse una disminución significativa de los jóvenes que conforman la base de la conscripción.


En otro orden de ideas, debe dejarse constancia de que se rechazó una indicación del Ejecutivo cuyo objeto era establecer la objeción de conciencia mediante una propuesta de regulación distinta de la aprobada por la Comisión en el segundo trámite reglamentario. Dicha indicación proponía que esta causal de exclusión debía fundamentarse en hechos y no en meras declaraciones personales, de modo que fuera comprobable a través de una práctica de vida concordante con aquella. Además, establecía que la calificación de la objeción de conciencia correspondería a los tribunales de justicia y no a la Comisión Nacional de Reclutamiento o al Ministerio de Defensa Nacional, como dispone el texto aprobado por la Comisión de Defensa Nacional, a fin de garantizar una mayor objetividad e independencia en la decisión. Asimismo, disponía que quienes fueran declarados objetores de conciencia deberían realizar una prestación social sustitutiva de entre aquellas que contemple el reglamento por el mismo período que dura el servicio militar.


Finalmente, se presentó una indicación destinada a aumentar los incentivos para promover la voluntariedad y hacer más atractiva esta carga pública para los jóvenes. Los señores diputados patrocinantes de la indicación estimaron que dichos beneficios deberían estar contemplados como gasto permanente en el presupuesto nacional y no ser objeto de negociaciones anuales entre los ministerios de Defensa Nacional y de Hacienda.


Al respecto, hubo consenso en la Comisión acerca de la necesidad de dejar expresa constancia de que, aun cuando se compartieran los fundamentos de la indicación, hubo que declararla inadmisible por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Sin embargo, se destacó, por la unanimidad de los diputados presentes, la necesidad de acrecentar los incentivos de carácter económico en beneficio de los jóvenes que realicen el servicio militar voluntariamente y de establecer normas que les otorguen preferencia para acceder a los programas de ayuda estudiantil, a la educación superior y para postular a los subsidios habitacionales.


Además, la indicación planteaba la posibilidad de aumentar la remuneración de los soldados conscriptos, cuestión que es vista favorablemente por todos los integrantes de la Comisión de Defensa Nacional.


En el informe se pueden encontrar más detalles sobre el proyecto de ley sobre el cual he tenido el honor de informar. Hago presente que, en la práctica, se trata de un tercer informe y que ya con ocasión del primero se hizo un análisis exhaustivo del significado y de las características del nuevo servicio militar, que, en lo fundamental, ya fue aprobado por la Comisión.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la señora ministra de Defensa Nacional.


La señora BACHELET (ministra de Defensa Nacional).- Señor Presidente, dado el completo informe entregado por el diputado señor Leal, como Ejecutivo sólo queremos poner énfasis en algunas de las ideas centrales del proyecto.


La iniciativa busca avanzar en cuanto a contar con Fuerzas Armadas gradualmente más profesionalizadas y con un servicio militar crecientemente voluntario, más equitativo, más justo, menos discriminatorio y que respete a cabalidad el cumplimiento de los derechos de los reclutas.


El Ejecutivo envió al Congreso Nacional un proyecto de ley sobre modernización del servicio militar, que forma parte del proceso de modernización de la Defensa Nacional, como lo demuestra, en particular, la vinculación de la modernización del servicio militar con el plan de modernización del Ejército, que, como ustedes saben, plantea la disminución del contingente de aquí a 2010 ó 2012.


Al plantearse la discusión sobre el servicio militar en el foro militar y al interior de las estructuras de la Defensa, se pensó sobre el tipo de Fuerzas Armadas que queremos y podemos tener, y se optó por un modelo de composición mixta que combinara fuerzas profesionales, es decir, oficiales, suboficiales, clases y soldados -durante este año, el Ejército dio inicio a un programa sobre el particular-, y conscriptos.


Dentro de esta opción y en relación con esta última categoría, se estableció un conjunto de políticas cuyo objetivo es incrementar, mediante incentivos, el cumplimiento voluntario del servicio militar. Algunas de ellas ya están en marcha y han tenido resultados exitosos, puesto que se ha incrementado el porcentaje de jóvenes que se presenta voluntariamente a cumplir con el servicio militar. Otras podrán ser aplicadas si se aprueba el proyecto en debate, y un tercer grupo están siendo trabajadas por algunos ministerios. A ellas me referiré más adelante.


Hace cinco años, los grados de voluntariedad del servicio alcanzaba aproximadamente a 40 ó 45 por ciento. Hoy, esa cifra fluctúa entre 70 y 75 por ciento al año.


El proyecto sobre servicio militar representa, como dijo el diputado informante, un conjunto de avances e innovaciones en el sistema de reclutamiento y mejoras para los conscriptos. Como se expresó, la iniciativa fue elaborada a partir de un proceso de participación social, a través del Foro Nacional sobre el Servicio Militar y, desde diciembre de 2001, gracias al diálogo político sostenido en el honorable Congreso Nacional y en la Comisión de Defensa de la Cámara. Contiene un conjunto de avances e innovaciones para el sistema de reclutamiento, de manera de hacerlo más igualitario, objetivo y transparente, como, asimismo, mejoras sustanciales para la juventud chilena.


Quiero recalcar algunos aspectos que introduce el proyecto.

La voluntariedad como modalidad primaria de selección.


Se establece un procedimiento de reclutamiento y selección transparente e igualitario que busca desterrar prácticas discriminatorias o privilegios. El nuevo modelo va acompañado de mejoras de beneficios e incentivos, como la inscripción automática en el registro militar, de manera de suprimir la infracción por ausencia de inscripción; perfeccionamiento de mecanismos de flexibilización en beneficio de los estudiantes de educación superior y de aquellos que cursan el último año de educación media o técnico-profesional; perfeccionamiento de las causales de exclusión del servicio, de modo de incorporar criterios más acordes con la realidad social del país; introducción de un capítulo de derechos y deberes de los soldados conscriptos en el texto de la ley; creación de una oficina de derechos del soldado conscripto en cada rama de las Fuerzas Armadas, a fin de que recoja los reclamos frente a situaciones de maltrato; introducción de sistemas de control de los procesos de reclutamiento y selección a través de la Comisión Nacional de Reclutamiento y comisiones especiales de acreditación; cambio de la jurisdicción en el conocimiento de las infracciones del decreto ley Nº 2.306, las que pasarán de la justicia militar a la ordinaria; cambios en la penalidad por dichas infracciones. En efecto, se proponen penas de inhabilitación en lugar de privación de libertad o penas pecuniarias.


El proyecto implica un reforzamiento de la plena incorporación de la mujer a las tareas de la Defensa mediante el fomento de la voluntariedad para realizar el servicio militar por parte del contingente femenino, que, aunque es reducido, se ha ampliado.


Como consecuencia del debate y del impulso dado a la iniciativa en la Comisión de Defensa de la Cámara, se está estudiando la fórmula para ampliar la cobertura de previsión social y de salud para soldados conscriptos frente a accidentes que sufran durante el período de su servicio militar, en particular aquellos derivados de actos no propios del servicio. Asimismo y como consecuencia del trabajo de esa comisión, surgió la indicación parlamentaria, aprobada en ella, sobre la objeción de conciencia, que permite resolver el problema de quienes, en función de su testimonio de vida y de sus convicciones, tienen un problema de conciencia respecto del servicio militar, pero que no cuestionan el deber patriótico ante el país. 


Asimismo, es importante recordar que durante este gobierno, y también en anteriores, se ha impulsado un conjunto de políticas que buscan incrementar la presentación voluntaria al servicio. Para todos es claro que la voluntariedad es la meta a que aspiramos. 


Para información de los señores diputados, voy a dar a conocer los incentivos que ya están en aplicación:


-Beca Ministerio de Defensa Nacional: se otorga a quienes, en cumplimiento de su servicio, son beneficiarios del premio “18 de Septiembre”, que es el reconocimiento al conscripto más destacado de cada unidad. Consiste en el pago de un monto mensual para quienes acrediten estudios universitarios o técnicos. Históricamente, ha beneficiado a 260 jóvenes. Su costo anual es de aproximadamente 18 millones de pesos. 


-Nivelación de estudios básicos y medios: consiste en la posibilidad de nivelar los estudios para aquellos conscriptos que tengan educación incompleta. Para ello, hay un programa de educación de adultos del Ministerio de Educación que opera en forma descentralizada. Entregando subvenciones por adulto nivelado. 


Los cursos de nivelación corresponden a 730 horas lectivas, que se entregan durante el período de conscripción mediante convenios con colegios. 


En 2003, los beneficiarios fueron 12 mil 500 jóvenes, de los cuales 3 mil 100 correspondieron a la Región Metropolitana. El porcentaje de nivelados corresponde a más del 50 por ciento de los acuartelados. El costo total al 2004 asciende a 3 mil millones de pesos, presupuestados dentro del programa de educación de adultos del Ministerio de Educación. Con ello, pretendemos nivelar a 10 mil 556 conscriptos durante el presente año.


-Pasajes para soldados conscriptos en zonas extremas del país: consiste en un beneficio para aquellos soldados que cumplen su servicio militar en zonas extremas, vale decir, Segunda Región al norte y Undécima Región al sur. Consiste en la entrega de pasajes aéreos o terrestres para viajar a reunirse con sus familias. Beneficiarios en 2004: 8 mil conscriptos. Gasto aproximado: 560 millones de pesos. 


-Pasajes y alojamientos para padres o familiares a diferentes regiones, con motivo del juramento a la bandera -acaba de realizarse este fin de semana-: implica la asistencia y apoyo económico a familiares de soldados conscriptos que cumplen su servicio en zonas extremas del país, para que puedan visitarlos y acompañarlos en las ceremonias de vigilia de armas y en el juramento a la bandera. Este año fueron beneficiados 1 mil 700 reclutas, con un gasto aproximado de 120 millones de pesos. 


-Puesta en marcha de la Oficina de derechos de los soldados conscriptos en cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas: en conformidad con este planteamiento, surgido en la Comisión de Defensa, el 19 de marzo de 2004 el comandante en jefe del Ejército nos informó sobre los resultados de esta medida, que se colocó en aplicación en el Ejercito durante el 2003. Hubo 16 mil 297 requerimientos. En la Región Metropolitana se canalizó el 19,3 por ciento, y se determinó que casi un familiar por cada conscripto acuartelado -que alcanzan a 18 mil 106- necesitó de alguna información. 


Los motivos de consultas fueron diversos. Destacan los siguientes: 5 mil 796 requerimientos para conocer sobre el estado de salud de los soldados, lo que representa el 35,5 por ciento; 1 mil 154 solicitudes de padres que quisieron asistir al juramento de la bandera en zonas extremas. 


Sobre temas o problemas disciplinarios, se plantearon 140 casos, que representan menos del 1 por ciento, todos los cuales fueron resueltos o aclarados a través de la cadena de mando correspondiente. El principal medio fue el teléfono, con 8 mil 848 solicitudes; consultas personales, 3 mil 920, y correo electrónico, 634 mensajes de requerimiento. 


Los costos de esta oficina no han sido relevantes, por lo que han sido absorbidos por la institución. 

Capacitación laboral.


Se ha suscrito, con la colaboración del Sence y de otras instituciones, numerosos convenios destinados a brindar distintos cursos de capacitación, que incluyen especialidades técnicas tales como electricidad domiciliaria, electricidad de automóviles, cocina industrial, garzón, barman, riego tecnificado, mecánica de motores diésel, auxiliar paramédico o de enfermería, asistente dental, albañilería, peluquería, panadería, repostería, gasfitería, computación, etcétera.


Hasta ahora, se ha capacitado a un total de 11 mil 265 conscriptos, y se proyecta como meta para el año 2004 un total de 12 mil 165 jóvenes que realizan el servicio militar en las Fuerzas Armadas. Este gasto significa, aproximadamente, 450 millones de pesos. 

Reinserción laboral.


Se estableció la creación de una bolsa de trabajo a cargo de la Dirección Nacional de Movilización Nacional, que mantiene un registro de los soldados licenciados en los cantones de reclutamiento. A éstos pueden concurrir las empresas en busca de mano de obra calificada. Se estima que han sido aproximadamente 4 mil los conscriptos de las Fuerzas Armadas que hemos sido capaces de reinsertar en distintos trabajos.

Pasajes rebajados de la locomoción colectiva para los soldados conscriptos dentro de la Región Metropolitana.


Durante el año 2003 se celebró un convenio con la Federación Nacional de Empresas de Buses y Taxibuses de Chile para rebajar el costo de los pasajes de la locomoción colectiva, de viernes a domingo, a los jóvenes que cumplen con el servicio militar en la Región Metropolitana, de manera que sea similar al que pagan los estudiantes. Este beneficio alcanzó a la totalidad de los conscriptos, con un costo aproximado de 42 millones de pesos.


En cuanto a la asignación mensual, a partir del año 2002 se eliminaron los descuentos internos, lo que les significó un aumento, en promedio, de 4 mil 500 pesos en su sueldo mensual.


Aunque el decreto con fuerza de ley Nº 1 permite que la asignación de zona sea pagada parcialmente a los soldados conscriptos, se optó por la política de pagarla completa, lo que significó un mayor ingreso mensual de 3 mil 300 pesos, en promedio, para quienes cumplen su servicio militar en zonas extremas. Todos estos soldados conscriptos son beneficiarios de dicha asignación, lo que implica un monto de aproximadamente 1 mil 684 millones de pesos.


Los mencionados son los incentivos vigentes. Ahora me voy a referir a los que está estudiando el Ministerio de Defensa en coordinación con otros organismos.


En primer lugar, hemos acordado con el ministro de Vivienda, Jaime Ravinet, dos iniciativas relacionadas con el subsidio habitacional: primero, la posibilidad de que los soldados conscriptos, apenas ingresen al servicio, puedan abrir una libreta de ahorro con el objeto de aumentar su antigüedad, y, segundo, otorgar un puntaje adicional a aquellos soldados conscriptos que cumplan a cabalidad con su servicio militar, para que puedan optar al subsidio habitacional. También está el aumento de la asignación mensual en forma gradual, pero el ministro de Hacienda se referirá a ello.


En segundo lugar, hemos estado trabajando una serie de materias con el ministro de Educación. Una de ellas es la posibilidad de que el hecho de hacer el servicio militar otorgue puntaje a los soldados conscriptos que quieran postular a la educación superior, a fin de conseguir el crédito fiscal. Asimismo, se está estudiando la posibilidad de que los jóvenes de las escuelas matrices también puedan postular al crédito fiscal para financiar sus estudios.


En tercer lugar, a solicitud de los miembros de la Comisión de Defensa y de la Cámara, se están estudiando distintas alternativas que permitan aumentar la cobertura de las prestaciones de salud previsional que cubran los accidentes ocurridos en actos ajenos al servicio militar.


Finalmente, se está analizando con el ministro de Educación la posibilidad de establecer algunas particularidades en relación con la beca “Juan Gómez Millas”, cuando se trate de soldados conscriptos.


Tanto para el Ministerio de Defensa, en particular, como para el Gobierno, en general, es de la mayor importancia contar con un servicio militar cada vez más voluntario, con jóvenes que estén en condiciones de asumir las tareas de la defensa nacional, cada vez más tecnologizadas. Para nosotros, los incentivos son vitales y, por eso, he querido detallar lo que ya hemos hecho y lo que estamos estudiando.


Muchas gracias, señor Presidente.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
A continuación, voy a dar a conocer los tiempos acordados por los Comités para la discusión del proyecto: 27 minutos para la UDI, 18 minutos para la Democracia Cristina, 15¾ minutos para Renovación Nacional, 15¾ minutos para el Partido por la Democracia y 13½ minutos para el Comité Socialista y Radical.


Hasta el momento se han inscrito tres diputados de la UDI, uno de la DC, dos de Renovación Nacional y dos del PPD.


Tiene la palabra el ministro de Hacienda.


El señor EYZAGUIRRE (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, sólo para complementar la completa exposición de la ministra de Defensa. El Gobierno considera conveniente aumentar el grado de voluntariedad del servicio militar. Con el objeto de lograr ese objetivo, el Ejecutivo está disponible para revisar beneficios tales como la asignación mensual y la ayuda estudiantil, pero sobre la base de una solución satisfactoria de las distorsiones previsionales que conoció la Cámara de Diputados.


Gracias, señor Presidente.


El señor LORENZINI (Presidente).- Para iniciar el debate, tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, las intervenciones del diputado señor Leal, en su calidad de diputado informante de la Comisión de Defensa Nacional, y de la ministra de Defensa nos obligan a centrarnos en el motivo fundamental de este segundo informe.


A mi juicio, estamos en presencia de un muy buen proyecto, y la decisión del Ejecutivo de enviar una iniciativa sobre modernización del servicio militar obligatorio apunta en la dirección correcta. Es una institución más que centenaria y, por cierto, requiere modificaciones estructurales profundas.


Probablemente, no sea ésta la instancia en que puedan agotarse todas las modernizaciones, si entendemos como tales el capítulo relativo a los incentivos. El objetivo central del proyecto está bien logrado y tanto el diputado informante como la ministra expresaron con precisión las grandes novedades que hacen la modernización. Voy a detenerme en dos: la voluntariedad como modalidad primaria de selección, y la obligatoriedad, en subsidio, aplicada mediante sorteo, lo que implica un cambio estructural profundo. Hasta ahora, el carácter obligatorio sólo había sido limado, de alguna manera, en sus efectos gracias a la buena disposición del Ministerio de Defensa y del Ejército de Chile a la hora de preguntar por la voluntariedad. Ahora, quedará establecido en la ley que los primeros inscritos serán aquellos que se declaren voluntarios.


Según datos sobre la aplicación no legal de grados de voluntariedad, ésta ha fluctuado entre el 60 y el 75 por ciento. En consecuencia, para acotar bien el asunto, hoy día el quántum de la obligatoriedad es entre 25 y 35 por ciento. Además, el establecimiento de un mecanismo para reclutar aquel contingente menor no voluntario garantiza un alto grado de no arbitrariedad, de no discriminación, porque todos sabemos que en esos casos influían factores más bien consuetudinarios, como el amiguimismo y otros. De manera que si esto se aplica con rigor, el sorteo va a hacer que para aquella cuota no voluntaria haya un grado mucho menor, ojalá nulo, de discriminación o arbitrariedad.


Otro gran capítulo de modernización es el procedimiento destinado a velar por los derechos del recluta. En los últimos años, hemos conocido menos casos de abusos -algunos de ellos terminaron muy mal-, gracias al compromiso del Ministerio, del Ejército y de las otras ramas de la Defensa Nacional de poner atajo a las conductas abusivas, que muchas veces se creía que eran formas normales de tratar a los conscriptos. Eso ha ido quedando atrás; pero es bueno que la ley establezca un procedimiento preciso y claro, mediante el cual las personas que sientan amenazados o conculcados sus derechos puedan reclamar, y que la instancia que recoja el reclamo pueda resolver con un importante grado de autonomía.


A mi juicio, estas dos cuestiones centrales ameritan la presentación de este proyecto de modernización del servicio militar obligatorio. También está la despenalización corporal contemplada en el Código Penal para una serie de conductas, estableciéndose sanciones más bien pecuniarias, respecto de las cuales hubo consenso unánime en la Comisión. 


Dicho esto, ocuparé dos minutos para referirme a la objeción de conciencia. Ya discutimos en profundidad en la Sala y en la Comisión respecto de la juridicidad de la objeción de conciencia. Al principio, algunas personas plantearon legítimamente la posibilidad de que fuera inconstitucional. Afortunadamente, ese temor ha ido quedando en el olvido, porque el informe de la Comisión de Defensa y la discusión habida en la Sala dan cuenta de que no puede hablarse de inconstitucionalidad frente a una cuestión que, claramente, es posible arreglar en la ley.


Pero la objeción de conciencia ha tenido la virtud de abrir una discusión respecto de la voluntariedad, y como algunos creen que aquélla puede terminar siendo un bolsillo demasiado amplio, han creído que la mejor forma de evitarlo es que sea el servicio militar totalmente voluntario. ¡Bienvenido! Quienes creemos que es bueno establecer la objeción de conciencia en nuestro estado de derecho, tal como ha ocurrido en la mayoría de los estados de derecho con importante grado de desarrollo jurídico, no tenemos inconveniente en que se convierta en un marco teórico, porque, en el hecho, el servicio militar será absolutamente voluntario.


Como es obvio, la objeción de conciencia sólo es aplicable en un régimen obligatorio; nadie puede ser objetor de conciencia de lo voluntario. Pero en el marco teórico es bueno que exista esta posibilidad. Por lo demás, diversos casos demuestran que la objeción de conciencia está establecida en la ley. Por ejemplo, las personas que tienen determinada calidad de parentesco con víctimas de violaciones de derechos humanos no están obligadas a hacer el servicio militar. Ésa es también una objeción de conciencia.


Por lo tanto, me parece conveniente que respaldemos el proyecto y la indicación que viene aprobada por la Comisión de Defensa, relativa a la objeción de conciencia. Los 63 diputados que la firmamos -ello nos asegura su aprobación- creemos que está lo suficientemente regulada, sin perjuicio de los perfeccionamientos de que pueda ser objeto, como lo intentó, por ejemplo, el Ejecutivo, a través de una indicación que fue rechazada por la Comisión de Defensa. En todo caso, podrá insistir en ella en los siguientes trámites legislativos.


Quiero detenerme un minuto en los incentivos. Es cierto que éste no es un proyecto de incentivos, pero también lo es que se ha abierto una discusión pública al respecto. La ministra ya se refirió a los incentivos que los gobiernos de la Concertación han venido entregando a partir del 1990 a la fecha, y a la posibilidad de otorgar otros de carácter no económico. Pero si queremos dar un paso que asegure el ciento por ciento tales incentivos debemos avanzar con cuidado. Y no me refiero a la profesionalización de las Fueras Armadas, que es un tema que deberíamos discutir en otra oportunidad y ver cómo avanzamos gradualmente en ese sentido. Es un tema que debemos debatir con calma, porque la absoluta profesionalización de las Fuerzas Armadas podría ser asumida como una señal equívoca en Latinoamérica. 


Por eso, veámos a este asunto en su mérito y en su momento, pero con gradualidad. Hoy, aboquémonos a los incentivos. Tenemos los incentivos consumados y las ofertas de incentivos; pero el económico será el que asegure en definitiva la voluntariedad más absoluta.


A propósito de la breve, pero precisa intervención del ministro de Hacienda, quiero dar un ejemplo, basado en un artículo del director de Presupuestos, don Mario Marcel, publicado en el diario “El Financiero”, titulado “Servicio militar y previsión de las Fuerzas Armadas, ¿asociados? Sí, más allá de las legítimas opiniones que pueda haber al respecto, creo que están asociados. Todos estuvimos contestes en la necesidad de reformar un sistema francamente ineficiente, desde el punto de vista del uso adecuado de los recursos públicos, a través de un proyecto más bien de tono menor. Pues bien, esa iniciativa, que aseguraba importantes ahorros, permitiría -si lográramos que el Senado lo despache- financiar una parte sustancial de los incentivos. Un solo ejemplo: si se establece un sueldo base de 46 mil 200 pesos y se multiplica por 18 mil conscriptos -cifra que a futuro podría disminuir-, al tercer año de aplicación de la reforma a la previsión de las Fuerzas Armadas habría un ahorro de 8 mil 675 millones de pesos, y al cuarto año se gastarían sólo 7 mil millones de pesos por concepto de aumento de la asignación. Con dicho ahorro se podría financiar totalmente el aumento de la asignación tres veces.


Con ese ejemplo no quiero decir que haya que aumentarla en esa proporción, pues tal vez su incremento debería ser mayor; pero quiero destacar que el proyecto, desde el punto de vista de la búsqueda de incentivos, permite la posibilidad concreta de ahorrar recursos, mediante su mejor distribución en algunas áreas de la defensa.


Comúnmente se sostiene que el servicio militar es una instancia concreta para que los jóvenes chilenos sirvan a la patria. Estoy absolutamente de acuerdo, aun cuando no es la única. Falta avanzar en esa dirección, pero en este proyecto no corresponde debatir esa materia.


Chile necesita contar con servicios sociales alternativos. Si se analiza la realidad de otros países, se verifica que en ellos existe esa posibilidad, pero en nuestro caso ello no ocurre; es sólo un marco teórico. La persona que alega objeción de conciencia u otra razón para postergar o excluirse del servicio militar, tiene que rendir un servicio alternativo en la defensa civil.


Por lo tanto, se debería crear un servicio social en el que los jóvenes sirvieran a la patria de otra manera. A través de la conscripción se llenan de orgullo, pero no es el único camino. En consecuencia, debemos preocuparnos de establecer un servicio social alternativo.


Otra opción es la que se plantea en la indicación en la que desde hace tiempo viene insistiendo un grupo de diputados encabezados por el colega Waldo Mora: abrir la posibilidad para que muchos jóvenes puedan servir en las instituciones policiales, tanto en Carabineros como en Investigaciones, ya que permitiría insertar en el ámbito de la seguridad ciudadana a personas que hoy realizan actividades que las inhiben de efectuar trabajos operativos.


El camino está abierto, por lo cual dejo planteada la inquietud a los representantes del Ejecutivo, a fin de que analicen cómo avanzar en la participación de jóvenes en funciones meramente alternativas, de modo de ocupar a los profesionales de las policías en tareas propias.


El proyecto apunta en la dirección correcta, pues permitirá establecer en nuestro sistema jurídico instituciones que estén a la altura de las que deben existir en el siglo XXI, con los incentivos del caso para efectuar el servicio militar, que se suman a aquellos que desde 1990, se han implementado por los gobiernos de la Concertación, tanto en materia de vivienda como educacional.


Si se quiere avanzar en el otorgamiento de un incentivo económico para elevar la asignación de aproximadamente 17 mil pesos que reciben los conscriptos, debe aprobarse el proyecto, que permite un ahorro en el área de la defensa mediante la corrección de graves anomalías o arbitrariedades que se producen en el sistema previsional de las Fuerzas Armadas.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.


El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, durante la discusión del primer informe de este proyecto, en primer trámite constitucional, dije que su espíritu era conseguir una norma jurídica que, junto con resguardar los derechos de los jóvenes conscriptos, permitiera disponer de un contingente militar preparado para servir al país y hacer frente a los desafíos que éste tiene en materia de defensa nacional.


Con ese espíritu compartí, por ejemplo, la idea original consignada en la indicación que agregaba en el numeral 7), nuevo, al final del inciso primero del artículo 15, la frase: “o en Carabineros”, en el sentido de que ampliaba la posibilidad de que el deber militar se cumpliera en dicha institución, y ya no sólo en alguna de las ramas de las Fuerzas Armadas, tal como contempla el artículo actualmente vigente, que precisa que este deber sólo puede materializarse en el Ejército, en la Armada o en la Fuerza Aérea. 


Lamentablemente, esta idea, que, insisto, me parecía bien orientada, no pudo concretarse porque invadía atribuciones exclusivas del Presidente de la República.


Digo esto porque, aprovechando la presencia de la ministra de Defensa, sería oportuno que el Ejecutivo formulara la indicación correspondiente. Me parece que así crearíamos mayores oportunidades para los jóvenes, haríamos más atractivo el sistema y estaríamos, por cierto, haciendo realidad lo que nos recordaba el diputado informante, en el sentido de que esta iniciativa tiene por finalidad modernizar el servicio militar obligatorio mediante el diseño de una modalidad de reclutamiento que fomente la voluntariedad en la presentación.


En el numeral 24, del artículo 1º, específicamente en el artículo 30 F que propone agregar, se establecen los casos en que son procedentes las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar. Dicha disposición está orientada a posibilitar que todos los varones que se encuentren cursando el último año de enseñanza media, la educación técnico-profesional o universitaria, y también quienes se encuentren realizando su práctica pedagógica, puedan optar, por una sola vez, a alguna de ellas. Por lo tanto, atiende a una realidad concreta, en el sentido de que es evidente la existencia de jóvenes que, cuando cumplen la edad para hacer el servicio militar, se encuentran cursando esos niveles de enseñanza y, en consecuencia, merecen el respaldo para concluir sus estudios. La indicación corrige la 
redacción anterior, que dejaba abierta la posibilidad a cualquier curso, por lo que, más que ser un reconocimiento, transformaba la norma en una excepción. Además, tenía un impacto claro, tal como lo habían manifestado los propios representantes del Ejecutivo, en cuanto a la cantidad de personas que lo realizarían en forma ordinaria.


Respecto de lo que, creo, es un tema de fondo y que, a través de una indicación de algunos colegas, se introduce en el texto del proyecto, que dice relación con la denominada “objeción de conciencia”, debo reconocer que la redacción, tal como quedó establecida, al decir que “Las personas cuyas íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas les impidan, en conciencia, el ejercicio de la actividad militar”, así como la incorporación de la norma que establece que dicha “causal no podrá invocarse cuando estuviere vigente lo dispuesto en el número 1º del artículo 40 de la Constitución Política de la República”, se ajusta bastante más a la idea de conjugar ambos bienes: el deber militar con las creencias o convicciones. 


Sobre esta materia, es oportuno recordar la distinción entre la libertad de conciencia, que es precisamente la libertad que tiene toda persona para decidir, en el plano de su fuero interno, acerca de las diversas opciones existentes en lo religioso o en lo moral sin la intrusión del Estado, y la objeción de conciencia, que representa la adopción de una conducta que emana de la voluntad del objetor y que, por lo mismo, trasciende con mucho los límites del pensamiento.


Tal como expresaba, la redacción de la indicación, aprobada por mayoría de votos en la Comisión, armoniza los bienes que he señalado. No obstante, me parece necesario precisar y recordar que, en la práctica, las propias instituciones armadas excluyen reglamentariamente a las personas que pertenecen a determinadas religiones, como una decisión de ellas y no resultante de una disposición legal, pues, de lo contrario, sería incorporar la objeción de conciencia como norma, lo que, como tal -lo expresa el profesor Bertelsen-, sería poner fin a la obligatoriedad del servicio militar.


Ahora bien, es evidente que esta disposición es infinitamente superior a la indicación presentada por el Ejecutivo, rechazada, en buena hora, por la Comisión de Defensa, ya que radicar la decisión en los tribunales de justicia no sólo burocratizaría el sistema, sino que traería como consecuencia mayores costos económicos y debilitaría -lo más perjudicial, lo dice el informe- la formación profesional de las Fuerzas Armadas. Pero el hecho que implique una mejora no significa de modo alguno que sea el ideal, primero, porque entra en colisión con lo establecido constitucionalmente, y, segundo, porque implica una modificación no formal, sino de fondo al servicio militar.


Tal como lo he señalado en la Cámara en distintas oportunidades, no se trata de cerrarse al estudio de opciones que me parecen válidas, sino que éstas deben estar insertas en un contexto general más amplio.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Perdón, diputado Rosauro Martínez. Su tiempo ha terminado, según lo que me indicó su bancada.


El señor MARTÍNEZ.- Termino, señor Presidente.


La objeción de conciencia, que en la práctica se da en instituciones armadas, tiene validez lógica en un espectro del servicio militar obligatorio. De lo contrario, obviamente no tiene razón de ser. Entonces, si se pretende insertar ese artículo en los términos en que está, se produce un conflicto evidente con los propósitos de aumentar -tal como reza en los fundamentos de la iniciativa- la voluntariedad, que también se está dando en un significativo porcentaje.


En efecto, oportuno es recordar que la situación actual nos muestra que, respecto del contingente que llega a los cuarteles a cumplir con su deber, aproximadamente 18 mil jóvenes, casi el 80% de ellos llega en forma voluntaria. Fluye, entonces, que por distintas razones, un importante número de jóvenes tiene al servicio militar como una opción de vida, al menos transitoriamente. Por su parte, si cerca del 20% está obligado a reclutarse, podemos colegir que un porcentaje importante de esos jóvenes desearía continuar otro camino. Sería interesante, señor Presidente, estudiar esa población y conocer empíricamente sus intereses.


Entonces, por la fuerza de los hechos, resulta importante intentar incrementar ese porcentaje de voluntariedad, propósito por lo demás declarado en el mismo proyecto. El punto es cómo hacerlo. Creo que la indicación orientada al establecimiento de incentivos y declarada inadmisible, era una señal muy positiva para materializar tales propósitos. Aprovechando la presencia de la señora ministra, sería muy interesante recoger estas sugerencias, pues de lo contrario, los objetivos superiores que se buscan quedarán, lamentablemente, truncos. Se dirá, lo que es real, que se requieren recursos para ello. Que se estudie, entonces, la forma para comenzar paulatinamente a incorporarlos, pero dentro de un proceso integral de las Fuerzas Armadas.


En distintas oportunidades he expresado en esta Sala -como lo hice la semana pasada, a raíz del proyecto previsional que discutimos- que echo de menos una iniciativa derivada de una visión integral de la Defensa Nacional, en la cual estén todos estos puntos incorporados. Sin embargo, -y muy respetuosamente lo digo-, estamos analizando cuestiones de la mayor relevancia separadamente. Eso no me parece bueno para el futuro del país, sobre todo en momentos que rebrotan prácticas de antagonismos centenarios en la región.


Ampliemos la mirada; no me inspira otro propósito que buscar, de verdad, lo mejor para el país. No hay otra intencionalidad, ni fines electorales, porque la materia es verdaderamente trascendente.


Reconociendo, señor Presidente, muchas de las bondades del proyecto, sobre todo las disposiciones ya aprobadas, fundamentalmente aquellas relativas al resguardo de los derechos de los conscriptos, me parece que la disposición contenida en el número 7 del artículo 42 afecta elementos consustanciales del sistema.


Por ese motivo, voy a votar en contra el informe.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, el proyecto de ley es un aporte a la cultura democrática, por lo cual felicito a la ministra Bachelet y, por su intermedio, al Presidente Lagos.


Se trata la modernización del servicio militar obligatorio, en momentos en que no sólo en Chile, sino en el mundo entero, se llevan a cabo las celebraciones por el centenario del natalacio de Neruda. Hago mención del poeta, porque estoy segura de que él habría votado a favor de esta iniciativa.


Se busca un mejor diseño del sistema de reclutamiento para el servicio militar, en el cual se respete la objeción de conciencia y se den incentivos para su cumplimiento. En cuanto a la objeción de conciencia, afortunadamente se llegó a la conclusión de que la participación de los tribunales complicaría su aceptación. Pero, en lo fundamental, el proyecto abre caminos de tolerancia y de modernidad en el mejor sentido de la palabra, toda vez que podrá contarse con un servicio militar acorde con nuestros tiempos. Algunos jóvenes expresarán su objeción de conciencia, pero otros harán el servicio militar por convicción. Con esta forma de legislar se entrega diversidad en la regulación, porque las personas necesitan respuestas diversas, de acuerdo con las diferentes formaciones filosóficas y religiosas que manifiestan.


Quiero recordar algunos aspectos relevantes del proyecto:


Se crea el Registro Militar para la concentración de los antecedentes de todos los chilenos mayores de dieciocho años. Asimismo, se crea la Comisión Nacional de Reclutamiento, que estará encargada de la supervisión y control del proceso de reclutamiento y selección del contingente. Su convocatoria será iniciativa del ministro de Defensa, y estará integrada por subsecretarios de ministerios relacionados con el desenvolvimiento de dicha Comisión.


En el artículo numeral 24 del artículo primero, que agrega, a continuación del artículo 30, los artículos 30A a 30F, nuevos se propone un sistema de modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar para los varones que se encontraren cursando estudios o realizando su práctica profesional: conscripción ordinaria, en forma inmediata o al término de los estudios correspondientes; prestación, hasta por ciento ochenta días, de servicios vinculados a sus estudios en aquellas profesiones que interesen a las Fuerzas Armadas -dichos servicios estarán supeditados a la naturaleza de los estudios que desempeñaren-, y participación, hasta por ciento cincuenta días, en cursos especiales para estudiantes de enseñanza media o de establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste.


Esta es una tremenda oportunidad, pues se mejorará la capacitación, la educación.


La duración del servicio militar será de hasta dos años en el Ejército, Armada o Fuerza Aérea. Esto se establecerá en la respectiva convocatoria, que se expedirá por decreto supremo.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Señora diputada, se están acabando los cuatro minutos que le dio su bancada.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, voy a redondear mi idea.


En definitiva, se ha hecho un gran esfuerzo para preparar a los jóvenes que hacen el servicio militar y, así, responder adecuadamente a las necesidades integrales de creación de contingente para la defensa nacional.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, el artículo 3º, reemplazado de conformidad con lo que establece el número 1 del artículo 1º, en parte dispone: “El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá remitir anualmente a la Dirección General de Movilización Nacional, dentro de los diez primeros días del mes de enero, la nómina de las personas que cumplan dieciocho años de edad en el respectivo año, con indicación del rol único nacional, la fecha de nacimiento y el lugar de residencia de las mismas, con objeto de materializar su inscripción automática en el Registro Militar.” Luego, el artículo 18 A, (nuevo, incorporado en el número 10 del artículo 1º del proyecto, en parte dispone: “Para los efectos del Registro Militar, las personas que cumplan diecisiete años de edad deberán actualizar su residencia o domicilio en el Servicio de Registro Civil e Identificación”.


A este respecto, dicho Servicio no dispone de una ventanilla en la cual algún interesado pueda actualizar su domicilio. Prueba de ello es el oficio, de tres páginas, del subsecretario de Justicia -que tengo en mi poder-, que, en el número 10, dice: “Es importante señalar que, de lo dispuesto en el artículo 67 del Código Civil, se concluye que las personas pueden tener más de un domicilio; entonces, no necesariamente los datos que se contengan en el Registro o Catastro de Domicilios van a coincidir con el o los domicilios que las personas que cumplan diecisiete años de edad utilicen para otros fines legales, con lo cual no se lograrían los efectos que en la práctica se pretenden”.


Es evidente que aquí se va a producir un problema, cual es que se va a notificar por correo certificado a los sorteados, y, un joven no tiene su domicilio actualizado, va a quedar -me imagino- en carácter de remiso. Me parece que debiéramos aclarar ese aspecto.


Ahora, en cuanto a la objeción de conciencia, entendida como las íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas que impidan a las personas el ejercicio de la actividad militar, en primer lugar, es importante tener en cuenta que, para su defensa, los Estados requieren de medios materiales y humanos. Para satisfacer la necesidad de dichos medios humanos se consideró la instauración del servicio militar obligatorio. Esta institución tiene, entonces, un carácter de carga pública en tanto está dirigida a la consecución de un bien superior: la seguridad nacional. Dicha carga pública se otorga en condiciones de igualdad ante la ley, mientras que la introducción de la objeción de conciencia incorpora un elemento que distorsiona dicha igualdad, pues permite la discriminación en el cumplimiento de esa carga, según que responden a consideraciones subjetivas y que dejan espacios a juicios arbitrarios, o bien a la imposibilidad práctica de ser aplicada.

En este sentido, no se resuelve cuáles serán los parámetros para medir el nivel de imperiosidad de las convicciones a las que se puede apelar como causal de exclusión. Además, al tratarse de elementos asociados a la moral, se podría terminar introduciendo elementos de juicio de carácter moral al considerar cuáles serán las convicciones que darán lugar a la exclusión y cuáles no.


Por otra parte, la objeción de conciencia apuntaría a quienes se sienten indispuestos a la actividad militar, por cuanto supone una instrucción que podría llevar a matar a una persona. Sin embargo, durante el servicio militar obligatorio, la formación no contempla el uso de la violencia directa contra nadie, sino el entrenamiento en tácticas militares para ser usadas en caso de guerra. En consecuencia, la objeción de conciencia no tendría fundamento sino hasta que la persona se vea enfrentada a esa situación.


Por lo demás, el proyecto contempla que la declaración de objeción de conciencia no podrá invocarse en caso de guerra externo o cuando sea declarado el estado de asamblea por el Presidente de la República, lo que se contradice con el sentido que tendría incorporar la objeción de conciencia como causal de exención del servicio militar obligatorio.


Por último, cabe destacar que el argumento que conlleva a la objeción de conciencia sienta un precedente de cuestionamiento hacia las leyes que regulan la sociedad y que han sido formadas en el seno del debate legislativo. Así, a partir de íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas, las personas estarían en pleno derecho de no cumplir con el deber ciudadano que le impone la base del bien común.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado Francisco Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, la discusión sobre el servicio militar es muy importante en cualquier país y dice relación con el carácter de las fuerzas armadas, esto es, si son instituciones absolutamente profesionales o si combinan personal profesional con personal voluntario o que cumpla el servicio militar obligatorio. Por eso, tanto en el seno de la Comisión como en la Sala se ha puesto en debate la modernización del servicio militar obligatorio, que, obviamente, tiene obsolescencias en muchos aspectos. Ése el tema de fondo. En ese sentido, hemos discutido ampliamente la propuesta del Ejecutivo. Estamos de acuerdo en gran parte de las materias contenidas en ella, y, en otras, hemos tenido discrepancias que estamos tratando de solucionar en este segundo informe.


Se propone que el servicio militar sea absolutamente voluntario; pero para eso habría que crear las condiciones económicas que permitieran al país asumir el gasto que ello implicaría. Además, existe la flagrante contradicción de que los partidos de la Alianza por Chile rechazan el establecimiento de un ahorro en materia previsional de las Fuerzas Armadas, lo que, a todas luces, es un abuso, como ha quedado demostrado en algunas situaciones claras y concretas que hemos estado discutiendo en la respectiva iniciativa legal.


El tema del servicio militar voluntario puede ser empleado en alguna campaña política; pero, en definitiva, cuando se profundiza un poco en el debate, puede advertirse que no existen las condiciones económicas para financiarlo.


Sin embargo, en este segundo informe, con las modificaciones aprobadas en la Comisión de Defensa se da firmeza a la orientación que debe tener el servicio militar y se mantienen los principales fundamentos del proyecto del Ejecutivo, cuales son el llamado para la presentación voluntaria del contingente y el hecho de que el resto se completará con jóvenes llamados obligatoriamente, pero a través de un sistema distinto, que se hace extensivo a toda la juventud. Me parece muy bien. En ese sentido, todas las comunas estarán incorporadas al sistema de sorteo público, que permitirá seleccionar el resto del contingente de entre aquellos jóvenes que no hayan querido presentarse voluntariamente. Es una modificación que moderniza claramente lo existente en la actualidad.


También se incorpora la objeción de conciencia que presenta visiones muy distintas, pero que, en definitiva, implica otro elemento de modernidad que, bien usado, puede ser garantía para aquellas personas que por distintas razones, de orden filosófico, religioso u otras, no quieran hacer el servicio militar. En ese sentido, la indicación formulada por un grupo de diputados y que aprobó la Cámara debiera mantenerse, porque es quizás la que mejor da cuenta sobre la objeción de conciencia, a diferencia de la del Ejecutivo,...


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Terminó su tiempo, señor diputado.


El señor ENCINA.- ... que únicamente permite la vía judicial. Primero, se requiere seguir el camino administrativo y después el de la justicia. Es lo más razonable.


Por último, quiero valorar la modificación, a sugerencia de la ministra Bachelet, de las disposiciones aprobadas en el primer informe respecto de la enseñanza secundaria, porque permitía, con mucha liberalidad, que los jóvenes se eximieran del servicio, lo que dificultaba la formación del contingente necesario para las Fuerzas Armadas.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por tres minutos y medio, el diputado Waldo Mora.


El señor MORA.- Señor Presidente, quiero dejar en claro que he estado en contra del principio de la objeción de conciencia. Durante el debate mis aprensiones no han desaparecido, dado que hoy el servicio militar es prácticamente voluntario. Estoy muy de acuerdo con los incentivos que se están creando para ello y nadie puede dejar de reconocer el papel que ha significado el servicio militar para la historia del país. Pero, quiero denunciar -para que el Gobierno y quienes corresponda estén atentos- que respecto de la cláusula de objeción de conciencia, grupos anarquistas y antimilitares se están organizando, incluso implementando oficinas en todo el país, para promover entre los jóvenes acciones destinadas a desvirtuar los alcances de la cláusula objeción de conciencia.


Es necesario prevenir y sancionar el mal uso que algunos grupos pueden dar al establecimiento de la cláusula de conciencia que se propone en el proyecto.


Nuevamente agradezco al diputado Burgos sus observaciones sobre el servicio policial alternativo al militar. Al respecto, éste es el proyecto y la oportunidad. Hace seis años que vengo planteando la necesidad de establecer un servicio policial alternativo al militar para ayudar a combatir la delincuencia, que ha crecido enormemente. ¿De qué se trata esa iniciativa? Permitiría que cinco mil jóvenes puedan hacer el servicio militar en Carabineros, cumpliendo funciones no policiales propiamente tal, sino de ayudantía, de auxiliares de la función policial, por ejemplo, ayudantías de control de tránsito, notificaciones judiciales. ¿Para qué utilizar a carabineros con veinte o treinta años de servicio para notificar a un ciudadano que debe asistir a un tribunal? O ayudantías de acompañamiento, de manera que las carabineras sientan el respaldo de un hombre y se respete a la autoridad. O en los colegios, para prevenir el exhibicionismo, la venta de drogas y otros delitos. También pueden realizar una serie de funciones en los cuarteles policiales de la ciudad, frontera o forestal. Es decir, una serie de funciones que permitirían ahorro al país. El ítem presupuestario del Ministerio de Defensa destinado al servicio militar se traspasaría a Carabineros para el financiamiento de dicho servicio. En segundo lugar, los mejores conscriptos policiales, después de haber cumplido su servicio, podrían pasar a cumplir funciones en Carabineros. Ese sería otro gran ahorro de dinero por concepto de capacitación, y, de paso, se aumentaría el número de Carabineros en cinco mil efectivos para combatir la delincuencia.

Por eso, lo señalado por el diputado señor Rosauro Martínez es importante, porque este principio se pudo haber introducido como indicación al numeral 7), nuevo, al final del inciso primero del artículo 15, con la frase “o en Carabineros”. Pero, como formular ésta es facultad del Ejecutivo y no quiero invadir atribuciones y funciones del Presidente de la República, le pido a la ministra de Defensa que converse el tema con el Ejecutivo, porque tengo entendido que hay voluntad política para avanzar en la idea del servicio policial alternativo. Además, la Cámara aprobó, por unanimidad, hace un mes y medio, un proyecto de acuerdo para solicitar al Gobierno que legisle sobre esta materia, lo que demuestra la voluntad política de todas las bancadas.


Por lo tanto, pido a la ministra que considere la idea de dar una función social al servicio, que, además, represente cero costo para el país.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.


El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, los tratadistas dicen que la ley es la ordenación racional de la voluntad dirigida al bien común. Es decir, es un conjunto de disposiciones, armónicas entre sí, que persiguen un objetivo orientado al bien común; mejoran el bien del todo y el de las partes.


Pues bien, después de que el proyecto ha pasado varias veces por Comisión y por Sala, y de sucesivos informes, lamento mucho constatar que está peor de como ingresó, pues no se acerca a la definición ideal del concepto de ley: no logra el bien común.


En este caso, ¿qué sería el bien común?; ¿a quién se quiere favorecer? Desde luego, se desea mejorar la situación de los jóvenes y armonizar el interés de éstos, al mejorar la consecución de los objetivos de la Defensa Nacional. Sin embargo, el proyecto respecto del cual nos tenemos que pronunciar, desmejora la situación de los jóvenes y, claramente, los objetivos de la Defensa Nacional.


He escuchado con atención los argumentos de los señores diputados y quiero decirles con mucha convicción que el proyecto, en definitiva, reafirma y ratifica tanto la obligatoriedad del servicio militar, como el concepto de deber en el cumplimiento del mismo. Y lo hace de manera programática, porque lo alude reiteradamente, pero, además, de manera indirecta -que es lo más grave y por lo cual no nos gusta la iniciativa-, porque no constituye avance alguno en la concreción de incentivos para que los jóvenes, en forma masiva y creciente, realicen voluntariamente el servicio militar.


Los incentivos, tal como se ofrecen hoy, son paupérrimos. Éste es un tema en el que todos hemos estado de acuerdo, incluso el Ministerio de Defensa. Tanto es así, que la ministra señaló que está dispuesta a considerar el tema. También lo han planteado algunos diputados que han señalado que se requieren nuevos alicientes. Lo celebro y aplaudo, porque entiendo que ésa es la intención. Este proyecto de ley no contiene alicientes y nosotros no podemos votar sobre intenciones, sino que sobre realidades.


Entonces, al no haber incentivos, se reafirma la obligatoriedad del servicio militar. En efecto, la ministra puntualizó que de los 16 mil jóvenes que hoy hacen el servicio, cuatro mil lo efectúan obligatoriamente. Eso se mantendrá e incluso se agravará con la aprobación de este proyecto, que en sus disposiciones -podrá haber algunas buenas- no apunta a la modernidad ni al bien común que aquí se postulan. Más grave aún, mediante la aludida objeción de conciencia, como está estructurada aquí, muchos jóvenes, sin verdaderos motivos, podrían apelar a dicha cláusula para incumplir el servicio militar, es decir, altera la igual repartición de las cargas públicas. Efectivamente, tenemos un problema. Reconozcámoslo. La gente de mayores recursos elude el servicio militar moviendo influencias. Nos pide que les “saquemos” el servicio militar y muchas veces nosotros ayudamos, por lo que, en definitiva, las personas que no tienen influencias, “pitutos”, poder, son las que terminan haciendo el servicio militar, lo que es injusto.


Si bien en el proyecto se avanza en esta materia, en otras se retrocede, ya que, por la vía de alegar que “Mi religión y mi moral me lo prohiben”, muchos inescrupolosos eludirían el servicio militar. Así se franquea el terreno para que, a través de recursos, estas cuestiones lleguen a los tribunales de justicia y se organice -como señaló el diputado Mora- una verdadera industria del reclamo, aprovechando la bondad, la calidad personal de jóvenes de dieciocho años. Así, a través de precedentes que pueden ser incluso difusos, se lograría que, como ha pasado en otros países, por esta vía, cada vez más jóvenes eludan el servicio militar. Esto, aquí y en la quebrada del ají, vulnera la Constitución. No es una igual repartición de las cargas públicas. Entonces, ¡seamos coherentes! 


Si quiere mantenerse la obligatoriedad del servicio militar, ella debe ser pareja, es decir, para todos, no sólo para aquellos que no van a tener la viveza o el abogado que, rápidamente, lleve su caso a la corte para liberarlo de su deber.


Hemos planteado un proyecto distinto. En verdad, aprovechamos esta oportunidad para avanzar en incentivos suficientes, explícitos y reales para los veinte mil jóvenes que quieren hacer el servicio militar en forma voluntaria. Es un gran avance cultural. Los incentivos deben ser directos, por la vía de remuneraciones, e indirectos, a través de una organización de subsidio. 


Ésta era la oportunidad de invertir en los jóvenes, en nuestro capital humano. Era la posibilidad de abrir la absoluta voluntariedad, que es la mejor objeción de conciencia para hacer o no el servicio militar.


Dentro de este aspecto, una objeción explícita, inteligentemente planteada, no nos preocupa en absoluto; por el contrario, puede ayudar en el contexto general a que las cosas avancen de manera correcta.


Se nos dijo que no hay financiamiento. Hoy, el ministro de Hacienda ha señalado que estaba dispuesto a estudiarlo. ¡Estupendo! ¡Excelente! Cuando él diga cómo, cuándo, a través de qué partida, cuántos recursos se destinarán a esto, no tendremos ningún problema en aprobar esta iniciativa. Mientras los incentivos, suficientes y explícitos, no estén contemplados en el proyecto, nos opondremos, porque en su conjunto éste no apunta en la dirección correcta. 


Se incurre en profundo error, señora ministra, al ligar la ley de reforma previsional con el servicio militar. ¿Qué tiene que ver una cosa con otra? Tienen derecho a decir que votamos mal, que nos equivocamos, ¡pero sacarle plata al sector pasivo para destinarla a los jóvenes que hagan el servicio militar es una cuestión que no tiene pies ni cabeza! Cada cosa en su mérito. Para que los incentivos del servicio militar sean suficientes, el ministerio de Hacienda tendrá que arbitrar los medios correspondientes. Estamos hablando de un sueldo de cien mil pesos. El uno por ciento del total de los gastos de defensa se debe destinar al servicio militar. Se ha hecho el símil con una familia que, de un millón de pesos que percibe, debe gastar mil pesos en algo que le interesa, lo cual no es una utopía ni una irresponsabilidad. Estamos pidiendo avanzar en esa materia.

La objeción de conciencia tiene una absoluta contradicción. Francamente, uno puede incumplir el servicio militar por la vía de invocar esa causal; pero no puedo evitarlo para que con un fusil mate a otras personas en caso de guerra. O sea, el que puede lo más también puede lo menos, y viceversa. 


Asimismo, nos parece mal la judicialización.


Por último, como se ha planteado, no hay servicios alternativos para el que quiera alegar la objeción de conciencia.


A pesar de todo el esfuerzo realizado, nos parece que el proyecto no apunta en la dirección correcta. Esperemos que sea mejorado en el Senado. Por ahora, lo votaremos negativamente.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, un signo de los tiempos es la adaptación de las instituciones a las demandas de la sociedad. Uno de estos signos es precisamente la modernización del servicio militar obligatorio, que busca responder a las exigencias de la sociedad en que las Fuerzas Armadas están insertas y, de esa manera, formar parte con toda propiedad de la cultura nacional. En esta modernización también está incluida la decisión política de lograr una defensa nacional más eficaz, materia que ha sido profundamente debatida.


Recordemos que una propuesta de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica de Chile, hecha en 1991, similar en muchos aspectos con el contenido del proyecto que hoy aprobaremos, significó una tremenda noticia para la juventud.


Ha habido un profundo debate sobre el tipo de ejército que necesitamos en Chile. Por lo demás, es una discusión que hacen todos los países. Incluso, muchos de ellos quisieran tener un ejército ciento por ciento profesional y con cuatro años de formación. Pero la realidad económica de nuestro país no nos permite eso, sino llegar a una modalidad mixta, la cual, sumamente importante, se ha consagrado en un proyecto que se ha enriquecido en esta Cámara.


El Foro Nacional para el servicio militar obligatorio también fue un aporte fundamental en esta materia.


El creador de la estrategia militar en la antigua China, de nombre Sun Tsé, decía: “Los guerreros expertos son capaces de permitir a la fuerza del ímpetu obtener por ello la victoria sin necesidad de ejercer su poder.” La cita es pertinente porque la modernización del servicio militar obligatorio significa dar mayor eficacia a la defensa nacional, disuadir por medio de una adecuada preparación de los cuadros de reserva y, sobre todo, ser coherentes con la centralidad que deben tener todas las acciones de las instituciones del país. 


En el debate habido en la Comisión, el constitucionalista señor Zapata señalo que, en caso de guerra, debemos ser respetuosos de la conciencia y que quienes sean renuentes a participar en ella o a actuar como soldados no podrán entregar lo mejor de sí ni su mayor capacidad en esta actividad.


Esta iniciativa legal busca modernizar el servicio militar obligatorio mediante el diseño de un sistema de reclutamiento que fomente la voluntariedad en la presentación. 


Es muy importante lo que aquí se ha señalado en relación con la inscripción automática, cuyo fin es terminar con los infractores, y, en subsidio, establecer la selectividad por sorteo. De este modo, se pretende compatibilizar los contingentes con las necesidades de la Defensa Nacional.


Por último, no entiendo cómo algunos parlamentarios se oponen a este proyecto, en circunstancias de que los incentivos que están en marcha son muy claros, al igual que los anunciados por la ministra de Defensa y el ministro de Hacienda. Sin duda, ellos posibilitarán que el servicio militar sea más atractivo para la juventud. Así, estamos dando un paso histórico tremendamente importante.


Por eso, daremos nuestro total apoyo al proyecto, tal como se ha propuesto.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, Mefisto fue un personaje novelesco que se pintaba para esconder su verdadero ser y vendía una imagen popular, que le permitía sobrevivir a tormentas e, incluso, al reproche de quienes presuntamente quería servir. Nunca antes había visto un Mefisto tan espectacular en esta Sala como mi querido colega Alberto Cardemil y algunos diputados de la UDI como Jorge Ulloa, constante opositor a modificar el servicio militar obligatorio.


He visto volteretas para un lado y para otro, como si fueran tortillas. Un día están a favor; otro, en contra. Ahora quieren defender el bien común de los jóvenes.



El debate es más sencillo. Tenemos un servicio militar discriminatorio, pues sólo lo hacen los pobres, los hijos de los trabajadores y de los sectores medios que no tienen ni el dinero ni los “pitutos” para eludirlo.


En 1990, el servicio militar se caracterizaba por su trato brutal hacia los jóvenes. A través de estos años, se ha eliminado ese maltrato y se ha abierto un debate, que es resistido por los colegas de la Oposición, quienes durante más de una década y media se han negado a realizar un debate serio para modificar el servicio militar. Incluso, las instituciones uniformadas han tenido una posición más avanzada sobre el tema que los representantes de la Oposición, a pesar que ya se cumplieron cien años de aplicación de esta ley y del debate habido en el Ministerio de Defensa, respecto del cual las instituciones armadas fueron las primeras en plantear la necesidad de modernizar este instrumento.


Se quiere establecer un sistema más moderno, más democrático y más transparente, porque elimina el mecanismo para eludir el servicio militar a través una mayor voluntariedad. Se trata de incentivos concretos con los que el Estado premiará a quienes realicen el servicio militar.


El diputado Cardemil sabe, porque se supone que es un versado abogado, que en la discusión de este proyecto no corresponde hablar de los incentivos, ya que ello es propio de otras normas legales. “Mefisto Cardemil” quiere introducir aquí un tema que corresponde a la ley de Presupuestos. Pero es peor aún, porque el ministro de Hacienda le ha dicho en su cara que hay voluntad para entregar los recursos que aumenten gradualmente la remuneración de los conscriptos; el diputado 
Cardemil y Renovación Nacional votarán en contra de esto. También se ha dicho que el Ministerio de la Vivienda premiará a los jóvenes que hagan el servicio militar con puntaje para postular a una casa propia; el diputado Cardemil votará en contra de esa norma. Se 



dijo que habrá estímulos para la educación; pero el diputado Cardemil y la UDI votarán en contra de eso, como ya lo han anunciado.


El proyecto establece incentivos, pero la Oposición quiere hacer política de baja monta en el debate, porque la modernización no es sólo dar mayores incentivos, sino también mejorar los mecanismos para que las mujeres puedan hacer el servicio militar y estimular para que se abran las puertas, porque los doscientos cupos que hay para ellas son insuficientes.


El logro de alcanzar la voluntariedad plena depende del Congreso, porque debemos aprobar estos incentivos en la ley de Presupuestos, pero dicho sea de paso, uno debe ser racional y defender el bien común. La semana pasada, Renovación Nacional y la UDI rechazaron otorgar los recursos necesarios para aumentar las remuneraciones de los soldados conscriptos, al mantener las discriminaciones odiosas que significan el desembolso de gran cantidad de dinero al Estado.


Reitero: existen los recursos económicos y la voluntad política para lograr los objetivos del proyecto.


Por último, se ha dicho que los jóvenes que cursen cuarto año de enseñanza media o están realizando su práctica profesional podrán eximirse o postergar el servicio militar. Renovación Nacional y la UDI anunciaron que votarán en contra de esa disposición.


Aquí se ha planteado que hayan mecanismos de objeción de conciencia para los pocos jóvenes que tienen un comportamiento de vida contrario a la resolución de conflictos por la vía armada. Lo mínimo es que en un país moderno, como pretende ser el nuestro, se reconozca que hay quienes no son partidarios de portar armas.


No debemos pensar, como señaló el colega Cardemil, que todos los jóvenes son unos patudos, unos patanes u otros calificativos que a él le gusta usar. No pensamos como él, que los jóvenes van a recurrir a la objeción de conciencia regulada sólo para eludir el servicio militar. Hay jóvenes y familias enteras que son contrarios a que los conflictos se resuelvan por las armas. Nuestra intención es que esa opción quede consagrada por ley.


Espero que la Oposición entienda que esta iniciativa es un avance comparada con el sistema anticuado y discriminatorio que hoy nos rige y que no imponga a sus diputados que voten en bloque en contra de un proyecto que, insisto, es un avance en muchas materias. Los llamo a ser consistentes y a abandonar esa actitud mefistofélica para que tengamos un servicio militar moderno, más voluntario y bastante más democrático.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Vicepresidente).-
Tiene la palabra la diputada María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, no me gusta esa mala costumbre que tienen algunos parlamentarios de insultar a sus colegas cuando no están de acuerdo con sus opiniones.


(Aplausos).


Opinar y que se respeten nuestra opiniones es parte de la democracia. Comparto muchos de los cometarios del diputado Juan Pablo Letelier, pero no me gusta la forma en que se ha referido a los diputados que pertenecemos a Renovación o la UDI.


Tuve la oportunidad de participar en la discusión del proyecto que modificaba el servicio militar, tramitado durante el año 2000. Muchas de las observaciones que planteé en aquella ocasión, a través de una modesta intervención, fueron acogidas por la iniciativa en trámite. Por lo tanto, no puedo estar en contra del proyecto en discusión.


Me parece que muchos han olvidado que la modificación del servicio militar persigue varios objetivos, no sólo hacerlo más voluntario, pues forma parte de la modernización de las Fuerzas Armadas y de su adaptación a las nuevas necesidades del país. El objetivo principal y básico del servicio militar es garantizar que la Defensa Nacional cuente con los recursos humanos suficientes y preparados para preservar la paz y en caso de conflictos armados enfrentarlos exitosamente. O sea, la tarea que desarrollan los conscriptos nos debe llevar a una discusión que vaya mucho más allá de la importancia de la voluntariedad del servicio militar.


Hace algunos días, con ocasión de la epidemia producida por el virus sincicial, pensaba lo importante que sería contar con un contingente médico de reserva para atender situaciones como las vividas los últimos días. Sería un gran apoyo para el país y una gran ayuda para las personas que necesitan de profesionales médicos ante una grave crisis de salud.


Por otra parte, debemos reconocer que muchos de los planteamientos contenidos en el proyecto ya son una realidad en las Fuerzas Armadas. En general, éstas están entregando más beneficios a los conscriptos, por ejemplo, mayor capacitación. También es cierto que ha aumentado la conscripción voluntaria y que ello se debe a que hay más y mejores beneficios y a que se respetan más los derechos del conscripto, pero también se debe a la gran cesantía que existe entre los jóvenes. Me parece que este último factor es el que más ha incidido en el mayor número de voluntarios.


Sin duda, ayudar a los jóvenes en sus aspiraciones a ingresar a la educación superior constituye un avance, al igual que privilegiarlos en el puntaje y apoyarlos para la obtención de una vivienda, pero considero que este beneficio se debe aplicar una vez que los jóvenes se casen, porque, de lo contrario, muchos jóvenes solteros podrían acceder a él, lo cual sería injusto para las miles de familias que demandan una vivienda. Además, como sociedad, tenemos la obligación de promover el matrimonio, dado que cada vez hay menos en el país.


En cuanto a la inserción laboral, también hay un beneficio, ya que el mundo empresarial aprecia que los jóvenes hayan hecho el servicio militar. Es decir, se ofrecen muchos beneficios.


Sin embargo, hay algunos aspectos del proyecto que no me gustan y con los que no estoy de acuerdo. Por ejemplo, alcancé a escuchar que los 9 mil millones de pesos que se obtendrían de la reforma al sistema previsional de las Fuerzas Armadas y Carabineros podrían ir en beneficio de las personas más necesitadas de servicios de salud. Obviamente, la comunidad aplaudiría, pero ése no es el objetivo, de modo que no lo cambiemos.


Por otra parte, el Capítulo V, “De los deberes y Derechos de los Soldados Conscriptos”, recoge las inquietudes ciudadanas y de las familias de los futuros conscriptos respecto de eventuales castigos o injusticias que se podrían cometer en su contra, materia que también propusimos en 2000 en la Comisión que trató el proyecto a que me referí. La idea era que los padres de los conscriptos tuvieran facilidades para plantear situaciones que afectaran a sus hijos. Esto es tremendamente necesario, porque el conducto regular en esta materia no siempre ha funcionado. No obstante que el proyecto contempla su creación, la oficina que recoge esos reclamos ya existe, lo cual me parece positivo.


Me llama la atención -espero no equivocarme- que en el discurso de la ministra no se haya mencionado una materia que ha concentrado el interés público: la llamada objeción de conciencia, tema que se zanjaría con la puesta en marcha del servicio militar voluntario pleno.


No estamos de acuerdo con la objeción de conciencia, que es el punto político de discusión en torno del servicio militar. Hemos perdido mucho tiempo y muchas sesiones en discutir sobre el particular. Ello ha ocurrido no sólo en nuestro país, sino en todo el mundo. Se trata de un conflicto de derecho entre la libertad de conciencia de las personas y el derecho de la comunidad. Por ende, cada uno de sus integrantes debe hacer un aporte a la defensa y a la supervivencia del ente colectivo.


La objeción de conciencia no es justa ni moralmente sostenible. No resulta equitativo que algunos estén obligados a defender la integridad territorial y la soberanía nacional, y otros, física y moralmente aptos, se puedan exceptuar de ese deber por razones subjetivas, no obstante recibir los mismos beneficios del mantenimiento de la paz logrado con el sacrificio de los primeros. En momentos difíciles -ojalá que nunca nos enfrentemos a ellos-, todos los chilenos debemos estar prestos a defender nuestra patria y soberanía.


El proyecto podría haber resuelto en mejor forma el tema de la objeción de conciencia. Sin embargo, como aquí se ha dicho, se judicializó, lo que significará que los jóvenes que cuentan con más recursos podrán apelar a la objeción de conciencia y contratar abogados para defender esa posición, cuestión que los más pobres no podrán hacer. Estaría muy conforme con el proyecto si, de una vez por todas, se eliminara la objeción de conciencia.


Por último, aunque no tengo clara la forma en que vamos a votar -pienso que vamos a apoyar el proyecto-, estamos en contra de la excusa para no hacer el servicio militar, cual es -repito- la objeción de conciencia, tema que se solucionaría con la puesta en marcha del servicio militar totalmente voluntario. Esperamos que con los incentivos contenidos en el proyecto, que fueron informados por el ministro de Hacienda, pueda convertirse en realidad, lo que sería justo para los miles de jóvenes que tienen que dejar a un lado sus actividades para hacer el servicio militar.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, en dos minutos es difícil dar una opinión completa del proyecto, por lo que me limitaré a un solo punto.


Los gobiernos de la Concertación, principalmente el del Presidente Lagos, con la conducción de la ministra Bachelet, han impulsado con fuerza la voluntariedad del servicio militar. Hemos escuchado cómo se ha incrementado la cifra de jóvenes que desean hacer el servicio militar en forma voluntaria, que hoy alcanza a 70 por ciento. Por lo tanto, los incentivos que el Gobierno está entregando son tremendamente importantes.


El proyecto en debate moderniza el servicio militar y ayuda a que nuestros jóvenes lo entiendan no sólo como un deber, sino como una responsabilidad desde el punto de la ciudadanía y de la defensa de nuestro territorio. Cuando uno era joven, no entendía un punto que los jóvenes de hoy sí comprenden bien: prepararse, en términos de defensa nacional, es necesario para todos los estados democráticos. Ello debe hacerse en democracia, en buena forma, con los incentivos correctos. 


Por eso, es muy importante la forma en que el Gobierno y el Ministerio de Defensa plantean el tema, de manera de asegurar que los conscriptos que requiere el Ejército, la Armada y la Aviación estarán disponibles para sus funciones.


Por eso, independientemente de que el servicio sea cada vez más voluntario, se mantiene la idea de que si se necesita mayor contingente habrá un sorteo abierto, claro y transparente para completar los requerimientos de conscripción que requieren nuestras Fuerzas Armadas. Ese sorteo es vital, porque pone en una situación de justicia a todos quienes deben cumplir con el servicio militar. 


Felicito al Ejecutivo por el proyecto enviado, porque va en la línea correcta. Los radicales pensamos que se debe avanzar en un servicio militar con las características que Chile necesita. 


He dicho. 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Carolina Tohá. 


La señora TOHÁ (doña Carolina).- 
Señor Presidente, este proyecto es esencial, porque el actual servicio militar obligatorio es, al igual como sucede en muchos otros ámbitos de la vida nacional, una especie de mentira pactada. Hablamos de servicio militar obligatorio, pero, en realidad, es obligatorio para algunos. La obligación de votar es para los que se inscriben en el Registro Electoral y no para los demás. Por eso, tenemos que empezar a reformar estas dos materias y terminar las mentiras, discriminaciones y privilegios. 


¿Cómo vamos a lograr ese objetivo? En primer lugar, hay un camino por el que hemos avanzado. Es sorprendente escuchar a la Oposición decir que quiere ver las propuestas y las garantías, en circunstancias de que la historia es la garantía de que todos los gobiernos de la Concertación, en forma persistente, se han jugado por el servicio militar voluntario. Por eso, y no por casualidad, hoy casi el 70 por ciento de los jóvenes que están prestando el servicio militar lo hacen por propia voluntad. 


Ese camino, por el cual hemos avanzado, lo seguiremos tramitando. Podríamos haber ido mucho más adelante si la Oposición hubiera dado sus votos para aprobar las modificaciones al sistema previsional de las Fuerzas Armadas, porque eso nos hubiera permitido reunir recursos para crear incentivos aún más atractivos para hacer el servicio militar. Rechazado ese proyecto, al menos en esta instancia -esperemos que el Senado lo perfeccione- continuaremos con esta política permanente. A los incentivos establecidos se agregarán otros, especialmente para que los jóvenes que hacen el servicio militar no pierdan sus estudios y el día de mañana puedan tener trabajos dignos. 


Como el número de jóvenes reclutados de forma obligatoria será cada vez menor -ojalá el día de mañana se extinga-, esperamos que en el corto plazo se termine la discriminación actual. Se ha hablado poco ese tema en la Sala, porque hoy terminan haciendo el servicio militar aquellos que no tienen contactos o acceso a personas influyentes. Con este sistema, el reclutamiento obligatorio se hará estrictamente por sorteo. Además, como política permanente, se buscará dar más participación a las mujeres, porque esto debiera ser una carga ciudadana y no sólo masculina. 


El problema que tenemos es doble. En primer lugar, hay reparos en cuanto a la idea de objeción de conciencia, institución que existe en la mayoría de los países democráticos y desarrollados que cuentan con reclutamiento obligatorio. Esa objeción de conciencia se funda en que hay personas, entre las cuales me cuento, que tienen problemas esenciales para portar armas y que no queremos aprender a hacerlo. 


¿En qué consiste el problema? En que se ha usado un argumento falaz al decir que la objeción de conciencia servirá para eludir el servicio militar, pero hoy se elude no por esa causal, sino por el conocido “pituto”. 


El sistema propuesto ofrece a quien tenga objeción de conciencia prestar otro tipo de servicio a la comunidad, ya sea en la Defensa Civil o en otras instituciones. Por lo tanto, quienes están preocupados de este aspecto debieran ver cómo logramos que ese servicio alternativo se cumpla. 


Frente a este proyecto la Oposición ha tenido posturas poco claras, por lo que no sabemos bien cómo votará. En la práctica, si se la juega por votar en contra para boicotear lo referido a la objeción de conciencia, sin justificación, va a terminar echando abajo otros artículos que requieren quórum especial y que son esenciales. Por ejemplo, la creación de un sistema de apelaciones; que las faltas cometidas durante el servicio militar sean vistas por la justicia civil y no por tribunales militares. Esas son las cosas que se terminarán rechazando, que son de todo sentido común y tienen amplio acuerdo en esta Sala. 


Por tanto, sería bueno votar las normas en forma separada, para evitar cualquier complicación y así sacar adelante un sistema que realmente aporte a la voluntariedad creciente, que sea menos discriminatorio, más equitativo y dé la opción a quienes tienen problemas de conciencia de prestar servicio a la patria a través de otros mecanismos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En el tiempo de la UDI, tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero manifestar que estoy sorprendido por las imputaciones del diputado señor Juan Pablo Letelier en contra de la Oposición, en particular de mi amigo el diputado señor Alberto Cardemil. Hacía mucho tiempo que no escuchaba a un diputado pontificar con fundamentos tal falsos como los del diputado Letelier, quien no tiene idea de lo que estamos tratando, ya que jamás asiste a las comisiones en las cuales se tratan estos temas. Por eso, le resto toda validez a sus argumentos. Para finalizar este punto quiero recordar que “para mentir y comer pescado, hay que tener mucho cuidado”.


En segundo lugar, la iniciativa legal que estamos analizando tiene por finalidad modernizar el servicio militar obligatorio mediante una fórmula que permita fomentar cada vez más la voluntariedad. En esta materia no hay discusión alguna. Por lo tanto, la serie de imputaciones por puntos de vista distintos me parecen falaces. Por una parte, estamos todos de acuerdo en otorgar mayor voluntariedad a la presentación al servicio militar y, por otra, fomentar la selectividad por sorteo para así evitar un hecho que es real: el servicio militar lo está haciendo sólo un segmento de nuestra sociedad, como muy bien lo dijo Joaquín Lavín. Ésa es una realidad. 


La idea de fomentar la voluntariedad no surgió de un sector político, sino de las propias Fuerzas Armadas, desde fines de los años 80. Durante la comandancia en jefe del general Pinochet, se instauró una serie de medidas en ese sentido. Por lo tanto, no nos subamos por el chorro. La Concertación, que ha dado muestras más que suficientes de que no es muy amiga de las Fuerzas Armadas, no puede venir a pontificar con estas materias. 


Lo que sí pareciera ser cierto y que todas las fuerzas políticas del país estamos de acuerdo es que se necesita una base de selección mínima que garantice a las Fuerzas Armadas el contingente necesario para cumplir con el mandato constitucional que se le ha entregado; esto es, proteger nuestras fronteras y cuidar nuestra soberanía, entre otras cosas. Las demás pueden ser discutibles, pero no éstas. Si estamos de acuerdo en esto, centremos la discusión en el ámbito que merece y no en la chimuchina ni en la mugrería.


Todos estamos de acuerdo en modernizar el servicio militar obligatorio, tal como lo plantea el proyecto, mediante un sistema que fomente la voluntariedad. Como integrante y Presidente de la Comisión, me correspondió examinar el proyecto de punta a cabo. Tan de acuerdo estuvimos, que la propuesta que hoy la Sala tiene para votar, contó con el concurso de todos los diputados de la Comisión. Estas diatribas que hemos escuchado, en verdad no se dieron en la Comisión, porque allí hubo un sentido más de país. 


Entonces, sugiero volver a esa situación y no quedarnos en este continuo denostar de los últimos discursos, en particular del diputado Juan Pablo Letelier y de la diputada Tohá, a la que comprendo, porque seguramente conoce poco estas materias.


Sin embargo, es necesario señalar que la voluntariedad en el servicio militar es diametralmente distinta de año en año y cambia de acuerdo con las necesidades del país. Cuando hay pleno empleo -nunca lo hemos tenido, pero cuando nos acercamos a una tasa de desempleo bajo-, la gente debe ser obligada a cumplir con el servicio militar.
Como desde 1997 hemos tenido una alta cesantía, en particular en el segmento joven, materia que no aparece reflejada en los documentos oficiales, la voluntariedad es expresada por una mayor cantidad de gente. Eso es real.


Entonces, aquí estamos hablando de cómo enfrentar dos temas: mejor selectividad, para que no haya “pituteo”, y la forma de incentivar la voluntariedad en el servicio militar.


Deseo anticipar que me comprometí con el proyecto, porque apunta a lo que se presentó. Nosotros lo mejoramos y lo dejamos como viene propuesto.


Hay un par de falencias graves, respecto de las cuales el Ejecutivo no se hace cargo, ya que hasta hoy no contesta lo que señalé desde un principio: primero, cómo resolveremos el problema de la salud de los conscriptos que, en comunas alejadas, como Coihaique o Punta Arenas, se accidentan, por ejemplo, durante una salida de fin de semana. Esa materia no está resuelta y debe ser analizada, porque hoy no tiene respuesta. Creo que debemos darla como país.


Segundo, los incentivos, en los que todos estamos de acuerdo, dejan de lado la discusión sobre la objeción de conciencia. ¿Por qué la dejan de lado? Porque se trata de una discusión muy filosófica que, en definitiva, pretende declarar que en determinados estados, como el nuestro, hay personas que por determinadas convicciones no sienten la obligación de proteger la institución del Estado.


De esa manera, llegamos a una materia distinta, en la que discrepo profundamente del diputado señor Burgos, que hablaba de la prestación de un servicio social. Dejémonos de bromas; cuando nos referimos al servicio militar, estamos hablando de la obligación de proteger al Estado, no de materias de carácter social, que pueden ser muy importantes, pero secundarias cuando se trata de la protección del Estado, porque el conscripto es el soldado apto para cumplir con la tarea de defender la patria en el momento que sea necesario.


En esa tarea comparto lo que todos dicen: no debiera haber preferencias. El sorteo debe ser claro y al que le tocó, le tocó. Por esa razón, porque creo sinceramente que la carga pública debe ser compartida por todos, no estoy de acuerdo con la objeción de conciencia.


Deseo agregar algo más: si mejoramos los incentivos, da lo mismo establecer por ley la objeción de conciencia, porque no será necesario invocarla. Los cupos siempre estarán completos.


¡Por favor!, no volvamos a la majadería de vincular un proyecto como el de modernización del servicio militar obligatorio con el de la previsión de las Fuerzas Armadas. Es verdad que se pueden obtener recursos si se ahorra por otro lado, pero con esa misma majadería tendría que decir que podríamos conseguirlos si evitamos los “jarrones” o dejamos de robar, como se hizo en el caso MOP-Gate. 


Evitemos, entonces, esa majadería y digamos, concretamente, que estamos de acuerdo en mejorar los incentivos. La prueba está en que la Comisión aprobó una indicación, que como presidente de aquélla tuve que declarar inadmisible, que tenía por objeto mejorar el acceso de los conscriptos a la educación y a la vivienda. Si vamos a enfrentar este tema desde el punto de vista de país, dejemos de hacerlo de manera equivocada. 


Mis colegas de Renovación Nacional tienen el legítimo derecho a considerar que esto cambia el proyecto. Pero, siento también que introducir la objeción de conciencia modifica el eje del problema. Hasta hace una semana, el proyecto sobre modernización del servicio militar obligatorio estaba destinado a fracasar, porque contemplaba dos aspectos insalvables.


Presenté una indicación al proyecto, que finalmente fue apoyada por todos los miembros de la Comisión, que tenía por objeto admitir la postergación del servicio militar al joven que, a esa fecha, estuviera cursando cuarto medio. Nuestra proposición tenía por único objeto evitar que ese joven interrumpiera su educación. Finalmente, la indicación fue aprobada en la Sala, pero como el Ejecutivo consideró que dañaba fuertemente el proyecto, fue modificada nuevamente más la objeción de conciencia. Si estas dos cosas iban unidas, el servicio militar obligatorio quedaba en la más completa indefensión y, en definitiva, lo hacían impracticable.


Por suerte, como en la Comisión de Defensa siempre ha reinado la cordura, se estimó necesario dejar la posibilidad de postergar sólo a los jóvenes que estuvieren cursando el cuarto medio o algún grado de la educación superior.


Reconozco la legitimidad de la objeción de conciencia, pero junto con ello siento que es completamente injusta para el resto del país. Por ello la voy a votar en contra, sin perjuicio de estar convencido de que el resto del contenido del proyecto, en el cual nos involucramos fuertemente, tiende a mejorar lo que hay aunque no lo soluciona de raíz. Para lograr eso se requiere contar con una política de incentivos. Tan cierto es lo que digo que todos los diputados miembros de la Comisión, del oficialismo y de la Oposición, votamos a favor la idea de pedir al Ejecutivo -aquí recogemos lo que dijo el ministro de Hacienda- que su disposición a recibir se traduzca en acciones concretas.


Vamos a votar a favor el resto del proyecto por considerar que ha experimentado una mejoría, pero junto con ello, quiero transmitir la legítima postura del diputado señor Cardemil y reiterar lo inapropiado y falso que resultan los conceptos vertidos por el diputado señor Letelier.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, en primer lugar, debiéramos efectuar una evaluación más tranquila y serena del trabajo que durante un año llevó a cabo la Comisión de Defensa Nacional sobre el proyecto de ley que moderniza el servicio militar obligatorio, así como del seminario que llevó a cabo sobre la materia, cuyas conclusiones posteriormente se plasmaron en dicha iniciativa.


Valoro lo dicho por el diputado señor Jorge Ulloa, porque este proyecto no es sólo del Gobierno, ya que los integrantes de la Comisión de Defensa Nacional contribuimos a mejorarlo. Por lo tanto, no es hijo del Gobierno, sino del debate llevado a cabo en el Congreso Nacional.


Me sorprende la amargura expresada por el diputado Alberto Cardemil por lo que establece la iniciativa. Ella incorpora muchas novedades importantes, como la creación de una oficina para hacer presente los derechos del recluta; el establecimiento de derechos y deberes de los conscriptos; un mayor grado de voluntariedad; la disposición de un sorteo que impedirá que en el servicio militar prime el “pituto” y las recomendaciones para eximir a una persona de cumplirlo, gestión que -digamos la verdad- muchas veces hemos realizado. Por lo tanto, son varios los aspectos que mejoran y modernizan dicho servicio.


Por otra parte, hay que clarificar un punto muy importante: nadie en la Sala está a favor de que el Ejército se constituya sólo por profesionales, porque, como opinó el comandante en jefe del Ejército, general Juan Emilio Cheyre, se necesita una reserva, para lo cual debe haber conscripción.


Ése es un elemento muy importante. Sin embargo, quiero hacer un llamado para que apoyemos la voluntariedad del servicio militar, porque el informe de la Comisión de Defensa Nacional, el cual me correspondió entregar hace siete meses, es fruto del debate sostenido en ella, entre cuyas medidas propone el aumento de las remuneraciones a nivel del salario mínimo.


En 1995 varios colegas participaron en la discusión del servicio militar, una de cuyas disposiciones fue el establecimiento de un conjunto de incentivos, como los que hoy discutimos, con el objeto de aumentar la voluntariedad del servicio militar. Sin embargo, un ejército con conscripción nunca será enteramente voluntario, porque depende del marco social, de la desocupación y de un conjunto de elementos que hay que tener en cuenta antes de disponer una franja de obligatoriedad por sorteo, como una manera de evitar las discriminaciones sociales y que el servicio militar no lo hagan solamente los pobres.


A lo planteado por el diputado señor Ulloa, deseo agregar que la objeción de conciencia no es un invento de última hora, sino que fue planteada cuatro semanas después del inicio del debate en la Comisión, por lo cual ha estado en discusión durante todo este tiempo.


Estimo legítimo que algunos diputados no compartan ese criterio, pero la objeción de 



conciencia existe en 42 países que cuentan con ejércitos con conscripción. Esa modalidad se encuentra en la declaración de las Naciones Unidas respecto del servicio militar, en pactos internacionales y en la legislación de Argentina, Paraguay, Perú, Italia, Francia, Inglaterra, etcétera. Es decir, hay un conjunto de países que contemplan en sus legislaciones la figura de la objeción de conciencia, lo que no ha provocado ningún trauma en el servicio militar con conscripción.


En consecuencia, hago un llamado a aprobar el proyecto, a pesar de las legítimas diferencias que tenemos, porque efectivamente contribuye a modernizar el servicio militar en nuestro país.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Cerrado el debate.


El proyecto se votará con posterioridad, como ya se ha acordado.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar el proyecto que moderniza el servicio militar obligatorio.


Se ha pedido votación separada para el inciso quinto, del número 7 del artículo 42, contenido en el número 29 del artículo 1º.


Se declaran aprobados, por no haber sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, los números 1 al 17, 20 al 23, 25 al 28 y 31 al 40 del artículo 1º, el artículo 2º y los artículos primero, segundo y tercero transitorios.


En primer lugar, corresponde votar por separado el numeral 18, del artículo 1º, que requiere de un quórum de 66 señores diputados.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, pido la palabra por un asunto de Reglamento.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, pido que se lean los artículos que serán sometidos a votación.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se procederá de acuerdo con su petición, señor diputado.


El señor Secretario va a dar lectura al numeral 18 del artículo 1º.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Número 18 del artículo 1º: Sustitúyase el artículo 27 por el siguiente: “Artículo 27.- Créase la Comisión Nacional de Reclutamiento, que estará encargada de la supervisión y control del proceso de reclutamiento y selección del contingente. Será convocada anualmente por el Ministro de Defensa Nacional y estará integrada por el Subsecretario de Guerra, quien la presidirá, por los Subsecretarios de Justicia, de Educación, de Salud y de Planificación y Cooperación, por el Director General, y por un Oficial Superior de las Fuerzas Armadas designado por el Subsecretario de Guerra a proposición del Director General, quien se desempeñará como secretario de la Comisión.


Corresponderá a la Comisión Nacional de Reclutamiento, especialmente:

1)
Supervisar las actividades del proceso de reclutamiento y selección del contingente y velar por el cumplimiento de este decreto ley y su reglamento.


En particular, deberá ejercer la supervisión y control de las siguientes actividades específicas:

a)
El uso de la información y de las nóminas proporcionadas por el Servicio de Registro Civil e Identificación; la elaboración, actualización, difusión y utilización del Registro Militar, de la Base de Conscripción, de las bases para los sor-




teos general y final, de las nóminas de voluntarios y de la lista de llamados, y la publicación oportuna y eficaz de las convocatorias y resultados del proceso de selección y reclutamiento;

b)
La realización de los sorteos que contempla este decreto ley, y

c)
La evaluación de la aptitud para realizar el servicio militar en el proceso de selección del contingente a que se refiere el artículo 30 D.

2)
Constituir, bajo su dependencia, las Comisiones Especiales de Acreditación y ejercer la dirección de las actividades que éstas lleven a cabo.

3)
Informar al ministro de Defensa Nacional respecto del proceso de reclutamiento y selección del contingente.

4)
Solicitar informes a los diferentes organismos que intervengan en el proceso de reclutamiento y selección sobre cualquier materia que sea de su competencia.

5)
Solicitar, a las autoridades que corresponda, la destinación en comisión de servicio de representantes y peritos de entre los funcionarios de la Administración del Estado, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión Nacional de Reclutamiento a que se refiere este Capítulo.

6)
Emitir un pronunciamiento sobre las solicitudes en que se invoque la causal de exclusión indicada en el Nº 7 del artículo 42”.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 88 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 15 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, 
Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), 
Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Galilea (don José Antonio) y Martínez.


-Se abstuvieron los diputados señores:


Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, 
Correa, Delmastro, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Kuschel, Longton, Palma, Pérez (doña Lily) y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el número 19 del artículo 1º, que también requiere quórum especial.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 87 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 14 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (don Gonzalo), 
Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), 
Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, 
Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Galilea (don José Antonio) y Martínez.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, 
Delmastro, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Kuschel, Monckeberg, Palma, Pérez (doña Lily) y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el número 24 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 11 abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, Forni, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Masferrer, 
Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Mnckeberg, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), 
Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.


-Votó por la negativa el diputado señor Martínez.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Bertolino, Cardemil, Delmastro, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Kuschel, Palma, Pérez (doña Lily) y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El número 29 del artículo 1º tiene cinco incisos. Vamos a votar por separado el inciso quinto, que se refiere al recurso ante la Corte de Apelaciones, que se votará por separado, según se solicitó.


Entonces, se votarán los primeros cuatro.


Tiene la palabra el diputado señor Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, propongo, por ser más práctico y para mejor comprensión del artículo, votar por separado; primero el número 7 del primer inciso y, posteriormente, el que requiere quórum especial. No tiene sentido votar éste si hay dificultades con el número 7, que establece, precisamente, la objeción de conciencia.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el número 7, sin incluir el inciso quinto, que no requiere quórum especial.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 47 votos. No hubo abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, 
Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 



Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Valenzuela, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el inciso quinto, que requiere quórum especial.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 57 votos; por la negativa, 46 votos. No hubo abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Rechazado por falta de quórum.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena) y Villouta.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von 
Mühlenbrock.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación los artículos 42 C y 42 D del número 30, que requieren quórum especial.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 102 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Egaña, 
Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Girardi, 
González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, 
Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, 
Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, 
Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvo el diputado señor Delmastro.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación el número 39.


Tiene la palabra el diputado Enrique 
Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, ¿puede dar lectura a los artículos que estamos votando?


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Secretario le va a dar lectura al número 39.


El señor ÁLVAREZ (Secretario).- 
El número 39 dice: Reemplázase el artículo 87 por el siguiente:


“Artículo 87.- Todas las causas por delitos contemplados en este decreto ley serán de competencia de la justicia ordinaria, con excepción de los procesos que se instruyan con ocasión del delito previsto en el artículo 75, cuyo conocimiento corresponderá a la justicia militar”.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 84 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 14 abstenciones. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, 
Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Escalona, 
Espinoza, Forni, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña 



Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von Mühlenbrock.


-Por la negativa votó el diputado señor García (don René Manuel).


-Se abstuvieron los diputados señores:

Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, 
Delmastro, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Kuschel, Martínez, Palma, Pérez (doña Lily) y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Secretario dará lectura al artículo cuarto transitorio.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
“Artículo cuarto. El Ministerio de Defensa Nacional, por intermedio del Subsecretario de Guerra, dictará, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley, un reglamento para el funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento y de las Comisiones Especiales de Acreditación.

En este reglamento, necesariamente, deberá contemplarse un procedimiento que asegure a las personas de domicilio distinto al de funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento la expedita posibilidad de hacer valer los derechos que otorga esta ley.” 


El señor LORENZINI (Presidente).- Este artículo no requiere quórum especial para su aprobación. 


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 83 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 15 abstenciones. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, 
Encina, Escalona, Forni, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Kast, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, 
Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Von 
Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel) y Martínez.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Delmastro, Errázuriz, Galilea (don Pablo), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Kuschel, Monckeberg, Palma, 
Pérez (doña Lily) y Vargas.


El señor LORENZINI (Presidente).- Despachado el proyecto.


NUEVO PLAZO AL SERVICIO DE TESORERÍA PARA ANTICIPAR RECURSOS DEL FONDO COMÚN MUNICIPAL. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que otorga un nuevo plazo para ejercer las facultades concedidas al Servicio de Tesorerías en la ley Nº 19.926.


Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Eugenio Tuma.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín 3595-05, sesión 12ª, en 7 de julio de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 3.


-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 13ª, en 8 de julio de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 6.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona, quien rendirá el informe en reemplazo del diputado señor Eugenio Tuma.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la idea matriz del proyecto de ley es conceder un nuevo plazo para ejercer la facultad concedida al fisco en la ley Nº 19.926, en orden a anticipar recursos del Fondo Común Municipal a las municipalidades, con el objeto de solventar el pago de deudas por asignación de perfeccionamiento docente que mantiene un conjunto de municipios del país.


Como se recordará, el Congreso Nacional ya legisló sobre este tema, pero no todos los municipios se acogieron al beneficio. Por lo tanto, el Ejecutivo estimó conveniente conceder un nuevo plazo al Servicio de Tesorerías para anticipar recursos del Fondo Común Municipal y ejercer las demás disposiciones que establece el artículo 1º de la citada ley Nº 19.926, con dos adecuaciones:

1º
El monto total máximo a destinar esta vez al mecanismo de anticipos del referido fondo, se circunscribe a mil millones de pesos, que corresponde al saldo autorizado y no utilizado en el proceso regido por la ley Nº 19.926, y

2º
La renovación de la facultad y la consiguiente aplicación de las disposiciones de la citada ley, sólo podrá beneficiar a aquellos municipios que, reuniendo los requisitos y condiciones establecidos en ella, no hayan sido favorecidos por aplicación del proceso regido por este último cuerpo legal. Es decir, los que han sido favorecidos, no pueden nuevamente postular.


En consecuencia, por ser esta iniciativa de sumo interés para un conjunto de municipios, la Comisión de Hacienda propone a la Sala aprobarla.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, si hacemos historia, la ley que se aprobó hace algún tiempo fijaba en alrededor de cinco mil millones de pesos el monto asignado al Fondo para que las municipalidades pudieran postular si cumplían algunos requisitos que tenían que ver, fundamentalmente, con el endeudamiento al interior de las municipalidades.


No fueron consideradas alrededor de cincuenta postulaciones y los recursos sobrantes deben ser redestinados a este uso.


Felicito a los señores diputados que estuvieron en pos de esta gestión y me alegro de que el Ministerio de Hacienda haya acogido en forma positiva el proyecto. Asimismo, celebro al ministro de Educación señor Sergio Bitar, y la subsecretaria de Desarrollo Regional, señora Adriana Delpiano, por acoger favorablemente la iniciativa que, en el fondo -por eso, no debiera haber mayor discusión- amplía el plazo.


Se acoge una demanda muy importante de los profesores planteada hace bastante tiempo, como es el pago del perfeccionamiento que se aprobó en esta Cámara, para lo cual se debe contr con los recursos necesarios.


En mi distrito, la Municipalidad de Chimbarongo postuló, pero, por no tener el nivel de endeudamiento o el coeficiente que correspondía, hoy lamentablemente no puede pagar al personal docente su perfeccionamiento.


El proyecto sólo modifica el plazo y no los coeficientes o forma de selección en el procedimiento, por lo tanto invito a mis colegas diputados y diputadas a votarlo favorablemente. Además, responde a un requerimiento muy importante de las municipalidades y de los docentes de más de cincuenta comunas que van a postular a este beneficio.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto de ley, otorga un nuevo plazo para que los municipios soliciten anticipos del Fondo Común Municipal, con la finalidad de cancelar la asignación de perfeccionamiento docente.


Esa facultad fue establecida en la ley 
Nº 19.926, publicada en el Diario Oficial del 31 de diciembre del año pasado. Entró en vigencia durante el inicio del presente año, pero, sin embargo, no todos los municipios que podían gozar de este beneficio lo pudieron hacer. La iniciativa faculta al Servicio de Tesorerías para que durante el año 2004 anticipe a los municipios parte de los recursos que les corresponden en el Fondo Común Municipal a fin de pagar la asignación de perfeccionamiento docente. 


El citado cuerpo legal ponía a disposición de todos los municipios la suma total ascendente a cinco mil millones de pesos. Las municipalidades debían postular para acogerse a esta oportunidad de obtener recursos frescos; se hizo acompañando información a la Subsecretaría de Desarrollo Regional para acreditar tanto sus deudas como su capacidad de endeudamiento y pago consiguiente.


Dicha Subsecretaría, por su parte, generó un indicador con estos factores para determinar de manera objetiva a quienes se autorizaría a emplear este mecanismo de financiamiento extraordinario.


Por las deficiencias en los procesos de postulación de muchos municipios, o porque varios no postularon al beneficio o lo hicieron mal, de los cinco mil millones de pesos se utilizaron cerca de cuatro mil. Por lo tanto, quedaron mil millones de pesos. A juicio del Ejecutivo, estos recursos deben seguir ocupándose para la finalidad original. Sobre la materia, la Cámara aprobó un proyecto de acuerdo que solicitaba el envío del proyecto de ley en discusión. De ahí nace esta iniciativa que, en lo medular, concede a los municipios que no usaron este beneficio la posibilidad de postular en un plazo de 90 días desde la entrada en vigencia de la ley.


Durante la vigencia de la actual ley, postularon al beneficio 110 municipios, calificaron sólo 64; no calificaron por insolvencia, es decir, por incapacidad para endeudarse racionalmente, 23, y otros veintitrés quedaron fuera por no haber acompañado oportunamente la información exigida.


Los municipios beneficiados deben devolver en cuotas los recursos obtenidos; unos en dos años y, otros, en cuatro. La diferencia está determinada por el monto del anticipo solicitado, por el plazo para restituirlo y por la capacidad de pago de cada administración. Si se devolverá en más de dos años, las solicitudes de los municipios deben ser visadas por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. En la práctica, estos adelantos se ejecutan mediante un convenio entre la municipalidad y la Subsecretaría de Desarrollo Regional, el cual debe contar con acuerdo del concejo, con lo que se asegura una más transparente toma de decisiones sobre endeudamiento y compromisos financieros de las municipalidades del país.


A título de ejemplo y para mejor ilustración de la Sala, debo señalar que quedaron fuera del beneficio los siguientes municipios que, habiendo postulado, no entregaron información oportunamente, por lo cual es deseable que desde ya comiencen a ordenar sus antecedentes para que puedan tener acceso a recursos frescos que, como todos sabemos, siempre son escasos: Putre, Quillota, Panquehue, Rancagua, Quinta Tilcoco, Paredones, Palmilla, Constitución, Vichuquén, Lota, Tomé, Tucapel, Ñinquén, Quellón, Ranquil, Curarrehue, Puerto Saavedra, Ercilla, Puerto Montt, Cochamó, Panguipulli, Maipú y El Monte.


Debo advertir que los municipios que no postularon en esa oportunidad también lo pueden hacer en este nuevo proceso. Asimismo, aquellos municipios que postularon y no calificaron dentro de los parámetros establecidos por la Subdere, podrán hacerlo en este nuevo proceso, en la medida en que sus estados financieros hayan tenido algún cambio en el último año que les permita demostrar solvencia y un nivel de endeudamiento razonable hacia el futuro.


En virtud de los expuesto, la bancada del PPD apoyará este proyecto de ley y solicita a los colegas aprobar esta iniciativa, más aún cuando con ella se hace justicia a una enorme cantidad de docentes que han visto frustradas sus expectativas de recibir una asignación que se han ganado con su esfuerzo y compromiso personal.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo del Partido Socialista, tiene la palabra, hasta por cuatro minutos y medio, el diputado Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aquellos 23 municipios que por falta de información quedaron fuera del proceso de la ley ley Nº 19.926, acudieron al gobierno para solicitar se concediera un nuevo plazo para ejercer la facultad correspondiente.


Al respecto, la Cámara aprobó un proyecto de acuerdo y la iniciativa que discutimos recogió esa petición que hiciéramos, junto con parlamentarios de todas las bancadas, para que esos más de mil millones, que no fueron ocupados y que estaban disponibles, se usaran para solventar una deuda pendiente con los profesores.


Sobre la materia, quiero señalar dos cosas.


En primer lugar, es clave debatir con los municipios por qué hay obligaciones impagas con los profesores. ¿Por qué no se les paga la asignación de perfeccionamiento? ¿Por qué se acumula esta deuda en los DEM en circunstancias de que en el plan educacional de cada municipio, anualmente debe estar contemplada la forma de financiar esa asignación? Debe considerarse en el presupuesto municipal y no acumular deudas, pues lo que actualmente estamos solventando mediante un anticipo, de no mediar una adecuada planificación, va a volver a producirse.

En segundo lugar, quiero señalar que hay aprensiones respecto a como se va a utilizar este recurso. En mi opinión, claramente, las sumas que se anticiparán a esos municipios deben ser destinadas a pagar única y exclusivamente la asignación a que se refiere la ley 
Nº 19.926 -la de perfeccionamiento- y ni un solo peso a algún otro tipo de deuda que el municipio haya contraído. Es más, esta deuda debe ser cancelada al contado y no en cuotas, porque, de lo contrario, tendremos un “bicicleteo”, lo que no corresponde, por cuanto el 



dinero, hasta donde tengo entendido, la Subsecretaría de Desarrollo Regional lo ha puesto a disposición del municipio para la cancelación total de lo adeudado a los profesores.


Es extraordinariamente positivo que el Gobierno haya accedido a prorrogar la vigencia de la ley, pero, en todo caso, voy a presentar una indicación, que ojalá sea aprobada por unanimidad, porque su único objetivo es que la suma anticipada sea destinada a pagar en efectivo las deudas por asignación de perfeccionamiento. En definitiva, que una vez que el municipio reciba el dinero, pague al contado la totalidad de lo adeudado a cada uno de los docentes y no diferirla en cuotas ni tampoco utilizar estos recursos en ningún otro fin.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra, por el minuto que resta a su Comité, el diputado Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, me llaman la atención, y lo dije en la Comisión, aquellos municipios que no calificaron, de los cuales hay algunos que económicamente no tienen mayor importancia en los montos, pero sí en su capacidad de allegar fondos.


Por lo tanto, me interesaría que el diputado informante nos dé a conocer la política del Ejecutivo respecto de aquellos municipios que no calificaron. Por ejemplo, en mi distrito, Paillaco, mínima comuna en lo económico y, sin embargo, las deudas ascienden a 24 millones. Diría que esa suma es casi imposible de pagar en un futuro cercano.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el tiempo de la bancada de la Democracia Cristiana, tiene la palabra, por tres minutos, el diputado Ortiz.



El señor ORTIZ.- Señor Presidente, este proyecto lo tratamos en una sesión en la Comisión de Hacienda y quedó absolutamente clara la necesidad de ampliar el plazo establecido en la ley Nº 19.926, debido a que aún hay alrededor de mil millones de pesos de los cinco mil millones que autorizáramos al fisco, a través del Servicio de Tesorerías, para efectuar anticipos de la participación que correspondiera a la municipalidad respectiva en el Fondo Común Municipal, se dejaron de adelantar mil millones de pesos. Con la aprobación en general y en particular de este proyecto se hará justicia respecto del pago de la asignación de perfeccionamiento docente, establecida en la ley Nº 19.070, sobre Estatuto Docente, con el cual, lamentablemente, muchos municipios no han cumplido. Más aún, dicho anticipo se establece en razón de las deudas devengadas al 30 de abril de 2003.


Después de aprobar este proyecto, debiéramos analizar la forma en que todos los municipios queden al día en el pago de dicha asignación. De lo contrario, el incumplimiento de una disposición de la ley citada, aprobada hace muchos años, permanecerá ad eternum.


Por lo expuesto, la bancada de la Democracia Cristiana votará favorablemente.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, quiero hacer presente una situación a la Mesa respecto de este proyecto. No estuve en el debate habido en la Comisión de Hacienda, pero entiendo que la norma cuya vigencia se prorroga requiere para su aprobación quórum de ley orgánica constitucional. Por ello, considero importante alertar a la Mesa y a la Sala sobre el particular.


He dicho.



El señor LORENZINI (Presidente).- Señor diputado, hemos seguido el criterio establecido por la Comisión de Hacienda, que nada señaló al respecto.


Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley que otorga un nuevo plazo para ejercer la facultad concedida al Servicio de Tesorerías en la ley Nº 19.926.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 97 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, 
Venegas, Villouta y Von Mühlenbrock.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Por medio de la Secretaría, se consignarán los votos de las señoras diputadas y los señores diputados que así lo han manifestado.


Por no haber sido objeto de indicaciones, se declara aprobado en general y en particular.


Despachado el proyecto.

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

EXIGENCIA DE TRANSPARENCIA Y REDUCCIÓN DE COSTOS DE ADMINISTRACIÓN DE LAS AFP. (Votación).


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 434.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 53 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Riveros, 
Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena) y Villouta.


-Se abstuvo la diputada señora Guzmán (doña Pía).

MEDIDAS PARA RECUPERACIÓN DE SUELOS DEGRADADOS.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 435, de los señores Hernández, Recondo, Urrutia, Alvarado, señora Alejandra Sepúlveda y señores 
Víctor Pérez, Prieto, Ojeda, Quintana y Von Mühlenbrock:


“Considerando:


Que es evidente la necesidad de mantener una política eficiente y visionaria respecto de la producción agrícola y forestal de manera sustentable y, de este modo, procurar que las prácticas de manejo no afecten al recurso “suelo” en el tiempo, a efectos de posibilitar el derecho de las futuras generaciones de hacer uso de este recurso en las mismas condiciones actuales o incluso mejores.


Que, según expertos, la degradación de los suelos se debe a diferentes causas, como, por ejemplo, el uso y manejo inadecuado del terreno; la contaminación minera, industrial y urbana; los incendios forestales; la ‘salinificación’, la ‘acidificación’, etcétera. Sin embargo, el proceso más agresivo de degradación del suelo -que puede inclusive terminar con la vida útil de este recurso- es la erosión hídrica, con su presencia más característica en la precordillera de la Costa y en la de Los Andes.


Que el Programa de Recuperación de Suelos Degradados se creó en 1995 como respuesta del sector público para revertir o detener estos procesos de degradación, con vistas a permitir que los productores agropecuarios accedieran a recursos estatales para promover el manejo sustentable, la recuperación y la conservación de sus suelos agropecuarios.


Que este proyecto es administrado por el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) y por el Instituto de Desarrollo Agropecuario (Indap), los que tienen el plazo de diez años para implementar y desarrollar seis instrumentos destinados a lograr estos fines mediante programas de fertilización fosfatada; enmiendas calcáreas; desarrollo de praderas; conservación de suelos; rehabilitación de suelos, y mejoramiento y conservación de suelos mediante rotación de cultivos.


Que, no obstante la importancia de este programa, es necesario su perfeccionamiento, debido a las falencias advertidas en su aplicación, para así producir la necesaria satisfacción a sus beneficiados y la correcta utilización de los recursos públicos.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Solicitar al ministro de Agricultura que tenga a bien zonificar el país a fin de determinar de manera técnica a cuál superficie nacional le corresponde la aplicación de los distintos programas de recuperación de suelos degradados para optimizar adecuadamente los recursos.

2.
Evitar la participación de una serie de intermediarios que burocratizan el programa, demorando y encareciendo su puesta en marcha y perjudicando consecuencialmente a los beneficiarios.

3.
Invertir en estudios que permitan la introducción de nuevas técnicas productivas y de manejo de suelos en zonas agroecológicas vulnerables.

4.
Solicitar al ministro de Agricultura y al Ministro de Hacienda que se sirvan remitir a las comisiones pertinentes de la Cámara de Diputados un informe semestral de cómo se ha desarrollado el Programa de Recuperación de Suelos Degradados durante el año inmediatamente anterior a fin de discutir con mayores antecedentes el desenvolvimiento y las necesidades reales del programa durante el debate sobre la ley de Presupuestos del año siguiente.”

El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Javier Hernández.


El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, lo primero que cabe preguntarse es cómo se justifica un programa de recuperación de suelos degradados y por qué el Estado debe invertir recursos fiscales en un programa de este tipo.


La justificación pública de un programa de este tipo está radicada en la necesaria sustentabilidad de los recursos ambientales, en este caso del suelo, a lo cual deben aspirar las actividades económicas que utilizan recursos renovables. Frente a la degradación de origen o debido a la propia acción humana, se diseñan instrumentos que permiten mejorar las condiciones existentes en determinadas zonas agroecológicas.


El programa ha sido presentado públicamente con ese enfoque, pero, en la práctica, ha estado marcado por la demanda de determinados sectores productivos que han visto vulnerada la rentabilidad de sus negocios y que han buscado a través de dicho programa la ayuda estatal para hacer frente a sus dificultades productivas. Esta dualidad en la acción del programa ha impedido hacer un análisis puramente técnico que permita zonificar adecuadamente el lugar donde deben ser focalizados los recursos, considerando la realidad de los suelos. 


Se sabe que Ciren realizó un estudio para colaborar en dicha tarea, pero no consta que esté siendo usado de manera científica en el monitoreo y aplicación del programa. Dicho estudio tenía los siguientes objetivos: identificar en el área de estudio la superficie que convenía beneficiar con cada uno de los subprogramas del Programa de Recuperación de Suelos Degradados; identificar en los sectores estudiados de cada región el número de propiedades y superficies que convenía beneficiar con cada subprograma a través del Indap y del SAG, y preparar una base de datos para que la autoridad evalúe la cobertura lograda con la aplicación del Programa de Recuperación de Suelos Degradados y cada uno de los subprogramas.


La cobertura del estudio de zonificación se efectuó en los suelos agropecuarios definidos como de las clases de capacidad de uso I a VI, dentro del área de cobertura de hortofotos que maneja el Ciren en las regiones Séptima, Octava y Novena.


Los primeros resultados del estudio finalizado en 2001 en las regiones Séptima, Octava y Novena determinó que existen 1.290.536 hectáreas con problemas de acidez, 3.297.931 hectáreas con pérdida de disponibilidad de fósforo, 1.718.910 hectáreas que requieren prácticas de conservación y 1.439.187 hectáreas de suelos aptos para el establecimiento de praderas. No se puede acceder a la información que se realizó con posterioridad en la Décima Región.


El hecho de que no exista, al menos públicamente, un instrumento ordenador de las políticas de inversión para dicho programa genera, en la práctica, algunas dificultades que conviene señalar: el Ejecutivo discrimina a priori a cuántos agricultores quiere atender a través del Indap y del SAG año tras año y no hay una definición por área ecológica en función del nivel de degradación o de habilitación de suelo que se requiere intervenir. Asimismo, no se ofrecen incentivos a los agricultores que poseen superficies mayores para que realicen mejoras proporcionales a las hectáreas que poseen, ya que el instrumento de fomento trata por igual a los beneficiarios del SAG que poseen diferentes superficies, sin que se dé una señal de querer abordar todas las áreas que, supuestamente, tienen problemas de productividad por la degradación de suelos.


Se ha creado un mecanismo de administración basado en la oferta de recursos y en la elaboración de planes de manejo, con la participación de consultores y laboratorios, sin privilegiar la propia demanda de los agricultores. La existencia de un programa reducido a concursos y con demasiados intermediarios facilita que no existan mecanismos transparentes y competitivos para la asignación de recursos.


Existen dificultades para evaluar el programa: al ser administrado por dos instituciones diferentes los componentes ambientales, productivos y sociales se mezclan y no queda claro de qué forma se mide la eficiencia de los recursos que se están empleando y con qué criterios se deben evaluar.


Finalmente, los gastos administrativos asociados a la postulación plantean la necesidad de evaluar la operatoria del programa y si es factible reducir procedimientos que no se justifican.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


En votación.


Si le parece a la Sala se aprobará por unanimidad.


Aprobado.


INFORMACIÓN SOBRE INSCRIPCIÓN ELECTORAL EN COMUNAS Y PROCEDIMIENTOS UTILIZADOS EN OTROS PAÍSES PARA INCENTIVARLA.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 436, de los diputados señores Escalona, Espinoza, Accorsi, Burgos, Luksic y Paredes.


“Considerando:


Que hay necesidad de perfeccionar nuestra democracia facilitando el ejercicio del derecho a voto de los ciudadanos, consagrado en la Constitución Política de la República.


Que la información de prensa y la derivada de los organismos de investigación política y social señalan una notable disminución, en el curso del tiempo, de las inscripciones en los registros electorales, fundamentalmente de las generaciones más jóvenes.


Que existen mecanismos implementados en múltiples experiencias democráticas, a través del mundo, para facilitar el ejercicio de este deber y derecho ciudadanos.


Que S.E. el Presidente de la República anunció el envío de un proyecto de ley sobre inscripción electoral automática y voto voluntario.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Solicitar a S.E. el Presidente de la República que, por intermedio del ministro del Interior, tenga a bien remitir al Congreso Nacional un proyecto de ley que garantice el ejercicio del derecho de sufragio.

2.
Solicitar al director del Servicio Electoral que se sirva informar respecto de la inscripción electoral en cada una de las comunas del país y de los procedimientos empleados en otros países para implementar medidas institucionales y administrativas tendentes a superar la falta de interés por inscribirse en los registros electorales.”

El señor OJEDA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, ante todo, quiero desearle la mejor de las suertes en el desempeño del nuevo cargo que acaba de asumir.


Desde hace mucho tiempo que venimos tratando una enorme cantidad de proyectos de acuerdo -lo que resulta extraño, en particular para quienes somos nuevos aquí- cuya efectividad y resultados sería bueno conocer.


Considero que el proyecto de acuerdo es un instrumento -no me quiero exceder en las palabras- que se ha ido desvirtuando y el mejor ejemplo de lo que digo es el que tenemos frente a nosotros. Todos sabemos que el Ejecutivo ha enviado un proyecto sobre inscripción automática y voto voluntario. Sin embargo, seis diputados que no pertenecen a la Comisión de Gobierno Interior, presentaron este proyecto de acuerdo. Si alguien hiciera un análisis desde el punto de vista administrativo del Parlamento, estaría de más.


No obstante defender la institución de los proyectos de acuerdo, éste me parece impresentable. Aquí está presente el presidente de la Comisión de Gobierno Interior, diputado señor Navarro, quien con seguridad también debe ver con sorpresa su presentación.


Por eso, anuncio mi voto en contra.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 16 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
No hay quórum. Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 6 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar por cinco minutos a las señoras y señores diputados.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 8 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Por no haberse alcanzado el quórum requerido, queda pendiente su votación para la próxima sesión.

IX. INCIDENTES

ENVÍO DE ACUERDO DE LA CÁMARA A CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En incidentes, el primer turno corresponde al Comité de Renovación Nacional, que, en primer lugar, cederá un minuto al diputado al diputado señor Edmundo Salas.


El señor SALAS.- Señor Presidente, agradezco a la bancada de Renovación Nacional el tiempo que me ha cedido.


En la sesión 88ª, de 18 de mayo de 2004, la Cámara aprobó el proyecto de acuerdo 
Nº 423, sobre tarifas telefónicas básicas, tema de gran significación para todas las personas.


En esa oportunidad, el acuerdo fue remitido al Presidente de la República, al ministro de Transportes, al ministro de Economía, al presidente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y al fiscal nacional económico, pero sus autores omitieron hacer lo propio con el contralor general de la República.


En nombre de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores José Miguel Ortiz, Carlos Vilches, Boris Tapia y de los que se quieran adherir, solicito remitir ese acuerdo al contralor general de la República.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Caraball, doña Eliana, y de los diputados señores García, don René Manuel; Tapia, Salas, Ortiz, Palma y Letelier, don Felipe.

RESULTADO DE PERICIAS TANATOLÓGICAS A FALLECIDO EN HOSPITAL DE 
TEMUCO. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Salud en relación con la muerte de don Hernán Uribe Caro, quien falleció recientemente en el hospital regional de Temuco.


Se le diagnosticaron seis enfermedades, pero, al momento de efectuarle la autopsia, la causa de muerte no correspondió a ninguna de ellas. La familia pidió que se le hiciera el test para detectar la enfermedad de Creutzfeld Jacob, pero hasta el momento no se sabe si se efectuó esa pericia.


El caso es muy preocupante, por lo que pedimos que se haga una auditoría de muerte. Además, que se informe, a cabalidad, de todas las enfermedades de acuerdo con su ficha médica, adjuntando el resultado de la última autopsia, sin perjuicio de saber qué pasó con la petición de la familia sobre el mal de Creutzfeldt-Jacob, enfermedad que sospechaban que tenía el señor Uribe. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores Edmundo Salas, Boris Tapia, Carlos Ignacio Kuschel, Osvaldo Palma, Felipe Letelier y Alejandro Navarro. 

INFORMACIÓN SOBRE RECURSOS MALGASTADOS POR LA CONADI. Oficio.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en segundo lugar, pido oficiar al contralor general de la República sobre un asunto relacionado con la Conadi, respecto de un difundido que, rumor prácticamente, se ha confirmado.


Se trata de que se investigue la compra de pasajes a una empresa de viajes, por una suma aproximada a 12 millones de pesos, de los cuales se ocupó sólo una parte y el resto, como eran a plazo fijo, se perdió. 


En general, pido que se informe lo relacionado con la compra de pasajes, viajes y viáticos que ha dispuesto la Conadi. 


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores Edmundo Salas, Boris Tapia, Carlos Ignacio Kuschel, Osvaldo Palma, Felipe Letelier y Alejandro Navarro. 

MEDIDAS PARA DETENER EL ENDEUDAMIENTO DE LAS MUNICIPALIDADES Y DETALLE DE SUS DEUDAS. Oficios. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Ignacio Kuschel. 


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, le deseo mucho éxito en su trabajo de Vicepresidente.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Muchas gracias.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, pido que se oficie a los ministros del Interior y de Hacienda para que informen sobre las medidas que se están adoptando a fin de controlar el creciente endeudamiento en que están incurriendo las municipalidades, particularmente a partir de 2003, el cual en poco tiempo se ha duplicado y probablemente se triplique en el corto plazo.


Con el diputado René Manuel García estamos atentos a su evolución, pero no hemos tenido una respuesta satisfactoria al problema. Este problema se puede agravar considerablemente, perjudicando la gestión de los gobiernos locales. La situación la calificamos como una verdadera -palabra que no gusta- “argentinización”, porque en Argentina las provincias incurrieron en deudas en forma independiente del gobierno central, el que después debió hacerse cargo de ellas. 


Este endeudamiento se debe a leyes que hemos sancionado sin sus respectivos financiamientos, obligando a las municipalidades a incurrir en gastos, lo que constituye un riesgo incluso para el control de la estabilidad financiera fiscal. 


Por lo expuesto, solcito una pronta respuesta para conocer la situación de cada una de las municipalidades. 


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Edmundo Salas, Boris Tapia, Felipe Letelier, Alejandro Navarro y Osvaldo 
Palma.

AUDITORÍA FINANCIERA A LAS MUNICIPALIDADES DE LA PROVINCIA DE LINARES. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Osvaldo Palma.


El señor PALMA.- Señor Presidente, felicitaciones por su cargo.


La provincia de Linares no está ajena a un mal que debería ser raro, pero que es una endemia en todo Chile: el endeudamiento municipal como causa de un mal manejo financiero, que ocasiona un déficit de caja que impide pagar los gastos obligatorios y los compromisos contraídos, entre los que se encuentran las deudas adquiridas por el personal municipal para ser descontadas por planillas, situación que le acarrea graves consecuencias, hasta el extremo de no tener acceso a crédito y aparecer en listas de deudores impagos. ¡Qué decir de los atrasos en el pago de las obligaciones legales básicas, como los descuentos previsionales, que nunca debiera suceder, mucho menos en las instituciones públicas!


En mi provincia, el endeudamiento de municipios, como el de Linares y de Colbún, inquieta a la opinión pública y ello me obliga a pedir que se aclare la situación para informarles a quienes viven en dichas comunas. Es necesario exigir una mejor gestión municipal, a fin de asegurar la solución de los problemas, castigando las malas prácticas y premiar a los que lo hacen bien.


Por todo lo anterior, solicito que se oficie para que el contralor general de la República disponga una auditoría financiera a las municipalidades de la provincia de Linares.


He dicho. 


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados René Manuel García y Felipe Letelier.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

ANTECEDENTES SOBRE NAVES PESQUERAS ARTESANALES. ENVÍO DE PROYECTO DE ADECUACIÓN DE PLANTAS DEL SERVICIO NACIONAL DE PESCA. Oficios.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el turno del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado Alejandro Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Economía para que informe de un problema que, a todas luces, resulta preocupante. 


Cuando discutimos la denominada “ley de pesca corta” se dijo que luego vendría una “ley de pesca larga”, pero ahora estamos en medio de una “ley flash”. 


Al respecto, tengo entendido que la “ley flash” va a permitir regularizar la inscripción de registro de naves pesqueras artesanales.


Por tanto, solicito que se oficie al ministro de Economía para que la Subsecretaría de Pesca nos entregue una detallada cuenta de las inscripciones de naves pesqueras artesanales que se encuentran con autorización de patentes adosadas a personas o cuyos permisos de pesca estén adosados a la nave -que es el centro de debate del proyecto- a fin de establecer si a partir de él las industrias pesqueras van a tener barcos artesanales para pescar las sardinas, incluso dentro de las 5 millas.


Considero que la ley denominada “flash” tiene que dar claridad absoluta de cuáles van a ser los resultados prácticos de esta adecuación o regulación.


Mi preocupación surge porque cuando aprobamos la “ley de pesca corta” se produjo un aumento increíble de botes de menos de 18 metros de eslora que ingresaron a la flota artesanal, pero cuyos propietarios son las empresas industriales, particularmente de la Octava Región.


En este sentido, pido que el ministro de Economía nos envíe un análisis de los resultados y efectos, particularmente las estadísticas que existen en los registros de lo que se busca remediar con la denominada “ley flash”.


En segundo lugar, pido que el ministro de Economía nos informe por qué motivo aún no ingresa a tramitación el proyecto de adecuación de plantas del Servicio Nacional de Pesca. El anteproyecto lo tuvieron listo el 11 de noviembre de 1999 los ministerios de Hacienda y de Economía, pero aún no se han sometido a tramitación. Así, los funcionarios de Sernapesca siguen sufriendo a diario una situación de precaria estabilidad, por cuanto tienen que laborar en conjunto, dada la pequeñez de la planta funcionaria, hasta 8 mil horas de sobre tiempo -en el caso de la Octava Región- y ni siquiera tienen la calidad de fiscalizadores.


Debo informar que en la Octava Región que un inspector de Sernapesca murió en un accidente aéreo cuando, a bordo de una avioneta realizaba labores de supervisión y vigilancia aérea. El funcionario estaba en proceso de adopción y su familia quedó sin ningún tipo de resguardo. 


Hoy los funcionarios de Sernapesca que cumplen tareas de fiscalización, tanto a bordo de naves aéreas como marítimas, no tienen ningún tipo de seguros que resguarde su integridad. La totalidad de ellos se expresó recientemente a través de un paro de actividades que duró nueve días. Está claro que algo está pasando en Sernapesca y que el Gobierno tiene que cumplir con la obligación de enviar el proyecto de ley para dar paso a un servicio que efectivamente fiscalice. 


A modo de información, no son más de 80 los funcionarios que desarrollan la función de inspectores de pesca en terreno. Se trata de establecer el control de la extracción, del desembarque, del procesamiento, y de la producción, comercialización y exportación de cuatro millones de toneladas. También se deben controlar 460 plantas de proceso, 1.800 centros de cultivo, cincuenta mil pescadores, 13 mil embarcaciones artesanales, 300 embarcaciones industriales, sobre cien mil pescadores deportivos, 2.000 comercializadoras, 516 áreas de manejo, operando, y 148 normas de administración pesquera.


Con esta planta de inspectores es imposible realizar un buen trabajo. Por ello, están trabajando veintitrés días seguidos. El Estado no puede vulnerar la normativa del Código del Trabajo que consigna que ningún trabajador, afecto al Código del Trabajo, puede trabajar más de dos domingos. Obligadamente debe tener descanso después de dos domingos. En el Servicio Nacional de Pesca eso no está ocurriendo, claramente, por necesidades del servicio, que tiene un estatuto especial. Pero los derechos de los trabajadores, en particular los servidores públicos, no tienen por qué diferenciarse de los del sector privado. Entonces, lo que falta es el proyecto de ley que adecue la planta y establezca las condiciones de trabajo. Ese proyecto se encuentra sujeto a constantes prórrogas, desde 1999, 2001 y 2002.


Solicito, formalmente, a los ministros de Economía y de Hacienda que envíen ahora el proyecto de reestructuración institucional y de planta del Servicio Nacional de Pesca.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

PROBLEMAS Y NECESIDADES DE ISLA SANTA MARÍA. Oficios.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, recientemente visité la isla Santa María 
-perteneciente a mi distrito-, donde me informe del conflicto que sostienen los pescadores de dicha isla, que viven en Puerto Norte, con los de la Caleta Lo Roja, que viven en el continente, que se debe resolver, ojalá, por la vía de la sana convivencia, para lo cual requiero que el director de Sernapesca y el subsecretario de Marina me envíen copia de los planos de las áreas de manejo aprobadas, de las que se encuentran en operación y a quienes fueron adjudicadas cada una de ellas.


En tercer lugar, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones para que nos informe acerca de los esfuerzos que se están haciendo para subsanar el grave problema que enfrenta la Isla Santa María que, hace un mes, no cuenta con la lancha “Cardenal Raúl Silva Henríquez”, porque está en reparaciones, lo que ha obligado a la Armada de Chile a autorizar a botes pesqueros para trasladar a decenas y decenas de personas en precarias condiciones. Es una necesidad. Yo mismo he pedido a la Armada que autorice a naves de pesca para trasladar personas en su compartimento de carga, como niños y adultos mayores. El caso es que no tenemos una nave de transporte.


En su oportunidad, presentamos al gobierno regional de la Octava Región un proyecto en el sentido de que destine recursos para la adquisición de una barcaza en construcción en los astilleros de Asmar o la compra de una barcaza. Hoy, pido que se evalúe la compra de la barcaza Tehuelche, que actualmente opera en la comuna de Hualaihué, Décima Región. Esta barcaza pronto será dada de baja, pero con una adecuada mantención podrá seguir prestando servicios en la Octava Región, conectactando los tres mil habitantes de la isla Santa María, con mil habitantes de la isla Mocha, de manera que no queden aislados ni tengan que enfrentar todas las contingencias que conocimos los últimos días debido a los temporales. Quien se enferma allí, corre el riesgo de muerte.


En cuarto lugar, solicito a Sercotec y a la Subsecretaría de Pesca toda la información sobre los proyectos concursables que puedan beneficiar a sindicatos como el de la recolectora de algas de Puerto Norte, en la isla Santa María, cuyos miembros han desarrollado una tarea encomiable organizarse y solicitar ayuda para establecer un mayor grado de comercialización en su tarea.


Por lo tanto, pido a Sercotec que nos envíe la información acerca de las actividades que está realizando o puede realizar con las recolectoras de algas de la isla Santa María. Hay un extraordinario trabajo desarrollado por Sercotec que ha significado, por ejemplo, que las algueras de Coliumo fueran premiadas, por el gobierno de la Octava Región, como el sindicato innovador y más atractivo del año 2004.


Señor Presidente, en cuarto lugar, pido que se oficie al ministro de Bienes Nacionales a fin de que nos informe, en detalle, sobre el programa de asignación de títulos de dominio en la isla Santa María, donde más del 50 por ciento de los terrenos fiscales pertenecen a la Armada de Chile.


Existe un informe de ese ministerio que señala la posibilidad de entregar títulos de dominio en esa zona, con el objeto de establecer áreas de desarrollo ganadero y, particularmente, agrícolas.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

MANTENCIÓN DE LA ASIGNACIÓN DOCENTE POR DESEMPEÑO DIFÍCIL EN TERRITORIOS INSULARES. Oficio.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, finalmente, quiero que se oficie al ministro de Educación para que nos informe acerca de la disminución en más de 40 por ciento de la asignación por desempeño difícil en la isla Santa María, medida que a todas luces resulta inexplicable.



En dicha isla hay una escuela nueva en Puerto Norte y otra en Puerto Sur, a las cuales se accede tras recorrer seis kilómetros en pésimas condiciones. El riesgo que los profesores asumen al viajar desde el puerto de Coronel hacia la isla, hace que esos centros de estudio continúen siendo considerados de condiciones difíciles. Es necesario y muy importante que en territorios insulares, cualquiera que sean, en la Octava o en la Décima Región, cualquiera que sean, en la Octava o en la Décima Región, se mantenga la asignación por desempeño difícil, único incentivo para que los profesores puedan laborar en tan desiguales condiciones.


Por lo tanto, quiero que la autoridad nos explicite el criterio que se tuvo en vista para disminuir en más de 40 por ciento la asignación por desempeño difícil.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

MEDIDAS PARA CONTRARRESTAR LA CONTAMINACIÓN EN LAS COMUNAS DE TEMUCO Y PADRE LAS CASAS. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, el 8 de mayo de 2002 intervine en esta Sala, también en Incidentes, para manifestar mi preocupación por la grave contaminación que afecta a Temuco y, en menor medida, a Padre Las Casas, que represento en la honorable Cámara de Diputados.


En esa ocasión señalé que la contaminación en estas comunas es una de las más 



graves del sur de Chile. No es la única, porque también ocurre, por ejemplo, en Talca y en Osorno. Los análisis técnicos respectivos han determinado, con total claridad, que el 70 por ciento de los contaminantes atmosféricos proviene del empleo de leña verde, un 20 por ciento de quemas agrícolas y el 7 por ciento de fuentes industriales.


En esa oportunidad -llevaba menos de dos meses como diputado- dije que la situación era extremadamente grave, mucho más, en mi opinión, que la que le otorgaban actores relevantes a nivel regional y nacional. En 2002, al igual que ahora, en 2004, la contaminación llegó a índices realmente preocupantes para la salud de las personas, por lo que pedí que se oficiara al ministro secretario general de la Presidencia a fin de que tomara una serie de medidas preventivas.


Un año después recibí respuesta, a través de un oficio, del señor Gianni López Ramírez, director ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, quien me señaló, en relación con la certificación de la calidad de la leña, que, de acuerdo con el número 2) del artículo 62 de la Constitución de la Republica, para modificar la ley orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles se requiera iniciativa exclusiva del Presidente de la República, puesto que ese organismo no puede inmiscuirse en materias relacionadas con combustibles sólidos, como es el caso de la leña. Agregaba, también, que las medidas que se están tomando en Santiago sobre la materia son altamente convenientes.


A estas alturas, más allá de las diferencias políticas, estoy convencido de que debemos tomar en serio la contaminación ambiental de Temuco y Padre Las Casas, que está afectando gravemente la salud de la población y poniendo en peligro sus vidas. Si las normas técnicas ambientales determinan que hay que declararlas zonas saturadas, con prudencia y en un plazo razonable debe elaborarse un plan de descontaminación.


Algunas medidas adoptadas por el municipio en materia de acopio, venta y uso de la leña, y una campaña voluntaria de educación ciudadana realizada por la Conama no han surtido el efecto esperado debido a que el problema de contaminación ambiental en Temuco y Padre Las Casas es tan grave que se requieren acciones mayores.


En pocos meses se llevará a efecto la elección municipal, ocasión en que los electores pondrán a prueba la buena fe de los actores políticos. No dudo de que los candidatos a alcaldes y a concejales de la Concertación van a estar dispuestos a tomar las medidas correspondientes, por muy duras que sean, en un plazo razonable, en beneficio de la salud de la población. En este sentido, también me gustaría saber cuál es la disposición de los candidatos de la Alianza por Chile para asumir en serio la contaminación que, a mi juicio, es el principal problema social de Temuco, de manera de adoptar tareas en conjunto con el gobierno central. En varias ocasiones, la norma ha superado el nivel máximo permitido y no se ha declarado zona saturada, ya que dicha medida podría tener un costo político alto, incluso ser impopular, debido a la cultura del uso de leña verde, causante del problema.


Por lo tanto, pido que se oficie, una vez más, al secretario General de la Presidencia a fin de hacerle presente la urgencia de elaborar un análisis serio sobre la contaminación ambiental por utilización de leña verde en las comunas de Temuco y Padre Las Casas y se adopten las medidas del caso en beneficio de la salud de la población. Dichas medidas se requieren ahora, porque en octubre habrá elecciones municipales. Quiero conocer la seriedad, el compromiso y la buena fe de todos los candidatos a los municipios señalados, porque estas medidas no son simples e, incluso, pueden ser impopulares. No obstante, estoy convencido de que este tema social es prioritario en el caso de la comuna de Temuco, porque -repito- la contaminación ambiental excede la norma durante largos períodos del año, lo que pone en riesgo la salud de sus habitantes.


Reitero al secretario General de la Presidencia la necesidad de elaborar un paquete legislativo para hacer las adecuaciones pertinentes, porque esta situación dice relación con la organización y atribuciones de los servicios públicos, y efectuar un análisis económico de las medidas que se adopten, porque estoy convencido de que para el Estado es mucho más fácil subsidiar la reconversión de las estufas y cocinas a leña, que utilizan los hogares de esas comunas, que continuar gastando el presupuesto de salud en enfermedades respiratorias.


Finalmente, desafío a los candidatos de la Alianza por Chile a los municipios de Temuco y de Padre Las Casas a que se pronuncien ahora sobre este tema y señalen cuáles son las medidas técnicas y políticas que están dispuestos a apoyar para enfrentar el problema, porque no tengo dudas de que los dos candidatos a alcaldes y a concejales -respectivamente- de la Concertación estarán dispuestos a tomarlas, por impopulares que sean, dado el bien en juego: la salud de las personas.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Felipe Letelier y Alejandro Navarro.

CONVERSIÓN DE LICEOS CIENTÍFICO-HUMANÍSTICOS DEL DISTRITO 42 EN POLIVALENTES O TÉCNICOS. Oficio.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- 
Señor Presidente, los desafíos que deberá enfrentar nuestro país a raíz de los tratados de libre comercio suscritos con la Unión Europea, Estados Unidos, Canadá, México y Corea, y los que se apronta a suscribir con China -que se nos viene encima con mucha fuerza-, la India y Japón, nos obligan a tener un contingente de mano de obra calificada y un potente cuadro de técnicos en el área laboral. 


No debemos pensar siempre en los profesionales, ya que es bastante sabido que los países desarrollados que hace cincuenta años invirtieron en educación y ciencia, especialmente en tecnología, prepararon personal y formaron cuadros técnicos desde aquel entonces.


Las economías sueca y alemana no las vigorizaron sólo los profesionales, sino también los cuadros de personal técnico. Al respecto, dichos países cuentan con un gran número de trabajadores especializado en diversas materias sea de nivel intermedio o medio.


El conocimiento de lo anterior obliga a nuestro país a cumplir tales objetivos.


Los representantes de zonas rurales y urbanas sabemos que al joven que egresa de enseñanza media se le pone el primer obstáculo: la prueba de selección universitaria. Esa valla no la superará más allá del 30 por ciento de ellos.


Luego, debemos abordar los temas económicos. ¿Cómo sustentamos la educación de ese joven que aspira a ser profesional?


Por lo tanto, ¿qué debemos hacer hoy? Como los jóvenes egresados de la enseñanza media de los sectores rurales y también urbanos lo único que pueden realizar es chutear terrones o piedras, considero que lo que debemos hacer es invertir fuerte y decididamente en la formación de cuadros técnicos. 


Al respecto, conozco los casos de los liceos San Gregorio y Tiuquilemu, de la comuna de Ñiquén.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Educación a fin de que nos informe sobre qué planteles educacionales del distrito 42 siguen impartiendo educación científico-humanista, ya que es necesario transformarlos polivalentes o técnicos.


Si los alumnos del liceo San Gregorio se convierten en expertos en geología o suelos, que sepan distinguir los distintos tipos de suelos a fin de cultivarlos, será una tremenda ganancia. 


Dichos jóvenes, por el medio que los rodea, empíricamente saben mucho de lo que hablo. Por lo tanto, bastarán algunas pinceladas técnicas para transformarlos en personal técnico. El ideal es que se queden en su entorno, con más conocimientos y modernidad, a fin de reconvertir esos suelos en áreas más productivas.


Entonces, estimo que llegó la hora en transformar la enseñanza científico-humanista en polivalente o técnica.


Señor Presidente, no basta con que se hable de “cuadros técnicos”. En 1973, como consecuencia de una situación política grave, el Instituto Pedagógico se cerró y se terminó con la enseñanza humanista a nivel superior. Hoy se debe volver -a raíz de los episodios tristes que se han vivido en los últimos tiempos- a enseñar ética y moral, medio ambiente y ecosistemas, derechos humanos. No es contradictorio enseñar en un colegio polivalente estas materias; al contrario, son complementarias de las asignaturas humanísticas y altamente necesarias.


Por eso, pido que, ejemplificando con el liceo San Gregorio, ubicado en la entrada norte de la Octava Región del Biobío, se oficie al ministro de Educación a fin de que se coordine la seremi de Educación con el Daem de esa comuna, de modo que los colegios comiencen la conversión hacia polivalentes. En esa materia hay mucho por hacer; esto es un gran aporte a la modernización de la economía agrícola en la zona. Que en todos los colegios de enseñanza media de mi distrito se pueda hacer este tipo de estudios y se transformen en polivalentes. Ello no impide -reitero- que se enseñen las otras materias a que me he referido puntualmente.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.
APOYO A ESTUDIOS PARA EL ASFALTADO DE CAMINOS DE LA PROVINCIA DE ÑUBLE. Oficio.


El señor LETELIER (don Felipe).- 
Señor Presidente, en materia de obras públicas, el viernes recién pasado el alcalde de la comuna de Yumbel, en una visita a la estación del mismo nombre, acompañando a su excelencia el Presidente de la República, don Ricardo Lagos, entregó algunos proyectos que apoyo desde de esta Corporación, especialmente el que se refiere al inicio de los estudios de ingeniería y factibilidad de los caminos desde Yumbel a Rere y desde Yumbel a Río Claro. Rere fue una de las ciudades más antiguas, como que en ella se acuñaron monedas hace 450 años; prácticamente, era una ciudad autónoma. Se merece este avance, por cuanto hay una tradición y un turismo que, periódicamente, se orientan hacia Rere, y, por lo tanto, es importante la petición del alcalde a su excelencia el Presidente de la República que -repito- quiero respaldar desde la Cámara. Por lo menos, que el Ministerio de Obras Públicas inicie sus estudios; asimismo, desde Tres Esquinas, San Carlos, a Nahueltoro, Chillán, que es un corredor precordillerano. Hace poco se inauguró el camino de la carretera a Ñipas, capital de Ranquil, provincia de Ñuble. También es importante iniciar los estudios de caminos desde Ñipa a San Ignacio de Palomares y desde allí a Coelemu, todos corredores del secano interior de la provincia de Ñuble. Realmente, estos estudios son muy necesarios.

Es cierto que el país ha progresado mucho y que la economía tiende a mejorar. Que bueno. Espero que, gracias a Dios, así sea, por el bien de todos, especialmente de los más pobres.


Reclamo desde esta tribuna nuestro derecho a que de este progreso, cuando empiecen a “engordar las vacas”, también seamos beneficiarios. Esperamos que así sea.


Que la comunidad pida contar en el futuro con caminos asfaltados no es una cosa de otro mundo. 


Sin duda, hemos avanzado mucho en Ñuble, en la región del Biobío, como nunca antes en la historia de nuestro país, pero nos queda mucho. Y todo lo que solicito es para 



comunas rurales con muchas dificultades en sus economías.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 16.25 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de contratos de promesa de compraventa de determinados bienes raíces sin recepción definitiva. (Boletín Nº 3574-14).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece regalía minera ad-valorem y crea Fondo de Innovación para la Competitividad. (Boletín Nº 3588-08).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que regula el lobby. (Boletín Nº 3407-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior. (Boletín Nº 3223-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que introduce modificaciones al sistema previsional aplicable al personal de las instituciones de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería de Chile. (Boletín Nº 3394-02).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley cuyo objetivo es modificar la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual. (Boletín Nº 3461-03).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. (Boletín Nº 3021-07).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece un sistema de autorización y el régimen de administración de las ferias libres y los derechos de los comerciantes que ejercen sus actividades profesionales en ellas. (Boletín Nº 3428-06).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
9.
Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaido en el proyecto de ley que ordena la publicación de leyes promulgadas en carácter de secretas en el periodo que indica. (boletín Nº 3307-07)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en una moción de la diputada señora Soto, y de los diputados señores Ascencio, Burgos, Espinoza, Paredes, Riveros, Seguel y Walker.

-o-


La Cámara de Diputados, en su sesión ordinaria celebrada el día 15 de junio de 2004, aprobó en general el proyecto de ley de la referencia. 


De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 130 del Reglamento, el proyecto de ley con todas las indicaciones cursadas durante su tramitación, fue remitido a esta Comisión para segundo informe reglamentario, el que fue discutido durante la sesión celebrada el día 7 de julio del presente año, en trámite de fácil despacho.

-o-


En conformidad con lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, en este informe se debe dejar constancia de lo siguiente:

I. ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO OBJETO DE MODIFICACIONES.


No existen en el presente proyecto artículos que se encuentren en esta situación, atendido que se modificó el artículo único del proyecto de ley.

II. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión reiteró su parecer acerca de que ninguna de las disposiciones del proyecto tiene el rango señalado o debe aprobarse con el quórum indicado.

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.


No hubo disposiciones suprimidas.

IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.


Se encuentra en esta situación el artículo único del proyecto de ley.


El texto del artículo único propuesto en primer trámite reglamentario por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, es del siguiente tenor: 


“Artículo único.- Dentro de los treinta días siguientes a la promulgación de esta ley, serán publicados en una edición especial del Diario Oficial, todas las leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley que tengan el carácter de reservados o secretos y que hayan sido promulgados entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.”.


A esa disposición, se presentaron las siguientes indicaciones:

a)
De la Comisión de Defensa Nacional, para sustituir el artículo único por el siguiente:


“Artículo único.- Las leyes, los decretos leyes y los decretos con fuerza de ley que se individualizan a continuación dejarán de tener el carácter de secretos o reservados a contar de la fecha de publicación de esta ley:


-Leyes números 1.402, de 1900; 1.435, 1.469 y 1.470, de 1901; 1.517 y 1.518, de 1902; 3.440, 3.445, 3.453 y 3.465, de 1918; 3.483 y 3.499, de 1919; 3.633, 3.653 y 3.672, de 1920; 3.900, de 1922; 3.934 y 3.982, de 1923; 4.042, de 1924; 4.062, 4.063 y 4.078, de 1926; 4.167 y 4.183, de 1927; 4.239, 4.255, 4.399 y 4.400, de 1928; 4.821 y 4.824, de 1930; 4.930, de 1931; 6.159 y 6.160, de 1938; 18.024 y 18.081, de 1981; 18.102, 18.154, 18.172, 18.193 y 18.197, de 1982; 18.268, de 1983; 18.276, 18.291, 18.333 y 18.351, de 1984; 18.385, 18.386, 18.388, 18.404, 18.408, 18.409, 18.435, 18.448, 18.452 y 18.463, de 1985; 18.492, 18.493, 18.516, 18.529, 18.535, 18.539, 18.557, 18.558, 18.567 y 18.581, de 1986; 18.648, 18.651, 18.652, 18.666, 18.685 y 18.686, de 1987; 18.683, 18.710, 18.734 y 18.763, de 1988; 18.792, 18.800, 18.819, 18.855, 18.861, 18.873 y 18.894, de 1989; 18.914, 18.934, 18.954, 18.960 y 19.017, de 1990; 19.487, de 1996 y 19.547, de 1998.


-Decretos leyes números 32, 82 y 190, de 1924; 235, 244, 360, 391, 417, 435, 437, 452, 504, 661, 669, 673, 674 y 786, de 1925; 116, 246, 335, 357 y 504, de 1932; 37, 69, 71, 117, 157, 250 y 251, de 1973; 282, 344, 356, 375, 396, 487, 505, 521, 543, 628, 639, 647, 696, 739, 747 y 834, de 1974; 427, 843, 870, 912, 968, 1.147, 1.177, 1.242, 1.248, 1.279 y 1.316, de 1975; 1.507, 1.558, 1.590, 1.621, 1.630 y 1.636, de 1976; 2.048, 2.060 y 2.070, de 1977; 2.089, 2.127, 2.141 y 2.318, de 1978; 2.881 y 2.956, de 1979; 3.148, 3.273, 3.390, 3.510, 3.524, 3.550 y 3.639, de 1980. 


-Decretos con fuerza de ley números 153, 203 y 286, de 1931; 1, de 1987, y 1, de 1998. 


El Senado, la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República, la Biblioteca del Congreso Nacional, el Diario Oficial y, en general, todos los organismos o servicios públicos de la Administración del Estado que estuvieren en posesión de los textos legales singularizados en el inciso anterior, deberán desclasificarlos y permitir que los interesados tengan acceso a ellos, sin que puedan negarse a exhibirlos en caso alguno.”.


Se señaló, por los Diputados señores Burgos y Ascencio
, que se aprobó por la unanimidad de los Diputados integrantes de la Comisión de Defensa, el criterio de elaborar una nómina que señale las leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley que van a dejar de tener el carácter de secretos o reservados, listado que corresponde aproximadamente al 80% de los textos legales dictados entre 1900 y 1992 con ese carácter.


Se agregó, que también se llegó a un acuerdo unánime entre los integrantes de dicha Comisión, con la participación del Ejecutivo, para sustituir la figura jurídica de la “publicación” por la de “desclasificación”, atendido el costo económico que ello implicaba y, fundamentalmente, porque la mayoría de las leyes secretas enunciadas en la indicación fueron publicadas en ediciones únicas o restringidas del Diario Oficial, por lo que se presentaba el problema jurídico de la doble publicación. 


Se hizo presente que se excluye de la desclasificación treinta y tres normas de rango legal, atendido que treinta y dos de ellas dicen relación con materias que pueden comprometer la seguridad del Estado y la defensa nacional, y una, se refiere al porcentaje que, del producto de las ventas del cobre, se entrega a las Fuerzas Armadas.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por unanimidad. Por igual votación se rechazó el artículo único propuesto en primer informe.

b)
De los diputados señores Ascencio, Burgos, Montes, Riveros y Salas, para incluir, en el inciso primero del artículo único, en el orden que corresponda, la ley Nº 13.196, y sus modificaciones.


La ley Nº 13.196, y sus modificaciones, dice relación con el porcentaje que, producto de las ventas del cobre, se destina a las Fuerzas Armadas. Se señaló que, de acuerdo a lo que expresó la Ministra de Defensa, señora Michelle Bachelet Jeria, en la Sala durante la discusión en general del proyecto, el Gobierno no encuentra dificultades en que esos cuerpos legales dejen de ser secretos, atendido que el contenido de ellos y los recursos que provienen del cobre son conocidos.


Sometida a votación la indicación, se aprobó por siete votos a favor y una abstención.

c)
De los señores Ascencio, Burgos, Montes, Riveros y Salas, para agregar el siguiente inciso final nuevo: “Las leyes y los decretos leyes de carácter secreto o reservado que no han sido mencionados expresamente en el inciso primero, deberán desclasificarse dentro del plazo de veinte años, contado desde la publicación de esta ley”.


Esta indicación tienen por objeto determinar el momento en que se dará publicidad a las leyes que tienen y continuarán en carácter de secretas o reservadas (32 de acuerdo al listado entregado por la Comisión de Defensa en el informe respectivo). Se hizo presente que, en su mayoría, fueron dictadas en los años 1976, 1977, 1978 y 1980 y, por tanto, su data supera los veinte años; a mayor abundamiento, en su gran mayoría ya no están vigentes o produjeron los efectos para los cuales fueron dictadas.


Algunos señores diputados manifestaron que la indicación produce efectos meramente declarativos por cuanto su redacción, al decir que las referidas leyes secretas se declasificarán “dentro del plazo de veinte años”, conduce a una nebulosa respecto de la fecha cierta y de cómo se llevará a cabo.


Se planteó la idea, que finalmente se desestimó, consistente en la posibilidad de otorgar al Ministerio de Defensa la facultad para que efectúe la desclasificación respectiva, en la medida que dicho organismo lo estime oportuno, de tal manera que no se deba esperar el plazo de veinte años señalado en la indicación.


Sometida a votación la indicación, se rechazó por unanimidad.

d)
De los diputados señores Araya, Ascencio, Burgos, Bustos y Ceroni, para agregar el siguiente inciso final, nuevo: “Las leyes y los decretos leyes de carácter secreto o reservado que no han sido mencionados expresamente en el inciso primero, deberán desclasificarse dentro del plazo de diez años, contado desde la publicación de esta ley”.


Sometida a votación la indicación, se rechazó por unanimidad.

e)
De la diputada señora Soto, y de los Diputados señores Araya, Ascencio, Burgos, Bustos y Ceroni, para agregar el siguiente inciso final, nuevo: “Las leyes y los decretos leyes de carácter secreto o reservado que no han sido mencionados expresamente en el inciso primero, deberán desclasificarse a más tardar el día 7 de julio de 2014”.


La indicación tiene por objeto establecer una fecha cierta en la cual se entienda claramente que las normas de rango legal que, con la dictación de esta ley, conservarán el carácter de secretas o reservadas, serán desclasificadas.


Se aprobó la indicación por siete votos a favor y una abstención.

V. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.


No existen en el presente proyecto artículos que se encuentren en esta situación.

VI. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Ninguna disposición se encuentra en esta situación.

VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


La Comisión rechazó, por unanimidad, el siguiente artículo (que corresponde al texto propuesto en el primer informe por la Comisión de Constitución):


“Artículo único.- Dentro de los treinta días siguientes a la promulgación de esta ley, serán publicados en una edición especial del Diario Oficial, todas las leyes, decretos leyes y decretos con fuerza de ley que tengan el carácter de reservados o secretos y que hayan sido promulgados entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.”.


La Comisión rechazó, por unanimidad, las siguientes indicaciones:


-Para agregar, en el artículo único, el siguiente inciso final nuevo: “Las leyes y los decretos leyes de carácter secreto o reservado que no han sido mencionados expresamente en el inciso primero, deberán desclasificarse dentro del plazo de veinte años, contado desde la publicación de esta ley”.


-Para agregar, en el artículo único, el siguiente inciso final nuevo: “Las leyes y los decretos leyes de carácter secreto o reservado que no han sido mencionados expresamente en el inciso primero, deberán desclasificarse dentro del plazo de diez años, contado desde la publicación de esta ley”.

VIII. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFIQUE O DEROGUE.


No existen disposiciones que se encuentren en esta situación.

IX. TEXTO ÍNTEGRO DEL PROYECTO TAL COMO HA SIDO APROBADO POR LA COMISIÓN.


“Artículo único.- Las leyes, los decretos leyes y los decretos con fuerza de ley que se individualizan a continuación dejarán de tener el carácter de secretos o reservados a contar de la fecha de publicación de esta ley:


-Leyes números 1.402, de 1900; 1.435, 1.469 y 1.470, de 1901; 1.517 y 1.518, de 1902; 3.440, 3.445, 3.453 y 3.465, de 1918; 3.483 y 3.499, de 1919; 3.633, 3.653 y 3.672, de 1920; 3.900, de 1922; 3.934 y 3.982, de 1923; 4.042, de 1924; 4.062, 4.063 y 4.078, de 1926; 4.167 y 4.183, de 1927; 4.239, 4.255, 4.399 y 4.400, de 1928; 4.821 y 4.824, de 1930; 4.930, de 1931; 6.159 y 6.160, de 1938; 13.196, de 1959, y sus modificaciones; 18.024 y 18.081, de 1981; 18.102, 18.154, 18.172, 18.193 y 18.197, de 1982; 18.268, de 1983; 18.276, 18.291, 18.333 y 18.351, de 1984; 18.385, 18.386, 18.388, 18.404, 18.408, 18.409, 18.435, 18.448, 18.452 y 18.463, de 1985; 18.492, 18.493, 18.516, 18.529, 18.535, 18.539, 18.557, 18.558, 18.567 y 18.581, de 1986; 18.648, 18.651, 18.652, 18.666, 18.685 y 18.686, de 1987; 18.683, 18.710, 18.734 y 18.763, de 1988; 18.792, 18.800, 18.819, 18.855, 18.861, 18.873 y 18.894, de 1989; 18.914, 18.934, 18.954, 18.960 y 19.017, de 1990; 19.487, de 1996 y 19.547, de 1998.


-Decretos leyes números 32, 82 y 190, de 1924; 235, 244, 360, 391, 417, 435, 437, 452, 504, 661, 669, 673, 674 y 786, de 1925; 116, 246, 335, 357 y 504, de 1932; 37, 69, 71, 117, 157, 250 y 251, de 1973; 282, 344, 356, 375, 396, 487, 505, 521, 543, 628, 639, 647, 696, 739, 747 y 834, de 1974; 427, 843, 870, 912, 968, 1.147, 1.177, 1.242, 1.248, 1.279 y 1.316, de 1975; 1.507, 1.558, 1.590, 1.621, 1.630 y 1.636, de 1976; 2.048, 2.060 y 2.070, de 1977; 2.089, 2.127, 2.141 y 2.318, de 1978; 2.881 y 2.956, de 1979; 3.148, 3.273, 3.390, 3.510, 3.524, 3.550 y 3.639, de 1980. 


-Decretos con fuerza de ley números 153, 203 y 286, de 1931; 1, de 1987, y 1, de 1998. 


El Senado, la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República, la Biblioteca del Congreso Nacional, el Diario Oficial y, en general, todos los organismos o servicios públicos de la Administración del Estado que estuvieren en posesión de los textos legales singularizados en el inciso anterior, deberán desclasificarlos y permitir que los interesados tengan acceso a ellos, sin que puedan negarse a exhibirlos en caso alguno.


Las leyes y los decretos leyes de carácter secreto o reservado que no han sido mencionados expresamente en el inciso primero, deberán desclasificarse a más tardar el día 7 de julio de 2014.”.

-o-


Continúa como diputado informante al señor Gabriel Ascencio Mansilla.


Sala de la Comisión, a 7 de julio de 2004.


Tratado y acordado según consta en el acta correspondiente a la sesión de 7 de julio de 2004, con la asistencia de los diputados señor Juan Bustos Ramírez (Presidente), señoras María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Forni Lobos, Nicolás Monckeberg Díaz, Víctor Pérez Varela y Gonzalo Uriarte Herrera.


(Fdo.): ANA MARÍA SKOKNIC DEFILIPPIS, Abogada Secretaria de la Comisión”.

10. Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaido en el proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. (boletín Nº 3021-07-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en su sesión 9ª. ordinaria, de 23 de junio del año en curso, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación, las que constan en la hoja respectiva preparada por la Secretaría de la Corporación, más las formuladas en el seno de la Comisión.


De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

1.
De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.


En esta situación se encuentran los artículos 1º, 2º, 3º, 9º, 11, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 23, 27, 29, 30, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 bis, 41 ter, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 56, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 78, 79, 82 y 83 permanentes y los artículos 1º, 2 y 3º transitorios.


Todas estas disposiciones, con la salvedad de los artículos 37, 38, 39, 40, 70 y 83 letras d), e) y f) y el artículo 2º transitorio, los que tienen rango de ley orgánica constitucional y deben votarse separadamente de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 30 de la ley Nª 18.918, deben entenderse reglamentariamente aprobadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 131 del Reglamento de la Corporación.

2.
Artículos calificados como normas de rango orgánico constitucional o que deban aprobarse con quórum calificado.


La Comisión reiteró, por unanimidad, su parecer en cuanto a que los artículos 37, 38, 39, 40, 70 (anterior 71) y 83 letras d), e) y f) permanentes y el artículo 2º transitorio tienen rango de ley orgánica constitucional, el primero por incidir en la organización y atribuciones del Ministerio Público de acuerdo a lo establecido en el artículo 80 B de la Constitución Política y los restantes por tener relación con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia según lo señala el artículo 74 de la misma Carta Política.

3.
De los artículos suprimidos.


No hubo artículos suprimidos.

4.
De los artículos modificados.


La Comisión modificó los siguientes artículos:


5º, 6º, 7º, 8º, 10, 12, 20, 21, 22, 25, 28, 32, 41, 46 (pasó a ser 81), 56 (pasó a ser 55), 58 (pasó a ser 57), 68 (pasó a ser 67), 78 (pasó a ser 77) y 81 ( pasó a ser 80).


A continuación se efectúa una reseña del debate que dio origen a tales modificaciones.

a.- Artículo 5º.-


Esta disposición se refiere a los límites de edad a la responsabilidad, señalando en su inciso primero, que para los efectos de esta ley se entiende por adolescente a toda persona que al inicio de la infracción a la ley penal, sea mayor de 14 años y menor de 18.


Su inciso segundo agrega que si el delito se inicia entre los 14 y los 18 años, pero su consumación se prolonga más allá de esta última edad, el juez deberá determinar la legislación aplicable, atendiendo a las circunstancias.


Su inciso tercero dispone que la edad del imputado podrá determinarse por cualquier medio.


Su inciso cuarto da reglas para el caso de haber dudas acerca de la edad del imputado, señalando que si no hay claridad acerca de si éste es un adolescente o un adulto, deberá presumirse que se trata de un adolescente o si la duda fuere si se trata de un mayor de 14 años o menor de esa edad, se presumirá que es menor de 14 de años.


Su inciso quinto señala que las personas menores de catorce años carecen de responsabilidad criminal, por lo que en ningún caso podrán ser objeto de los procedimientos y sanciones que señala esta ley.


Los diputados señores Álvarez, Pérez Varela y Uriarte presentaron una indicación para agregar al final del último inciso la siguiente oración:


“Ello sin perjuicio de aplicarles las medidas contempladas en la legislación correspondiente.”.


La Comisión estimó en un principio innecesaria esta indicación, pero considerando, en seguida, que esta normativa constituye una legislación especial y que se encuentra en trámite el proyecto sobre “Protección de la infancia y adolescencia”, el que deroga la Ley de Menores y establece las nuevas disposiciones proteccionales que se aplicarán a niños y adolescentes, concordó con la indicación y la aprobó por unanimidad.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 5º.- Límites de edad a la responsabilidad. Para los efectos de esta ley se entenderá por adolescente toda persona que al inicio de la infracción a la ley penal que se le imputa sea mayor de catorce años y menor de dieciocho años


En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, el juez determinará la legislación aplicable atendiendo a las circunstancias de hecho y personales.


La edad del imputado podrá ser determinada por cualquier medio.


Una vez agotados todos los medios para determinar la edad y en caso de duda acerca de si el imputado es un adolescente o un adulto, el juez presumirá que se trata de un adolescente. Si la duda es si el imputado es un adolescente o un menor de catorce años, el juez presumirá que se trata de un menor de catorce años.


Las personas menores de catorce años carecen de responsabilidad criminal, por lo que, en ningún caso, podrán ser objeto de los procedimientos y sanciones que regula esta ley. Ello sin perjuicio de aplicarles las medidas contempladas en la legislación correspondiente.”.

b.- Artículo 6º.-


Considera en su inciso primero, como infracción a la ley penal, la intervención de un adolescente como autor, cómplice o encubridor en un hecho tipificado como crimen o simple delito en el Código Penal o en leyes penales especiales.


Su inciso segundo considera también infracciones a la ley penal las faltas que indica.

1)
Los diputados señores Álvarez, Pérez Varela y Uriarte presentaron una indicación para substituir en el inciso primero el término “intervención” por la expresión “ participación”, proposición que se acogió sin debate, por unanimidad.

2)
El Ejecutivo presentó una segunda indicación para agregar un nuevo inciso tercero del siguiente tenor:


“No podrá procederse penalmente respecto de los delitos contemplados en los párrafos 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal , cuando la víctima fuere menor de 14 años y no concurra alguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre la víctima y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad tratándose de la conducta descrita en el artículo 362 o de tres años en los demás casos.”.


La indicación, surgida a consecuencias de otra muy similar presentada por los diputados señoras Saa y Soto y señores Burgos, Bustos, Ceroni, Jarpa, Meza, Rossi y Walker , la que fue rechazada, fue fundamentada por los representantes del Ejecutivo, señalando que las conductas delictivas sexuales se castigan cuando no hay consentimiento o, cuando habiéndolo, la persona no tiene capacidad para consentir. Recordaron que las conductas sexuales, las que no sólo comprenden el acceso carnal, con el actual sistema pueden dar lugar o no a la responsabilidad, ya que, por ejemplo, la relación entre una persona menor de 14 años y otra de 17, será punible respecto de la última sólo en la medida que se la declare que obró con discernimiento. En caso contrario, no habrá responsabilidad. De acuerdo a este mismo mecanismo, si la relación se hubiera producido entre menores de 13 y 14 años de edad, hoy no cabría responsabilidad para ninguno de ellos, pero al fijarse la capacidad de consentir en los 14 años, la conducta si será punible para el mayor de 14 aunque exista pleno consentimiento por parte del menor de 13, ya que éste no tiene capacidad para consentir. Por ello el objeto de esta indicación es exigir una pequeña diferencia de edad para que haya responsabilidad de parte del de más edad, por cuanto si existe un margen mayor que el que se propone, podría presumirse que existió, a lo menos, algún grado de aprovechamiento, pero si la diferencia es mínima, parece claro que se ha actuado de manera consentida.


Se aprobó la indicación por unanimidad.


El texto de este artículo quedó de la siguiente manera:


“Artículo 6.- Infracción a la ley penal. Para los efectos de esta ley se considera infracción a la ley penal la participación de un adolescente como autor, cómplice o encubridor en un hecho tipificado como crimen o simple delito en el Código Penal o en las leyes penales especiales. 


Asimismo, se consideran infracciones a la ley penal los hechos cometidos por adolescentes tipificados en los artículos 494, números 1, 3, 4, 5, y 19, sólo en lo que dice relación al artículo 446; y 496 números 5 y 26, del Código Penal.


No podrá procederse penalmente respecto de los delitos contemplados en los párrafos 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal, cuando la víctima fuere menor de 14 años y no concurra alguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre la víctima y el imputado una diferencia de, a lo menos, tres años de edad tratándose de la conducta descrita en el artículo 362 o de dos años en los demás casos.”.
c.- Artículo 7º.-


Señala los delitos que tienen el carácter de infracción grave a la ley penal, indicando en sus letra a) a e) que en esta situación se encuentran, sea en grado de consumados o frustrados, el homicidio, la violación, el secuestro y la sustracción de menores, las mutilaciones y las lesiones gravísimas y el robo con violencia en las personas.


Su inciso segundo sanciona, pero sólo en grado de consumados, el robo con intimidación en las personas y el robo con fuerza en lugares habitados.

1)
Los diputados señores Burgos y Luksic presentaron una indicación para intercalar en el inciso primero, entre las expresiones “consumado” y “frustrado” los términos “ en grado de tentativa.


El diputado señor Burgos explicó el sentido de la indicación, señalando que la entidad de delitos como los enumerados en las letras a) a e) de este artículo, justificaban plenamente, en razón de la peligrosidad de sus autores, que se los sancionara igualmente en grado de tentativa.


Cerrado el debate, se aprobó la indicación, en segunda votación, por mayoría de votos ( 6 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención).

2)
El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar en el inciso segundo, una nueva letra f) del siguiente tenor, pasando las actuales f) y g) a ser g) y h), respectivamente:


“ f) La asociación ilícita para el tráfico de drogas, prevista en el artículo 22 de la ley 
Nº 19.366, y aquella que tenga por objeto la comisión de delitos terroristas conforme lo dispuesto en el artículo 2º Nº 5 de la ley Nº 18.314.”.


Esta indicación, surgida a raíz de una proposición de los Diputados señora Guzmán y señores Delmastro y Longton para agregar las conductas sancionadas en las leyes Antiterrorista, de Control de Armas y de Drogas, la que resultó rechazada, fue fundada por los representantes del Ejecutivo en el sentido de no parecerles adecuado sancionar con privación de libertad el mero tráfico de drogas por parte de un menor, pero si como medida de auxilio para sacarlo del lugar en que se encuentra en el caso de que participara en una asociación ilícita.


Asimismo, en lo que se refiere a las conductas terroristas, señalaron que prácticamente todas las acciones que contempla el artículo 2º de la ley Nº 18.314, se encuentran en la enumeración de delitos graves que efectúa el artículo en análisis, faltando únicamente la participación en un grupo organizado, conducta que la indicación que presentaban incluía.


Por último, no se mostraron partidarios de hacer referencia a las conductas que sanciona la Ley de Control de Armas por cuanto tales conductas se expresan en el porte y tenencia de armas de fuego, acciones que sólo constituyen una hipótesis de peligro y que si no va seguida de otro comportamiento destinado a la ejecución de un delito, parecería excesivo calificarla de infracción grave, la que podría dar lugar a una privación de libertad.


Finalmente, ante una consulta, señalaron no ser partidarios de incluir las conductas abortivas por cuanto, en el caso del auto-aborto, dadas las circunstancias que rodeaban esa situación, debía excluírselo. Igualmente en el caso de la intervención de facultativos, por cuanto antes de los 18 años de edad, parece imposible alcanzar el carácter de profesional. Quedaría únicamente la situación del acompañante o de la persona que facilita los datos para ubicar el lugar en que se realiza la operación, respecto de quien estimaban que no justificaría una pena privativa de libertad.


Cerrado el debate, se aprobó la indicación por unanimidad.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 7.- Infracciones graves. Para los efectos de esta ley, constituyen infracciones a la ley penal de carácter grave por parte de un adolescente, los siguientes delitos, sea que se encuentren consumados, en grado de tentativa o frustrados: 

a)
El homicidio; 

b)
La violación, 

c)
El secuestro y la sustracción de menores; 

d)
Las mutilaciones y las lesiones graves tipificadas en el artículo 397 número 1 del Código Penal; y 

e)
El robo con violencia en las personas


Constituyen, asimismo, infracciones graves los siguientes delitos consumados: 

f)
La asociación ilícita para el tráfico de drogas, prevista en el artículo 22 de la ley 
Nº 19.366, y aquella que tenga por objeto la comisión de delitos terroristas conforme lo dispuesto en el artículo 2º N º 5 de la ley Nº 18.314.

g)
Robo con intimidación en las personas, en que se amenace a la víctima con causarle la muerte, violación o un grave daño a su integridad física; y 

h)
Robo con fuerza en las cosas en lugares habitados regulado en el artículo 440 del Código Penal.


Lo dispuesto en este artículo será aplicable a las figuras calificadas o complejas que establece la ley tomando como base las conductas mencionadas en los incisos precedentes.

d.- Artículo 8º.-


Trata de los presupuestos de la responsabilidad, señalando que para la que haya respecto de un adolescente, se requiere 1) que haya realizado una conducta constitutiva de infracción a la ley penal y 2) que no concurra a su respecto alguna de las causales que, conforme a la ley, eximen de responsabilidad a las personas mayores de 18 años o alguna circunstancia análoga a éstas.


Los diputados señores Álvarez, Pérez Varela y Uriarte presentaron una indicación para suprimir en el número 2 de este artículo, la frase final “ o alguna circunstancia análoga a éstas.”.


Sobre esta indicación, los representantes del Ejecutivo señalaron que si bien coincidían con los fundamentos para la incorporación de eximentes analógicas, también pensaban que se trataba de una institución relativamente ajena a nuestro ordenamiento jurídico. No obstante, creían necesario permitir que hubiera de parte de la jurisprudencia, una aproximación a los criterios analógicos para la concepción de atenuantes en lo relativo a la determinación de la pena, pero no como una exigencia establecida en la ley, razón por la que concordaron con la supresión propuesta y anunciaron una indicación al artículo 20 del proyecto.



Se aprobó la indicación por unanimidad.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 8º.- Presupuestos de la responsabilidad. Para que exista responsabilidad del adolescente conforme a la presente ley se requiere:

1.
Que éste haya realizado una conducta constitutiva de infracción a la ley penal en conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º de la presente ley;

2.
Que no concurra a su respecto alguna de las causas que, conforme a la ley, eximen de responsabilidad penal a las personas mayores de dieciocho años. 

e.- Artículo 10.-


Trata de la extinción de la responsabilidad, señalando que ésta se extingue de la misma forma y por las mismas causas que en el caso de una persona mayor de 18 años.


Su inciso segundo agrega que tanto el cumplimiento de la sanción impuesta como la revocación de la condena ordenada por el tribunal de acuerdo a esta ley, extinguen la responsabilidad penal.


Su inciso tercero añade que el término de la acción penal y de la pena será de un año, con excepción de las conductas a que se refiere el artículo 7º, es decir, las infracciones graves, el que será de tres años.


El diputado señor Uriarte, sobre la base de dos indicaciones patrocinadas por él mismo y los diputados señores Álvarez y Pérez Varela, propuso substituir en el inciso tercero los términos “un año” y “tres años” por “dos años” y “cinco años”, respectivamente y para agregar, a continuación, la frase “ y de las faltas, cuya prescripción será de seis meses.”.


La indicación, que aumenta los plazos de prescripción de la acción penal y de la pena y fija un término para dicha prescripción tratándose de las falta, fue aprobada por mayoría de votos (8 votos a favor y 1 en contra).


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 10.- Extinción de la responsabilidad. La responsabilidad derivada de la infracción a la ley penal por parte de un adolescente, se extingue de la misma forma y por las mismas causas que aquella que deriva de la comisión de un delito por parte de una persona mayor de dieciocho años.


Tanto el cumplimiento de la sanción impuesta, como su revocación ordenada por el Tribunal en conformidad a lo dispuesto en el párrafo 3 del Título Cuarto de la presente ley, extinguen la responsabilidad derivada de la infracción a la ley penal que se hubiere cometido. 


Sin embargo, el término de la prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas a que se refiere el articulo 7º, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, cuya prescripción será de seis meses. Para el cómputo respectivo, se estará a lo dispuesto en los artículos 95 y 98 del Código Penal.

f.- Artículo 12.-


Se refiere al principio del interés superior del niño, señalando que en todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a procedimientos, sanciones y medidas, aplicables a un adolescente, deberá tenerse en consideración este principio.


Su inciso segundo agrega que ninguna autoridad podrá atribuirse la facultad de adoptar las sanciones previstas en esta ley, fuera de los casos que ella contempla, ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias o el supuesto beneficio de una persona menor de catorce años o adolescente.


El diputado señor Forni objetó la redacción de la parte final del inciso segundo por cuanto esta normativa regula la responsabilidad penal del adolescente, el que de acuerdo a este mismo proyecto, es el mayor de 14 años, por lo que un menor de esa edad no podría considerarse adolescente. Propuso, en consecuencia, suprimir los términos “ o adolescente”.


La Comisión, siguiendo el parecer del Diputado señor Bustos, sostuvo que la disposición era correcta por cuanto precisaba que no se podrían aplicar otras sanciones que las que esta ley contempla a personas entre 14 y 18 años de edad, y en el caso de menores de esas edades, regiría la ley de protección. Convino, no obstante, en que existía un problema de redacción que podría dar lugar a confusiones , por lo que, por unanimidad, acordó agregar entre las palabras “catorce años” y “adolescente” los términos “de un”.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 12.- Interés superior del niño. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores a la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos fundamentales.


Ninguna autoridad podrá atribuirse la facultad de adoptar las sanciones previstas en esta ley, fuera de los casos que ella contempla, ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias o del supuesto beneficio de una persona menor de catorce años o de un adolescente.”.

g.- Artículo 20.-


Esta disposición señala, en su primer inciso, los elementos o circunstancias que el juez deberá considerar para los efectos de determinar la sanción.


En su inciso segundo, agrega las circunstancias que deberán considerarse para evaluar la gravedad de la infracción, entre las que se encuentran la naturaleza y extensión de las penas asignadas por la legislación penal a la infracción cometida; la calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción; la concurrencia de circunstancias que de acuerdo a la ley, dan lugar a la formación de delitos agravados, calificados o especiales en relación a la infracción que se imputa y, por último, en su letra d) la extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias modificatorias de la responsabilidad criminal, previstas en la legislación penal con excepción de las contenidas en los números 14 a 16 del artículo 12 del Código Penal, respecto de las cuales se estará a lo dispuesto en el artículo 77 de esta ley.


Como ya se dijo al tratar las modificaciones al artículo 8º, el Ejecutivo presentó una indicación para permitir la consideración, por parte de los tribunales, de circunstancias atenuantes de la responsabilidad, análogas a las que la ley establece, para los efectos de determinar la pena a aplicar a un adolescente infractor.


Dicha indicación reemplazó la letra d) del inciso segundo por la siguiente:


“d) La extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias atenuantes de la responsabilidad criminal, previstas en la legislación penal o alguna análoga a éstas, o de circunstancias agravantes, con excepción de las contenidas en los números 14 a 16 del artículo 12 del Código Penal, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 77 de la presente ley.”.


Se aprobó la indicación por unanimidad.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 20.- Determinación de la pena. Para determinar las sanciones, así como para fijar su extensión temporal o cuantía, el juez siempre deberá considerar:

1.
El número de infracciones cometidas;

2.
La edad del adolescente infractor, y

3.
La proporcionalidad que debe existir entre la gravedad de la o las infracciones cometidas y la severidad de la sanción.


Para evaluar la gravedad de la infracción, el tribunal deberá determinar, en primer lugar, si ésta corresponde a una infracción de las que señala el artículo 7º de esta ley. Además, el tribunal deberá considerar:

a)
La naturaleza y extensión de las penas asignadas por la legislación penal al hecho constitutivo de la infracción;

b)
La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c)
La concurrencia de circunstancias que, conforme a la legislación penal, den lugar a la formación de delitos calificados, agravados o especiales, en relación a la infracción a la ley penal que se imputa, y

d)
La extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias atenuantes de la responsabilidad criminal, previstas en la legislación penal o alguna análoga a éstas, o de circunstancias agravantes, con excepción de las contenidas en los números 14 a 16 del artículo 12 del Código Penal, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 77 de la presente ley.

4.
Para determinar la sanción aplicable a un adolescente por la comisión de más de una infracción, el juez deberá considerar en su conjunto la naturaleza y características de la totalidad de las infracciones cometidas, de acuerdo a lo previsto en los números 1, 2 y 3 del presente artículo.


En caso alguno podrá imponerse una sanción separada para cada infracción, debiendo darse aplicación a lo previsto en el artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales.


Asimismo, en caso alguno podrá imponerse una sanción que sea superior a los dos tercios de aquella que hubiere correspondido en caso de haberse ejecutado el hecho que la fundamenta por parte de un mayor de edad.”.

h.- Artículo 21.-


Se refiere a la amonestación, como sanción no privativa de libertad, definiéndola como la reprensión enérgica que el juez efectúa en forma oral, clara y directa al adolescente infractor, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que de ello derivan, instándole a cambiar de conducta.


Ante las observaciones formuladas por los Diputados Álvarez, Pérez Varela y Uriarte, traducida en una indicación que finalmente se rechazó, en el sentido de que este tipo de sanción no tenía ningún efecto, por lo que debería suprimirse, la Comisión estimó, por el contrario, que este tipo de sanción envolvía un efecto psicológico que ayudaba en la corrección del menor, pero que tal como lo señalaba el Diputado señor Forni, podría ser conveniente agregarle algún elemento de justicia restaurativa.


Los representantes del Ejecutivo coincidieron con esta última opinión, sugiriendo añadir un inciso que sujetara su aplicación a una declaración del adolescente aceptando su responsabilidad.


La Comisión acogió tal sugerencia, quedando este artículo, aprobado por unanimidad, en los siguientes términos:


“Artículo 21.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento, y formulándole recomendaciones para el futuro.


La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente, asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.”.

i.- Artículo 22.-


Contempla como sanción la multa, señalando que el juez podrá imponerla, a beneficio fiscal, hasta por diez unidades tributarias mensuales. La misma disposición agrega que para su aplicación y determinación del monto, deberá considerarse la gravedad del hecho y las facultades del infractor o de quien lo tenga a su cuidado.


Los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana presentaron una indicación para agregar el siguiente inciso a este artículo:






“El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas o prorrogar su pago hasta por un plazo de sesenta días, atendida la situación económica del adolescente condenado y de su familia.”.


Los representantes del Ejecutivo coincidieron con la indicación por cuanto el fraccionamiento en cuotas facilita el control del cumplimiento y que el resarcimiento del perjuicio, sea producto del trabajo del infractor. No obstante, no concordaron con el establecimiento de prórrogas por el riesgo de quebrantamiento de condena que ello conlleva y que significaría la aplicación de una pena superior.


La Comisión acogió la observación formulada y procedió a aprobar la indicación, con supresión de la posibilidad de prórroga.


El texto de este artículo, aprobado por unanimidad, quedó como sigue:


“Artículo 22.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, se tomará en consideración fundamentalmente la gravedad del hecho y las facultades económicas del infractor o de la persona a cuyo cuidado se encontrare.


El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas, atendida la situación económica del adolescente condenado y de su familia.”.

j.- Artículo 25.-


Esta disposición permite al adolescente sancionado con la pena de servicios en beneficio de la comunidad o en los casos en que la sanción de reparación del daño conlleva la prestación de servicios personales, objetar su aplicación al momento en que le sea impuesta, debiendo el tribunal substituirla.


El diputado señor Uriarte, a raíz de una indicación presentada por el mismo y por los diputados señores Álvarez y Pérez Varela para suprimir este artículo, propuso, a cambio de retirar la indicación, agregar al final de este artículo la frase “por la inmediatamente superior”, proposición que la Comisión acogió por unanimidad por ser esa la conclusión lógica ante la negativa del menor.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 25.- Objeción de trabajo. Tratándose de la sanción prevista en el artículo precedente o en aquellos casos en que la sanción de reparación del daño conlleve la prestación de servicios personales por parte del adolescente infractor, éste podrá objetar su aplicación al momento en que le sea impuesta, debiendo el tribunal, en tal caso, sustituirla por la inmediatamente superior.”.

k.- Artículo 28.-


Se refiere a la sanción de arresto de fin de semana, señalando, en su inciso primero,
que consiste en el encierro del infractor durante el fin de semana en un centro de privación de libertad, con una duración máxima de veinte fines de semana.


Su inciso segundo define fin de semana como el período comprendido entre las 19.00 horas del viernes y las 19.00 horas del domingo respectivo.

El 
iputado señor Uriarte, coautor junto con los diputados señores Álvarez y Pérez Varela, de una indicación para fijar la duración mínima de la condena en dos años, propuso modificar la indicación para fijar la duración máxima en un año,


La Comisión, por mayoría de votos ( 7 votos a favor y 1 en contra) acordó acoger la proposición, expresando el tiempo en semanas.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 28.- Arresto de fin de semana. El arresto de fin de semana consiste en el encierro del infractor, durante el fin de semana, en un centro de privación de libertad y tendrá una duración máxima de 52 fines de semanas.


Para estos efectos se entenderá por fin de semana el período de tiempo comprendido entre las 19.00 horas del día viernes de cada semana, hasta las 19.00 horas del día domingo respectivo.”.

l.- Artículo 32.-


Establece que la duración mínima de las sanciones privativas de libertad, será de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 14 años y menores de 16, y de dos años para los mayores de 16 y menores de 18 años.


Su inciso segundo agrega que, en todo caso, la sanción no podrá exceder de cinco años.


El diputado señor Uriarte, atendiendo al buen comportamiento del menor y al hecho de haberse impuesto la pena mínima de acuerdo al rango de edad, propuso, que una vez evaluado dicho buen comportamiento y antecedentes de reinserción por parte del condenado, facultar al juez de control de ejecución, para substituir la pena privativa de libertad por la de libertad asistida o la de arresto de fin de semana, por el tiempo que faltare por cumplir.


La Comisión acogió por unanimidad dicha proposición, quedando el artículo con el siguiente texto:


“Artículo 32.- Duración de las sanciones privativas de libertad. Las sanciones de privación de libertad que se aplican bajo las modalidades establecidas en los artículos 30 y 31, tendrán una duración mínima de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 14 años y menores de 16, y de dos años para los mayores de 16 años y menores de 18.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 74 y 75 de esta ley, en el caso en que se haya establecido la pena mínima de un año para los jóvenes entre 14 y 16 años y de dos años para aquellos entre 16 y 18 y durante la vigencia de la sanción existan antecedentes de buen comportamiento y reinserción del joven, evaluados por el juez de control de la ejecución, podrá substituirse la pena privativa de libertad por libertad asistida o arresto de fin de semana por el tiempo de condena que quedare por cumplir.


En todo caso, la duración máxima no podrá exceder de cinco años.”.

m.- Artículo 41.-


Dispone que los defensores regionales velarán porque los abogados que figuren disponibles para asumir la defensa penal de adolescentes, cuenten con conocimientos especializados en la materia, debiendo considerarse esta circunstancia en las licitaciones que se efectúen.


Su inciso segundo agrega que excepcionalmente las bases de licitación podrán considerar la adjudicación a abogados que no cuenten con la especialización señalada, cuando el número de ingresos de causas por infracciones juveniles no representen una carga superior a cien casos anuales.


Los diputados señores Burgos y Pérez Lobos presentaron una indicación para substituir este artículo por el siguiente:


“La Defensoría Penal Pública organizará un sistema especial asignando defensores y estableciendo normas específicas de licitación para prestar defensa penal a los adolescentes imputados de infringir esta ley que carezcan de abogados.”. 


La indicación, destinada a simplificar la norma y a entregar directamente a la Defensoría Penal Pública la decisión acerca de cómo organizar su trabajo, se acogió sin mayor debate, por unanimidad.

n.- Artículo 46.- (paso a ser 81)


Respecto de este artículo, que regla la situación de menores de 14 años sorprendidos en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente, significaría una infracción a la ley penal, para lo que entrega facultades a las policías para restablecer el orden y adoptar las medidas de protección a la víctima que fueren necesarias, la Comisión ante una indicación de los Diputados señores Burgos y Luksic para incluirlo como artículo transitorio, modificatorio de la Ley de Menores, acordó, por unanimidad, ubicarlo, en los mismo términos, como artículo permanente, inmediatamente antes de las modificaciones que se introducen al Código Penal y a la Ley de Menores.


Para acordar lo anterior, tuvo en consideración la opinión de los representantes del Ejecutivo en cuanto a que, en primer lugar, no se trataba de una norma transitoria toda vez que establecía una facultad permanente y, en segundo lugar, a que si bien la materia que trataba era propia de una ley de protección, no se justificaba incluirlo en el articulado de la Ley de Menores porque prontamente dicha normativa sería reemplazada.


Figura, en los mismos términos, como artículo 81.

ñ.- Artículo 56.- ( pasó a ser 55).


Trata del juicio abreviado inmediato, señalando que tendrá lugar respecto de los delitos que regula esta ley, con las modificaciones que indica.


La diputada señora Guzmán y los Diputados señores Delmastro y Longton presentaron una indicación para suprimir en el enunciado y en la letra b) del inciso primero, el término “abreviado”.


La modificación, de carácter formal, se fundó en la necesidad de evitar confusiones y de ceñirse a la terminología que emplea el Código Procesal Penal.


Se aprobó sin debate por unanimidad.


Su texto quedó como sigue:


“Artículo 55- Juicio inmediato. El juicio inmediato establecido en el artículo 235 del Código Procesal Penal , tendrá lugar respecto de los delitos regulados en la presente ley, con las siguientes modificaciones:

a)
La solicitud del fiscal tendrá por objeto recurrir al procedimiento abreviado previsto en los artículos 406 y siguientes del Código Procesal Penal.

b)
Acordado el procedimiento inmediato, el juez abrirá el debate, otorgará la palabra al fiscal, quien efectuará una exposición resumida de la acusación y de las actuaciones y diligencias de la investigación que la fundamentaren. A continuación, se dará la palabra a los demás intervinientes, otorgándosela al final al acusado, para que manifieste lo que estime conveniente.

c)
Si no hubiere acuerdo, el juez podrá admitir que la causa pase directamente a juicio oral, luego del debate pertinente, a menos que resulte necesario fijar un plazo no menor de diez ni superior a veinte días para los efectos que la defensa ofrezca su prueba.


Lo dispuesto en este artículo no resultará aplicable si el fiscal solicita la aplicación de una sanción privativa de libertad.”.

o.- Artículo 58.- Paso a ser 57).


Señala el plazo para declarar el cierre de la investigación, indicando, en su inciso primero, que una vez transcurrido el plazo máximo de 180 días desde la fecha en que se hubiere formalizado la investigación, el fiscal deberá proceder a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.


Su inciso segundo añade que previo al término de cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, la ampliación por un máximo de treinta días.


Los diputados señora Guzmán y señores Delmastro y Longton presentaron una indicación para disminuir el plazo a ciento veinte días, aduciendo la señora Diputada que si la tónica era acortar los plazos de privación de libertad, parecía lógico evitar la demora excesiva en la investigación.


Se acogió la indicación por unanimidad.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 57- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de ciento veinte días desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal deberá proceder a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior


Previo al término de cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de treinta días.”.

p.- Artículo 68.- (pasó a ser 67).


Se refiere a la administración de las medidas que contempla esta ley, señalando que el Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país, de los programas necesarios para ejecutar tales medidas.


Su inciso segundo agrega que para los efectos anteriores, deberá llevar un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna, registro que quedará a disposición de los tribunales competentes.


Su inciso tercero impone al Servicio la obligación de revisar anualmente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de las institucionales colaboradoras y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar un inciso final a este artículo del siguiente tenor:


“El reglamento a que alude el inciso final del artículo 61 contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en el presente artículo.” 


La indicación, surgida a consecuencias de otra indicación presentada por los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para agregar un inciso final al artículo 24, destinada a disponer la dictación de un reglamento para asegurar la aplicación de las medidas no privativas de libertad en las distintas comunas del país, la que fue rechazada, tuvo el mismo objeto pero ubicada en una disposición más apropiada.


Se aprobó por unanimidad.


El texto de este artículo quedó de la siguiente manera:


“Artículo 67.- Administración de las medidas que contempla la ley. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país, de los programas necesarios para ejecutar las medidas a que se refiere esta ley.


Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.


El Servicio tendrá entre sus obligaciones la de revisar periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de las instituciones colaboradoras y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos. 


El reglamento a que alude el inciso final del artículo 61 contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en el presente artículo.”.

q.- Artículo 78 ( pasó a ser 77).


Dispone, en su inciso primero, que el Servicio Nacional de Menores, institución encargada de la ejecución de las sanciones, llevará un registro reservado sobre las sanciones impuestas.


Su inciso segundo agrega que los registros o antecedentes de la condena contra un adolescente, sólo podrán ser conocidos por el Defensor Penal Público, el Ministerio Público y el tribunal para los efectos de determinar la sanción aplicable, agregando que el querellante y el defensor particular podrán requerir la información pertinente al Ministerio Público.


Su inciso tercero impone, no obstante, la obligación de reserva para quienes tomen conocimiento de estos antecedentes, bajo la sanción del artículo 247 del Código Penal.


La Comisión estimó que la redacción del inciso primero, al señalar que el Servicio Nacional de Menores es la institución encargada de la ejecución de las sanciones, inducía a equívocos por cuanto dicha institución deberá, efectivamente, cumplir, en forma exclusiva, tal función respecto de las sanciones privativas de libertad y en el caso de internación provisoria, pero no respecto de las sanciones no privativas de libertad, cuyo ejecución puede ser desarrollada también por las instituciones colaboradoras.


De acuerdo a lo anterior, acordó, por unanimidad, suprimir en el inciso primero la frase “ institución encargada de la ejecución de las sanciones”.


El texto de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 77.- Registro. El Servicio Nacional de Menores llevará un registro reservado sobre las sanciones impuestas.


Los registros o antecedentes derivados de la condena en contra de un adolescente por una infracción a la ley penal, sólo podrán ser conocidos por el Defensor Penal Público, el Ministerio Público y el tribunal para los efectos de determinar la sanción aplicable, una vez concluido el juicio oral o una vez que se haya dado lugar al procedimiento abreviado y éste haya también finalizado. El querellante y el defensor particular, para los mismos efectos, podrán requerir dicha información al Ministerio Público.


En todo caso, quienes en razón a su función hayan tomado conocimiento de dichos antecedentes, mantendrán la obligación de guardar reserva, respondiendo penalmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del Código Penal.”.

r.- Artículo 81.- ( pasó a ser 80).


Dispone en su inciso primero que para los efectos previstos en el inciso final del artículo 38, la Academia Judicial deberá considerar en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial, la dictación del curso de especialización a que ese inciso se refiere.


Su inciso segundo agrega que el requisito establecido en dicha disposición podrá ser cumplido sobre la base de antecedentes que acrediten el cumplimiento de cursos de formación especializada sobre la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial.


La Comisión, luego de analizar esta disposición en relación con el artículo 38, acordó, por unanimidad, corregir la redacción de la norma en atención a que el artículo 38 exige la especialización para todos los jueces que deberán intervenir en estos procesos y no sólo para aquellos a que hace referencia su inciso final, es decir, los jueces de garantía unipersonales y los jueces de letras que ejerzan competencia de garantía.


De acuerdo a lo anterior, la redacción de este artículo quedó como sigue:


“Artículo 80.- Especialización. Para los efectos de lo previsto en el artículo 38, la Academia Judicial deberá considerar en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial, la dictación del curso de especialización a que esa norma se refiere. 


En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser cumplido sobre la base de antecedentes que acrediten el cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial.”.

5.
De los artículos nuevos introducidos.


En esta situación se encuentra únicamente el artículo 34 bis, disposición originada en una indicación de los Diputados señora Guzmán y señores Delmastro y Longton del siguiente tenor:


“El juez estará facultado para establecer, como medida accesoria a las previstas en el 
artículo 18 de esta ley, y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del menor, la obligación de someterlo a tratamientos de cura a adicción a las drogas o alcohol.


En caso de imposibilidad de solventar dicho tratamiento por parte del menor y su familia, el Servicio Nacional de Menores, a través de sus organismos colaboradores, adoptará las medidas necesaria para que el menor reciba la terapia necesaria.”.


La diputada señora Guzmán fundamentó su indicación en lo conveniente de que no sólo exista una sanción sino también la obligación de someterse a un tratamiento rehabilitante, que permita superar la adicción.


Los representantes del Servicio Nacional de Menores ante la observación de que el tratamiento no podría imponerse en forma obligatoria, señalaron que había situaciones en que la condición de los menores como consecuencia de la adicción, les impedía decidir si deseaban o no el tratamiento, razón por la que estimaban positiva una cierta imposición, pero en cuanto a la obligación del Servicio de colocar los recursos para llevar a cabo las terapias les parecía imposible por la falta de medios.


La Comisión, atendiendo lo señalado, acordó, por unanimidad, aprobar la indicación, pero substituyendo en el inciso primero la palabra “medida” por “sanción” y suprimiendo el inciso segundo.


Su texto quedó como sigue:


“Artículo 34 bis.- El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 18 de esta ley, y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del menor, la obligación de someterlo a tratamientos de cura a adicción a las drogas o alcohol.”.

6.
De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


La Comisión reiteró su parecer de que no hay artículos que sean de la competencia de la Comisión de Hacienda, basándose para ello en lo señalado en su primer informe, es decir, la opinión emitida por la señora Subsecretaria de Hacienda, en cuanto a que el proyecto no generaba gastos fiscales porque no creaba tribunales o cargos concretos ni establecía subsidios, pero que si llegara a originarlos, materia que se analizaba en el Ministerio de Justicia, el financiamiento se establecería en la Ley de Presupuestos o en leyes especiales.

7.
De las indicaciones rechazadas por la Comisión.


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:

1.
La del diputado señor Bertolino para substituir, en todos los artículos del texto en que figuren, las palabras “ catorce años” por “trece años”.

2.
La de los diputados señores Álvarez, Pérez Varela y Uriarte para substituir el artículo 4º por el siguiente:


“Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. Constituye la finalidad de las sanciones y otras consecuencias reguladas en la presente ley, la responsabilización de los adolescentes por las infracciones cometidas, la protección de su desarrolle e integración social y el fortalecimiento del respeto por sus derechos, así como los derechos y libertades de lasa víctimas y de la sociedad.”.

3.
La de los Diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para substituir el artículo 4º por el siguiente:


“Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. La protección del desarrollo psicobiológico del adolescente, mediante la reparación del daño psicosocial que haya sufrido, su rehabilitación y su integración social, como asimismo, el fortalecimiento del respeto por sus derechos y libertades de las demás personas, constituyen la finalidad de las sanciones y otras consecuencias que derivan de la responsabilidad regulada en la presente ley.”

4.
La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para suprimir en el inciso segundo del artículo 6º la mención de los números 1 y 3 del artículo 494 del Código Penal.

5.
La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para agregar el siguiente inciso tercero al artículo 6º:


“No podrá procederse penalmente respecto de los delitos contemplados en los párrafos 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal, cuando la víctima fuere menor de 14 años y no concurra alguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre la víctima y el imputado una diferencia de a lo menos tres años de edad.”.

6.
La de los diputados señora Guzmán y señores Delmastro y Longton para agregar al inciso segundo del artículo 7º las siguientes letras:


“h) Las conductas sancionadas en la Ley Antiterrorista;


i) Las conductas sancionadas en la Ley de Armas, y 


j) Las conductas sancionadas en la Ley de Drogas.”.
7.
La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para intercalar en el artículo 15, antes del punto final, la frase “ y por el menor tiempo posible.”.

8.
La de los diputados señores Álvarez, Pérez Varela y Uriarte para suprimir el artículo 21.

9.
La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para agregar al artículo 24 el siguiente inciso tercero:


“Se dictará dentro del plazo de 90 días de la entrada en vigencia de esta ley, un reglamento que asegure la aplicación efectiva de este tipo de medidas en todas las comunas del país.”.

10. La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para substituir el inciso primero del artículo 26 por el siguiente:


“La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado. Corresponderá al ejecutor del programa de libertad asistida, la realización de todas las acciones tendientes a reparar al menor del daño psicosocial que padezca, rehabilitarlo y reinsertarlo en el medio social y laboral. Es obligación del Estado, entregar los medios materiales para dicha intervención psicosocial y socio educativa.”.

11. La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para suprimir el inciso segundo del artículo 26.

12. La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para substituir en el inciso segundo del artículo 31 la oración “ el cumplimiento del proceso educativo del adolescente” por el siguiente párrafo “ la plena garantía de continuidad de sus estudios básicos y medios, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal,”.

13. La de los diputados señoras Saa, Soto y Tohá y señores Bustos, Ceroni y Quintana para substituir el inciso segundo del artículo 41 por el siguiente:


“Los adolescentes imputados tienen plena capacidad para designar abogado patrocinante para su defensa en el proceso respectivo.”.

9.
Texto o mención de las disposiciones legales que el proyecto modifica o deroga.

A.
Código Penal.


El proyecto modifica el Nº 2 del artículo 10, deroga el Nº 3 del mismo artículo y el inciso primero del artículo 72.

B.
Ley Nº 16.618, de Menores


Deroga los artículos 16, 28, 29, 58 y 65.


Deroga el inciso cuarto del artículo 16 bis, los números 9º y 10º del artículo 26, y los incisos tercero y cuarto del artículo 51.


Modifica los artículos 16 bis, inciso segundo; 19, inciso segundo y substituye el artículo 71.

-o-


Por las razones expuestas y por las que dará a conocer oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY

TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1º.- Derechos y garantías. Las personas a quienes se aplica esta ley gozarán de todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 2º.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad derivada de la comisión de infracciones de los adolescentes a la ley penal, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de sus consecuencias y la forma de ejecución de éstas.


Artículo 3º.- Principio de legalidad. Sólo en virtud de una sentencia definitiva ejecutoriada que establezca la participación de un adolescente en un hecho constitutivo de infracción penal, de acuerdo al procedimiento establecido en este cuerpo legal, se le aplicarán las sanciones que esta misma ley contempla. 


Artículo 4º.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias. La protección del desarrollo e integración social del adolescente y el fortalecimiento del respeto por sus derechos, así como los derechos y libertades de las demás personas, constituyen la finalidad de las sanciones y otras consecuencias que derivan de la responsabilidad regulada en la presente ley.


Artículo 5º.- Límites de edad a la responsabilidad. Para los efectos de esta ley se entenderá por adolescente toda persona que al inicio de la infracción a la ley penal que se le imputa sea mayor de catorce años y menor de dieciocho años


En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, el juez determinará la legislación aplicable atendiendo a las circunstancias de hecho y personales.


La edad del imputado podrá ser determinada por cualquier medio.


Una vez agotados todos los medios para determinar la edad y en caso de duda acerca de si el imputado es un adolescente o un adulto, el juez presumirá que se trata de un adolescente. Si la duda es si el imputado es un adolescente o un menor de catorce años, el juez presumirá que se trata de un menor de catorce años.


Las personas menores de catorce años carecen de responsabilidad criminal, por lo que, en ningún caso, podrán ser objeto de los procedimientos y sanciones que regula esta ley. Ello sin perjuicio de aplicarles las medidas contempladas en la legislación correspondiente.


Artículo 6.- Infracción a la ley penal. Para los efectos de esta ley se considera infracción a la ley penal la participación de un adolescente como autor, cómplice o encubridor en un hecho tipificado como crimen o simple delito en el Código Penal o en las leyes penales especiales. 


Asimismo, se consideran infracciones a la ley penal los hechos cometidos por adolescentes tipificados en los artículos 494, números 1, 3, 4, 5, y 19, sólo en lo que dice relación al artículo 446; y 496 números 5 y 26, del Código Penal.


No podrá procederse penalmente respecto de los delitos contemplados en los párrafos 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal, cuando la víctima fuere menor de 14 años y no concurra alguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre la víctima y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad tratándose de la conducta descrita en el artículo 362 o de tres años en los demás casos.


Artículo 7.- Infracciones graves. Para los efectos de esta ley, constituyen infracciones a la ley penal de carácter grave por parte de un adolescente, los siguientes delitos, sea que se encuentren consumados, en grado de tentativa o frustrados: 

a)
El homicidio; 

b)
La violación, 

c)
El secuestro y la sustracción de menores; 

d)
Las mutilaciones y las lesiones graves tipificadas en el artículo 397 número 1 del Código Penal; y 

e)
El robo con violencia en las personas


Constituyen, asimismo, infracciones graves los siguientes delitos consumados: 

f)
La asociación ilícita para el tráfico de drogas, prevista en el artículo 22 de la ley 
Nº 19.366, y aquella que tenga por objeto la comisión de delitos terroristas conforme lo dispuesto en el artículo 2º N º 5 de la ley Nº 18.314.

g)
Robo con intimidación en las personas, en que se amenace a la víctima con causarle la muerte, violación o un grave daño a su integridad física; y 

h)
Robo con fuerza en las cosas en lugares habitados regulado en el artículo 440 del Código Penal.


Lo dispuesto en este artículo será aplicable a las figuras calificadas o complejas que establece la ley tomando como base las conductas mencionadas en los incisos precedentes.


Artículo 8º.- Presupuestos de la responsabilidad. Para que exista responsabilidad del adolescente conforme a la presente ley se requiere:

1.
Que éste haya realizado una conducta constitutiva de infracción a la ley penal en conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º de la presente ley;

2.
Que no concurra a su respecto alguna de las causas que, conforme a la ley, eximen de responsabilidad penal a las personas mayores de dieciocho años. 


Artículo 9º.- Concursos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de 18 años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad, si tuviere 20 años o más. En caso contrario se regirá por las reglas de procedimiento establecidas en la presente ley. 


En caso de condenarse a una persona por hechos cometidos como adolescente y como adulto, se estará a las siguientes reglas:


La sanción o pena correspondiente a cada uno de estos hechos será determinada conforme a las reglas de la ley que le sea aplicable, imponiéndose sólo aquella que sea de carácter privativo de libertad.


En todo caso, si correspondiere la aplicación de más de una pena privativa de libertad, se impondrá aquella que se funde en el delito ejecutado como adulto, pudiendo ser aumentada hasta por un máximo de 2 años atendida la naturaleza y circunstancias de la infracción cometida como adolescente.


Si no correspondiere imponer penas privativas de libertad, preferirá la pena que se funda en el delito cometido como adulto.


Para la aplicación de las reglas precedentes, en aquellos casos en que se hubiere concedido la remisión condicional de la pena establecida en la ley Nº 18.216, se considerará que dicha pena no es privativa de libertad.


Lo dispuesto en los incisos primero y segundo del presente artículo se aplicará también en caso que se cometa una nueva infracción penal durante el período de cumplimiento de una condena impuesta en base a la presente ley. 


Artículo 10.- Extinción de la responsabilidad. La responsabilidad derivada de la infracción a la ley penal por parte de un adolescente, se extingue de la misma forma y por las mismas causas que aquella que deriva de la comisión de un delito por parte de una persona mayor de dieciocho años.


Tanto el cumplimiento de la sanción impuesta, como su revocación ordenada por el Tribunal en conformidad a lo dispuesto en el párrafo 3 del Título Cuarto de la presente ley, extinguen la responsabilidad derivada de la infracción a la ley penal que se hubiere cometido. 


Sin embargo, el término de la prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas a que se refiere el articulo 7º, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, cuya prescripción será de seis meses. Para el cómputo respectivo, se estará a lo dispuesto en los artículos 95 y 98 del Código Penal.

TÍTULO PRIMERO

DERECHOS Y GARANTÍAS

Artículo 11.- Igualdad. Los derechos y garantías reconocidos en esta ley se aplicarán a todos los adolescentes, sin discriminación alguna por razones de sexo, origen étnico, condición social, económica, religión o cualquier otro motivo semejante, ni en atención a las circunstancias de sus padres, familiares, tutores o personas que lo tengan a su cuidado.


Artículo 12.- Interés superior del niño. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores a la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos fundamentales.


Ninguna autoridad podrá atribuirse la facultad de adoptar las sanciones previstas en esta ley, fuera de los casos que ella contempla, ni aún a pretexto de circunstancias extraordinarias o del supuesto beneficio de una persona menor de catorce años o de un adolescente.


Artículo 13.- Integridad corporal. Ningún adolescente puede ser sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, ni a cualquier otra forma de atentado contra su dignidad y desarrollo integral.


Artículo 14.- Privación de libertad. Para los efectos de esta ley, se entiende por privación de libertad toda forma de aprehensión, arresto o detención, así como el internamiento en cárceles o recintos públicos o privados, ordenado o practicado por la autoridad judicial u otra autoridad pública, del que no se permita salir al adolescente por su propia voluntad. 


Artículo 15.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional, sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.


Artículo 16.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad. 


Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley, deberán adoptar todas las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 17.- Habeas corpus. Toda persona menor de dieciocho años que se encontrare privada de libertad, tendrá los derechos que consagra el artículo 95 del Código Procesal Penal.

TÍTULO SEGUNDO

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Párrafo 1
De las sanciones en general


Artículo 18.- Sanciones. En virtud de la declaración de responsabilidad fundada en la comisión de una infracción a la ley penal por parte de un adolescente, se le podrá imponer una de las siguientes sanciones:

a)
Amonestación.

b)
Multa.

c)
Prohibición de conducir vehículos motorizados.

d)
Reparación del daño causado.

e)
Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

f)
Libertad asistida.

g)
Arresto de fin de semana.

h)
Internación en régimen semicerrado.

i)
Internación en régimen cerrado.


Artículo 19.- Restricciones a las sanciones. Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 7º, el tribunal no podrá imponer las sanciones previstas en las letras a), b), d) o e) del artículo precedente, a menos que lo justifique fundadamente en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley.


Las sanciones previstas en las letras g), h) o i) del artículo precedente sólo podrán imponerse al adolescente que ha sido declarado responsable de la comisión de alguna de las infracciones graves a las cuales se refiere el artículo 7º, o en los casos contemplados en el artículo 73 de esta ley, a menos que excepcionalmente se justifique, por resolución fundada, su no aplicación, en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley. Sin embargo, en caso alguno podrán imponerse dichas sanciones tratándose de las infracciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 6º.


Artículo 20.- Determinación de la pena. Para determinar las sanciones, así como para fijar su extensión temporal o cuantía, el juez siempre deberá considerar:

1.
El número de infracciones cometidas;

2.
La edad del adolescente infractor, y

3.
La proporcionalidad que debe existir entre la gravedad de la o las infracciones cometidas y la severidad de la sanción.


Para evaluar la gravedad de la infracción, el tribunal deberá determinar, en primer lugar, si ésta corresponde a una infracción de las que señala el artículo 7º de esta ley. Además, el tribunal deberá considerar:

a)
La naturaleza y extensión de las penas asignadas por la legislación penal al hecho constitutivo de la infracción;

b)
La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c)
La concurrencia de circunstancias que, conforme a la legislación penal, den lugar a la formación de delitos calificados, agravados o especiales, en relación a la infracción a la ley penal que se imputa, y

d)
La extensión del mal causado y la concurrencia de circunstancias atenuantes de la responsabilidad criminal, previstas en la legislación penal o alguna análoga a éstas, o de circunstancias agravantes, con excepción de las contenidas en los números 14 a 16 del artículo 12 del Código Penal, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 77 de la presente ley.

4.
Para determinar la sanción aplicable a un adolescente por la comisión de más de una infracción, el juez deberá considerar en su conjunto la naturaleza y características de la totalidad de las infracciones cometidas, de acuerdo a lo previsto en los números 1, 2 y 3 del presente artículo.


En caso alguno podrá imponerse una sanción separada para cada infracción, debiendo darse aplicación a lo previsto en el artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales.


Asimismo, en caso alguno podrá imponerse una sanción que sea superior a los dos tercios de aquella que hubiere correspondido en caso de haberse ejecutado el hecho que la fundamenta por parte de un mayor de edad.

Párrafo 2

De las sanciones no privativas de libertad


Artículo 21.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente; instándole a cambiar de comportamiento, y formulándole recomendaciones para el futuro.


La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente, asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.


Artículo 22.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, se tomará en consideración fundamentalmente la gravedad del hecho y las facultades económicas del infractor o de la persona a cuyo cuidado se encontrare.


El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas, atendida la situación económica del adolescente condenado y de su familia.


Artículo 23.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, ya sea mediante una prestación en dinero, la restitución de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa de la víctima.


En su caso, el juez regulará prudencialmente el monto de la prestación en dinero o la naturaleza de los servicios, basándose en los antecedentes probatorios que se presenten en el juicio.


El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.


Artículo 24.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.


La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción podrá tener una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.


Artículo 25.- Objeción de trabajo. Tratándose de la sanción prevista en el artículo precedente o en aquellos casos en que la sanción de reparación del daño conlleve la prestación de servicios personales por parte del adolescente infractor, éste podrá objetar su aplicación al momento en que le sea impuesta, debiendo el tribunal, en tal caso, sustituirla por la inmediatamente superior.


Artículo 26.-. Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado, unida a la orientación para que aquél acceda a programas y servicios comunitarios que favorezcan su integración social.


La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente, e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.


El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo. Para ello, una vez designado, el delegado deberá proponer al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En ello, deberá cuidar especialmente incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.


En la resolución que apruebe el plan el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.


La duración de esta sanción no podrá exceder de los tres años.

Párrafo 3

De las sanciones privativas de libertad.


Artículo 27.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en el arresto de fin de semana, en la internación en régimen semicerrado y en la internación en régimen cerrado.


Artículo 28.- Arresto de fin de semana. El arresto de fin de semana consiste en el encierro del infractor, durante el fin de semana, en un centro de privación de libertad y tendrá una duración máxima de 52 fines de semanas.


Para estos efectos se entenderá por fin de semana el período de tiempo comprendido entre las 19.00 horas del día viernes de cada semana, hasta las 19.00 horas del día domingo respectivo.


Artículo 29.- Arresto domiciliario sustitutivo. En casos calificados, el tribunal podrá autorizar que el arresto de fin de semana sea cumplido en el propio domicilio del infractor, debiendo en dicho caso determinar las medidas de control que se adoptarán para asegurar el cumplimiento de la sanción.


En caso de quebrantamiento de esta medida sustitutiva, deberá cumplirse el resto del período en la forma prevista en el artículo precedente.


Artículo 30.- Internación en régimen semicerrado. La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado, será decretada por el tribunal y consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un plan de actividades a ser desarrolladas tanto al interior del recinto como en el medio libre.


Una vez impuesta la medida y determinada su duración, el Director del Centro que haya sido designado para su cumplimiento, deberá proponer al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:

a)
asistencia del adolescente al proceso de educación formal;

b)
desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando aquellas que serán ejecutadas al interior del recinto como aquellas que se desarrollarán en el medio libre, y

c)
las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 4º. 


El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, la que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquella.


Artículo 31.- Internación en régimen cerrado. La internación en régimen cerrado importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 4º de la presente ley.


En virtud de ello, dicho régimen deberá considerar necesariamente el cumplimiento del proceso educativo del adolescente y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación y de desarrollo personal.


Artículo 32.- Duración de las sanciones privativas de libertad. Las sanciones de privación de libertad que se aplican bajo las modalidades establecidas en los artículos 30 y 31, tendrán una duración mínima de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 14 años y menores de 16, y de dos años para los mayores de 16 años y menores de 18.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 74 y 75 de esta ley, en el caso en que se haya establecido la pena mínima de un año para los jóvenes entre 14 y 16 años y de dos años para aquellos entre 16 y 18 y durante la vigencia de la sanción existan antecedentes de buen comportamiento y reinserción del joven, evaluados por el juez de control de la ejecución, podrá substituirse la pena privativa de libertad por libertad asistida o arresto de fin de semana por el tiempo de condena que quedare por cumplir.


En todo caso, la duración máxima no podrá exceder de cinco años.

Párrafo 4

Sanciones mixtas o accesorias

Artículo 33.- Sanción mixta. El tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida por un máximo de dos años, la que será ejecutada con posterioridad al cumplimiento efectivo de la internación en régimen cerrado, siempre que en su conjunto no excedan de cinco años.


Asimismo, en caso de haberse impuesto la libertad asistida, podrá complementar dicha medida con la imposición del arresto de fin de semana, conforme a lo dispuesto en los artículos 28 ó 29.


Artículo 34.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena, haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.


La sanción regirá por un período que puede extenderse hasta por un plazo de dos años, contados a partir del cumplimiento de la edad que lo habilita para obtener el respectivo permiso.


En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 73 de la presente ley, a menos que producto de la conducción se hubiere afectado la vida, integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se instruirá el proceso respectivo.


Artículo 34 bis.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 18 de esta ley, y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del menor, la obligación de someterlo a tratamientos de cura a adicción a las drogas o alcohol.

TÍTULO TERCERO

PROCEDIMIENTO

Párrafo 1

Disposiciones generales


Artículo 35.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes, se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.


En todo caso, el conocimiento y fallo de las infracciones contempladas en el inciso segundo del artículo 6º, se sujetarán al procedimiento establecido en los artículos 392 ó 393 bis, del Código Procesal Penal, según sea el caso.


Artículo 36.- Protección de la vida privada del adolescente. Durante todas las etapas del procedimiento se deberá resguardar la vida privada del adolescente.


Prohíbese a los funcionarios públicos y abogados defensores informar a terceros ajenos al proceso acerca de la identidad del adolescente detenido o imputado, o que sea víctima de una infracción, ni de aquellos datos o antecedentes que permitieren dicha identificación.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será sancionada con las penas previstas en el artículo 247 del Código Penal, a menos que los hechos constituyan otro delito sancionado con igual o mayor pena.

Párrafo 2

Sistema de justicia especializada


Artículo 37.- Competencia del Ministerio Público. Para el cumplimiento de las funciones de dirección de la investigación de las infracciones de que trata la presente ley, así como para el ejercicio de la acción penal pública y la adopción de las medidas de protección para las víctimas y los testigos, los fiscales regionales designarán en cada fiscalía local de sus respectivas regiones a los fiscales adjuntos especializados en justicia penal de adolescentes.


Artículo 38.- Competencia del juez de garantía. Corresponde el conocimiento de las causas a que diere lugar la aplicación de esta ley, al juez de garantía del territorio jurisdiccional respectivo, especializado en el conocimiento de las infracciones de adolescentes a la ley penal.


En los lugares donde no hubiere jueces dedicados exclusivamente al conocimiento de las causas por infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, el procedimiento objetivo y general de distribución de causas del juzgado, comprenderá la radicación de éstas en uno solo de los jueces de garantía que cumpla con el requisito de la especialización, sin perjuicio de las normas sobre subrogación respectivas.


Los jueces de garantía unipersonales y los jueces de letras que ejercen competencia de garantía, asumirán el conocimiento de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, previa aprobación del curso de especialización respectivo.


Artículo 39.- Competencia e integración de sala especializada para adolescentes del tribunal de juicio oral en lo penal. En los casos en que el fiscal solicitare la aplicación de alguna sanción privativa de libertad, el juicio oral será conocido por una sala especializada de justicia penal para adolescentes del tribunal de juicio oral en lo penal, integrada por un juez del tribunal de familia y por dos jueces del tribunal de juicio oral en lo penal de la jurisdicción de que se trate, uno de los cuales lo presidirá. Los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal que integren dicha sala deberán haber aprobado previamente el curso de especialización respectivo.


Artículo 40.- Designación de los miembros de la sala especializada de justicia penal para adolescentes. El Comité de Jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como el homónimo del tribunal de familia correspondiente, designarán, cada dos años, a uno o más de sus miembros, según sea necesario, para constituir e integrar la sala especializada de justicia penal para adolescentes, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior.


Artículo 41.- Competencia de la Defensoría Penal Pública. La Defensoría Penal Pública organizará un sistema especial asignando defensores y estableciendo normas específicas de licitación, para prestar defensa penal a los adolescentes imputados de infringir esta ley que carezcan de abogados.


Artículo 41 bis.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces de familia, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes infractores a la ley penal, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en los objetivos y contenidos de la presente ley, en la Convención de los Derechos del Niño y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.


Para estos efectos, cada institución deberá adoptar las medidas pertinentes tendientes a garantizar dicha especialización.


Artículo 41 ter.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a las fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.

Párrafo 3

De las medidas cautelares personales


Artículo 42.- Detención.- Ninguna persona menor de dieciocho años podrá ser privada de libertad sino por orden del juez competente para conocer de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, y después que dicha orden le fuera intimada en forma legal, a menos que fuere sorprendido en la ejecución flagrante de una infracción.


Artículo 43.- Formalidades del arresto y la detención. El funcionario que practicare el arresto o la detención deberá informar al adolescente imputado acerca del motivo de la misma y, en su caso, señalarle la autoridad que la hubiere ordenado. Asimismo, deberá darle a conocer sus derechos de acuerdo con lo dispuesto en el Código Procesal Penal.


Artículo 44.- Citación y no comparecencia del imputado. Cuando fuere necesaria la presencia de un adolescente imputado ante el tribunal, éste dispondrá su citación, de acuerdo con lo previsto en el Código Procesal Penal. La no comparecencia injustificada del imputado ante el juez que lo ha citado, autorizará a que éste ordene su conducción ante su presencia por medio de la fuerza pública.


En forma excepcional, y a petición del Ministerio Público, el juez podrá ordenar la detención del adolescente imputado de una infracción de las que trata esta ley, para ser traído a su presencia, sin previa citación, cuando existan antecedentes que demuestren que de otra forma la comparecencia pueda verse demorada o dificultada con riesgo para la investigación.


Artículo 45.- Citación, registro y detención en casos de flagrancia. El adolescente que fuere sorprendido in fraganti cometiendo una infracción a la ley penal que no se encuentre sancionada con penas privativas ni restrictivas de la libertad, será citado a la presencia del fiscal, previa comprobación de su domicilio.


La policía podrá registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo de la persona que será citada.


Asimismo, podrá conducir al imputado al recinto policial, para efectuar allí la citación.


En el caso de ser sorprendido el adolescente en la comisión flagrante de una infracción grave, deberá procederse a su detención.


En aquellos casos en que los agentes policiales hayan procedido a detener a un adolescente sorprendido en la comisión flagrante de una infracción a la ley penal, según lo dispuesto en el inciso anterior, deberán comunicarla de inmediato al fiscal, para los efectos de que éste adopte la decisión de que el detenido sea dejado en libertad o sea conducido ante el juez, dentro del plazo máximo de 24 horas desde que se hubiere practicado la detención. El fiscal comunicará su decisión al defensor en el momento en que la adopte.


Artículo 46 .- Medidas cautelares del procedimiento. Para los efectos de garantizar el éxito de diligencias de la investigación, proteger al ofendido y asegurar la comparecencia del adolescente a los actos del procedimiento, podrá imponérsele una o más de las siguientes medidas cautelares personales:

a)
Prohibición de salir del país, de la localidad en la cual residiere o del ámbito territorial que el juez determine;

b)
Prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, o de visitar determinados lugares;

c)
Prohibición de aproximarse al ofendido o a su familia o a otras personas;

d)
Prohibición de comunicarse con determinadas personas, siempre que no se afecte el derecho a defensa;

e)
Obligación de concurrir periódicamente al tribunal, ante la autoridad policial u otra que el juez determine.


Asimismo, tratándose de la imputación de infracciones graves y sólo cuando los objetivos antes expuestos no pueden ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las medidas que señala el inciso anterior, podrá solicitarse la aplicación de alguna de las siguientes:

a)
Arresto domiciliario; o 

b)
Internación provisoria en un centro cerrado.


La aplicación de la medida cautelar personal de internación provisoria en un centro cerrado, sólo podrá decretarse cuando aparezca como estrictamente indispensable.


Asimismo, el incumplimiento flagrante de las medidas cautelares personales de que trata este artículo, autorizará al agente policial para detener al adolescente imputado, con el único fin de que sea llevado ante el juez de garantía, para que éste disponga la medida cautelar necesaria a fin de continuar con el procedimiento, sin perjuicio de las demás peticiones que efectúen los intervinientes en la misma audiencia.


Artículo 47.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que aparezca como desproporcionada en relación con la sanción probable en caso de condena.


Artículo 48.- Permiso de salida diaria. Tratándose del adolescente imputado que se encuentre sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que con ello no se vulneren los objetivo de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.


Artículo 49.- Carácter provisional de las medidas cautelares. Las medidas indicadas en el artículo 46 son esencialmente provisionales y revocables.


Podrán, empero, en casos calificados, y mediando resolución fundada del tribunal, durar hasta el término del juicio o, incluso, hasta la audiencia de lectura de la sentencia, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 152 del Código Procesal Penal.


Artículo 50.- Solicitud de término de las medidas cautelares. El imputado siempre podrá solicitar que se ponga término a cualquiera de las medidas cautelares del procedimiento adoptadas en su contra o pedir su reemplazo por otra que cumpla satisfactoriamente los objetivos que justificaron su imposición. 


Artículo 51.- Apelación en las medidas cautelares. La resolución que de lugar a una medida de internación provisoria o que niegue la solicitud de su término, será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva. La tramitación de la apelación no suspenderá el procedimiento ni la aplicación de la medida.

Párrafo 4

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley

penal por parte de un adolescente


Artículo 52.- Principio de oportunidad. Los fiscales del Ministerio Público no podrán iniciar la persecución de la responsabilidad penal de un adolescente o deberán abandonar la ya iniciada, cuando consideren que ello resulta conveniente para la mejor solución del conflicto jurídico-penal o para la vida futura del imputado, salvo en los casos de las infracciones a que se refieren las letras a), b), c), d), e), f) y g) del artículo 7º. 

La víctima podrá oponerse a la decisión del fiscal reclamando de ella ante el juez de garantía en el término de diez días. Presentado el reclamo ante el juez, se citará a una audiencia a todos los intervinientes y, previo a resolver, se abrirá debate sobre el punto.


Si se acoge la oposición, el Ministerio Público deberá continuar con la investigación, de acuerdo a las reglas generales.


Artículo 53.- Primera audiencia.- En la primera audiencia judicial será obligatoria la presencia del fiscal, del defensor y del imputado.


En todo caso, deberá notificarse de la audiencia a la víctima y a los padres del adolescente o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, se permitirá la intervención de la víctima y de los padres del adolescente o de quien lo tuviere a su cuidado, si comparecieren a la audiencia.


Artículo 54- Acuerdos reparatorios. El imputado y la víctima podrán llegar a acuerdos reparatorios, los que el juez de garantía conocerá en audiencia a la que citará a los intervinientes para escuchar sus planteamientos. Siempre que fuere posible, el imputado comparecerá con sus padres o, en su defecto, con quien lo tuviere a su cuidado, a objeto que éstos colaboren con la generación del acuerdo y posibiliten su posterior cumplimiento.


En la audiencia, el juez podrá aprobar o rechazar el acuerdo reparatorio, para lo que deberá considerar las siguientes circunstancias:

a)
Si los interesados han concurrido a prestar su consentimiento en forma libre y con pleno conocimiento de sus derechos;

b)
Que el delito no sea de aquellos a que se refieren las letras a), b), c),d), e), f) y g) del artículo 7º, y

c)
Que las obligaciones que haya contraído el imputado en el acuerdo satisfagan el interés de la víctima y conlleven un efecto educativo en el infractor. Asimismo, verificará el compromiso manifestado por los padres del imputado o de quienes lo tengan bajo su cuidado.


El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán disponer de equipos especializados destinados a mediar entre la víctima y el imputado para favorecer estos acuerdos. 


Artículo 55- Juicio inmediato. El juicio inmediato establecido en el artículo 235 del Código Procesal Penal , tendrá lugar respecto de los delitos regulados en la presente ley, con las siguientes modificaciones:

a)
La solicitud del fiscal tendrá por objeto recurrir al procedimiento abreviado previsto en los artículos 406 y siguientes del Código Procesal Penal.

b)
Acordado el procedimiento inmediato, el juez abrirá el debate, otorgará la palabra al fiscal, quien efectuará una exposición resumida de la acusación y de las actuaciones y diligencias de la investigación que la fundamentaren. A continuación, se dará la palabra a los demás intervinientes, otorgándosela al final al acusado, para que manifieste lo que estime conveniente.

c)
Si no hubiere acuerdo, el juez podrá admitir que la causa pase directamente a juicio oral, luego del debate pertinente, a menos que resulte necesario fijar un plazo no menor de diez ni superior a veinte días para los efectos que la defensa ofrezca su prueba.


Lo dispuesto en este artículo no resultará aplicable si el fiscal solicita la aplicación de una sanción privativa de libertad.


Artículo 56- Procedimiento abreviado. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, el procedimiento abreviado, regulado en los artículos 406 y siguientes del Código Procesal Penal, podrá también tener lugar durante la audiencia de preparación del juicio oral, a menos que la sanción solicitada por el fiscal sea privativa de libertad.


Artículo 57- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de ciento veinte días desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal deberá proceder a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior,


Previo al término de cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de treinta días.
Párrafo 5

Juicio oral y sentencia


Artículo 58.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral deberá realizarse dentro de los veinte días posteriores a la notificación de su auto de apertura. Su desarrollo se efectuará en forma continua y sin interrupciones, en una o más audiencias sucesivas. En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.


Deberán comparecer a la audiencia el fiscal, el adolescente imputado y su defensor. Su asistencia será condición de validez del juicio.


La audiencia del juicio oral se realizará con la presencia ininterrumpida de los jueces que integraren el tribunal y del fiscal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 258 del Código Procesal Penal.


Lo dispuesto en el inciso final del artículo 76 del Código citado respecto de la inhabilidad, se aplicará también a los casos en que, iniciada la audiencia, faltare un integrante del tribunal de juicio oral en lo penal


Cualquier infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes implicará la nulidad del juicio oral y de la sentencia que se dictare en él.


En todo caso, deberán ser notificados de la audiencia los padres del adolescente o quienes lo tuvieren a su cuidado y la víctima, quienes podrán hacerse acompañar por sus abogados. Finalizado el examen de las pruebas y, en caso de considerarlo conveniente, podrá el juez otorgar la palabra a la víctima, si se encontrare presente, para que haga uso de ella en forma personal o representada por su abogado.


Artículo 59.- Presencia del imputado en el juicio oral. El adolescente imputado tendrá derecho a estar presente durante toda la audiencia del juicio oral. En todo caso, el tribunal podrá autorizar su salida de la sala cuando éste lo solicite o podrá disponer su abandono de la misma, cuando así lo estime conveniente para la realización de algunas actuaciones específicas que pudieren afectar la integridad del adolescente o de un tercero que tenga derecho a intervenir o asistir al juicio.


Artículo 60.- Pena máxima a imponer. El tribunal no podrá determinar la aplicación de una sanción privativa de libertad si el fiscal no la hubiere solicitado, ni podrá exceder el tiempo de duración que éste hubiere pedido.

TÍTULO CUARTO

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS

Párrafo 1

Administración.


Artículo 61.- Centros de privación de libertad. Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad que se aplican bajo las modalidades señaladas en los artículos 30 y 31 de esta ley y a la medida de internación provisoria, existirán tres tipos de centros, respectivamente:

a)
Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.

b)
Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.

c)
Los Centros de Internación Provisoria. 


Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, podrá establecerse en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile.


La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo, se dispondrá en un reglamento establecido por decreto supremo, por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.


Artículo 62.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. En los centros a que se refiere el artículo anterior, se deberán desarrollar acciones específicas destinadas a respetar y promover los vínculos familiares del adolescente, como asimismo procurar el cumplimiento del proceso educativo y la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal. 


Artículo 63.- Normas de seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención de los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Artículo 64.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. La autoridad competente dictará normas que regulen el orden interno y la seguridad en los centros de privación de libertad a que se refiere esta ley. Dichas normas regularán el uso legítimo de la fuerza respecto de los adolescentes y deberán contener a lo menos los siguientes aspectos:

a)
La procedencia del uso de la coerción exclusivamente para impedir que el adolescente lesione a otro o a sí mismo o cause importantes daños materiales.

b)
El carácter excepcional del uso de la coerción, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control.

c)
El carácter restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica su utilización por el menor tiempo posible.

d)
La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, el encierro en celdas obscura y las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente.

e)
La prohibición de aplicar sanciones degradantes, crueles o humillantes respecto de los adolescentes.


Articulo 65.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan, deberán encontrarse contenidos en la normativa del establecimiento y deberán tener como único fundamento contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.


A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos deberá precisar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a)
Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina.

b)
El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer.

c)
La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.


Artículo 66.- Administración de los Centros de Privación de Libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores. 


Artículo 67.- Administración de las medidas que contempla la ley. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país, de los programas necesarios para ejecutar las medidas a que se refiere esta ley.


Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.


El Servicio tendrá entre sus obligaciones la de revisar periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de las instituciones colaboradoras y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos. 


El reglamento a que alude el inciso final del artículo 61 contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en el presente artículo.

Párrafo 2

Derechos y garantías de la ejecución


Artículo 68.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:

a)
Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;

b)
Ser informado de sus derechos y deberes, con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;

c)
Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones o programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;

d)
Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, a obtener una respuesta pronta, a solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y a denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y

e)
Contar con asesoría permanente de un abogado.


Artículo 69.- Derechos aplicables a las sanciones y medidas de privación de libertad. Además de los derechos establecidos en el artículo anterior, los adolescentes sometidos a una sanción de privación de libertad, tendrán derecho a:

a)
Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;


La integridad e intimidad personal;


Acceder a servicios educativos;


Que se revise periódicamente la pertinencia de la mantención 

de la sanción en conformidad con lo dispuesto en esta ley, como también a que se controlen las condiciones en que ella se ejecuta, y 

e)
La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial, con sus abogados.

Párrafo 3

Del control de ejecución de las sanciones.


Artículo 70.- Competencia en el control de la ejecución. Corresponderá al juez de garantía del lugar de cumplimiento de la sanción decretada, controlar la legalidad de su ejecución.


Artículo 71.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará el total cumplimiento de la misma a su término, por medio de oficio enviado al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.


Artículo 72.- Visita a los recintos privativos de libertad. El juez encargado del control de la legalidad de la ejecución de la sanción, deberá ceñirse íntegramente a lo dispuesto en los artículos 567 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales, en lo relativo a la visitas que practique a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la presente ley, debiendo darse especial cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 569 y 571 de dicho Código.


Artículo 73.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:

1.
Tratándose de la multa, se aplicará en forma substitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente hiciere uso del derecho que le reconoce el artículo 25, se aplicará la medida de libertad asistida por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 

2.
Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.

3.
Tratándose del incumplimiento grave, reiterado e injustificado de las medidas de la reparación del daño o de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma substitutiva la libertad asistida, con una duración máxima de 90 ó 180 días, respectivamente.

4.
El incumplimiento grave, reiterado e injustificado de la libertad asistida se sancionará con arresto de fin de semana por un período máximo de 8 fines de semana o con internación en régimen semicerrado, con una duración máxima de 60 días, a ser determinado según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.

5.
El incumplimiento grave, reiterado e injustificado del arresto de fin de semana dará lugar a la substitución de la sanción por internación en régimen semicerrado, por un período equivalente al número de semanas que faltaren por cumplir

6.
El incumplimiento grave, reiterado e injustificado de la internación en régimen semicerrado, podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los 90 días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la substitución, en forma definitiva, por un período no superior a los seis meses.

7.
El incumplimiento grave, injustificado y reiterado del régimen de libertad asistida al que fuere sometido el adolescente conforme lo dispone el inciso primero del artículo 33, facultará al juez para ordenar que se substituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado por el tiempo que resta.


Artículo 74.- Substitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de alguna de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá substituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere dado cumplimiento, al menos, a un tercio de su duración o cuantía.


Para estos efectos el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia pueden asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieran ejercido la tuición antes de su privación de libertad.

La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de substitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.


En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá substituirse por una de las sanciones previstas en las letras a), b), c), d) o e) del artículo 18.


Artículo 75.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad, podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta, por el tiempo que faltare.


Artículo 76.- Revocación de condena. El tribunal podrá revocar el cumplimiento del saldo de condena cuando en base a antecedentes calificados considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición, conforme lo dispuesto en el artículo 4º de la presente ley. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del 
artículo 74.


Para los efectos de resolver acerca de la revocación, el tribunal deberá contar con un informe favorable emanado del Servicio Nacional de Menores.




Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de revocación sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.

TÍTULO FINAL


Artículo 77.- Registro. El Servicio Nacional de Menores llevará un registro reservado sobre las sanciones impuestas.


Los registros o antecedentes derivados de la condena en contra de un adolescente por una infracción a la ley penal, sólo podrán ser conocidos por el Defensor Penal Público, el Ministerio Público y el tribunal para los efectos de determinar la sanción aplicable, una vez concluido el juicio oral o una vez que se haya dado lugar al procedimiento abreviado y éste haya también finalizado. El querellante y el defensor particular, para los mismos efectos, podrán requerir dicha información al Ministerio Público.


En todo caso, quienes en razón a su función hayan tomado conocimiento de dichos antecedentes, mantendrán la obligación de guardar reserva, respondiendo penalmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del Código Penal.


Artículo 78.- Cumplimiento de mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción juvenil a la ley penal fuere mayor de 18 años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las medidas contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de la presente ley hasta su término.


Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea necesario para efectos del control de la sanción. En todo caso, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de la presente ley debiendo ser administradas por el Servicio Nacional de Menores.


En los casos previstos en el presente artículo, el Servicio Nacional de Menores o las autoridades que correspondan, adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas menores de 18 años con los mayores de edad, y de éstos respecto de los condenados o procesados conforme a la ley penal de adultos.


Artículo 79.- Agravante especial. Las personas que de acuerdo a esta ley tengan la custodia o el cuidado de adolescentes imputados o condenados por una infracción a la ley penal y que en el ejercicio de sus funciones cometieren un delito en su contra, serán sancionadas con la pena señalada al respectivo delito en su grado máximo.

Artículo 80.- Especialización. Para los efectos de lo previsto en el artículo 38, la Academia Judicial deberá considerar en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial, la dictación del curso de especialización a que esa norma se refiere. 


En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser cumplido sobre la base de antecedentes que acrediten el cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial.


Artículo 81.- Restricción de libertad de menores de 14 años. Si se sorprendiere a una persona menor de 14 años en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente, constituiría una infracción a la ley penal, los agentes policiales ejercerán todas las potestades que les otorga la ley para restablecer el orden y la tranquilidad públicas, o dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.


Las restricciones a la libertad que se impusieren en tal caso, sólo deberán durar el tiempo que sea estrictamente indispensable para el logro de los objetivos indicados, no pudiendo exceder de 12 horas.


Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres o personas que lo tengan legalmente a su cuidado. De no ser ello posible, se le entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación parental.


En los casos en que no se encontrare a ningún adulto que se haga responsable del niño o tratándose de una infracción grave, deberá ser puesto a disposición del Servicio Nacional de Menores, a objeto de que dicho Servicio procure su adecuada protección.


Artículo 82.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a)
Substitúyese el número segundo del artículo 10 por el siguiente:


“El menor de 18 años. Sin perjuicio de lo anterior la responsabilidad de los menores de 18 años pero mayores de 14, será establecida de acuerdo a lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.

b)
Derógase el número tercero del artículo 10.

c)
Derógase el inciso primero del artículo 72.


Artículo 83.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

a)
Derógase el artículo 16.

b)
En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.

c)
Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.

d)
En el inciso segundo del artículo 19, suprímese la siguiente frase: “con arreglo a lo dispuesto por el artículo 28 de la presente ley, de todos los asuntos en que aparezcan menores inculpados de crímenes, simples delitos y faltas, y”.

e)
Deróganse los números 9º y 10º del artículo 26.

f)
Deróganse los artículos 28 y 29.

g)
Derógase el inciso segundo del artículo 31.

h)
Deróganse los incisos tercero y cuarto del artículo 51.

i)
Deróganse los artículos 58 y 65.

j)
Substitúyese el artículo 71 por el siguiente:


“El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, determinará los centros de tránsito y distribución existentes y su localización.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- La presente ley entrará en vigencia luego de seis meses de su publicación en el Diario Oficial.


El reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 61 de la presente ley, deberá dictarse dentro de dicho término.


Artículo 2º.- La composición del tribunal oral prevista en el artículo 39, en lo relativo al juez del tribunal de familia que le corresponderá integrarlo para el conocimiento de los procesos incoados en virtud de la presente ley, comenzará a regir el día 1 de marzo siguiente a la fecha en que entre en vigencia la ley que crea los Tribunales de Familia. Previo a ello, el tribunal estará integrado únicamente por miembros del tribunal oral en lo penal que corresponda de acuerdo a las reglas establecidas en el artículo 40.


Artículo 3º.- Dentro de los dos primeros años de vigencia de la presente ley, la Academia Judicial deberá impartir los cursos de especialización respectivos para los jueces de garantía, los de letras con competencia de garantía y los de juicio oral en lo penal que vayan a asumir el conocimiento de las causas de adolescentes infractores a la ley penal. Sin perjuicio de lo anterior, en el tiempo intermedio y mientras no se cuente con jueces especializados, podrán asumir las funciones judiciales quienes no tengan la correspondiente especialización.

-o-


Sala de la Comisión, a 6 de julio de 2004.


Continúa como diputado informante al señor Juan Bustos Ramírez.


Acordado en sesión de igual fecha con la asistencia de los diputados señores Juan Bustos Ramírez ( Presidente), señoras María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Forni Lobos, Nicolás Monckeberg Díaz, Aníbal Pérez Lobos y Gonzalo Uriarte Herrera.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.
11. Informe de la Comision de Trabajo y Seguridad Social, recaido en el proyecto de ley que crea juzgados laborales y de cobranza laboral y previsional en las comunas que indica. (boletin N° 3368-13)
“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea juzgados laborales y de cobranza laboral y previsional en las comunas que indica.


A las sesiones que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistieron el señor ministro de Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra; el señor Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano Quintana ;la señora Subsecretaria de Seguridad Social, doña Macarena Carvallo Silva; el señor Subsecretario del Trabajo, don Jerko Ljubetic Godoy y el Asesor de esa cartera de Estado don Francisco Del Río Correa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Consideraciones preliminares.-


Una de las preocupaciones fundamentales que han expresado diversos sectores al participar en los debates sobre modificaciones laborales, en especial en lo relativo al contrato individual de trabajo (1992) y en materia de organizaciones sindicales y negociación colectiva, (2000), es aquella que se refiere a la posibilidad cierta de hacer efectivos estos derechos que consagra la ley de fondo en el Código del Trabajo, teniendo en cuenta que nuestro sistema judicial, en general, presenta severos problemas estructurales en cuanto a su cobertura, oportunidad y acceso de los sectores económicamente más débil.


En efecto, el diagnóstico general sobre nuestro sistema de administración de justicia ha implicado que diversas administraciones lleven adelante un conjunto de políticas públicas orientadas a mejorar sustantivamente el acceso a la justicia.


Ello se ha expresado, por ejemplo en la formación del Foro para la Reforma Procesal Penal, que dio lugar a la creación de un nuevo sistema de administración de justicia en este ámbito. De la misma forma, existe un fuerte proceso de revisión en materia de tribunales de familia y tributarios.


De esta forma, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, impulsó hacia el año 2002 un debate profunda y amplio sobre las bases para una reforma de la administración de justicia en el ámbito laboral. Dicho debate dio origen al Foro para la Reforma de la Justicia Laboral y Previsional, que convocó a sectores académicos, gubernamentales, de abogados laboralistas y asesores de empresas, de trabajadores y empleadores, destacándose además la participación de jueces y Ministros de Corte y el apoyo relevante de la OIT a través de su oficina técnica en nuestro país


Entre las varias materias que trató este foro, se encuentra la creación de nuevos tribunales del trabajo a fin de ampliar la cobertura de la administración de justicia en el mundo del trabajo, al tiempo de proveer las capacidades judiciales necesarias para desarrollar la reforma de fondo que constituye el establecimiento de un procedimiento laboral basado en la oralidad del procedimiento y la inmediación del juez.


En este sentido, cabe destacar que al año 1970 existían en el país 30 tribunales del trabajo, absorbiendo la atención a una fuerza laboral de 1.5 millones de trabajadores. Hacia el año 1981, el gobierno de la época determinó que la competencia laboral debía pasar a ser parte integrante de la jurisdicción común civil, suprimiéndose los tribunales especializados, radicándose sus causas en los tribunales de letras.


Ello nuevamente fue modificado hacia 1987, año en que se repusieron los tribunales laborales, pero en un número menor al anteriormente existente aún considerando que la fuerza laboral había más que duplicado su número.


Estas y otras circunstancias, como el conocimiento de causas de cobranza previsionales también por estos juzgados, llevaron al mencionado Foro de la Justicia Laboral y Previsional a determinar la necesidad de crear más tribunales del trabajo, con el elemento adicional de que se estimó del caso incluir en cuanto a separar la cobranza previsional de las causas del fondo, para lo cual se propone crear un número de tribunales especiales dedicados exclusivamente a estos procedimientos en forma concentrada y utilizando todos los medios tecnológicos de que hoy día se dispone.


De esta forma, el proyecto en informe considera la elevación del número de tribunales del trabajo y la creación de tribunales especializados de cobranza, introduciendo la modalidad de dos o tres jueces por tribunal a fin de aprovechar las economías de escala que significa la administración conjunta de estas entidades. Asimismo, los tribunales de cobranza se consideran en los principales centros productivos del país y se establece el mantenimiento de la jurisdicción común en aquellas localidades en que el juez de letras ha mantenido el conocimiento de estas causas.


Cabe destacar, finalmente, que el ejecutivo ha señalado que el establecimiento de tribunales nuevos y de su distribución, responden a precisos cálculos actuariales basados en los ingresos de causas laborales y de cobranza en cada tribunal, asociado ello a otras estadísticas proporcionadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

2.
Fundamentos del proyecto.-


Esta iniciativa se enmarca dentro de una serie de esfuerzos para modernizar la justicia laboral y previsional, la cual deberá ser reformada siguiendo principios procesales como la especialidad, la concentración, la publicidad, la inmediación, la contradicción y la oralidad. Todas estas iniciativas, en conjunto, deben tender a lograr una justicia que sea accesible a toda la población y que trabaje con celeridad para resolver los conflictos de relevancia jurisdiccional de manera oportuna, justa y en condiciones objetivas de imparcialidad. La modificación a la justicia laboral y previsional debe eliminar cualquier distancia entre el juez, el proceso y las partes. Los litigantes deben percibir directamente que el juez escucha y resuelve sobre la base de las pruebas y alegatos presentados en un solo acto y no por argumentos ajenos al proceso.


La especialización es uno de los principios que guía este proyecto, y ella nace fruto de la complejidad de las relaciones económicas y de las normas que regulan el Derecho Laboral y la Seguridad Social, pues ellas reclaman ser conocidas por jueces especialmente formados en los principios rectores de esta rama del derecho, el que responde a criterios diversos del Derecho Civil y Comercial. El Derecho Civil se funda en los principios de la autonomía de la voluntad, libertad contractual, renunciabilidad de los derechos e igualdad de las partes. En tanto, el Derecho del Trabajo tiene un claro carácter tutelar de la parte más débil de la relación laboral, que determina la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador y una fuerte restricción a la libertad contractual, entre otros principios propios y distintivos.


En cuanto al Derecho de la Seguridad Social, el Estado, por mandato constitucional, debe garantizar a las personas el acceso a la Seguridad Social, otorgando prestaciones básicas uniformes sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas.


Esta diversidad de fundamentos, exige una judicatura laboral y previsional especializada en todos aquellos territorios jurisdiccionales en que exista una carga de trabajo que razonablemente lo justifique. Actualmente, sin embargo, importantes ciudades del país, como Copiapó, Talca, Chillán, Temuco y Puerto Montt, con un alto índice de actividad económica, carecen de juzgados del trabajo, debiendo ventilarse los asuntos laborales en tribunales civiles o de competencia común.


Finalmente, los nuevos tribunales que se crean, deben estructurarse de tal modo que respondan a las exigencias de un despacho judicial eficiente y tengan la necesaria coherencia con las ideas que a este respecto se han aplicado a las demás áreas en que se ha emprendido la modernización de nuestro sistema judicial. Junto con el aumento de la oferta de órganos jurisdiccionales especializados en materia laboral y previsional, este proyecto busca cambiar el diseño organizacional de los tribunales a fin de maximizar los recursos judiciales, profesionalizar y descentralizar la gestión administrativa del juzgado, siguiendo el modelo de los nuevos tribunales penales y de familia.

3.
Contenido del Mensaje.-


Siguiendo los principios de acceso expedito, especialización y celeridad de la justicia laboral y previsional, este proyecto de ley tiene los siguientes objetivos:

a.
Aumento significativo de los jueces del trabajo y profundización de la especialización.


La creación de nuevos tribunales especializados en lo laboral obedece (fundamentalmente- a la incidencia de causas laborales en el territorio jurisdiccional respectivo. 


En efecto, las causas ingresadas para los juzgados ordinarios de primera instancia justifican -en algunas comunas- la creación de juzgados laborales. El análisis del volumen de casos se ha hecho de acuerdo a una metodología que pondera mayormente las causas ordinarias o declarativas. Diversas entrevistas realizadas con jueces de primera instancia muestran un menor esfuerzo de trabajo jurisdiccional en el caso de las causas ejecutivas. A través de este método, se buscó que los juzgados mantuvieran una carga homogénea y adecuada de trabajo con el fin de garantizar un acceso eficiente y equitativo de trabajo jurisdiccional.


Profundizando la especialización en los asuntos que conocen los tribunales, este proyecto propone crear tribunales dedicados exclusivamente a la cobranza de obligaciones que emanen de títulos a los cuales las leyes laborales y de previsión social o seguridad social otorguen mérito ejecutivo, en aquéllas ciudades en que se concentran mayoritariamente este tipo de causas: Valparaiso-Viña del Mar, Concepción, San Miguel y Santiago.


La existencia y funcionamiento de tribunales de cobranza laboral y previsional generará dos efectos importantes. Directamente, liberarán de carga de trabajo a los actuales tribunales laborales, lo cual les permitirá concentrarse en conflictos propiamente declarativos. Indirectamente, disminuirán el universo de morosidad en materias de Seguridad Social. Este segundo efecto, permitirá a un número importante de trabajadores obtener una pensión que supere aquella básica garantizada por el Estado, lo que significa una mejor calidad de vida para los futuros adultos mayores y una reasignación de recursos fiscales hacia otros proyectos de inversión social.

b.
Una nueva estructura para estos tribunales especializados, en consonancia con la reforma a la justicia. 


Siguiendo los criterios y normas de los tribunales penales y de familia, se propone reorganizar la administración de la justicia laboral y previsional, racionalizando las funciones de sus actores, perfeccionando la gestión pública y maximizando el gasto en el sector justicia. El diseño que se propone sigue las características de los nuevos tribunales, profesionaliza y descentraliza la gestión administrativa de los juzgados y libera al juez de dichas labores, permitiéndole concentrarse en funciones propiamente jurisdiccionales. 


De esa forma, se propone definir las plantas profesionales y especializadas para el funcionamiento de los juzgados, generar unidades especializadas al servicio de los distintos procedimientos ordinarios o ejecutivos, introducir el concepto de “juzgados unipersonales de composición múltiple” para lograr economías de escala y especializar la función administrativa de los tribunales.


Al mismo tiempo, estos juzgados especializados -siguiendo la línea de los tribunales de la reforma procesal penal y del proyecto de Tribunales de Familia- no tendrán el cargo de secretario actualmente existente en la planta de cada Juzgado de Letras, en la línea de la profesionalización de la gestión administrativa y la concentración del personal letrado en las funciones jurisdiccionales.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es modernizar la justicia laboral y previsional dotándola de tribunales especializados que respondan a los principios de contradicción, oralidad, inmediación y contradicción.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en quince artículos permanentes, y siete transitorios.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.

En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión los artículos 1º; 2º; 7º; 8º; 9º; 12º; 13º; 14º; 15º permanentes y 1º; 2º; 3º; 4º; 5º y 6º transitorios, del proyecto de ley en informe son de rango orgánico constitucional.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISION.

Vuestra Comisión recibió al señor Ministro de Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra; al señor Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano Quintana; a la señora Subsecretaria de Seguridad Social, doña Macarena Carvallo Silva; al señor Subsecretario del Trabajo, don Jerko Ljubetic Godoy; al Asesor de esa cartera de Estado don Francisco Del Río Correa; el señor Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, don Arturo Martínez Molina; el señor Alvaro Pizarro Maas; el señor Presidente de la Asociación de Abogados Laboralistas de Chile, don Diego Corvera; el señor Carlos Urenda de la Corporación de la Producción y del Comercio; el señor Pablo Damper del Instituto Libertad y Desarrollo; el señor Ricardo Yuri Sabaj, del Departamento de Derecho del Trabajo de la Universidad de Chile; el señor Patricio Mella, del Departamento de Derecho del Trabajo de la Universidad de Concepción; el señor Francisco Tapia Guerrero del Departamento de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Chile; don Héctor Mery de la Cámara Nacional de Comercio; la Abogada Integrante de la Corte de Apelaciones de San Miguel, señora Maria Eugenia Montt, y la señora Ana María Arratia, Jueza del 2º Juzgado del Trabajo de San 
Miguel. Todos ellos hicieron valiosos aportes al trabajo de vuestra Comisión y entregaron notas y memorandos que se encuentran a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de ella.

V. ARTICULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.

A juicio de vuestra Comisión, el proyecto en informe debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda de esta Corporación, respecto de sus artículos 1º; 3º; 4º; 5º; 8º; 9º; 10º; 11º; 15º permanentes, y 1º y 7º transitorios.

VI. DISCUSION GENERAL.

El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión de fecha 28 de octubre de 2003 por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Dittborn; Hernández; Monckeberg; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Navarro; 
Prieto; Salaberry; Seguel; Tapia y Vilches.


Durante su discusión general, el señor ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que este proyecto, conjuntamente con los que modifican el procedimiento laboral y el de cobranza previsional, se originó, básicamente, a partir del dignóstico del Foro para la Judicatura Laboral y Previsional, y que tienden a otorgar mayores márgenes de protección para todos los trabajadores y trabajadoras del país, a partir de los avances registrados en nuestra legislación producto de las últimas reformas laborales.


Subrayó el hecho de que resulta indudable que es necesario mejorar cuantitativamente la justicia laboral, puesto que un avance cualitativo, mejor procedimiento, modernización de las instituciones, no surtirá el efecto de mejorar la situación actual si no se acompaña de la creación de un número adecuado de tribunales especializados, sin perjuicio de reconocer el marco restrictivo del gasto fiscal.

Asimismo, la señora Subsecretaria de Seguridad Social señaló que el diagnóstico actual de nuestra justicia laboral no es satisfactorio en cuanto a los recursos disponibles para satisfacer la demanda de causas laborales que ingresan y en cuanto a la celeridad de los procedimientos para resolver los conflictos del trabajo. Las actuales condiciones en que se desempeña esta rama de la justicia, hacen imposible, en la mayoría de los casos, esa agilidad y eficiencia, no obstante el tesón y esfuerzo con que los jueces del trabajo realizan su tarea. En general, la escasez de tribunales especializados, la sobrecarga de trabajo que existe en aquellos, la rigidez y ritualidad de los procedimientos laborales son características que describen el estado de nuestra judicatura laboral.

Manifestó que a lo anterior se agrega el hecho de que a los tribunales del trabajo se les ha entregado la competencia para conocer de las causas de cobranza previsional, lo que provoca graves dificultades y distorsiones en el desempeño de estos tribunales. Actualmente a lo menos el 80% de las causas que ingresan a los juzgados especializados del trabajo son de cobranza previsional.


Agregó que la sobrecarga de los tribunales laborales especializados es crítica, ya que uno de los beneficios esperados de esta judicatura, la celeridad, se desvanece. La especialización debe ir acompañada de un número suficiente de jueces especiales para surtir sus efectos positivos. La justicia del trabajo especializada en las principales ciudades del país, y especialmente en Santiago, se encuentra sobrepasada por la demanda de causas que ingresan al sistema judicial. Por ejemplo, un comparendo de contestación de la demanda, conciliación y prueba, en promedio se cita para un plazo no inferior a cinco meses desde la presentación de la demanda. El efecto social de dicha demora aparece con toda crudeza en el caso del trabajador despedido, que generalmente no cuenta con ingresos para subsistir durante ese período. Basta señalar que más del 70% de las causas laborales ordinarias lo son por despido.


Finalizó señalando que otra consecuencia de la lentitud del proceso laboral es el alto grado de deserciones o abandono de las causas en distintas etapas del proceso. La excesiva duración del proceso y las dificultades para obtener el cumplimiento de lo ordenado en el fallo, genera frustración en los demandantes para obtener por vías legales su pretensión.


Por su parte el señor Subsecretario de Justicia manifestó que es necesario contar con una judicatura especializada, ágil y eficiente, que haga efectivos los derechos que a los trabajadores confiere la legislación laboral y de Seguridad Social.

Señaló, además, que la propuesta legilativa de creación de tribunales laborales y de cobranza laboral y previsional se enmarca en la necesidad, presente en las últimas reformas laborales, de avanzar no sólo en materia de establecimiento o reconocimiento de derechos a los trabajadores, si no que de otorgarles tambien un marco de protección adecuado y aficaz.


Explicó que el proyecto no se debe analizar únicamente desde la perspectiva del artículo 1º, puesto que los artículos 13º y siguientes tambien consideran la creación de otros juzgados, y que su distribución y organización no se basa en índices de concentración poblacional de una u otra comuna o agrupación de comunas, si no que se basa en estadísticas de litigios laborales y previsionales, y en ese sentido la propuesta formativa es el resultado de un doble esfuerzo, el del Foro para la judictura laboral y el de analisis de las estadísticas.


Cabe señalar que vuestra Comisión contó con la opinión de la Excma. Corte Suprema, manifestada a través de oficio, destinado a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República, relativo a los tres proyectos de ley de la denominada “reforma a la judicatura laboral y previsional”, que en lo que nos convoca señaló que:


“1) Se esperaba que la reforma de la justicia laboral y previsional considerara no solamente tribunales especializados para la primera instancia sino que también para la segunda instancia lo que, lamentablemente, no ocurre en los proyectos que se informan.


Al margen de que no resulta conveniente recargar el trabajo que las Cortes de Apelaciones con esta jurisdicción especial, de atención preferente en su vista y fallo, en presencia de la labor que les significa y significará la reforma procesal penal, es de toda evidencia la necesidad de crear, para la segunda instancia en estas materias, ya sea Cortes Especiales o bien Salas Especializadas y, en esta última hipótesis, la consiguiente generación de los cargos de Ministros indispensables para ello.


2) Se propone la creación de un número de tribunales especializados de primera instancia altamente insuficiente para los fines que se persiguen.


En efecto, resulta fundamental para el cumplimiento de los objetivos tenidos en cuenta con el proyecto la existencia de un número adecuado de jueces que así o permita so pena -cabe insistir- de verse frustradas tales finalidades.


A ese respecto es útil destacar, a vía de ejemplo, que actualmente existe un total de 9 juzgados de Letras del Trabjo con asiento en la comuna de Santiago lo que supone, por ende, una dotación de otros tantos jueces de letras, a los que cabe añadir los Secretarios de cada uno de sus tribunales que, como se sabe, ejercen funciones de carácter jurisdiccional en materias jecutivas. Por lo tanto, se tiene que, para afrontar el conocimiento de los asuntos de orden laboral, en el ejemplo en comento, se cuenta en la actualidad con un total de 18 jueces.


En su reemplazo, se propone crear 3 juzgados con un total de 17 jueces en la Región Metropolitana de Santiago, con competencia en la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Los Espejo, lo cual importa, desde luego, un aumento significativo de tribunales, que resultará insuficiente para atender debidamente el exceso de litigios que ingresan a estos tribunales.


Es menester tener también presente que, según lo propuesto, la audiencia única de primera instancia ha de desarrollarse, en su totalidad, ante el Juez de la causa, el que debe presidirla y quien no puede delegar su ministerio, bajo sanción de nulidad insaneable, lo cual resulta inviable en la práctica, por la carga de trabajo que los jueces habrán de soportar, máxime si se considera que se propone la eliminación de los Secretarios de Juzgados que -como se dijo- desarrollan hoy una importante función jurisdiccional. Es manifiesto, entonces, que existirán menos profesionales idóneos en cada nuevo tribunal.


A lo anterior se agrega que si el juez ha de estar pendiente de cada juicio y asistiendo a cada audiencia única, no se ve cómo será ello posible en los juzgados de competencia común, en los que el juez tiene también otras obligaciones y responsabilidades.


Por otra parte, el número de los nuevos juzgados llamados “de cobranza” es también insuficiente, dada la enorme cantidad de litigios que habrían de conocer.”


Asimismo señaló -la Excma. Corte-, en particular, que:

1)
En el nuevo artículo 421 del Código del Trabajo que se propone, en lugar de expresar “juicios en que se demandan el cumplimiento de obligaciones”, convendría decir “juicios sobre el cumplimiento de obligaciones”, pues puede haber litigios sin previa demanda, cuando el tribunal actúa de oficio, como ocurre con el cumplimiento de sentencias ejecutoriadas, según los artículos 477, 480 y 482 introducidos al Código del Trabajo por el proyecto del Mensaje 4-350 (que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el libro V del Código del Trabajo).
2)
Además, en este proyecto sobre creación de juzgados puede advertirse una inconsistencia en lo tocante al cumplimiento de aquellas sentencias declarativas ejecutoriadas referentes a la obligación de pagar cotizaciones previsionales y de seguridad social.


Según el nuevo artículo 476 del Código del Trabajo que el mensaje 4-350 propone, la sentencia de término será notificada a los entes administrativos de losrespectivos sistemas de seguridad social, con el objeto de que éstos hagan efectivs las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley 3.500, según corresponda.


Pero ello no es muy consistente con la ejecución de oficio de tal sentencia declarativa que prescriben, en general, los artícuklos 477, 478, 480 y 482 que también se introducen en el Código del Trabajo.

3)
Las modificaciones al Código del Trabajo que se proponen en los números 2, 3, 4 y 5 del proyecto, ya han sido consideradas en el Mensaje 4-350, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo.
4)
En el artículo 2 transitorio, N°3, inciso 2°, se sugiere optar por el sistema de ternas sucesivas y no simultáneas, como se propone en el proyecto.
5)
Se sugiere, además, entregar al Administrador del Tribunal facultades o labores propias de un Ministro de Fe, ante la eliminación de los Secretarios, función indispensable para los efectos, particularmente, de las ejecuciones correspondientes.”


Concurrió, especialmente invitado, el señor Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, don Arturo Martínez Molina, quien intervino ante vuestra Comisión refiriendose a la reforma a la judicatura laboral y previsional en su contexto global, pero señaló con particular atención que “desde hace décadas la judicatura laboral es una rama disminuida del Poder Judicial, con muy escasos recursos que determinan un número de tribunales absolutamente insuficiente. Muchos magistrados vienen de otras jurisdicciones penales o civiles, sin recibir una capacitación previa, careciendo de especialidad en la materia.”


Agregó que se requiere el “establecimiento de más juzgados del trabajo, resolver el tema de las cobranzas laborales y previsionales como una forma de reestablecer el estado de derecho para los trabajadores, ....”


Asimismo, resulta de particular interés reproducir parte de la opinión entregada por la Asociación Nacional de Magistrados, quienes expresaron, en lo que denominaron aspectos orgánicos, lo siguiente:


“-Organización de Tribunales. Existe acuerdo en validar la nueva organización de tribunales sobre el esquema de juzgados unipersonales de composición múltiple, aprovechando la experiencia que en tal materia aporta la implementación del sistema procesal penal.


-La desvinculación del Juez de cuestiones administrativas y la organización se presenta como funcional y necesaria a la especialización.


-Hay acuerdo en la eliminación del cargo de Secretario, y en la entrega de tales funciones a un ente de administración integrado por funcionarios especializados en materias administrativas y contables. Se estima justo y adecuado integrar a los Secretarios al sistema reformado, recogiendo su experiencia jurisdiccional en la especialidad, a través de un derecho preferente para integrar las ternas respectivas para llenar los cargos de jueces del trabajo que se crean.


-Se estima suficientemente salvaguardados los derechos funcionarios de los miembros de ambos escalafones.


-Número de tribunales. Se percibe como inadecuado el número de Tribunales especializados (especialmente en regiones), tanto porque se estiman insuficientes en algunas ciudades (Iquique, Punta Arenas, por ejemplo) cuanto porque se advierte que otras localidades importantes quedan inexplicablemente al margen de la especialización (sólo a título ilustrativo puede mencionarse a Arica).


-Se advierte, con preocupación, que la determinación del número de jueces de tribunales de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción que efectúa el proyecto, al basarse en criterios de ingreso de causas previos a la reforma, haya omitido la consideración de variables significativas, como el aumento en las competencias (la acción de tutela de derechos fundamentales, por ejemplo, asociada a la obligación de denunciar infracciones de esa naturaleza de la Dirección del Trabajo permite aventurar razonablemente un significativo aumento) y la mayor demanda por justicia que conlleva la introducción de procedimientos más ágiles de solución de controversias, factores que -en conjunto- pueden significar un rápido aumento de demanda por justicia laboral.


Se teme que tales factores, sumados a la creciente complejidad de los asunto,s pueden contribuir a una rápida saturación y consecuencial retraso en el trabajo de los nuevos tribunales, a poco andar de la puesta en marcha del sistema.


-Tribunales especializados. Es indispensable, de cara a la especialización que se pretende, que se introduzca una estructura orgánica que contemple a la par, tribunales especializados de fondo y juzgados de cobranza, en un mismo territorio jurisdiccional, para evitar un conjunto de efectos indeseables sobre los primeros en los casos en que no se contemple la existencia conjunta de tales tribunales (cuestión que se observa en ciudades como Iquique, Antofagasta, Copiapó y otras en que se crean juzgados especializados “de fondo” y no se crean juzgados de cobranza). 


Advertimos la inconveniencia, conforme a los objetivos de la reforma y la organización interna de los tribunales, de mantener la etapa de cumplimiento incidental en el mismo tribunal que dictó la sentencia y de radicar en tales tribunales la cobranza previsional en los casos en que no existan juzgados de cobranza (modificación al artículo 9 de la ley 
Nº 17.322) Tal situación obligará a los nuevos tribunales especializados, concebidos para el desarrollo del juicio oral declarativo y de amparo, a encargarse también de un procedimiento que, precisamente ha querido ser sustraído de la esfera de sus competencias.


Ha de hacerse el esfuerzo de crear juzgados de cobranza previsional en los mismos territorios jurisdiccionales en que se crean juzgados del trabajo.


-Responsabilidad disciplinaria del juez.. No se condice con la lógica que inspira el proyecto en materia orgánica (sustracción de las labores administrativas a los jueces para avocarlos únicamente a las labores jurisdiccionales) mantener la responsabilidad disciplinaria por infracción al deber de gratuidad que deben observar los receptores (artículo 431).

Se estima que tal supervigilancia ha de recaer en el Administrador, pudiendo imponerse al juez, un mandato general de velar por el estricto cumplimiento de tal norma.”


Por su parte el señor Presidente de la Asociación de Abogados Laboralistas de Chile señaló, entre otras cosas, que para que esta reforma sea eficaz y no se frustren sus objetivos resulta indispensable aumentar la dotación de órganos jurisdiccionales a un numero compatible con las necesiades del país y con el propósito explícito de la reforma de posibilitar una justicia oportuna y atendida personal y efectivamente por el juez.


Convocados por vuestra Comisión, concurrieron, además, ante ella numerosos expertos y especialistas en temas laborales, tales como los Directores de los Departamentos de Derecho Laboral de las Universidad de Chile, Pontificia Universidad Católica de Chile, y de la Universidad de Concepción, y ministros y jueces de tribunales que atienden estas materias, quienes realizaron valiosos aportes y entregaron documentos que se encuentran a disposición de los interesados en la Secretaría de la Comisión, y que al manifestarse en general sobre las propuestas formuladas por el Ejecutivo, coincidieron en la necesidad de aumentar el número de tribunales destinados a conocer de las causas laborales y de cobranza laboral y previsional, frente al exceso de tiempo y trabajo que representa el actual sistema para la judictura nacional.


Por su parte, los señores Diputados integrantes de esta Comisión expresaron que sin perjuicio de reconocer que un cambio sustantivo en materia de aumento de tribunales con competencia laboral y de cobranza laboral y previsional pasa, necesariamente, por la creación de un número de tribunales muy superior al que el Mensaje en informe crea, no es posible desconocer que la iniciativa constituye un avance en la judictura laboral, particularmente necesario para la protección de los derechos de los trabajadores y trabajadoras del país.


Señalaron, con especial preocupación, que la distribución de los tribunales y jueces, particularmente en la Región Metropolitana, debe modificarse, o bien aumentarse el número considerado originalmente, con el objeto de resolver los altos índices de demanda por un mejor acceso a la justicia laboral y previsional de los trabajadores que laboran en industrias o empresas con domicilio en comunas del sector sur de la capital.


Coincidieron, además, en la necesidad de crear Salas especializadas en segunda instancia, con el objeto de evitar que los avances en la celeridad en la primera instancia se pierdan irremediablemente en los tribunales de alzada.

VII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION EN GENERAL.


No hubo en el seno de vuestra Comisión opiniones disidentes al acuerdo de mayoría.

VIII. DISCUSION PARTICULAR.


Vuestra Comisión, en sus sesiones ordinarias celebradas los días 4 de noviembre de 2003 y 20 de abril de 2004, sometió a discusión particular el proyecto de ley adoptándose los siguientes acuerdos:

a)
aprobar por la unanimidad de los diputados presentes en la Sala, los artículos que no fueron objeto de indicaciones, y 

b)
adoptar por mayoría de votos, y en algunos casos que se señalan, por unanimidad, los siguientes acuerdos respecto del resto de su articulado, el que se reproduce para su mejor comprensión.


Artículo 1º.- Créase un Juzgado de Letras del Trabajo, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican:

a)
Primera Región de Tarapacá:


Iquique, con un juez, con competencia sobre la misma comuna;


Sometido a votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y cuatro abstenciones.

b)
Segunda Región de Antofagasta:


Antofagasta, con un juez, con competencia sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda;


Sometido a votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y cuatro abstenciones.

c)
Tercera Región, de Atacama:


Copiapó, con un juez, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla;


Sometido a votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y tres abstenciones.

d)
Cuarta Región, de Coquimbo:


La Serena, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coquimbo, La Serena y La Higuera;


Sometido a votación fue rechazado, en segunda votación, por cuatro votos en contra, dos a favor y tres abstenciones, luego de haber recibido tres votos a favor, tres en contra y cuatro abstenciones.

e)
Quinta Región, de Valparaíso: 


Valparaíso, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan 
Fernández, Viña del Mar y Concón;


Sometido a votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y cuatro abstenciones.

f)
Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins:


Rancagua, con un juez, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Graneros, 
Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar;


Sometido a votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y tres abstenciones.

g)
Séptima Región, del Maule:


Talca, con un juez, con competencia sobre las comunas de Talca, Pelarco, Río Claro, San Clemente, Maule, Pencahue y San Rafael; y


Sometido a votación fue aprobado, en segunda votación, por cuatro votos a favor, tres en contra y una abstención, luego de haber obtenido dos votos a favor, tres en contra y tres abstenciones.

h)
Octava Región, del Bío-Bío:


Chillán, con un juez, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo; 


Concepción, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz, Chiguayante y Talcahuano; 


Sometido a votación fue aprobado, en segunda votación, por cinco votos a favor, ninguno en contra y tres abstenciones, luego de haber obtenido cuatro votos a favor, ninguno en 
contra y cinco abstenciones.

i)
Novena Región, de La Araucanía:


Temuco, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, 
Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas;


Sometido a votación fue aprobado, en segunda votación, por cinco votos a favor, ninguno en contra y tres abstenciones, luego de haber obtenido tres votos a favor, ninguno en contra y cinco abstenciones.

j)
Décima Región, de Los Lagos:


Puerto Montt, con un juez, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y 
Cochamó;


Sometido a votación fue aprobado, en segunda votación, por cinco votos a favor, uno en contra y cuatro abstenciones, luego de haber obtenido dos votos a favor, ninguno en contra y cuatro abstenciones.

k)
Décimo Segunda Región, de Magallanes y Antártica Chilena:


Punta Arenas, con un juez, con competencia sobre las comunas de las provincias de 
Magallanes y Antártica Chilena;


Sometido a votación fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra y tres abstenciones.

l)
Región Metropolitana de Santiago:


Santiago, con diecisiete jueces, agrupados en tres juzgados, el Primer y el Segundo Juzgados con seis jueces cada uno y el Tercer Juzgado con cinco jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y


San Miguel, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.


Sometido a votación fue rechazada por cinco votos en contra, dos a favor y dos abstenciones.


Artículo 3º.- Los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen: 


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, un encargado de toma de actas, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar. 


Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, dos encargados de toma de actas, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar. 


Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, un administrativo primero, dos administrativos segundos, dos administrativos terceros, tres encargados de sala, cinco encargados de toma de actas, dos encargados de atención de público, tres receptores y un auxiliar. 


Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, un administrativo primero, dos administrativos segundos, dos administrativos terceros, tres encargados de sala, seis encargados de toma de actas, tres encargados de atención de público, tres receptores y dos auxiliares. 


Sometido a votación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala de la Comisión.


Artículo 8º.- Créase un Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indica:

a)
Valparaíso, con un juez, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan 
Fernández, Viña del Mar y Concón;

b)
Concepción, con un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz y Chiguayante; 

c)
San Miguel, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y

d)
Santiago, con seis jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.


Sometido a votación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la Sala de la Comisión.

IX. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISION.


Con ocasión del debate habido en la discusión en particular del proyecto se rechazaron o se declararon inadmisibles las siguientes indicaciones:

Al artículo 1º

Del diputado señor Navarro

-Al artículo 1º letra h) para reemplazar “Concepción, con dos” por “Concepción con tres”.


Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.


-Al artículo 1º letra l) para reemplazar “Santiago, con diecisiete jueces” por “Santiago con dieceseis jueces”.


Sometida a votación fue rechazada por cuatro votos en contra, uno a favor y dos abstenciones.


-Al artículo 1º letra l) para reemplazar “Primer y Segundo Juzgados con seis jueces” por “Primer y Segundo Juzgados con cinco jueces”.


Sometida a votación fue rechazada por cuatro votos en contra, uno a favor y dos abstenciones.


Del Diputado señor Riveros


-Al artículo 1º letra l), inciso final, para agregar “San Bernardo”.

Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.


Del Diputado señor Seguel


-Para reemplzar “San Miguel con dos jueces” por “San Miguel con tres jueces”.


Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.

Al artículo 3º

Del diputado señor Navarro

-Para agregar un nuevo inciso del siguiente tenor “Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, dos encargados de toma de actas; dos encargados de atención de público, dos receptores y un auxiliar”.


Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.

Al artículo 8º

Del diputado señor Navarro

-Para reemplazar en la letra b) “Concepción con un juez” por “Concepción con dos jueces”.


Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.


-Para reemplazar en la letra d) la expresión “seis jueces” por “cinco jueces”.


Sometida a votación fue rechazada por cinco votos en contra, ninguno a favor y dos abstenciones.

Al artículo 9º

Del diputado señor Navarro

-Para agregar “Juzgados hasta con dos jueces”.


Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente la señora diputada informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Créase un Juzgado de Letras del Trabajo, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican:

a)
Primera Región de Tarapacá:


Iquique, con un juez, con competencia sobre la misma comuna;

b)
Segunda Región de Antofagasta:


Antofagasta, con un juez, con competencia sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda;

c)
Tercera Región, de Atacama:


Copiapó, con un juez, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla;

d)
Quinta Región, de Valparaíso: 


Valparaíso, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan 
Fernández, Viña del Mar y Concón;

e)
Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins:


Rancagua, con un juez, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Graneros, 
Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar;

f)
Séptima Región, del Maule:


Talca, con un juez, con competencia sobre las comunas de Talca, Pelarco, Río Claro, San Clemente, Maule, Pencahue y San Rafael; y

g)
Octava Región, del Bío-Bío:


Chillán, con un juez, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo; 


Concepción, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz, Chiguayante y Talcahuano; 

h)
Novena Región, de la Araucanía:


Temuco, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, 
Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas;

i)
Décima Región, de Los Lagos:


Puerto Montt, con un juez, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y 
Cochamó;

j)
Décimo Segunda Región, de Magallanes y Antártica Chilena:


Punta Arenas, con un juez, con competencia sobre las comunas de las provincias de 
Magallanes y Antártica Chilena;


Artículo 2º.- Suprímense los actuales Juzgados de Letras del Trabajo de Iquique, Antofagasta, La Serena, Valparaíso, Rancagua, Concepción, Punta Arenas, Santiago y San Miguel.


Artículo 3º.- Los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, un encargado de toma de actas, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar. 


Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, dos encargados de toma de actas, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar. 


Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, un administrativo primero, dos administrativos segundos, dos administrativos terceros, tres encargados de sala, cinco encargados de toma de actas, dos encargados de atención de público, tres receptores y un auxiliar. 


Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, un administrativo primero, dos administrativos segundos, dos administrativos terceros, tres encargados de sala, seis encargados de toma de actas, tres encargados de atención de público, tres receptores y dos auxiliares. 


Artículo 4.- Los jueces y personal directivo de los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean por esta ley, tendrán los grados de la Escala de Sueldo Bases Mensuales del Poder Judicial que a continuación se indican:

1)
Los jueces, el grado correspondiente según asiento del tribunal.

2)
Los administradores de Juzgados de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado VII del Escalafón Superior del Poder Judicial.


Artículo 5º.- El personal de empleados de los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean por esta ley, tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:

1)
Encargado de sala de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

2)
Receptor de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

3)
Encargado de Tomar actas de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

4)
Administrativo 1º de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

5)
Administrativo 2º de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

6)
Administrativo 3º de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XIV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

7)
Encargado de Atención de Publico de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

8)
Auxiliar de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XVII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


Artículo 6º.- Los Juzgados de Letras del Trabajo se organizarán en unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las siguientes funciones:

a)
Sala, que consistirá en la organización y asistencia a la realización de las audiencias. 

b)
Atención a Público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al tribunal y manejar la correspondencia y custodia del tribunal.

c)
Administración de Causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros del procedimiento, incluidas las relativas a las notificaciones, al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de causas nuevas, a la actualización en línea de la base de datos que contenga las causas del tribunal y a las estadísticas básicas del tribunal.

d)
Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico del tribunal, y de apoyo a la actividad administrativa del mismo, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades tecnológicas, físicas y materiales que requiera el procedimiento.


Artículo 7º.- Elimínase los cargos de receptor laboral en los juzgados de letras civiles y de competencia común, con excepción del cargo de receptor laboral en los Juzgados de Letras en lo Civil de Valdivia y Puente Alto.

TÍTULO II

DE LOS JUZGADOS DE COBRANZA LABORAL Y PREVISIONAL

Artículo 8º.- Créase un Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indica:

a)
Valparaíso, con un juez, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Viña del Mar y Concón;

b)
Concepción, con un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz y Chiguayante; 

c)
San Miguel, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y

d)
Santiago, con seis jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.


Artículo 9º.- Los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un encargado liquidador, un encargado digitador, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar.


Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, un administrativo primero, seis administrativos segundos, seis administrativos terceros, tres encargados liquidadores, un encargado digitador, dos encargados de atención de público, tres receptores y dos auxiliares.


Los receptores de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional, al igual que todos los funcionarios de estos tribunales, no podrán recibir ingresos por las diligencias que desarrollen para las partes. Sin embargo, estos receptores sólo prestarán servicios a las partes que gocen de privilegio de pobreza, entendiendo que, para este sólo caso, la parte trabajadora cuenta con esta prerrogativa.


Artículo 10.- Los jueces y personal directivo de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean por esta ley, tendrán los grados de la Escala de Sueldo Bases Mensuales del Poder Judicial que a continuación se indican:

1)
Los jueces, el grado correspondiente según asiento del tribunal.

2)
Los administradores de Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado VII, del Escalafón Superior del Poder Judicial.


Artículo 11.- El personal de empleados de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean por esta ley, tendrá los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:

1)
Receptor de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

2)
Encargado Liquidador de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

3)
Administrativo 1º de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

4)
Administrativo 2º de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

5)
Administrativo 3º de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grados XIV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

6)
Encargado Digitador de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grados XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

7)
Encargado de Atención de Publico de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

8)
Auxiliar de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XVII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


Artículo 12.- Los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional se organizarán en unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las siguientes funciones:

a)
Atención a Público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al tribunal y manejar la correspondencia y custodia del tribunal.

b)
Administración de Causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros del procedimiento, incluidas las relativas a las notificaciones, al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de causas nuevas, a la actualización en línea de la base de datos que contenga las causas del tribunal y a las estadísticas básicas del tribunal.

c)
Liquidación, es la encargada de efectuar los cálculos, con especial mención del monto de la deuda, reajustes e intereses y eventualmente las multas que determine la sentencia.

d)
Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico del tribunal y de apoyo a la actividad administrativa del mismo, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades tecnológicas, físicas y materiales que requiera el procedimiento.

TÍTULO III

MODIFICACIONES AL CODIGO ORGANICO DE TRIBUNALES

Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

1)
Insértese en el inciso tercero del artículo 5º la frase “, los juzgados de Cobranza Laboral y Previsional” a continuación de la frase “Juzgados de Letras del Trabajo”.

2)
Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 25:


“Tratándose de los Juzgados de Letras del Trabajo, las unidades administrativas serán las siguientes:

1)
Sala;

2)
Atención de público;

3)
Administración de causas; y

4)
Servicios.


En el caso de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional, las unidades administrativas serán las siguientes:

1)
Administración de causas;

2)
Atención de público,

3)
Liquidación, y

4)
Servicios”. 

3)
Reemplázase el artículo 28 de la siguiente forma:


“Art. 28. En la Primera Región, de Tarapacá, existirán los siguientes juzgados de letras:

A. JUZGADOS CIVILES:


Tres juzgados con asiento en la comuna de Iquique, con competencia sobre la misma comuna;

B. JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN


Cuatro Juzgados con asiento en la comuna de Arica, con competencia sobre las comunas de las provincias de Arica y Parinacota; y 

Un Juzgado con asiento en la comuna de Pozo Almonte, con competencia sobre las comunas de Pica, Pozo Almonte, Huara, Colchane y Camiña.”

4)
Reemplázase el artículo 30 de la siguiente forma:


“Art. 30. En la Tercera Región, de Atacama, existirán los siguientes juzgados de letras:

A. JUZGADOS CIVILES:


Cuatro Juzgados con asiento en la comuna de Copiapó, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla;

B. JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN


Un Juzgado con asiento en la comuna de Chañaral, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Diego de Almagro, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Caldera, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Freirina, con competencia sobre las comunas de Freirina y Huasco; y


Dos Juzgados con asiento en la comuna de Vallenar, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.”

5)
Reemplázase el artículo 31 de la siguiente forma:


“Art. 31. En la Cuarta Región, de Coquimbo, existirán los siguientes juzgados de letras:

A. JUZGADOS CIVILES:


Tres Juzgados con asiento en la comuna de La Serena, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera;


Tres Juzgados con asiento en la comuna de Coquimbo con competencia sobre la misma comuna;

B. JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN


Un Juzgado con asiento en la comuna de Vicuña, con competencia sobre las comunas de Vicuña y Paihuano;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Andacollo, con competencia sobre la misma comuna;


Tres Juzgados con asiento en la comuna de Ovalle, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Monte Patria y Punitaqui,


Un Juzgado con asiento en la comuna de Combarbalá, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Illapel, con competencia sobre las comunas de Illapel y Salamanca; y


Un Juzgado con asiento en la comuna de Los Vilos, con competencia sobre las comunas de Los Vilos y Canela.”

6)
Reemplázase el artículo 34 de la siguiente forma:


“Art. 34. En la Séptima Región, de Maule, existirán los siguientes juzgados de letras:

A. JUZGADOS CIVILES:


Cuatro Juzgados con asiento en la comuna de Talca, con competencia sobre las comunas de Talca, Pelarco, Río Claro, San Clemente, Maule, Pencahue y San Rafael;

B. JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN


Un Juzgado con asiento en la comuna de Constitución, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Curepto, con competencia sobre la misma comuna;


Tres Juzgados con asiento en la comuna de Curicó con competencia sobre las comunas de Curicó, Teno, Romeral y Rauco;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Licantén, con competencia sobre las comunas de Licantén, Hualañé y Vichuquén;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Molina, con competencia sobre las comunas de Molina y Sagrada Familia;


Dos Juzgados con asiento en la comuna de Linares, con competencia sobre las comunas de Linares, Yerbas Buenas, Colbún y Longaví;


Un Juzgado con asiento en la comuna de San Javier, con competencia sobre las comunas de San Javier y Villa Alegre;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Cauquenes, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Chanco, con competencia sobre las comunas de Chanco y Pelluhue; y 


Un Juzgado con asiento en la comuna de Parral, con competencia sobre las comunas de Parral y Retiro.”

7)
Reemplázase el artículo 37 de la siguiente forma:


“Art. 37. En la Décima Región, de Los Lagos, existirán los siguientes juzgados de letras:

A. JUZGADOS CIVILES:


Dos Juzgados con asiento en la comuna de Puerto Montt con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó;

B. JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN


Dos Juzgados con asiento en la comuna de Valdivia, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Mariquina, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Máfil y Corral;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Los Lagos, con competencia sobre las comunas de Los Lagos y Futrono;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Panguipulli, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de La Unión, con competencia la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Paillaco, con competencia la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno, con competencia sobre las comunas de Río Bueno y Lago Ranco;


Tres Juzgados con asiento en la comuna de Osorno con competencia sobre las comunas de Osorno, San Pablo, Puyehue, Puerto Octay y San Juan de la Costa;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Río Negro, con competencia sobre las comunas de Río Negro y Lago Purranque;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Puerto Varas, con competencia sobre las comunas de Puerto Varas, Llanquihue, Frutillar y Fresia;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Calbuco, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Maullín, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Los Muermos, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Castro, con competencia sobre las comunas de Castro, Chonchi, Dalcahue, Puqueldón y Queilén;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Quellón, con competencia sobre la misma comuna;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Ancud, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi. Este tribunal mantendrá su carácter de juzgado de capital de provincia, para todos los efectos legales, sin perjuicio de la calidad de juzgado de capital de provincia que corresponde al juzgado de Castro;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Quinchao, con competencia sobre las comunas de Quinchao y Curaco de Vélez;


Un Juzgado con asiento en la comuna de Chaitén, con competencia sobre las comunas de Chaitén, Futaleufú y Palena; y


Un Juzgado con asiento en la comuna de Hualaihué, con competencia sobre la misma comuna.”.

8)
Reemplázase el artículo 39 de la siguiente forma:


“Art. 39. En la Décima Segunda Región, de Magallanes y Antártica Chilena, existirán los siguientes juzgados de letras:

A. JUZGADOS CIVILES:


Tres Juzgados con asiento en la comuna de Punta Arenas, con competencia sobre las comunas de las provincias de Magallanes y Antártica Chilena;

B. JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN


Un Juzgado con asiento en la comuna de Natales, con competencia sobre las comunas de la provincia de Última Esperanza; y


Un Juzgado con asiento en la comuna de Porvenir, con competencia sobre las comunas de la provincia de Tierra del Fuego.”.

9)
Sustitúyese la letra h) del numeral 2º del artículo 45 por la siguiente:


“h) De las causas del trabajo y de familia cuyo conocimiento no corresponda a los Juzgados de Letras del Trabajo, de Cobranza Laboral y Previsional o de Familia, respectivamente”.

10) Modifícase el artículo 292 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase el párrafo referido a la “Segunda categoría” por el siguiente: “Segunda categoría: Oficiales terceros de la Corte Suprema, Oficiales segundos de las Cortes de Apelaciones, Encargados de sala de tribunales de juicio oral en lo penal, de juzgados de garantía y de juzgados de letras del trabajo de ciudad asiento de Corte de Apelaciones y Oficiales primeros de los juzgados de letras de asiento de Corte.”.

b)
Reemplázase el párrafo referido a la “Tercera categoría” por el siguiente:”Tercera categoría: Oficiales cuartos de la Corte Suprema; Oficiales terceros de las Cortes de Apelaciones; Oficiales de los Fiscales de estos mismos tribunales; Administrativos 1º de tribunales de juicio oral en lo penal, de juzgados de garantía, de juzgados de letras del trabajo y de cobranza laboral y previsional de ciudad asiento de Corte de Apelaciones; Encargados de toma de actas de juzgados de letras del trabajo de asiento de Corte; Encargados liquidadores y Encargados digitadores de juzgados de cobranza laboral y previsional asiento de Corte; Encargados de sala de tribunales de juicio oral en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia; Oficiales segundos de los juzgados de letras de asiento de Corte y Oficiales primeros de los juzgados de capital de provincia.”.

c)
Reemplázase el párrafo referido a la “Cuarta categoría” por el siguiente: “Cuarta categoría: Oficiales Auxiliares de la Corte Suprema; Ayudante de Biblioteca de la Corte Suprema; Oficiales cuartos de las Cortes de Apelaciones; Oficial cuarto Ayudante de Biblioteca de la Corte de Apelaciones de Valparaíso; Administrativos 2º de tribunales de juicio oral en lo penal, de juzgados de garantía, de juzgados de letras del trabajo y de cobranza laboral y previsional de ciudad asiento de Corte de Apelaciones; Encargados de atención de público de juzgados de letras del trabajo y de cobranza laboral y previsional de ciudad asiento de Corte; Administrativos 1º de tribunales de juicio oral en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia; Encargados de sala de tribunales de juicio oral en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas; Oficiales terceros de los juzgados de letras de asiento de Corte; Oficiales segundos de los juzgados de letras de capital de provincia y Oficiales primeros de los juzgados de letras de comunas o agrupación de comunas.”.

11) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 506, la expresión “y del Trabajo”, por la frase siguiente: “, del Trabajo y de Cobranza Laboral y Previsional”.

12) Suprímese en el inciso final del artículo 523 la expresión “o de los tribunales del trabajo”. 

13) Derógase el inciso final del artículo 540. 

TÍTULO IV

MODIFICACIONES AL CODIGO DEL TRABAJO

Artículo 14.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1)
Reemplázase el Capítulo I del Título I del Libro V del Código del Trabajo, por el siguiente: 

“Capítulo I

De los Juzgados de Letras del Trabajo y de los Juzgados

de Cobranza Laboral y Previsional.

Artículo 415. Existirá un Juzgado de Letras del Trabajo, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indica:

a)
Primera Región de Tarapacá:


Iquique, con un juez, con competencia sobre la misma comuna;

b)
Segunda Región de Antofagasta:


Antofagasta, con un juez, con competencia sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda;

c)
Tercera Región, de Atacama:


Copiapó, con un juez, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla;

d)
Cuarta Región, de Coquimbo:


La Serena, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coquimbo, La Serena y La Higuera;

e)
Quinta Región, de Valparaíso: 


Valparaíso, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan 
Fernández, Viña del Mar y Concón;

f)
Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins:


Rancagua, con un juez, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Graneros, 
Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar;

g)
Séptima Región, del Maule:


Talca, con un juez, con competencia sobre las comunas de Talca, Pelarco, Río Claro, San Clemente, Maule, Pencahue y San Rafael; 

h)
Octava Región, del Bío-Bío:


Chillán, con un juez, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo; y


Concepción, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz, Chiguayante y Talcahuano.

i)
Novena Región, de la Araucanía:


Temuco, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, 
Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas;

j)
Décima Región, de Los Lagos:


Puerto Montt, con un juez, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y 
Cochamó;

k)
Décimo Segunda Región, de Magallanes y Antártica Chilena:


Punta Arenas, con un juez, con competencia sobre las comunas de las provincias de 
Magallanes y Antártica Chilena;

l)
Región Metropolitana de Santiago:


Santiago, con diecisiete jueces, agrupados en tres juzgados, el Primer y el Segundo Juzgados con seis jueces cada uno y el Tercer Juzgado con cinco jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y


San Miguel, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo. 


Artículo 416. Existirá un Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indica:

a)
Valparaíso, con un juez, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Viña del Mar y Concón;

b)
Concepción, con un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz y Chiguayante; 

c)
San Miguel, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y

d)
Santiago, con seis jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.


Artículo 417. Los juzgados a que se refieren los artículos anteriores son tribunales especiales integrantes del Poder Judicial, teniendo sus magistrados la categoría de Jueces de Letras y les son aplicables las normas del Código Orgánico de Tribunales en todo aquello no previsto en este título.


Artículo 418. En lo referido a las reglas de distribución de causas, comité de jueces, juez presidente, y administradores de tribunales se les aplicarán en lo pertinente las normas del Código Orgánico de Tribunales para los tribunales penales.


En lo relativo a la subrogación de los jueces se aplicarán las normas del Código Orgánico de Tribunales para los Juzgados de Garantía.


Artículo 419. No obstante lo establecido en el artículo anterior, en los juzgados de letras del trabajo las funciones a que se refiere el artículo 389 G del Código Orgánico de Tribunales serán desempeñadas por el administrativo primero. 


Artículo 420. Serán de competencia de los juzgados de letras del trabajo:

a)
las cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores por aplicación de las normas laborales o derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos del trabajo o de las convenciones y fallos arbitrales en materia laboral;

b)
las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas sobre organización sindical y negociación colectiva que la ley entrega al conocimiento de los juzgados de letras con competencia en materia del trabajo;

c)
las cuestiones y reclamaciones derivadas de la aplicación o interpretación de las normas sobre previsión o seguridad social, cualquiera que fuere su naturaleza, época u origen, y que fueren planteadas por los trabajadores o empleadores referidos en la letra a);

d)
las reclamaciones que procedan contra resoluciones dictadas por autoridades administrativas en materias laborales, previsionales o de seguridad social;

e)
los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, con excepción de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 69 de la ley Nº 16.744; y

f)
todas aquellas materias que las leyes entreguen a juzgados de letras con competencia laboral.


Artículo 421. Serán de competencia de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional los juicios en que se demande el cumplimiento de obligaciones que emanen de títulos a los cuales las leyes laborales y de previsión o seguridad social otorguen mérito ejecutivo; y, especialmente, la ejecución de todos los títulos ejecutivos regidos por la Ley Nº 17.322 de 1970, relativa a la cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas en los institutos de previsión.


Con todo, el conocimiento de las materias señaladas en el inciso anterior, sólo corresponderá a los juzgados de letras del trabajo en aquellos territorios jurisdiccionales en que no existan juzgados de cobranza laboral y previsional.


Artículo 422. En las comunas o agrupaciones de comunas que no sean territorio jurisdiccional de los Juzgados de Letras del Trabajo, conocerán de las materias señaladas en los artículos 420 y 421, los Juzgados de Letras con competencia en lo Civil. 


Artículo 423. Será Juez competente para conocer de estas causas el del domicilio del demandado o el del lugar donde se presten o se hayan prestado los servicios, a elección del demandante, sin perjuicio de lo que dispongan leyes especiales.


La competencia territorial no podrá ser prorrogada expresamente por las partes.


Asimismo podrá interponerse la demanda ante el tribunal del domicilio del demandante, cuando el trabajador haya debido trasladar su residencia con motivo del contrato de trabajo y conste dicha circunstancia en el respectivo instrumento.


Artículo 424. Las referencias que las leyes o reglamentos hagan a las Cortes del Trabajo o a los Juzgados del Trabajo, se entenderán efectuadas a las Cortes de Apelaciones o a los Juzgados de Letras del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional”.

2)
Derógase su artículo 428 bis.

3)
Derógase el inciso tercero del artículo 436.

4)
Intercálase en el artículo 462 entre las frases “Juzgados de Letras del Trabajo” y “, las actas”, la expresión “y ante los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional”.

5)
Agrégase en el inciso cuarto del artículo 474 a continuación del punto aparte, que se elimina, la expresión “o el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, según corresponda”.

TÍTULO V

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 15.- La presente ley empezará a regir un año después de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos transitorios.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.


Artículo Primero Transitorio.- La instalación de los nuevos Juzgados de Letras del Trabajo que señala el artículo 1º y de los nuevos Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional, que señala el artículo 8º, se efectuará con, a lo menos, treinta días de antelación a la fecha que señala el artículo quince de esta ley. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá ejercer la atribución a que se refiere el artículo 26 del Código Orgánico de Tribunales y poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.


Artículo Segundo Transitorio.- La designación de los jueces que habrán de servir en dichos juzgados se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:

1)
Los Jueces de Letras del Trabajo cuyos tribunales son suprimidos por esta ley podrán optar a los cargos de Juez de Letras del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional, dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Este derecho deberá ser ejercido con una anticipación de, a lo menos, 180 días respecto de la fecha que se alude en el artículo primero transitorio.


Si nada expresaren dentro de dicho plazo, pasarán a ejercer, por el solo ministerio de la ley, el cargo de juez de letras del trabajo o de juez de cobranza laboral y previsional dentro de su mismo territorio jurisdiccional.

2)
La Corte de Apelaciones respectiva, cuando corresponda, deberá determinar el juzgado y la oportunidad en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición, de acuerdo con las necesidades de funcionamiento del sistema.

3)
Para proveer los cargos que quedaren sin ocupar en los tribunales del trabajo y de cobranza laboral y previsional que crea esta ley, una vez aplicadas las normas de los numerales 1) y 2) precedentes, la Corte de Apelaciones respectiva deberá, con una anticipación mínima de a lo menos 120 días a la fecha aludida en el artículo anterior, elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas.


La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera que el procedimiento respectivo concluya dentro del plazo antes señalado.

4)
La Corte Suprema podrá disponer la modificación de los plazos establecidos en los números precedentes, cuando atendido el número de cargos vacantes por proveer, ello resulte necesario para dar cumplimiento al plazo de instalación de los nuevos tribunales.

5)
El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de 30 días desde que reciba las ternas respectivas. 

6)
Para postular a los cargos de Juez de Juzgado de Letras del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional, con arreglo a lo previsto en el numeral 3) de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto. Con este objeto, la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan suficientes cursos habilitantes. Asimismo, podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes. 

7)
En casos excepcionales, cuando no hubiere postulantes que cumplan los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales, resultará aplicable la regla contenida en la letra c) de la misma disposición.

8)
Los jueces a que se refieren los números anteriores no sufrirán disminución de remuneraciones, pérdida de la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, ni disminución de ninguno de sus derechos funcionarios.


Artículo Tercero Transitorio.- Los secretarios de los juzgados que son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer los nuevos cargos de jueces del trabajo o de cobranza laboral y previsional, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.


Asimismo, los secretarios que, por cualquier circunstancia , no fueren nombrados en los Juzgados del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional que se crean por la presente ley, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.


En el evento de que no existan vacantes en la misma jurisdicción, dentro del plazo indicado en el inciso precedente, el Presidente de la Corte de Apelaciones comunicará este hecho a la Corte Suprema, para que sea ésta la que destine al secretario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzca afectación de ninguno de sus derechos funcionarios.


Artículo Cuarto Transitorio.- Los empleados de secretaría de los tribunales que son suprimidos por esta ley, ingresarán a cumplir funciones en los Juzgados de Letras del Trabajo y en los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsonal, de acuerdo a las reglas siguientes:

1)
Con a lo menos 180 días de antelación a la fecha que señala el artículo 1º transitorio, la Academia Judicial deberá tomar un examen habilitante a todos los empleados a que se refiere el presente artículo.

2)
Efectuado lo previsto en el numeral precedente, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará la nómina de todos los empleados de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen habilitante. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia.

3)
Con a lo menos 120 días de antelación a la fecha referida en el artículo 15º de esta ley, se efectuará el nombramiento de los empleados en los cargos de los Juzgados de Letras del Trabajo y de Cobranza Laboral y Previsional que se crean en la presente ley, así como el traspaso de aquellos que se desempeñan en los tribunales que son suprimidos por la misma, procediendo del modo siguiente:

1º
Nombrado el administrador del tribunal, el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará los cargos de los Juzgados de Letras del Trabajo y de Cobranza Laboral y Previsional de su jurisdicción, con aquellos empleados del mismo grado del escalafón de los tribunales que son suprimidos por la presente ley. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el numeral 2) de este artículo, se les otorgará el derecho a optar dentro de los cargos del mismo grado existentes en el territorio de la Corte respectiva, a excepción de los cargos de los Juzgados de Santiago y San Miguel que, para tal efecto, serán considerados en conjunto como Región Metropolitana.


Los empleados que no optaren dentro del plazo que fije la Corte Suprema, pasarán a ejercer, en los Juzgados de Letras del Trabajo o de Cobranza Judicial y Previsional dentro de su mismo territorio jurisdiccional y por el solo ministerio de la ley, el cargo del mismo grado del escalafón de los cargos que son suprimidos que determine la Corte de Apelaciones respectiva.

2°
La Corte respectiva deberá determinar la oportunidad en que cada empleado pasará a ocupar su nueva posición.

3º
Si quedare algún empleado de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, del grado once de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, que no hubiese aprobado el examen habilitante, la Corte de Apelaciones respectiva efectuará la destinación a que se refiere el numeral 5) del presente artículo a un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en un tribunal de distinta competencia, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que ello pueda irrogar un mayor gasto.

4º
En el evento que quedaren cargos vacantes del mismo grado éstos se llenarán mediante las reglas de concurso público que el Código Orgánico de Tribunales contempla y según las disponibilidades presupuestarias existentes. Para este efecto, los empleados de secretaría cuyos tribunales son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en terna en los cargos a que postulen dentro de su jurisdicción, frente a los postulantes externos. En todo caso, tal preferencia se mantendrá sólo hasta el primer nombramiento originado como consecuencia de la aplicación de esta prerrogativa.

5º
Los demás cargos del escalafón, se llenarán siguiendo el mismo procedimiento antes anotado.

4)
En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones en los nuevos tribunales.

5)
Aquellos funcionarios que no hubiesen aprobado el examen habilitante a que se refiere el numeral 1) del presente artículo, o de aquellos que habiéndolo aprobado no hubiesen sido designados en los tribunales creados por esta ley, deberán ser destinados por la Corte de Apelaciones respectiva con a lo menos 60 días de antelación a aquel en que se suprime el tribunal, en un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en los demás tribunales del sistema judicial, en la misma jurisdicción, sin que tal destinación signifique, en ninguna circunstancia, pérdida de alguno de sus derechos funcionarios. 

6)
Si no existiere vacante dentro del territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma, antes del vencimiento del plazo indicado en el inciso anterior, comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzcan afectaciones de sus derechos funcionarios.

7)
La Academia Judicial deberá establecer los procedimientos necesarios para aplicar el examen habilitante que se indica en el presente artículo, respecto de todos los postulantes a los cargos vacantes de los tribunales creados o especializados por esta ley.


Artículo Quinto Transitorio.- Los funcionarios de los Juzgados de Letras o de los Juzgados de Letras del Trabajo que, a la fecha de publicación de esta ley, ocupen el cargo de receptor laboral podrán optar por pasar a desempeñar sus funciones, como receptores laborales en un Juzgado de Letras del Trabajo o de Cobranza Laboral y Previsional o ser designados como receptores judiciales de aquéllos regulados en el Título XI del Código Orgánico de Tribunales, en su misma jurisdicción, por el Presidente de la República. La referida opción deberá ejercerse dentro del plazo de 60 días contados desde la publicación de esta ley, a través de la Corte de Apelaciones respectivas. 


De no ser suficientes el número de plazas disponibles de receptores laborales en los juzgados que crea esta ley se preferirá a los funcionarios que hubiesen obtenido mejor calificación durante el último año. De existir postulantes en igualdad de calificaciones, preferirán aquellos que hubiesen servido en el Escalafón correspondiente por más años.


Para llenar los cargos de receptores laborales que pudieren quedar vacantes en los tribunales que crea esta ley, se aplicarán las normas de nombramiento de los empleados judiciales, previstas en el Código Orgánico de Tribunales.


Artículo Sexto Transitorio.- Una vez operada la supresión de juzgados establecida en esta ley, sus causas serán distribuidas por la Corte de Apelaciones respectiva entre los Juzgados de Letras del Trabajo y de Cobranza Laboral y Previsional, según corresponda, de la misma jurisdicción, entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que los juzgados a los que sean asignadas son los continuadores legales del suprimido.


Artículo Séptimo Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en el primer año de su vigencia se financiará con cargo a los presupuestos de los Ministerios de Justicia y de Trabajo y Previsión Social.”.

-o-


Se designó diputada informante, a doña Adriana Muñoz D’Albora.


Sala de la Comision, a 21 de abril de 2004.


Acordado en sesiones de fecha 28 de octubre y 4 de noviembre de 2003 y 20 de abril de 2004, con asistencia de los señores diputados Aguiló; Dittborn; Hernández; Monckeberg; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Navarro; Prieto; Riveros; Salaberry; Seguel; 
Tapia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Secretario Abogado de la Comisión”.

12. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que crea juzgados laborales y de cobranza laboral y previsional en las comunas que indica. (boletín Nº 3368-13)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “simple urgencia” para su tramitación legislativa.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay.

3.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Ricardo Solari, ministro de Trabajo y Previsión Social y Jaime Arellano, Subsecretario de Justicia; la señora Macarena Carvallo, Subsecretaria de Seguridad Social; el señor Jerko Ljubetic, Subsecretario del Trabajo; los señores Alberto Arenas, Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dipres; Julio Valladares, Asesor de dicha Dirección y Francisco Del Río, Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


El propósito de la iniciativa consiste en aumentar la cantidad de juzgados laborales destinando algunos de ellos a cobranza laboral y previsional, modernizándose de esta manera la justicia laboral y previsional al dotarla de tribunales especializados.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 1 de octubre de 2003, precisa que se crean 16 juzgados de letras del trabajo con un total de 35 jueces especializados en materias laborales. Los juzgados de letras del trabajo que se crean tendrán una nueva estructura y organización, por lo cual se suprimen los actuales juzgados de letras del trabajo. Al mismo tiempo, el proyecto crea 4 juzgados de cobranza laboral y previsional con 9 jueces en total.


El proyecto de ley establece la planta de personal para los nuevos juzgados.


Se reforzarán los tribunales de competencia común en aquellas comunas donde no exista judicatura laboral especializada. Este reforzamiento consiste en capacitar a tres funcionarios por juzgado y remodelar el inmueble habilitándolo para el nuevo procedimiento.


El siguiente es el máximo costo fiscal estimado para el proyecto:

	COSTOS PROYECTO DE LEY QUE CREA TRIBUNALES LABORALES

	Y DE COBRANZA LABORAL Y PREVISIONAL

	(miles de pesos de 2003)

	 
	Primer Año
	Segundo Año
	Tercer

Año
	Cuarto Año

	Creación de Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional
	93.691
	4.569.825
	5.245.869
	4.979.904

	Reforzamiento de Tribunales de Competencia Común
	0
	1.994.047
	1.588.480
	0

	Costo Actual Judicatura Laboral (Ahorro)
	(32.953)
	(982.380)
	(1.865.902)
	(1.865.902)

	TOTAL
	60.738
	5.581.492
	4.968.447
	3.114.002



El proyecto de ley propuesto contempla un año de vacancia desde la publicación de la ley en el diario oficial, período considerado como el primer año en el cuadro anterior. El gasto correspondiente a este período dice relación con el inicio del proceso de arrendamiento de los inmuebles y de capacitación del personal, de tal forma de contar con la infraestructura y los recursos humanos necesarios para enfrentar el nuevo procedimiento judicial.


El ítem de costo actual de la judicatura laboral en el cuadro anterior dice relación con los costos de remuneraciones, operación y arriendo que ya incurren los actuales juzgados del trabajo, por tanto, dichos recursos serán utilizados para financiar el proyecto de ley.


A partir del cuarto año, el sistema tendrá un costo máximo en régimen de $ 3.114 millones.


En el debate de la Comisión el señor Ricardo Solari sostuvo que una de las preocupaciones del Gobierno como de diversos sectores que han participado en los análisis de las modificaciones laborales propuestas, se refiere a la posibilidad de los sectores económicamente más débiles de hacer efectivos los derechos que consagra el Código del Trabajo, teniendo en cuenta que nuestro sistema judicial, en general, presentaría problemas estructurales en cuanto a su acceso, oportunidad y cobertura.


Recordó que en la última reforma laboral el Gobierno se comprometió a impulsar una reforma de la administración de justicia en este ámbito. Así, se dio origen al denominado “Foro para la Reforma de la Justicia Laboral y Previsional”, en el cual se convocó a sectores académicos, gubernamentales, de abogados laboralistas y asesores de empresas, de trabajadores y empleadores, de jueces y Ministros de Corte. En esa oportunidad, se abordó seriamente la creación de nuevos tribunales, a fin de ampliar su cobertura en el mundo del trabajo.


Puso énfasis en que, en el año 1970, existían en el país 30 tribunales del trabajo; sin embargo, en 1981, el Gobierno Militar traspasó la competencia laboral a la jurisdicción común civil, suprimiéndose los tribunales especializados y radicándose sus causas en los juzgados de letras. Más tarde, en el año 1987, se repusieron parcialmente dichos juzgados laborales resultando insuficiente la medida.


Mencionó que en el citado Foro, además de constatar la necesidad de crear más tribunales del trabajo, se estimó que resultaba indispensable separar la cobranza previsional de las causas de fondo y efectuar una reforma al procedimiento.


Expresó que los tres aspectos aludidos conforman la reforma general a la justicia laboral que impulsa el Gobierno. Comentó que, en la actualidad, el no pago de una cotización previsional da lugar al procedimiento previsto en el decreto ley N° 3.500, las que llegan a totalizar, aproximadamente, 300 mil causas anuales. Como consecuencia de esta situación, los tribunales laborales distraen importante cantidad de tiempo y esfuerzo en este campo, restando el espacio para el análisis de las causas laborales de fondo.


Planteó que, además de los problemas de carga laboral, existe una desigual distribución geográfica de esta justicia especializada. La reforma exige una judicatura laboral y previsional especializada en todos aquellos territorios jurisdiccionales en que exista una carga de trabajo que razonablemente lo justifique. Actualmente, sin embargo, importantes ciudades del país, con un alto índice de actividad económica, carecen de juzgados del trabajo, debiendo ventilarse los asuntos laborales en tribunales civiles o de competencia común.


Expresó que, en consideración a lo anterior, el proyecto en estudio propone el aumento de los tribunales del trabajo y la creación de tribunales especializados de cobranza.


El siputado señor Escalona, recogiendo el sentir de varios señores Diputados señaló que le parecía grave que algunas regiones cuenten con justicia especializada en materia laboral y otras no, estimando necesario conocer la opinión del Ministerio de Hacienda sobre el particular.


El señor Jaime Arellano planteó que, las necesidades son múltiples, pero los recursos son escasos. Al respecto, recordó que el Gobierno estudió el conjunto de la reforma de la justicia en Chile, lo que incluye la reforma procesal penal, la de familia y, ahora, la laboral. Estas tres reformas involucran ingentes recursos, por lo que se está haciendo el máximo esfuerzo dentro de las limitaciones que impone la administración financiera del Estado.


El señor Alberto Arenas, expuso acerca de los antecedentes y metodología utilizada para determinar la creación de los juzgados. Afirmó que se consideraron los ingresos efectivos de causas ejecutivas y ordinarias, según los datos proporcionados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para los años 2000 y 2001, respectivamente.


Puntualizó que, se consideró que las causas que ingresan a un juzgado pueden ser ordinarias o ejecutivas; las primeras serán vistas por los juzgados laborales y las segundas por los de cobranza laboral y previsional. Para hacer homologables o comparables los diferentes tipos de causas judiciales, se aplicó la siguiente metodología: el número de causas ingresadas fue ponderado por un factor establecido en estudios cualitativos, básicamente entrevistas con jueces laborales, que determinaron la incidencia de tiempo para el juez, dependiendo de cada tipo de causa. Así, se determinó que las causas laborales ordinarias, en un procedimiento oral, implicarían 50% más de tiempo juez que una causa civil ordinaria escrita y, por lo tanto, se ponderaron con un factor de 1,5. Por otra parte, las causas ejecutivas, en las que el juez participa sustancialmente menos, fueron ponderadas con un factor 0,1.


Señaló que la metodología para determinar el establecimiento de un juez se realiza en dos etapas:

i)
si el número de causas ejecutivas ponderadas es igual o superior a 800, se asigna un juez de cobranza.

ii)
si el número anterior es menor a 800 causas, éstas se adicionan a las causas ordinarias ponderadas y si este resultado es igual o superior a 800, se asignará un juez laboral. Si el número de causas en i) es mayor a 800, es decir se les asignó un juez de cobranza, el total de causas ordinarias es dividido por 800 para determinar el número de jueces laborales en esa jurisdicción.


Manifestó que, con el fin de determinar el número de jueces requerido por el sistema, se hizo necesario la definición de un parámetro de carga individual por juez, el cual fue establecido en 800 causas ponderadas anuales. Este procedimiento es equivalente en su forma al utilizado en la determinación de los jueces orales asociados a la Reforma Procesal Penal y a los jueces de familia. Sin embargo, difiere en el valor del parámetro de carga escogido, toda vez que en el caso de los jueces orales y de familia, dicho valor fue de 1000 ingresos al año. La razón de escoger un valor de carga individual menor se fundamenta en las presunciones de aumentos de demanda una vez instaurado el sistema, toda vez que las barreras de entrada que hoy existen en el procedimiento, en particular la duración de ellos, serían disminuidos, lo cual estimularía la demanda por el servicio.


De los antecedentes antes señalados, derivó en la Comisión un debate acerca de la correcta asignación de tribunales especializados por región y la factibilidad de ampliar la jurisdicción de los tribunales en ciertos lugares.


Se precisó, no obstante, que donde no exista justicia especializada los juicios laborales serán vistos por los jueces de letras respectivos.


A mayor abundamiento, el señor Jaime Arellano precisó que dada la magnitud de la reforma de la justicia en Chile, serán los datos obtenidos en la práctica los que indicarán con mayor precisión dónde es necesario introducir modificaciones, crear nuevos tribunales o modificar competencias.


Sostuvo, además, que la nueva judicatura de familia restará parte de la competencia del caso a los jueces de letras, por lo que éstos se verán más “aliviados” respecto de las demás causas, entre las cuales están las laborales.


En respuesta a sugerencias formuladas en la Comisión para efectuar innovaciones de fondo en la judicatura señaló que la modificación del ámbito de jurisdicción de los tribunales requiere de un estudio transversal sobre la materia, puesto que debe tenerse presente los ámbitos de competencia en otras materias y también el que corresponde a las Cortes de Apelaciones. A su juicio, no se trata de una modificación menor y se requerirá de la participación del Poder Judicial para una adecuación en tal sentido.


Planteó sin embargo que, no obstante lo anterior, el tema se abordará próximamente, a fin de dar una solución integral a éste. Agregó que, de cualquier modo, la solución podría realizarse mediante un proyecto de ley distinto y separado del actual sobre justicia laboral.


La Comisión de Trabajo y Seguridad Social dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de los artículos 1°, 3°, 4°, 5°, 8°,9°, 10 y 11 y del artículo 7° transitorio. Por su parte, la Comisión de Hacienda acordó incorporar a su conocimiento los artículos 2°, 7°, 15 y 1° transitorio.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 1° del proyecto, se crea un Juzgado de Letras del Trabajo, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que, en cada caso, se indican:

a)
Primera Región de Tarapacá:


Iquique, con un juez, con competencia sobre la misma comuna;

b)
Segunda Región de Antofagasta:


Antofagasta, con un juez, con competencia sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda;

c)
Tercera Región, de Atacama:


Copiapó, con un juez, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla;

d)
Quinta Región, de Valparaíso: 


Valparaíso, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan 
Fernández, Viña del Mar y Concón;

e)
Sexta Región, del Libertador General Bernardo O'Higgins:


Rancagua, con un juez, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Graneros, 
Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar;

f)
Séptima Región, del Maule:


Talca, con un juez, con competencia sobre las comunas de Talca, Pelarco, Río Claro, San Clemente, Maule, Pencahue y San Rafael; y

g)
Octava Región, del Bío-Bío:


Chillán, con un juez, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo; 


Concepción, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz, Chiguayante y Talcahuano;

h)
Novena Región, de la Araucanía:


Temuco, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas;

i)
Décima Región, de Los Lagos:


Puerto Montt, con un juez, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y 
Cochamó;

j)
Décimo Segunda Región, de Magallanes y Antártica Chilena:


Punta Arenas, con un juez, con competencia sobre las comunas de las provincias de 
Magallanes y Antártica Chilena;


El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las siguientes modificaciones:

a)
Agrégase una nueva letra d) del siguiente tenor, modificándose la numeración correlativa de las letras siguientes:


“d) Cuarta Región, de Coquimbo:


La Serena, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coquimbo, La Serena y La Higuera;”.

b)
Agrégase una nueva letra l) del siguiente tenor:


“l) Región Metropolitana de Santiago:


Santiago, con diecisiete jueces, agrupados en tres juzgados, el Primero y el Segundo, con seis jueces cada uno y el Tercero, con cinco jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y


San Miguel, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.”.


Puesto en votación el artículo 1° con la indicación precedente fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 2º, se suprimen los actuales Juzgados de Letras del Trabajo de Iquique, Antofagasta, La Serena, Valparaíso, Rancagua, Concepción, Punta Arenas, Santiago y San Miguel.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 3°, se señala que los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean por el proyecto tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, un encargado de toma de actas, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar.


Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un administrativo tercero, un encargado de sala, dos encargados de toma de actas, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar.


Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, un administrador, un administrativo primero, dos administrativos segundos, dos administrativos terceros, tres encargados de sala, cinco encargados de toma de actas, dos encargados de atención de público, tres receptores y un auxiliar. 


Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, un administrativo primero, dos administrativos segundos, dos administrativos terceros, tres encargados de sala, seis encargados de toma de actas, tres encargados de atención de público, tres receptores y dos auxiliares.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 4°, se dispone que los jueces y personal directivo de los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean por el proyecto, tendrán los grados de la Escala de Sueldo Bases Mensuales del Poder Judicial que a continuación se indican:

1)
Los jueces, el grado correspondiente según asiento del tribunal.

2)
Los administradores de Juzgados de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado VII del Escalafón Superior del Poder Judicial.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 5°, se establece que el personal de empleados de los Juzgados de Letras del Trabajo que se crean, tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:

1)
Encargado de sala de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

2)
Receptor de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial. 

3)
Encargado de Tomar actas de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

4)
Administrativo 1º de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

5)
Administrativo 2º de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

6)
Administrativo 3º de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XIV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

7)
Encargado de Atención de Publico de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

8)
Auxiliar de Juzgado de Letras del Trabajo asiento de Corte, grado XVII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 7º, se eliminan los cargos de receptor laboral en los juzgados de letras civiles y de competencia común, con excepción del cargo de receptor laboral en los Juzgados de Letras en lo Civil de Valdivia y Puente Alto.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 8°, se crea un Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indica:

a)
Valparaíso, con un juez, con competencia sobre las comunas de Valparaíso, Juan 
Fernández, Viña del Mar y Concón;

b)
Concepción, con un juez, con competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz y Chiguayante;

c)
San Miguel, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo; y

d)
Santiago, con seis jueces, con competencia sobre la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 9°, se contempla que los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean tendrán la siguiente planta de personal:


Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo primero, un administrativo segundo, un encargado liquidador, un encargado digitador, un encargado de atención de público, un receptor y un auxiliar.


Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, un administrativo primero, seis administrativos segundos, seis administrativos terceros, tres encargados liquidadores, un encargado digitador, dos encargados de atención de público, tres receptores y dos auxiliares.


Los receptores de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional, al igual que todos los funcionarios de estos tribunales, no podrán recibir ingresos por las diligencias que desarrollen para las partes. Sin embargo, estos receptores sólo prestarán servicios a las partes que gocen de privilegio de pobreza, entendiendo que, para este sólo caso, la parte trabajadora cuenta con esta prerrogativa.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 10, se dispone que los jueces y personal directivo de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean, tendrán los grados de la Escala de Sueldo Bases Mensuales del Poder Judicial que a continuación se indican:

1)
Los jueces, el grado correspondiente según asiento del tribunal.

2)
Los administradores de Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado VII, del Escalafón Superior del Poder Judicial.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 11, se establece que el personal de empleados de los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean, tendrá los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a continuación se indican:

1)
Receptor de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XI del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

2)
Encargado Liquidador de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

3)
Administrativo 1º de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

4)
Administrativo 2º de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

5)
Administrativo 3º de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grados XIV del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

6)
Encargado Digitador de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grados XII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

7)
Encargado de Atención de Publico de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XIII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

8)
Auxiliar de Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional asiento de Corte, grado XVII del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo 15, se dispone que el proyecto empezará a regir un año después de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos transitorios.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo primero transitorio, se establece que la instalación de los nuevos Juzgados de Letras del Trabajo que señala el artículo 1º y de los nuevos Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional, que señala el artículo 8º, se efectuará con, a lo menos, treinta días de antelación a la fecha que señala el artículo quince del proyecto. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá ejercer la atribución a que se refiere el artículo 26 del Código Orgánico de Tribunales y poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


En el artículo séptimo transitorio, se establece que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a los presupuestos de los Ministerios de Justicia y de Trabajo y Previsión Social.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 9 de julio de 2004.


Acordado en sesiones de fechas 8 y 15 de junio, y 6 de julio de 2004, con la asistencia de los diputados señores Escalona, don Camilo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Kuschel, don Carlos Ignacio; Muñoz, don Pedro; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don José; Saffirio, don Eduardo; Silva, don Exequiel; Tuma, don Eugenio, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Se designó diputado informante al señor Saffirio, don Eduardo.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

13. Informe Complementario del Segundo Informe de la Comisión de Defensa Nacional sobre el proyecto de ley que moderniza el Servicio Militar Obligatorio. (boletín 
Nº 2844-02-2)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Defensa Nacional pasa a emitir un informe complementario sobre el proyecto de ley singularizado en el epígrafe, iniciado en un mensaje, con urgencia calificada de “suma”, la cual fue hecha presente en la sesión 11ª., ordinaria, celebrada el 6 de julio de 2004. 

El mandato en virtud del cual esta Comisión procede a evacuar dicho informe tiene su origen en un acuerdo de la Corporación, adoptado en la sesión 87ª., ordinaria, celebrada el 18 de mayo de este año.


Durante su estudio, contó con la asistencia de la Ministra de Defensa Nacional, señora Michelle Bachelet; del Subsecretario de Guerra, señor Gabriel Gaspar; del Subsecretario de Marina, señor Carlos Mackenney; del Subsecretario de Aviación, señor Isidro Solís; del Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe; del Subsecretario de Investigaciones, señor Gonzalo Miranda; del Comandante en Jefe (S) del Ejército, General señor Carlos Molina; del Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de División señor Carlos Salgado; del Director de Estudios Políticos del Instituto Libertad, señor José Miguel Izquierdo, y del Director del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Axel Buccheister.


Para facilitar la votación del proyecto, se acompaña un documento en el que constan los textos aprobados por esta Comisión en el primero y segundo informe y en el informe complementario. 

I. CONSTANCIAS PREVIAS.

1.
La Comisión mantuvo el criterio de que deben aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional los numerales 18 y 19; el inciso quinto del artículo 42 contenido en el número 29; los artículos 42 C y 42 D del número 30, y el número 39 del artículo 1°.


Los números 18 y 19 son propios de la ley orgánica constitucional contemplada en el inciso primero del artículo 38 de la Constitución Política de la República, en razón de que la creación de la Comisión Nacional de Reclutamiento y de las Comisiones Especiales de Acreditación difiere de la organización que aquélla establece como regla general. El inciso quinto del artículo 42 contenido en el número 29, por tratarse de una materia relativa a la organización y atribuciones de los tribunales propia de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74 de la Carta Fundamental. Los artículos 42 C y 42 D del número 30, que tratan de la creación y funcionamiento de la Oficina de los Derechos del Soldado Conscripto, debido a que su estructura excede las normas básicas sobre el mando contenidas en la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 94 de la Constitución Política. Finalmente, el número 39, por contener materias que alteran la competencia de los tribunales militares, de acuerdo con lo establecido en el artículo 74 de la Carta Fundamental, por cuanto se radica en la justicia ordinaria el conocimiento de las infracciones y de los delitos contenidos en el decreto ley N° 2.306, de 1978, con la excepción de la situación prevista en el artículo 75. 

2.
Se hace presente que la indicación formulada por S. E. el Presidente de la República, con objeto de intercalar el artículo 42 bis, nuevo, mediante el numeral 30, nuevo, que regula lo concerniente a la objeción de conciencia, fue puesta en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, mediante oficio N° 19, de 15 de junio de 2004.

3.
Se deja constancia de que, en relación con el artículo 1°, se declaró inadmisible la indicación que agrega, en el número 30, un artículo 42 E, nuevo, y que fue rechazada la indicación que intercala un número 30, nuevo.

II. LO OBRADO EN EL SEGUNDO TRÁMITE REGLAMENTARIO.


Cabe recordar que esta iniciativa legal tiene como finalidad modernizar el servicio militar obligatorio, mediante el diseño de un sistema de reclutamiento que fomente la voluntariedad en la presentación y, en subsidio, la selectividad por sorteo. De este modo, se pretende compatibilizar las legítimas necesidades de contingente de la Defensa Nacional con un sistema de selección del personal requerido para cumplir el servicio militar, fundado en criterios de igualdad, calidad ciudadana, flexibilidad y objetividad.


En términos generales, las modificaciones introducidas en el segundo trámite reglamentario dicen relación fundamentalmente con la incorporación de la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar. Esta causal es definida en el texto aprobado como aquellas íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas que impiden, en conciencia, a la persona que la invoca el ejercicio de la actividad militar.


Además, se regula el procedimiento a que debe someterse la tramitación de la solicitud de exclusión ante la Comisión Nacional de Reclutamiento y el plazo dentro del cual ésta deberá pronunciarse. Asimismo, se consagra el derecho de interponer, ante la Corte de Apelaciones respectiva, un recurso en contra de la resolución que deniega esta causal, el que se regirá en cuanto a su tramitación, en términos generales, por las normas aplicables al recurso de protección.


Del mismo modo, se establece que las personas que sean excluidas del cumplimiento del servicio militar por esta causal podrán ser convocadas para servir en la Defensa Civil de 
Chile por un tiempo equivalente, en conformidad con lo dispuesto en el inciso final del 
artículo 24, o bien, para prestar servicios vinculados a sus estudios en aquellas profesiones que interesen a las Fuerzas Armadas, de acuerdo con el N° 2 del artículo 30 F. En todo caso, esta causal no podrá invocarse cuando esté vigente lo dispuesto en el N° 1 del artículo 40 de la Carta Fundamental, es decir, en los casos en que haya una situación de guerra externa y el Presidente de la República declare el territorio nacional en estado de asamblea. 


En consonancia con lo anterior, se exime a las Comisiones Especiales de Acreditación de conocer de las reclamaciones que tengan por objeto hacer valer la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar, y se la incorpora como atribución de la Comisión Nacional de Reclutamiento.


Asimismo, se permite a los varones que resulten convocados en virtud del sorteo general optar a modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar cuando cursan enseñanza media o estudios tendientes a la obtención de un título profesional o técnico de nivel superior en establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste. De este modo, se pretende que todos los varones que cursen enseñanza media puedan optar por una sola vez entre alguna de estas modalidades alternativas y que también puedan hacerlo quienes se encuentren realizando su práctica profesional. 


Por otra parte, se modifica la causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar establecida en favor de las personas que hayan contraído matrimonio con anterioridad al primer sorteo de selección del contingente, de modo de beneficiar con ella, además, a las personas que estén en vías de ser padres o que lo sean en la oportunidad antes mencionada, por estimarse que se trata de situaciones similares que debieran tener el mismo tratamiento. 


Finalmente, se otorga un plazo al Ministerio de Defensa Nacional para dictar un reglamento que regule el funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento y de las Comisiones Especiales de Acreditación, con objeto de cautelar el derecho de quienes invoquen la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar obligatorio.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.


Los numerales 24 y 30 del artículo 1° fueron objeto de indicaciones de parte de algunos señores diputados, en tanto que el Ejecutivo formuló una indicación para intercalar un número 30, nuevo, con objeto de agregar el artículo 42 bis, nuevo, que regula lo concerniente a la objeción de conciencia.

1)
Opiniones recibidas.


Como consecuencia de la presentación de la indicación del Ejecutivo en relación con la objeción de conciencia, que contiene una propuesta distinta a la aprobada por la Comisión en el segundo trámite reglamentario, hubo un extenso debate en el sentido de si corresponde incorporarla como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar cuando paralelamente no se incrementan los incentivos destinados a fomentar la mayor voluntariedad posible en el cumplimiento de esta carga pública.


La ministra de Defensa Nacional, señora Michelle Bachelet, explicó que la circunstancia de que un número considerable de Diputados haya presentado una indicación en el sentido señalado y que ésta fuera aprobada en la Comisión, motivó al Gobierno a respaldar la inclusión de la objeción de conciencia y a regularla de modo de cautelar de la mejor forma posible la existencia de la Base de Conscripción necesaria para garantizar el desarrollo de las tareas de la defensa y seguridad nacional. 


En efecto, informó que el número de personas que componen dicha Base es variable y que en los últimos años ha habido una disminución de la misma en el Ejército, toda vez que en 1997 estaba conformada por 25.000 conscriptos y actualmente sólo por 18.000, aproximadamente, cifra que se reducirá aún más en los próximos años si se continúa con el proceso de modernización en esta institución, estimándose que en el año 2010 se necesitarán sólo 12.500 ó 14.000 conscriptos.


El Comandante en Jefe (S) del Ejército de Chile, General de División señor Carlos Molina, sostuvo que la ampliación de las causales de exclusión del cumplimiento de esta carga pública provocará una disminución en la potencial cantidad de voluntarios y también en la disponibilidad para acuartelar a los conscriptos obligatoriamente, motivo por el cual destacó la importancia de la implementación de incentivos que estimulen la mantención o el aumento de los porcentajes de voluntarios en el proceso de modernización del servicio militar
. 


Particularmente, expresó que existe preocupación en la institución por la posible incorporación de la causal de objeción de conciencia, ya que afectaría el sistema de servicio militar vigente, respecto del cual existe una política de Estado manifestada en la propuesta de modernización de esta carga pública.


El Director del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Axel Buccheister, fundamentó la inconveniencia de establecer la mencionada causal, toda vez que, a su juicio, sería inconstitucional disponer que determinados chilenos no estarán obligados a realizar los esfuerzos que supone la defensa de la soberanía nacional. Opinó que ninguna razón de conciencia justifica que una persona se niegue a contribuir a la defensa de la soberanía nacional, principalmente si se considera que otros ciudadanos están obligados a participar en un enfrentamiento para asegurar la supervivencia de todos. 


Asimismo, hizo presente las dificultades que implica que un joven de dieciocho años deba demostrar la objeción de conciencia mediante un testimonio de vida, así como también lo inapropiado que resulta otorgar competencia a los tribunales de justicia para pronunciarse sobre esta causal, toda vez, al no ser una cuestión de derecho, carecen de una base o fundamento para resolver.


Por otra parte, admitió que sería óptimo que el país aspirase a contar con una fuerza militar profesional sin que ello signifique la derogación del deber militar. No obstante, propuso una fórmula que potencia la voluntariedad del servicio militar, a través de la implementación de las siguientes medidas:

a)
El pago de una remuneración de $ 65.000 a los jóvenes que cumplan con esta carga pública, con objeto de que las Fuerzas Armadas puedan elegir a los postulantes más idóneos
, lo cual podría ser financiado con la asignación contenida en la ley de Presupuestos de la Nación, denominada “provisión para financiamientos comprometidos”.

b)
El incremento de la cobertura del llamado hasta los jóvenes de veintiún años, lo que aumentaría la base de selección.

c)
El establecimiento de una duración variable del servicio militar, que oscile entre un año y tres, a elección del postulante, a fin de propender a la renovación parcial anual del contingente, con lo que se eliminaría el problema actual del ciclo en el grado de alistamiento y se disminuirían los gastos de formación.


El Director de Estudios Políticos del Instituto Libertad, señor José Miguel Izquierdo, comentó que los procesos de modernización incluyen la mecanización de un porcentaje importante de las fuerzas, lo que conlleva a cuestionarse respecto de la idoneidad del actual sistema de conscripción obligatoria, máxime si se considera que el Ejército contrata un contingente de aproximadamente 2.000 soldados profesionales. 


Sostuvo que actualmente el costo que implica el servicio militar en lo que respecta al personal es de 6 mil millones de pesos y que si se pagara un sueldo de 100.000 pesos a 20.000 conscriptos, el costo adicional sería de 18 mil millones de pesos, mientras que si el sueldo base fuese de 60.000 pesos, costaría 8.000 millones de pesos adicionales. 


Finalmente, opinó que debería considerarse la implementación de un servicio militar voluntario, que constituye una alternativa adecuada para lograr el respeto a la conciencia de los jóvenes, retribuir a quienes cumplen el deber militar y satisfacer las necesidades que impone el proceso de modernización de las Fuerzas Armadas.
2)
Discusión y votación de las indicaciones.


Las indicaciones presentadas dicen relación con modificaciones en los numerales 24 y 30 del artículo 1°, y con la incorporación de un numeral 30, nuevo, del modo que se señala a continuación:

Artículo 1°


Consta de 40 numerales, que introducen modificaciones en el decreto ley N° 2.306, de 1978, que dicta normas sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas. 

Número 24


Propone incorporar los artículos 30 A a 30 F, nuevos, que regulan lo relativo al proceso de selección del contingente. Particularmente, el artículo 30 F propone establecer los casos en que son procedentes las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar.


La diputada señora Ibáñez, doña Carmen, y los diputados señores Álvarez, Bauer, Bertolino, Encina, Leal, Mora, Norambuena, y Ulloa, presentaron una indicación para intercalar, en el inciso primero del artículo 30 F, entre las palabras “cursando” y “enseñanza media” la frase “el último año de” y, para reemplazar en el N° 3, la expresión “estudiantes de enseñanza media” por “estudiantes del último año de enseñanza media”.


Hubo acuerdo en aprobarla, debido a que responde a una petición formulada por la señora ministra de Defensa Nacional en el sentido de mantener en esta materia la redacción aprobada por la Comisión en el primer trámite reglamentario. 


Sobre el particular, la Comisión tuvo presente que la circunstancia de que los varones que cursen cualquier año de enseñanza media y que resulten convocados en virtud del sorteo general puedan optar por algunas de las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar, traerá como consecuencia la disminución de los jóvenes de la Base de Conscripción que están dispuestos a cumplir con esta carga pública en la forma tradicional.


Fue aprobada por asentimiento unánime.

Número 30, nuevo


Propone intercalar un número 30, nuevo, con objeto de establecer la objeción de conciencia como causal de exclusión del servicio militar, mediante una propuesta de regulación distinta a la aprobada por la Comisión en el segundo trámite reglamentario.


El Ejecutivo presentó una indicación que incorpora el siguiente número 30, nuevo:


“30) Agrégase el siguiente artículo 42 bis, nuevo:


“Artículo 42 bis.- Podrán alegar objeción de conciencia respecto del Servicio Militar obligatorio, con la finalidad de ser eximidos de su cumplimiento, los chilenos que, fundados en su testimonio de vida, invoquen y prueben convicciones filosóficas, religiosas o humanitarias que les impidan, en conciencia, las prestaciones que dicho Servicio implica. Las convicciones mencionadas en este inciso no podrán invocarse con carácter de sobrevinientes. La objeción de conciencia deberá presentarse dentro de los treinta días siguientes a la realización del primer sorteo público a que se refiere el artículo treinta de la presente ley.


La objeción de conciencia no podrá ser alegada, declarada, ni procederá cuando estuviese vigente lo dispuesto en el artículo 40 Nº 1 de la Constitución Política de la República.


La alegación de objeción de conciencia se reputará de mayor cuantía. Será competente para conocer de ella el juez civil dentro de cuya jurisdicción funcione el cantón de reclutamiento que corresponda a quién la alega y será tramitada de acuerdo a las reglas del procedimiento sumario, debiendo el juez notificar de la acción al Director General de Movilización Nacional y recibir, en todo caso, la causa a prueba. El objetor de conciencia gozará de privilegio de pobreza para todas sus actuaciones judiciales.


La apelación de la resolución que deniegue la objeción de conciencia deberá concederse con efecto suspensivo y su examen se realizará con preferencia en cuenta.


Quienes sean declarados objetores de conciencia y, en consecuencia queden eximidos de hacer el Servicio Militar Obligatorio, deberán realizar una prestación social sustituto ría de entre aquellas que contemple el reglamento de la presente ley, que determinará el juez de la causa en su sentencia, por el mismo tiempo que hubiese durado dicho servicio, pudiendo ser convocados al cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 24 inciso final o 30-F Nº 2 de la presente ley.”


La indicación del Ejecutivo propone que la causal de exclusión relativa a la objeción de conciencia sea fundamentada en hechos y no en meras declaraciones personales, de modo que sea comprobable a través de una práctica de vida concordante con lo que esta causal de exclusión supone. La calificación de la objeción de conciencia corresponderá a los tribunales de justicia y no a la Comisión Nacional de Reclutamiento o al Ministerio de Defensa Nacional, como ocurre con el texto aprobado por la Comisión, a fin de garantizar una mayor objetividad e independencia en la decisión. Asimismo, quienes sean declarados objetores de conciencia deberán realizar una prestación social sustitutoria de entre aquéllas que contemple el reglamento, que será determinada por el juez de la causa en su sentencia, por el mismo período que hubiese durado el servicio militar.


Durante el debate se dejó constancia de que la incorporación de la objeción de conciencia como causal de exclusión sólo tiene sentido en la medida de que el servicio militar tenga carácter obligatorio. Si bien hubo consenso respecto de las ventajas que conlleva el hecho de contar con un ejército profesional se concluyó que ello no es posible en la actualidad, debido al gran costo que implica y a la relevancia que tiene la conscripción como elemento de retroalimentación social que vincula a las Fuerzas Armadas con la civilidad.


Por otra parte, si bien se admitió, por parte de algunos señores diputados, que la implementación de un servicio militar de carácter voluntario constituye una meta deseable, se hizo hincapié en que debe fundarse en el establecimiento de mayores incentivos que garanticen la participación de los jóvenes.


Particularmente, el diputado señor Cardemil sostuvo que el Ejecutivo ha modificado su parecer respecto de la objeción de conciencia, lo que a su juicio, cambia la orientación del proyecto. Por otra parte, señaló que es necesario conocer si el Ministerio de Defensa Nacional tiene la intención de fortalecer y aumentar los incentivos para realizar el servicio militar, pues de lo contrario aseguró no estar dispuesto a aprobar dicha causal de exclusión.


En otro orden de ideas, el Diputado señor Bertolino afirmó que la indicación presentada por el Ejecutivo lleva implícita una modificación profunda al servicio militar, por cuanto si actualmente está concebido como una carga pública no se entiende que una persona pueda excusarse de su cumplimiento en razón de sus convicciones.


Por otra parte, el diputado señor Mora estimó que el hecho de entregar a los tribunales de justicia la competencia para pronunciarse respecto de las solicitudes en que se invoque la objeción de conciencia como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar, podría ser perjudicial por cuanto burocratiza el sistema, implica mayores costos y debilita la formación profesional de las Fuerzas Armadas, opinión que fue compartida mayoritariamente en el seno de la Comisión.


El Subsecretario de Guerra, señor Gabriel Gaspar, explicó que inicialmente el proyecto no contemplaba la incorporación de la objeción de conciencia, debido a que se estimó que era inconstitucional por ser el servicio militar una carga pública. Sin embargo, el Ejecutivo tuvo en consideración que durante el debate en la Sala un grupo considerable de Diputados presentaron una indicación para incorporarla y que destacados profesores de Derecho Constitucional argumentaron las razones por las cuales la objeción de conciencia se ajusta a los preceptos de la Carta Fundamental. 


Por otra parte, señaló que la mayoría de los incentivos que se contemplan para realizar el servicio militar guardan relación con ajustes presupuestarios que deben ser analizados durante la discusión de la ley de Presupuestos de la Nación. Sin embargo, admitió que el principal incentivo que puede otorgarse para fomentar la voluntariedad consiste en el aumento de los salarios que se pagan a los conscriptos, lo que a su vez se relaciona con la racionalización del gasto público, particularmente el militar, y con la necesidad de optimizar el uso de los recursos que el Estado asigna al sector de la defensa, que ha sido la política sustentada por el Gobierno.


Finalmente, el diputado señor Burgos planteó que no es materia de este proyecto el establecimiento de incentivos que provoquen una modificación de la estructura del servicio militar orientada hacia la profesionalización del Ejército, sin perjuicio de lo cual admitió la relevancia de analizar este tema, así como también de evaluar un aumento en los ingresos que perciben los conscriptos y la incorporación de un servicio policial, sin que ello importe retardar el despacho de esta iniciativa legal. 


Como consecuencia del debate habido sobre el particular, no hubo acuerdo para aprobar la indicación del Ejecutivo.


Fue rechazada por seis votos en contra y tres a favor. 

Número 30


Propone agregar, a continuación del artículo 42 D, el artículo 42 E, nuevo, con objeto de establecer incentivos en favor de las personas que hubieren realizado voluntariamente el servicio militar.


Las diputadas señoras Caraball y Mella, y los Diputados señores Aguiló, Burgos, Bustos, Encina, Escalona, Barrueto, Ceroni, Leal; Letelier, don Juan Pablo; Luksic, Montes, Mora, Muñoz, Navarro, Paredes, Riveros, Rossi, Silva, Tuma y Walker, presentaron una indicación para agregar, a continuación del artículo 42 D, el siguiente artículo 42 E, nuevo:


“Artículo 42 E.- Los soldados conscriptos que hubieren realizado voluntariamente el servicio militar obligatorio, de conformidad con el artículo 29 A, serán especialmente beneficiados y gozarán de preferencia para acceder a los Programas de ayuda estudiantil a la educación Superior que otorga anualmente el Ministerio de Educación. También gozarán de preferencia para el acceso a los programas de vivienda que establece el Servicio de Vivienda y Urbanización.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, cada Ministerio deberá asegurar un cupo equivalente al 15% del total de dichos programas para satisfacer las preferencias que establece esta ley en favor de los beneficiarios que establece el presente artículo.”


El diputado señor Montes fundamentó la presentación de dicha indicación en la necesidad de aumentar los incentivos para promover la voluntariedad y hacer más atractiva esta carga pública para los jóvenes. Además, sostuvo que en atención a la importancia que tienen dichos beneficios deberían estar contemplados como gastos permanentes en el presupuesto nacional y no ser objeto de negociaciones anuales entre los ministerios de Defensa Nacional y de Hacienda.


Durante el debate hubo opiniones en el sentido de que la consagración de la objeción de conciencia sin establecer incentivos que promuevan la voluntariedad provocará un gran perjuicio a las Fuerzas Armadas, puesto que el Estado no podrá hacer cumplir la obligatoriedad propia del servicio militar. 


Asimismo, algunos señores Diputados plantearon que los incentivos propuestos podrían financiarse con los ahorros que se generen con motivo de la aplicación de las modificaciones que se propone introducir al sistema previsional aplicable a las Fuerzas Armadas, en virtud de un proyecto de ley en actual discusión, no obstante lo cual debe tenerse en consideración que esta reforma sólo surtirá efectos a largo plazo. 


No obstante lo anterior, hubo consenso en el seno de la Comisión acerca de la necesidad de dejar constancia de que se compartieron los fundamentos de la indicación, aun cuando se refiere a una materia que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Particularmente, se destacó la necesidad de acrecentar los incentivos de carácter económico en beneficio de los jóvenes que realizan voluntariamente el servicio militar y de establecer normas que les otorguen preferencia para acceder a los programas de ayuda estudiantil, a la educación superior y para postular a los subsidios habitacionales.


El Presidente de la Comisión, en uso de sus facultades reglamentarias, declaró inadmisible esta indicación.

IV. INDICACIÓN INADMISIBLE E INDICACIÓN RECHAZADA.

Indicación inadmisible


-De las diputadas señoras Caraball y Mella, y de los diputados señores Aguiló, Burgos, Bustos, Encina, Escalona, Barrueto, Ceroni, Leal; Letelier, don Juan Pablo; Luksic, Montes, Mora, Muñoz, Navarro, Paredes, Riveros, Rossi, Silva, Tuma y Walker, para agregar, a continuación del artículo 42 D, el siguiente artículo 42 E, nuevo:


“Artículo 42 E.- Los soldados conscriptos que hubieren realizado voluntariamente el servicio militar obligatorio, de conformidad con el artículo 29 A, serán especialmente beneficiados y gozarán de preferencia para acceder a los Programas de ayuda estudiantil a la educación Superior que otorga anualmente el Ministerio de Educación. También gozarán de preferencia para el acceso a los programas de vivienda que establece el Servicio de Vivienda y Urbanización.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, cada Ministerio deberá asegurar un cupo equivalente al 15% del total de dichos programas para satisfacer las preferencias que establece esta ley en favor de los beneficiarios que establece el presente artículo.”

Indicación rechazada

-Del Ejecutivo para intercalar, entre los numerales 29 y 30, que pasa a ser 31, un numeral 30, nuevo:


“30) Agrégase el siguiente artículo 42 bis, nuevo:


“Artículo 42 bis.- Podrán alegar objeción de conciencia respecto del Servicio Militar obligatorio, con la finalidad de ser eximidos de su cumplimiento, los chilenos que, fundados en su testimonio de vida, invoquen y prueben convicciones filosóficas, religiosas o humanitarias que les impidan, en conciencia, las prestaciones que dicho Servicio implica. Las convicciones mencionadas en este inciso no podrán invocarse con carácter de sobrevinientes. La objeción de conciencia deberá presentarse dentro de los treinta días siguientes a la realización del primer sorteo público a que se refiere el artículo treinta de la presente ley.


La objeción de conciencia no podrá ser alegada, declarada, ni procederá cuando estuviese vigente lo dispuesto en el artículo 40 Nº 1 de la Constitución Política de la República.


La alegación de objeción de conciencia se reputará de mayor cuantía. Será competente para conocer de ella el juez civil dentro de cuya jurisdicción funcione el cantón de reclutamiento que corresponda a quien la alega y será tramitada de acuerdo a las reglas del procedimiento sumario, debiendo el juez notificar de la acción al Director General de Movilización Nacional y recibir, en todo caso, la causa a prueba. El objetor de conciencia gozará de privilegio de pobreza para todas sus actuaciones judiciales.


La apelación de la resolución que deniegue la objeción de conciencia deberá concederse con efecto suspensivo y su examen se realizará con preferencia en cuenta.


Quienes sean declarados objetores de conciencia y, en consecuencia queden eximidos de hacer el Servicio Militar Obligatorio, deberán realizar una prestación social sustitutoria de entre aquellas que contemple el reglamento de la presente ley, que determinará el juez de la causa en su sentencia, por el mismo tiempo que hubiese durado dicho servicio, pudiendo ser convocados al cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 24 inciso final o 30-F Nº 2 de la presente ley.”

V. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, dará a conocer el señor Diputado informante, la Comisión de Defensa Nacional recomienda la aprobación del siguiente proyecto de ley 

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.306, de 1978:

1.
Reemplázase el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá remitir anualmente a la Dirección General de Movilización Nacional, dentro de los diez primeros días del mes de enero, la nómina de las personas que cumplan dieciocho años de edad en el respectivo año, con indicación del rol único nacional, la fecha de nacimiento y el lugar de residencia de las mismas, con objeto de materializar su inscripción automática en el Registro Militar. Asimismo, deberá remitir mensualmente la nómina de las personas de dieciocho a cuarenta y cinco años de edad que hubieren fallecido en el respectivo mes.”

2.
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 6º por el siguiente:


“La Dirección General estará a cargo de un Oficial General del Ejército, Armada o Fuerza Aérea que, con el título de Director General de Movilización Nacional, será el jefe superior del servicio y dependerá directamente del Ministro de Defensa Nacional.”

3.
Modifícase el artículo 7º del modo que se indica a continuación:

a)
Reemplázanse, en el inciso segundo, las letras a) y b) por las siguientes: 


“a) La elaboración del Registro Militar y de la Base de Conscripción, la distribución y la convocatoria de las personas y la realización de los sorteos en conformidad con este decreto ley.

b)
La participación en la selección de las personas convocadas, en conjunto con las restantes autoridades que señala este decreto ley, en lo relativo al cumplimiento de las obligaciones del servicio militar.”


b) Intercálase, a continuación de la letra b), la siguiente letra c), nueva, pasando las letras c) a k) a ser d) a l), respectivamente: 


“c) La integración en la Comisión Nacional de Reclutamiento, por medio de su Director General, y en las Comisiones Especiales de Acreditación, a través de representantes, quienes se desempeñarán como secretarios de las mismas y nombrarán a los correspondientes oficiales de reclutamiento que participarán en ellas.”

4.
Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8º.- En todos aquellos casos en que no exista un procedimiento especialmente previsto, las resoluciones que dicte la Dirección General, respecto de las solicitudes que presenten las personas afectas a este decreto ley, serán reclamables administrativamente ante el Subsecretario de Guerra y de su resolución podrá recurrirse ante el Ministro de Defensa Nacional, quien resolverá oyendo al Comité de Auditores Generales.”

5.
Agrégase, a continuación del artículo 13, el siguiente artículo 13 A, nuevo:


“Artículo 13 A.- El cumplimiento de las obligaciones que impone este decreto ley se acreditará con el documento de situación militar expedido por el Cantón de Reclutamiento correspondiente, en la forma que determine el reglamento.”

6.
Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- Para los efectos de este decreto ley, las personas serán clasificadas en la siguiente forma:

a)
Base de Conscripción;

b)
Servicio Activo, y

c)
Reserva.”

7.
Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Estarán exentos del deber militar, mientras permanezcan en sus cargos:

1.
El Presidente de la República; los Ministros de Estado y aquellos que tengan dicho rango; los Subsecretarios; el Contralor General de la República; los Consejeros del Banco Central; el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, y los jefes superiores de los servicios de la Administración del Estado.

2.
Los Senadores y los Diputados.

3.
Los jueces de garantía, los jueces de los tribunales de juicio oral, los Fiscales del Ministerio Público, el Defensor Nacional y los Defensores regionales y locales.

4.
Los ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones; los Secretarios, Relatores y los Fiscales de estos tribunales; los Jueces y los Secretarios de Juzgados de Letras; los funcionarios que ejercen el Ministerio Público Militar, y los miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal Calificador de Elecciones.

5.
Los Embajadores; los Ministros Plenipotenciarios; los Encargados de Negocios; los Consejeros; los Secretarios de Embajadas y Legaciones; los Cónsules, y los Agentes Consulares.

6.
Los Intendentes, los Gobernadores y los Alcaldes.

7.
Los ministros de culto pertenecientes a iglesias, confesiones o instituciones religiosas que gocen de personalidad jurídica de derecho público, siempre que acrediten su calidad de tales mediante certificación expedida por sus respectivas entidades religiosas.

8.
Los que ejerzan cargos que no puedan ser abandonados por razones de interés nacional, previa calificación del Presidente de la República.


Estarán igualmente exentas del deber militar las madres de menores de dieciocho años.”

8.
Reemplázase la denominación del Capítulo I, del Título Cuarto, por: “Del Registro Militar y de la Base de Conscripción”.

9.
Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente: 


“Artículo 18.- Todos los chilenos que cumplan dieciocho años de edad integrarán el Registro Militar, el que será actualizado por la Dirección General con la información que le proporcione anualmente el Servicio de Registro Civil e Identificación, conforme a lo dispuesto en el artículo 3°.”

10. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 A y 18 B, nuevos:


“Artículo 18 A.- Para los efectos del Registro Militar, las personas que cumplan diecisiete años de edad deberán actualizar su residencia o domicilio en el Servicio de Registro Civil e Identificación. 


Se considerarán válidas todas las notificaciones o actuaciones que se efectuaren a las personas a que se refiere el artículo anterior en la residencia o domicilio registrado en el mencionado Servicio.”


Artículo 18 B.- El Presidente de la República podrá ordenar a la Dirección General la actualización parcial o total de los datos contenidos en el Registro Militar respecto de las personas que hubiesen cumplido entre 20 y 45 años de edad.”

11. Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- La cantidad de contingente que debe acuartelarse cada año será determinada por el Presidente de la República a proposición del Ministro de Defensa Nacional, conforme a los requerimientos efectuados por las Fuerzas Armadas.”

12. Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- La Base de Conscripción es el conjunto de personas que están sujetas a la obligación de cumplir el servicio militar. Será elaborada anualmente por la Dirección General y publicada en la forma que determine el reglamento.


Pertenecerán a la Base de Conscripción los varones que integren el Registro Militar del año en curso, los disponibles del año anterior y los que por enfermedad o por haber estado procesados por delitos que no merezcan pena aflictiva o por haber sido condenados a una pena inferior, se hallaban imposibilitados para realizar el servicio militar en el año en que les correspondía hacerlo.


Los varones que no hayan sido sorteados en la primera convocatoria integrarán, además, la Base de Conscripción del año siguiente, por segunda y última vez, siempre que la clase correspondiente de ese año no alcance a completar las necesidades de las Fuerzas Armadas.”

13. Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Los varones pertenecientes a la Base de Conscripción deberán concurrir a las citaciones que les hicieren las autoridades de reclutamiento para integrar el contingente que será convocado al servicio militar. En caso de privación de libertad, el jefe del respectivo establecimiento penal informará al Cantón de Reclutamiento correspondiente las circunstancias de la misma.”

14. Elimínase el inciso final del artículo 23.

15. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:


“Artículo 24.- Los varones declarados aptos para el servicio militar que no fueron acuartelados formarán durante un año más la categoría de disponibles, y quedarán sujetos a las obligaciones que señalan este decreto ley y su reglamento. 


Asimismo, quedarán en calidad de disponibles los varones que en el momento de resultar sorteados residan en el extranjero y mientras permanezcan fuera de Chile, circunstancia que deberán acreditar en el consulado correspondiente, en la forma que determine el reglamento.


Los varones de esta categoría podrán ser destinados a servir en la Defensa Civil de Chile hasta por un tiempo equivalente al de la conscripción, o ser incluidos en la lista de llamados en las condiciones que señala el artículo 30 A.”

16. Reemplázase la denominación del Capítulo II, del TÍTULO CUARTO, por: “De la Selección.”

17. Agregase, a continuación del Capítulo II, del TITULO CUARTO, el siguiente párrafo I, nuevo: “PÁRRAFO I Del Control de la Selección”.

18. Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente: 


“Artículo 27.- Créase la Comisión Nacional de Reclutamiento, que estará encargada de la supervisión y control del proceso de reclutamiento y selección del contingente. Será convocada anualmente por el Ministro de Defensa Nacional y estará integrada por el Subsecretario de Guerra, quien la presidirá, por los Subsecretarios de Justicia, de Educación, de Salud y de Planificación y Cooperación, por el Director General, y por un Oficial Superior de las Fuerzas Armadas, designado por el Subsecretario de Guerra a proposición del Director General, quien se desempeñará como secretario de la Comisión.


Corresponderá a la Comisión Nacional de Reclutamiento, especialmente:

1)
Supervisar las actividades del proceso de reclutamiento y selección del contingente y velar por el cumplimiento de este decreto ley y su reglamento. 


En particular, deberá ejercer la supervisión y control de las siguientes actividades específicas:

a)
El uso de la información y de las nóminas proporcionadas por el Servicio de Registro Civil e Identificación; la elaboración, actualización, difusión y utilización del Registro Militar, de la Base de Conscripción, de las bases para los sorteos general y final, de las nóminas de voluntarios y de la lista de llamados, y la publicación oportuna y eficaz de las convocatorias y resultados del proceso de selección y reclutamiento;

b)
La realización de los sorteos que contempla este decreto ley, y

c)
La evaluación de la aptitud para realizar el servicio militar en el proceso de selección del contingente a que se refiere el artículo 30 D. 

2)
Constituir, bajo su dependencia, las Comisiones Especiales de Acreditación y ejercer la dirección de las actividades que éstas lleven a cabo.

3)
Informar al Ministro de Defensa Nacional respecto del proceso de reclutamiento y selección del contingente.

4)
Solicitar informes a los diferentes organismos que intervengan en el proceso de reclutamiento y selección sobre cualquier materia que sea de su competencia. 

5)
Solicitar, a las autoridades que corresponda, la destinación en comisión de servicio de representantes y peritos de entre los funcionarios de la Administración del Estado, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión Nacional de Reclutamiento a que se refiere este Capítulo.

6)
Emitir un pronunciamiento sobre las solicitudes en que se invoque la causal de exclusión indicada en el N° 7 del artículo 42.”

19. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- La Comisión Nacional de Reclutamiento constituirá Comisiones Especiales de Acreditación, en aquellas provincias o comunas del país que determine el reglamento, en función de la extensión territorial de la jurisdicción de los Cantones de Reclutamiento respectivos y del tamaño de su población. 


Corresponderá a las Comisiones Especiales de Acreditación conocer las reclamaciones que tengan por objeto hacer valer alguna de las causales de exclusión del servicio militar obligatorio a que se refiere el artículo 42, salvo la del Nº 7, y resolverlas sobre la base de los antecedentes que acrediten dichas causales, en conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 30 C, y ejercer las demás facultades previstas en este decreto ley.


Las Comisiones Especiales de Acreditación serán presididas por un delegado del Presidente de la Comisión Nacional de Reclutamiento y estarán integradas por profesionales de la Administración del Estado en representación de los Ministerios de Justicia, Educación, Salud y del Instituto Nacional de la Juventud, designados por el respectivo Intendente, por un Oficial representante de las Fuerzas Armadas nombrado por el Comandante de Guarnición de mayor antigüedad, y por un representante del Director General, designado por este último, quien se desempeñará como secretario de la Comisión.


Las Comisiones Especiales de Acreditación se constituirán en el momento de efectuarse el sorteo general y funcionarán en conformidad con las normas de organización y procedimiento que establezca el reglamento, bajo la dirección y dependencia directa de la Comisión Nacional de Reclutamiento.”

20. Agregase, a continuación del Capítulo II, del TÍTULO CUARTO, el siguiente párrafo II, nuevo: “PÁRRAFO II Del Proceso de Selección del Contingente”.

21. Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Para la realización del servicio militar se seleccionará preferentemente a las personas que hayan manifestado su decisión de presentarse voluntariamente a su cumplimiento o de efectuarlo voluntariamente, y que cumplan con los requisitos legales, reglamentarios y de salud. En el caso de que los voluntarios varones no sean suficientes para enterar el contingente a que alude el artículo 20, se completará la cantidad faltante mediante los sorteos que contempla esta ley.”

22. Agrégase el siguiente artículo 29 A, nuevo:


“Artículo 29 A.- Los varones que integren la Base de Conscripción podrán concurrir al Cantón de Reclutamiento respectivo para manifestar su decisión de presentarse voluntariamente a cumplir con la obligación de realizar el servicio militar. 


Las mujeres que pertenezcan a las clases comprendidas en el correspondiente llamado podrán concurrir al Cantón de Reclutamiento respectivo para manifestar su decisión de efectuar voluntariamente el servicio militar. 


Dichas personas serán incluidas en la lista de llamados en calidad de voluntarios, una vez que el Cantón de Reclutamiento verifique el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior.


Asimismo, las personas sin instrucción militar de entre veinte y veinticuatro años de edad podrán, igualmente, manifestar su decisión de efectuar voluntariamente el servicio militar en los términos de este artículo.”

23. Reemplázase el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Para completar la cantidad del contingente que debe acuartelarse anualmente, y que no se entere con los varones incluidos como voluntarios, la Dirección General realizará un primer sorteo público, denominado sorteo general, entre quienes conformen la Base de Conscripción, con exclusión de dichos voluntarios.


Corresponderá a la Dirección General determinar el número de varones que deberán ser sorteados y velar por que dicho sorteo se efectúe en forma proporcional a la Base de Conscripción de cada comuna.”

24. Agréganse, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 A a 30 F, nuevos:


“Artículo 30 A.- La lista de llamados para el cumplimiento del servicio militar estará conformada por los varones que determine el sorteo general y por aquellas personas que tengan la calidad de voluntarias según lo dispone el artículo 29 A.


Artículo 30 B.- Los varones convocados en virtud del sorteo general podrán recurrir a la correspondiente Comisión Especial de Acreditación con objeto de hacer valer las causales de exclusión que correspondan, en conformidad con el artículo 42.


La reclamación se interpondrá por escrito ante cualquier Cantón de Reclutamiento, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de los resultados del sorteo general, acompañando los documentos o antecedentes que le sirvan de fundamento.


Artículo 30 C.- Los Cantones de Reclutamiento remitirán a la Comisión Especial de Acreditación competente las reclamaciones y sus antecedentes, dentro de tercero día hábil a partir de la interposición de la reclamación.


Dicha Comisión podrá solicitar, a toda persona natural o jurídica, antecedentes, datos e informes relativos a las reclamaciones de que conozca, la que estará obligada a proporcionárselos en el plazo que se le señale. 


Cada reclamación será resuelta en el plazo de treinta días, contado desde la recepción de la misma por la Comisión, y la resolución se notificará al Cantón de Reclutamiento respectivo, el que la pondrá en conocimiento del reclamante dentro de quinto día hábil. 


Artículo 30 D.- Corresponderá a las Fuerzas Armadas evaluar la aptitud para realizar el servicio militar de las personas convocadas en calidad de voluntarias y de los varones seleccionados por el sorteo general cuyas reclamaciones fueren rechazadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 30 C, o que no presentaren reclamaciones.


Para cumplir con esta función, las instituciones de las Fuerzas Armadas comisionarán a personal especializado de su dependencia, el que procederá a examinar a las personas a que se refiere el inciso anterior, en conformidad con los criterios técnicos y procedimientos que fije un reglamento de selección de soldados conscriptos para las Fuerzas Armadas.


Se dejará constancia, en el acta reservada de selección del contingente, del hecho de que una persona haya sido declarada no apta para el cumplimiento del servicio militar. La violación de esta reserva será sancionada conforme a las normas legales vigentes.


Artículo 30 E.- Cuando el número de varones declarados aptos exceda la cantidad de contingente a que se refiere el artículo 20, se realizará un segundo sorteo público, denominado sorteo final, el que, con exclusión de los voluntarios aptos, determinará quiénes de entre ellos cumplirán con el servicio militar.


Artículo 30 F.- Los varones que se encontraren cursando el último año de enseñanza media, estudios tendientes a la obtención de un título profesional o técnico de nivel superior en establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste o realizando su práctica profesional, y que resultaren convocados en virtud del sorteo general tendrán derecho a optar, por una sola vez, entre las siguientes modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar:

1.
Conscripción ordinaria, en forma inmediata o al término de los estudios correspondientes. En ambos casos, podrán optar por la institución de las Fuerzas Armadas y la unidad que sean de su preferencia. 

2.
Prestación, hasta por ciento ochenta días, de servicios vinculados a sus estudios en aquellas profesiones que interesen a las Fuerzas Armadas.

3.
Participación, hasta por ciento cincuenta días, en cursos especiales para estudiantes del último año de enseñanza media o de establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste.


El reglamento regulará las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar a que se refieren los números anteriores, definirá las profesiones y cursos especiales que interesen a las Fuerzas Armadas y establecerá los procedimientos mediante los cuales éstas informarán a la Dirección General de sus requerimientos y disponibilidades.


Las solicitudes para optar a las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar se presentarán por escrito ante cualquier Cantón de Reclutamiento, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de los resultados del sorteo general.”

25. Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- El Servicio Activo es la condición en que se encuentran las personas que han sido convocadas y están cumpliendo cualquier forma del deber militar.


El personal de planta de las Fuerzas Armadas y los subalféreces, cadetes, grumetes, aprendices y alumnos de las escuelas institucionales que no formen parte del personal de planta, pertenecen al Servicio Activo”.

26. Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- La Dirección General, a petición del interesado, podrá autorizar la anticipación del servicio militar, en calidad de voluntario, en la modalidad de conscripción ordinaria hasta en un año. Con todo, estas personas no podrán ser movilizadas antes de cumplir dieciocho años de edad.”

27. Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- La Dirección General deberá considerar, en calidad de disponibles, a los deportistas que sean designados seleccionados nacionales por las correspondientes federaciones deportivas. Para tal efecto, en los meses de enero y julio de cada año, el Instituto Nacional de Deportes de Chile remitirá a la Dirección General una nómina que individualice a los deportistas que reúnan tal calidad, con indicación de los nombres completos, el rol único nacional, el domicilio y la fecha de nacimiento.”

28. Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- El servicio militar será de hasta dos años en el Ejército, Armada o Fuerza Aérea.


La convocatoria de las personas que cumplirán el servicio militar se hará por decreto supremo en el que deberá indicarse el tiempo de su duración.


Durante las situaciones de excepción, derivadas de guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública, el contingente en servicio activo permanecerá en las filas mientras lo requiera la seguridad de la Nación, circunstancia que será determinada por el Presidente de la República.


En casos especiales, podrá establecerse, por decreto supremo, una reducción del tiempo del servicio militar fijado en la convocatoria, o su cumplimiento fraccionado en períodos determinados.”

29. Sustitúyese el artículo 42 por el siguiente:


“Artículo 42.- Quedan excluidos del cumplimiento del servicio militar:

1.
Las personas que fueren declaradas no aptas por imposibilidad física o psíquica, según lo disponga el reglamento.

2.
Los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y el personal de Gendarmería de Chile.

3.
Las personas a quienes el cumplimiento del servicio militar ocasione un grave deterioro en la situación socio-económica de su grupo familiar del cual constituyan su única fuente de ingreso.

4.
Las personas que hubieren contraído matrimonio, que estén en vías de ser padres o lo sean con anterioridad al primer sorteo de selección del contingente.

5.
Las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva, salvo que la Dirección General las considere moralmente aptas. En todo caso, la amnistía extingue la causal de exclusión señalada en este numeral.

6.
Los descendientes por consanguinidad en línea recta y en línea colateral, ambos hasta el segundo grado inclusive, de las personas a que se refiere el artículo 18 de la ley 
N° 19.123, que beneficia a familiares de víctimas de violaciones de los derechos humanos o de violencia política.

7.
Las personas cuyas íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas les impidan, en conciencia, el ejercicio de la actividad militar. Sin embargo, esta causal no podrá invocarse cuando estuviere vigente lo dispuesto en el N° 1 del artículo 40 de la Constitución Política de la República.

Las personas que invoquen esta causal deberán presentar ante la Comisión Nacional de Reclutamiento una solicitud escrita, firmada ante notario, que sustente la exclusión invocada.


La Comisión Nacional de Reclutamiento deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la presentación. Cuando lo estime indispensable, podrá citar al solicitante o requerir informes a instituciones religiosas o humanitarias, con objeto de allegar antecedentes para su pronunciamiento. 


La resolución que dicte la Comisión Nacional de Reclutamiento deberá ser notificada por carta certificada al interesado.


En contra de la resolución que deniegue la causal de exclusión invocada, podrá interponerse un recurso ante la Corte de Apelaciones del domicilio del solicitante, el cual se tramitará y fallará conforme a las normas del recurso de protección, salvo que no procederá la apelación ante la Corte Suprema.


Las personas que se encuentren en las condiciones que se describen en los números 3, 4 y 6 podrán, no obstante, manifestar su decisión de presentarse voluntariamente al cumplimiento de la obligación de realizar el servicio militar, o de efectuarlo voluntariamente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 A. 


Las personas que sean excluidas del servicio militar en virtud del número 7 podrán ser convocadas al cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 24 o en el número 2 del artículo 30 F. 


La exclusión del servicio militar no constituirá impedimento para el ejercicio del derecho a postular a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas o a ingresar a las plantas civiles de las mismas, acreditando el cumplimiento de los requisitos legales, reglamentarios y de salud.


El reglamento determinará el procedimiento que deberá observar la Dirección General para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.”


30.- Agrégase, en el TÍTULO CUARTO, a continuación del artículo 42, el siguiente Capítulo V, nuevo:

“Capítulo V

De los Deberes y Derechos de los Soldados Conscriptos

Artículo 42 A.- Durante la realización del servicio militar obligatorio, los soldados conscriptos estarán especialmente obligados a dar cumplimiento a las órdenes que impartan los superiores y a las prescripciones y mandatos que constituyen la base fundamental del servicio, y deberán observar un comportamiento honorable compatible con esa carga pública.


Artículo 42 B.- Se asegura a las personas que se encuentren cumpliendo el servicio militar obligatorio el efectivo ejercicio del conducto regular, teniendo siempre derecho a ser oídas por la autoridad militar a cargo de la unidad o dependencia en que se desempeñen, con objeto de hacer presente cualquier situación de su interés.


Artículo 42 C.- Cuando existan razones fundadas para suponer que un soldado conscripto, con ocasión del cumplimiento del servicio militar, haya sido objeto de rigor injustificado, extralimitación de atribuciones, castigos no contemplados en el reglamento de disciplina o derivados de situaciones ajenas y que no afecten al servicio, o que haya sido víctima de tratamiento reñido con su dignidad y honor como persona, corresponderá a los padres o apoderados del afectado, según fuere el caso, reclamar por escrito de dicha situación ante la Oficina de los Derechos del Soldado Conscripto.


Lo establecido en este artículo es sin perjuicio del derecho que le asiste al soldado conscripto de reclamar por el debido conducto regular y del ejercicio de las acciones administrativas, penales y civiles a que haya lugar.


Artículo 42 D.- Cada institución de las Fuerzas Armadas contará con una Oficina de los Derechos del Soldado Conscripto, la que, bajo la dirección de un Oficial General en servicio activo, se encargará de supervisar y controlar la debida aplicación de las normas referidas a los derechos de los soldados conscriptos y de asesorar al Comandante en Jefe en esta materia. 


Dicha oficina central contará con oficinas locales en los lugares donde existan guarniciones de la institución, las que recibirán las reclamaciones a que se refiere el artículo anterior y las derivarán a la oficina central. Las reclamaciones podrán presentarse, asimismo, ante cualquier Cantón de Reclutamiento, el que para esos efectos funcionará como oficina receptora, y las remitirá a la oficina central a través de la Dirección General.


El reglamento establecerá los procedimientos comunes y específicos conforme a los cuales los organismos descritos cumplirán las funciones a que se refiere este Capítulo.”

31. Sustitúyese el artículo 72 por el siguiente:


“Artículo 72.- Los que no concurrieren a las citaciones que las autoridades de reclutamiento les hicieren para los efectos de su selección, serán infractores y sufrirán la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en su grado mínimo.” 

32. Reemplázase el artículo 73 por el siguiente:


“Artículo 73.- Los que fueren seleccionados y no se presentaren a reconocer cuartel para cumplir con el servicio militar, se considerarán remisos y sufrirán la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en su grado medio.


Las personas de la categoría de disponibles que fueren convocadas y no se presentaren a reconocer cuartel para cumplir con el servicio militar, serán consideradas remisas y sufrirán la pena a que se refiere el inciso anterior.


Las personas de la categoría de disponibles destinadas a la Defensa Civil de Chile que no se presentaren, serán sancionadas con multas de cuatro a ocho unidades tributarias mensuales.”

33. Agréganse, a continuación del artículo 73, los siguientes artículos 73 A y 73 B, nuevos:


“Artículo 73 A.- El cumplimiento de las penas que se establecen en los artículos 72 y 73 no exime o excluye del cumplimiento del servicio militar obligatorio, el que para estos efectos sólo podrá efectuarse en la modalidad de conscripción ordinaria.


Sin perjuicio de lo anterior, los infractores y los remisos a que se refieren el artículo 72 y los incisos primero y segundo del artículo 73, respectivamente, podrán solicitar la conmutación de la pena por la realización del servicio militar obligatorio en la modalidad de conscripción ordinaria por un período de dos años.”


“Artículo 73 B.- El que, con el propósito de ser eximido o excluido del servicio militar obligatorio, hiciere uso de documento o certificado falso, será sancionado en conformidad con lo dispuesto en los párrafos 4, 5 y 6 del Título IV del Libro II del Código Penal. 


El que emitiere el mencionado documento o certificado falso será sancionado de acuerdo con las normas penales señaladas, y si fuere militar, en conformidad con lo dispuesto en el Título X del Libro III del Código de Justicia Militar.”

34. Reemplázase el artículo 75 por el siguiente:


“Artículo 75.- Los reservistas que, sin motivo justificado, no concurrieren al llamado cuando fueren movilizados, sufrirán la pena de presidio militar menor en cualquiera de sus grados. Este delito será considerado flagrante para el solo efecto de poner a los reservistas a disposición de la autoridad correspondiente.


Si sus servicios, por sus condiciones y aptitudes, fueren considerados útiles o necesarios para el logro de la finalidad que motivó la movilización, podrán ser destinados a prestarlos sirviéndoles de abono al entero de su pena el tiempo durante el cual los hubieren cumplido.


Si los servicios prestados se consideraren distinguidos, la autoridad que corresponde podrá, de oficio o a petición de parte, recomendar el indulto, según lo disponga el reglamento.”

35. Sustitúyese el artículo 79 por el siguiente:


“Artículo 79.- Los que no cumplieren cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 47 serán sancionados con las siguientes penas:
1.
Multa de hasta cuatro unidades tributarias mensuales para los soldados reservistas con instrucción militar, y

2.
Multa de hasta seis unidades tributarias mensuales para los Oficiales y Suboficiales de Reserva.”

36. Reemplázase el artículo 81 por el siguiente:


“Artículo 81.- Los que, requeridos por segunda vez, negaren, retardaren, falsearen o impidieren la entrega, dentro del plazo, de los informes que se les solicitaren con arreglo a lo dispuesto en los artículos 4º y 30 C, serán sancionados con multa de cuatro a treinta unidades tributarias mensuales.”

37. Sustitúyese el artículo 83 por el siguiente:


“Artículo 83.- Los delitos contemplados en este decreto ley, que por su naturaleza, pudieren perpetrarse en cualquier tiempo, se agravarán si se cometieren durante el estado de asamblea, pudiendo doblarse las penas pecuniarias, aumentarse en un grado las penas de inhabilitación, y hasta en dos grados las penas privativas de libertad.”

38. Modifícase la denominación del Capítulo II, del Título Séptimo, por: “De la Competencia”.

39. Reemplázase el artículo 87 por el siguiente:


“Artículo 87.- Todas las causas por delitos contemplados en este decreto ley serán de competencia de la justicia ordinaria, con excepción de los procesos que se instruyan con ocasión del delito previsto en el artículo 75, cuyo conocimiento corresponderá a la justicia militar”.

40. Deróganse los artículos 19, 25, 36, 37, 70, 71, 80, 82, 84, 86, 88 y 89.


Artículo 2°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá las normas complementarias necesarias para la ejecución de esta ley, se mantendrá vigente la reglamentación actual, en todo lo que sea compatible con este cuerpo legal.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las causas que se encuentren en tramitación por delitos que actualmente contempla el decreto ley Nº 2.306, de 1978, continuarán substanciándose por los tribunales militares conforme al procedimiento previsto en dicho cuerpo legal.


Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, fije el texto refundido y actualizado del decreto ley N° 2.306, de 1978, que dicta normas sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas.


Artículo tercero.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia para el proceso de reclutamiento y selección siguiente al de la fecha de su publicación, con excepción de las normas de los Capítulos I y II del Título Cuarto, las que entrarán en vigor para el proceso correspondiente al año 2005.


Artículo cuarto.- El Ministerio de Defensa Nacional, por intermedio del Subsecretario de Guerra, dictará, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley, un reglamento para el funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento y de las Comisiones Especiales de Acreditación.


En este reglamento, necesariamente deberá contemplarse un procedimiento que asegure a las personas de domicilio distinto al de funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento la expedita posibilidad de hacer valer los derechos que otorga esta ley.”

-o-


Se mantuvo como diputado informante al señor Leal, don Antonio.


Sala de la Comisión, a 6 de julio de 2004.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 18 de mayo, 5, 15 y 22 de junio, y 6 de julio de 2004, con la asistencia de los diputados señores Ulloa, don Jorge, (Presidente); Álvarez, don Rodrigo; Bauer, don Eugenio; Bertolino, don Mario; Burgos, don Jorge; Cardemil, don 
Alberto; Encina, don Francisco; Ibáñez, doña Carmen; Norambuena, don Iván; Leal, don Antonio; Mora, don Waldo; Pérez, don José, y Tarud, don Jorge. 


Concurrieron, por la vía del reemplazo, la Diputada señora Cristi, doña María Angélica, y los diputados señores Ceroni, don Guillermo, y Varela, don Mario. Asistieron, además, los diputados señores Dittborn, don Julio; Letelier, don Juan Pablo; Martínez, don Rosauro; Montes, don Carlos, y Recondo, don Carlos.


(Fdo.): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogado Secretaria de la Comisión”.

14. Moción de los diputados señores Rodrigo González, Masferrer, Montes, Ortiz, 
Ramón Pérez, Urrutia y Venegas.


Modifica el artículo 213 del reglamento de la honorable Cámara de Diputados, con el fin de crear la comisión permanente de la micro, pequeña y mediana empresa. (boletín 
Nº 3600-16)

Antecedentes Generales


A raíz de los difíciles momentos que nuestro país enfrentó en materia de empleo fines de la década del noventa, se ha generado un consenso cada vez mayor sobre la importancia de la micro, pequeña y mediana empresa en el combate a la cesantía.


En Chile existen 646.545 empresas. De ellas, el 82% corresponde a la microempresa, eI 15% a la pequeña y el 2% a la mediana empresa, de acuerdo a informaciones del Servicio de Impuestos Internos, del año 2000.


En cuanto a la distribución del empleo, la microempresa absorbe al 50% de la mano de obra, el 20% la pequeña y el 13% la mediana empresa (Encuesta Casen año 2000).


De estas cifras se desprende la necesidad de implementar políticas que vayan en ayuda de estos sectores, a fin de crear las condiciones que permitan el desarrollo y crecimiento de dichas empresas y por consiguiente, una sensible disminución de las tasas de desempleo.


Además, urge que se adopten medidas tendientes a aumentar la incidencia de la micro, pequeña y mediana empresa en las ventas y exportaciones, donde aún registran un porcentaje demasiado bajo.


En virtud de lo expuesto y de otras consideraciones, la Cámara de Diputados, el 16 de junio del año 2000, aprobó el Proyecto de Acuerdo N° 413, por el cual se creó una Comisión Especial de la Pequeña y Mediana Empresa, que tiene por objeto abocarse al estudio de la legislación específica y recopilar la mayor cantidad de antecedentes sobre eI desarrollo de los mencionados sectores.


En dicho Proyecto de Acuerdo se afirmaba que “...resulta aconsejable crear y canalizar mediante una participación institucionalizada las diversas iniciativas que impliquen un desarrollo de este sector.”, agregando más adelante “La Cámara de Diputado tiene el deber de asumir responsablemente, dentro de la esfera de su competencia, la tarea de fortalecer y desarrollar el rol de la pequeña y mediana empresa en Chile.”. por último, se afirmaba que “La amplitud de materias y medidas que deben implementarse requiere una gran coherencia para tener los efectos deseados y un impacto favorable en la economía. Esta coherencia hace necesario que se concentren en una sola instancia e estudio y análisis de las medidas orientadas hacia la pequeña y mediana empresa.” 


A nuestro entender, estas consideraciones se encuentran plenamente vigente , atendido que aún no hemos superado del todo la crisis económica que enfrentó el país en los últimos años y que el empleo todavía no llega a índices satisfactorios.


La llamada Comisión Pymes en principio, funcionaría durante el período legislativo que terminaba el año 2002. En marzo de ese año se acordó prorrogar su funcionamiento por un año más. Al cabo de éste, se tomó el acuerdo de que funcione hasta el término del actual período, vale decir hasta el año 2006.


Como vemos, en la práctica, desde su creación la Comisión de la Pequeña y Mediana Empresa ha funcionado ininterrumpidamente desde su creación, transformándose en los hechos, en una Comisión Permanente más.


Por ello, proponemos que la actual Comisión Especial de la Pequeña y Mediana empresa pase a ser una Comisión Permanente. Junto con lo anterior, se propone incorporar al ámbito de la competencia de la Comisión a la Microempresa, dado que debe enfrentar los mismos problemas y desafíos que la Pequeña Empresa y debido a su enorme incidencia en materia de empleo.


En virtud de lo expuesto, los Diputados abajo firmantes vienen en proponer la siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifica el articulo 13 del Reglamento de la honorable Cámara de Diputados, agregando el siguiente numeral 19, nuevo, pasando el actual N°19 a ser N° 20:


“N° 19. De la Micro, Pequeña y Mediana Empresa”.

15. Moción de los diputados señores Aguiló, Bustos, Juan Pablo Letelier, Montes, 
Muñoz y Rossi.


Establece garantias para trabajadores pesqueros sujetos a jornada excepcional de trabajo. (boletín N° 3601-13)


“Ustedes que ya escucharon, la historia que se contó, no sigan allí sentados pensando que ya paso, no basta solo el recuerdo, el canto no bastara, no basta solo el lamento miremos la realidad, quizás mañana o pasado o bien en un tiempo mas, la historia que ya escucharon de nuevo sucederá, es Chile un país tan largo, mil cosas pueden pasar, si es que no nos preparamos resueltos para duchar... tenemos razones puras...”


(Luis Advis, Cantata Santa María de Iquique)

1.
Reflexiones sobre a esencia del derecho del trabajo. Notas sobre los abusos e incumplimiento laboral.


La legislación del trabajo fue dictada para dar protección al trabajador, que es la parte más débil en la relación jurídica laboral que constituye el contrato de trabajo. Antes de las leyes del trabajo, la relación trabajador empresario quedaba reglada por el viejo Código Civil, que supone una equivalencia de fuerzas y análoga libertad e independencia de decisión entre ambas partes contratantes. Como enseña el profesor Novoa Monreal, “está equivalencia no existe, de hecho, pues el trabajador está compelido a aceptar finalmente las condiciones que quiera imponer e empresario, debido a que su falta de medios económicos constituye una presión que arrastra su voluntad”.1

Desde la perspectiva del mundo de la vida apreciamos que se ha constatado un alto nivel de incumplimiento de la normativa laboral vigente, muy superior en número y gravedad que el previsto en los sucesivos ensayos legislativo de protección del referido ámbito. Si además, se tiene presente los efectos que estos incumplimientos provocan en aquellas personas que ven vulnerados sus derechos, se puede constatar un generalizado desencanto frustración, decepción y desconfianza de los trabajadores en la eficacia del sistema legal para garantizar sus derechos, o mas que un problema de garantías la situación llega a los límites extremos del fraude de la ley (al margen del sistema procesal de la justicia laboral; escrito, concentrado, oral, etc.).


Los representantes de los trabajadores coinciden en considerar que la actual situación es de mayor desprotección frente al fraude de la ley y los innumerables abusos, que la registrada en décadas pasadas, antes de la reforma al Código del Trabajo que tuvo lugar a principios de los años 90. Ello se explica por un conjunto de razones que contribuyen, a dificultar el ejercicio de los derechos de los trabajadores y a hacer inoperante el sistema de solución de conflictos establecido en la ley. Destacan entre las causas del incumplimiento a la normativa laboral, las siguientes falencias en los otros componentes del control social: a) fracaso del control judicial , manifestado en las dificultades de orden procedimental y de carácter cautelar de los intereses de los afectados, así como las dificultades estructurales de los Tribunales; b) ineficacia del control administrativo, los órganos fiscalizadores carecen de normas que le otorguen imperio a sus decisiones, las insuficiencias del sistema sancionatorio administrativo hacen ilusoria una efectiva aplicación de auténticas sanciones; c) El control sindical, debilitado y desacreditados por medio de coacciones y presiones indebidas, por parte de los consorcios económicos, sumado a la crisis de los medios de protección que no pueden sostener el debilitamiento de las organizaciones; d) El marco legal ; e) La actitud de los actores o el factor cultural,2 elemento más llamativo y que desde una perspectiva sociológica llama la atención el escaso interés en entender las relaciones laborales como una expresión de los derechos fundamentales de la personas más allá de una mera relación contractual.

2.
La jornada excepcional, abuso laboral y situación de los trabajadores pesqueros.


El estado actual de la regulación de este particular grupo de trabajadores, se encuentra en las normas relativas al descanso en la jornada de trabajo, regulada en el párrafo 3° , capítulo IV del Título I del Código del Trabajo y un reglamento para el Trabajo a Bordo de los Barcos Pesqueros, en virtud de un Decreto Supremo, N° 214 de 1965, curiosamente esta disposición legal tiene una serie de defectos de técnica legislativa que hacen ilusoria las garantías de descanso para estos trabajadores, pues se establece en el art. 21 del referido decreto, que si la nave cuenta con las acomodaciones necesarias para que toda la dotación pueda cumplir el descanso mínimo durante la navegación se le tendrá por cumplido. De esta manera no existe la posibilidad que la dotación cumpla con el descanso en un lugar distinto a su habitual lugar de trabajo.


El fundamento del derecho al descanso precisamente se fundamenta en el hecho que el trabajador pueda disfrutar de un día de plena convivencia con la familia (legalmente el domingo). A mayor abundamiento las empresas exceptuadas del descanso dominical están autorizadas para distribuir jornada normal de trabajo de modo, que incluyan los días domingos y festivos, si así no fuere están obligadas a otorgar un día de descanso a la semana en compensación por las actividades desarrolladas en domingo, y otro por cada festivo o feriado en que se presten servicios.3

Es un hecho público y notorio que las peticiones de los trabajadores pesqueros involucrados, en la ciudad de Iquique, no han sido suficientemente escuchadas por los empleadores, -casi con la misma actitud de desprecio hacia las demandas legítimas de los asalariados a principios de siglo en la misma ciudad-, de ahí que sea una necesidad jurídica otorgar la protección del caso para garantizar un descanso mínimo sin que se afecte la esencia del derecho que se tutela. Su infracción hará caducar de pleno derecho la autorización de la jornada excepcional que regla el artículo 38 del Código del Trabajo y dará lugar a las multas aplicables al infractor.


El legislador no puede estar de espaldas a la realidad, aquí radica la misión del legislador crítico y democrático, esto es, la constante revisión de por qué se ha seleccionado tal relación social y se la ha fijado de una forma determinada.


Es por eso, que sobre la base de estos antecedentes venimos en proponer a esta Honorable Cámara el siguiente

PROYECTO DE LEY.


“Artículo único.- Agréguese a continuación del artículo 38, el siguiente articulo 38bis en el Código del Trabajo.


“Artículo 38 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes, tratándose de personal de dotación que efectúen labores a bordo de naves o barcos pesqueros, a contar del momento de la recalada del barco en el puerto base de la industria, la tripulación tendrá derecho a un descanso en tierra ininterrumpido mínimo de 8 horas hasta el próximo zarpe.


La Autoridad Marítima no autorizará el embarque de tripulaciones que no hayan tenido el descanso mínimo indicado.


Del mismo modo, si las faenas requieren que la navegación se prolongue por una o más noches, deberá cumplirse con las mismas exigencias respecto de descanso.


Todo acto en contravención a este artículo hará caducar de pleno derecho la autorización a que se refiere el inciso sexto del artículo 38 la que será sancionada, además, con multa de 1000 a 3000 UTM”.

16. Moción de la diputada señora Eliana Caraball, de los diputados señores Uriarte, Egaña, Ortiz, Molina, Recondo, Tapia, Ulloa, Urrutia y Walker.


Difiere el pago de peaje a vehículos de bomberos y otros de emergencia. (boletín N° 3602-15)

“Honorable Cámara:


Consta por los medios de comunicación social, que recientemente se ha producido el caso de que vehículos carros bomba del cuerpo de bomberos no pudieron, yendo a atender un siniestro, pasar libremente por una plaza de peaje, por cuanto se les exigía el pago correspondiente.


Si bien esta situación es concordante con la ley vigente, que regula las concesiones en el contexto de la ley del ministerio de obras Públicas, constituye una situación que no puede ser prolongada en el tiempo, ni respaldada por el sistema legislativo. En efecto, un vehículo de emergencia, como en el caso señalado, concurre a salvar vidas y bienes tanto públicos como privados y la prontitud en la acción es el requisito indispensable para su eficacia.


Parece de toda justicia que la norma jurídica que regula dichas concesiones establezca la facultad de cruzar el peaje y pagar posteriormente.


Adicionalmente, y con el objeto de no incurrir en una discriminación debe regularse lo concerniente a todos los vehículos que, de conformidad con la ley del tránsito, tengan el carácter de emergencia, y que son los pertenecientes Carabineros de Chile, Investigaciones, Cuerpo de Bomberos y las ambulancias de instituciones públicas o privadas.


Lo anterior, no obstante, no significa una exención general del pago de peaje, porque el propósito específico de la norma que se propone es que el vehículo de emergencia no pueda ser retenido en la plaza de peaje por falta de pago. Dicho pago deberá ser hecho posteriormente a requerimiento del concesionario por la institución pública o privada, en la forma que se regula reglamentariamente.

Proyecto de ley


“Artículo único.- Agrégase, al artículo 87 del Decreto con Fuerza de Ley N° 850, de 1998, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840 y del DFL 206, de 1960, el siguiente inciso final:


“No obstante, a los vehículos de emergencia definidos en el artículo 2° de la ley 
Nº 18.290, no se les podrá, en caso alguno, impedir el paso por plazas de peaje de vías concesionadas, sin perjuicio de lo cual, la concesionaria podrá posteriormente, y en forma periódica, cobrar los respectivos peajes a la institución que corresponda. El reglamento señalará la forma de proceder a dicho cobro”.

17. Moción de los diputados Álvarez-Salamanca, Bauer, Forni, Martínez, Navarro, 
Rojas, Sánchez, Uriarte y Urrutia.


Establece normas sobre animales peligrosos. (boletín N° 3603-11)


“El presente proyecto, tiene por objeto recopilar las distintas iniciativas que han sido presentadas para regular la tenencia y la responsabilidad por los daños causados por animales peligrosos.


En particular, para la elaboración de esta iniciativa se ha tomando como base el proyecto que establece un régimen jurídico para la tenencia de animales potencialmente peligrosos, moción del diputado Alejandro Navarro (Boletín N° 270-12); el proyecto que establece responsabilidad por daños ocasionados por los animales potencialmente peligrosos, moción de la diputada Laura Soto y de los diputados Guido Girardi y Enrique Acorsi (Boletín N° 3214-12); y el proyecto de ley que establece normas sobre crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos, moción de los diputados Leopoldo Sánchez y Mario Acuña. (Boletín N° 2696-12).


Los principales elementos contenidos en este proyecto son el concepto de animal peligroso, un sistema de registro de los mismos, medidas especiales de cuidado y protección frente a eventuales daños y sanciones por el incumplimiento de la normativa respectiva.


Además esta iniciativa se encuentra formulada de manera de permitir su posterior incorporación al texto del proyecto de ley sobre Protección de los Animales, para que de este modo, podamos contar con una ley que concentre los distintos aspectos en materia animal.


Finalmente el proyecto termina con el desorden que había en este ámbito y lo regula, recogiendo en una sola normativa, los distintos elementos incluidos en las tres propuestas presentadas en la materia.

PROYECTO DE LEY

“Titulo I

De los Animales Peligrosos

Artículo 1°.- Para efectos de esta ley se define como “animales peligrosos”, aquellos animales que por su naturaleza, especie o raza tengan la capacidad de causar lesiones o la muerte a personas o a otros animales y daños en las cosas. La calificación de “animal peligroso” será realizada por un médico veterinario.


Artículo 2°.- Toda persona propietaria de una mascota peligrosa, deberá declarar su existencia en el Departamento de Salud de la municipalidad que corresponda a su domicilio o al lugar que éste destine para su cuidado, el que llevará un registro de estos animales.


En el registro se anotarán las características del animal incluyendo su origen, especie, raza, sexo, color, tamaño, edad, certificación sobre el estado de salud, nombre si lo tiene y más datos que permitan su identificación. Deberá indicarse además todos los datos de su propietario, nombres, número de cédula de identidad, domicilio.


Artículo 3°.- Son requisitos para proceder al registro, los siguientes:

a.
Ser mayor de edad y no estar incapacitado.

b.
Acreditar haber formalizado un seguro de responsabilidad civil por daños a terceros que puedan ser causados por el animal de su propiedad, por una cuantía no inferior a 100 UTM.

c.
Acompañar permiso de internación del animal en caso de ser importado, o certificar su adquisición.

d.
Acompañar hoja clínica del animal, certificada por médico veterinario, en que consten las vacunas recibidas, certificación de esterilización en caso de haberse realizado, y los exámenes a los que se ha sometido para acreditar estado de salud.


Artículo 4°.- La municipalidad otorgará una patente, que tendrá una duración de un año, tendrá un costo de 0,5 UF anual.


Artículo 5°.- El dueño de la mascota que tenga que trasladarse en forma definitiva, deberá llevarse dicho animal, dando aviso al Departamento de Salud de la municipalidad en que se encontrare registrado, para que se proceda a borrar del registro, quedando obligado a efectuar la inscripción en la municipalidad de su nuevo domicilio.


Artículo 6°.- En caso de compraventa, donación o cualquier otro acto que suponga cambios en la propiedad del animal deberá ser igualmente avisado al Departamento de Salud de la municipalidad en donde se encuentra registrado el animal, y el nuevo titular deberá practicar una nueva inscripción en conformidad a lo dispuesto en el Art. 2°.


El titular de la mascota estará obligado igualmente a dar aviso en caso de robo, muerte o pérdida del animal, hecho que se hará constar en la correspondiente hoja registral.


Artículo 7°.- Tratándose de centros de exhibición, centros recreativos, criaderos, residencias y establecimientos de comercialización de animales peligrosos además de lo ya señalado, deberán obtener el correspondiente permiso de funcionamiento en la municipalidad, previa acreditación de haber cumplido con las exigencias de inscripción en el Registro Nacional de Tenedores de Fauna Silvestre.


Artículo 8°.- Los animales peligrosos deberán permanecer en el domicilio del propietario o en el lugar que éste destine para su cuidado, sin que causen molestias a los vecinos o a la población en general.


Artículo 9°.- Para circular por las vías públicas, deberán estar bajo control y supervisión de una persona mayor de 16 años, con la debida correa de sujeción y bozal, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad según su especie. Asimismo, el animal deberá portar una placa de identificación con el nombre de la mascota, número de registro, nombre del titular, domicilio y números telefónicos para su ubicación.


Artículo 10.- Los propietarios, criadores o tenedores de animales peligrosos, deberán mantener a los animales que se hallen bajo su custodia en adecuadas condiciones higiénico‑sanitarias y con los cuidados y atenciones necesarias de acuerdo con las necesidades fisiológicas y características propias de la especie o raza que corresponda.


Artículo 11.- Los animales peligrosos deberán someterse a control veterinario por lo menos cada seis meses.


Artículo 12.- Las viviendas en donde se tengan animales peligrosos deberán exhibir un letrero de advertencia y las medidas de protección necesarias para evitar ataques a transeúntes y el escape del animal.


Artículo 13.- Se prohíbe a los propietarios, criadores o tenedores de mascotas, el adiestramiento dirigido exclusivamente a acrecentar y reforzar su agresividad.


Articulo 14.- Toda infracción a lo dispuesto en esta ley así como también los daños provocados por animales peligrosos serán de competencia de los jueces de policía local.


Artículo 15.- El titular de la mascota que incurra en las infracciones señaladas en el 
artículo precedente será sancionado con una multa equivalente a 20 UTM y deberá acreditar al tribunal el cumplimiento de la obligación correspondiente.


Artículo 16.- Por la acción dañosa de los animales peligrosos vagos sujetos al control humano, y en particular de los perros, responderá el Municipio del lugar en el que se produjo el hecho. (Boletín 3214-12)


Artículo 17.- Los animales que lleven su identificación y sean encontrados en lugares públicos, serán llevados a recintos municipales para su custodia. Los dueños serán notificados y deberán retirarlos en el plazo de 72 horas pagando 0,3 UF por cada día de permanencia.


Aquellos animales que no tengan identificación y que en el plazo de 15 días no sean reclamados, serán considerados vagos y se procederá de acuerdo a lo establecido en el artículo 7, inciso 1° del decreto supremo N° 47, de 24 de febrero de 1984, del Ministerio de Salud.


Transcurridos 15 días, y previo informe al juzgado de policía local, estos animales serán subastados públicamente, ingresando a las arcas municipales el valor que se obtenga.


Artículo 18.- En caso de grave e inminente riesgo para la salud de la población, el Juez de Policía Local podrá disponerse el sacrificio de estos animales, el que deberá efectuarse mediante métodos indoloros. (Boletín 2696‑12)


Artículo primero transitorio.- Derógase la letra b) del artículo 1° del decreto N° 5 de 09.01.1998 del Ministerio de Agricultura (Reglamento de la Ley de Caza)”.


Artículo segundo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que fije el texto refundido, sistematizado y coordinado de la ley sobre Protección de los Animales. En virtud de esta facultad, el Presidente de la República, podrá refundir los preceptos legales respectivos, reunir disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas, introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización”.

18. Moción de los diputados señores Ojeda, Araya, Olivares y Tapia.


Incorpora en el Código Civil el concepto de adulto mayor. (boletín N° 3604-07)


“Las modernas concepciones en materia de definiciones legales y las nuevas orientaciones que han variado el enfoque y tratamiento de determinadas materias, que a través del tiempo han evolucionado para adquirir nuevas características.


La densidad legislativa existente y la gran variedad de leyes, que de alguna manera transforman y modifican disposiciones legales sustanciales, como los Códigos y Estatutos Jurídicos Básicos.


Nuestro Código Civil, que rige desde el 1 ° de enero del año 1857, ha experimentado una gran cantidad de modificaciones. Y que están incorporadas en su libro o han sido materializadas en leyes especiales.


No obstante hay aspectos en la legislación civil vigente que no han sido modernizados o adecuados a los cambios sociales y políticos, lo que ha significado tener disposiciones legales arcaicas o desfasadas en el tiempo.


A través del tiempo se ha ido formando un nuevo grupo etáreo generacional con características especiales, con definiciones diferentes, que deben contemplarse y precisarse en la ley para su mejor entendimiento, su mayor consideración y su eficaz regulación.


El aumento constante de la expectativa de vida de la población, que en nuestro país se acerca rápidamente a los ochenta años promedio, hace que se verifiquen importantes cambios en la estructura familiar, generando con ello transformaciones sociales que son difíciles de percibir en el corto plazo, pero que inevitablemente tendrá algún tipo de consecuencias en el futuro. Si hasta hace muy poco, “la gente se moría en edad laborar; hoy ello es cada vez más infrecuente y las “personas viejas” suelen vivir una, dos y hasta tres décadas sin trabajar antes de su partida. Ello, sin duda, representa un cambio notable en el tipo de vida familiar y social, que deberemos observar en el próximo futuro.


Se hace necesario, entonces, completar y agregar a las definiciones contempladas en el Art. 26 del Código Civil, el concepto ADULTO MAYOR, que corresponde a un grado de edad avanzado, superior al que establecen las definiciones de este artículo.


Este grupo de personas forma parte de un fenómeno social o de las nuevas condiciones de la sociedad y la familia, relacionada con los mayores promedios de vida, que originan un aumento en número y porcentaje, que ha llevado al Estado chileno a protegerlos, integrarlos y legislar sobre ellos.


En todo el mundo el tema del adulto mayor, población de la tercera edad o ancianos, ha pasado a constituirse en preocupación fundamental de los estados, las agencias públicas y privadas y, por supuesto, los propios ciudadanos que se incorporan a ese segmento etáreo; sin dejar de mencionar a los trabajadores activos, cuya productividad debe ser obligadamente mayor, de modo tal de poder soportar al sector pasivo.


El Censo realizado el año 2002, arrojó un total de 1.717.478 personas con 60 años y más, lo que representa un 11,36% de la población total en Chile, que es de 15.116.435 habitantes. El Censo del año 1960, representa un 7% de este grupo con 499.800. El Censo de 1982, un 9 % con 954. 888 y el de 1992, el 10 % con 1.305.557. Es decir, se ha ido produciendo un notorio aumento de esta parte de la población. Este segmento representará, según cálculos y estimaciones en 50 años, más del 25% de la población total del país.

Como una manera de precisar, de valorar y considerar a estos grupos sociales generacionales y de reconocer su existencia, se hace necesario definirlos en la ley.


Por ello se presenta esta Moción Parlamentaria o Proyecto de Ley para completar, incorporar y otorgar al adulto mayor, una jerarquía legal superior y especial, que de al Adulto Mayor un mejor posesionamiento jurídico y social.


El código Civil en su Art. 26 define al infante o niño, al impúber, al mayor de edad. Pero omite o no está definido y no ha previsto el concepto adulto mayor, por lo que corresponde agregarlo.


Por todas las consideraciones descritas, es que vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único: Modifícase el Art. 26 del Código Civil, en el sentido de intercalar, después de la frase “el que ha cumplido dieciocho años” eliminando el punto y coma, la expresión “y adulto mayor, el que ha cumplido 60 años de edad”, suprimiendo la conjunción “Y”; antes de “menor de edad”.

19. Moción de la diputada señora Eliana Caraball y María Antonieta Saa y de los diputados señores Quintana y Ortiz.


Incorpora como infracción grave el maltrato físico y/o verbal de los conductores de 
vehículos de la locomoción colectiva, respecto de pasajeros o transeúntes, y la negativa a transportar pasajeros, especialmente cuando éstos son escolares. (boletín N° 3605-15)

“Vistos:


Lo dispuesto en los artículos 60 y 62 de la Constitución Política de la República; lo prevenido por la Ley N° 18.918 Orgánica Constitucional y lo establecido por el Reglamento de la honorable Cámara de Diputados.


Considerando:

1.
Que como chilenos nos ha tocado vivir una época de grandes cambios; una verdadera vorágine, que se explica por la conjunción de diversos factores; históricos, sociales, políticos y, por cierto, económicos. Pasamos de ser una sociedad esencialmente agraria, para convertirnos en una sociedad con un sesgo marcadamente industrial y de servicios. Experimentamos, como consecuencia de lo anterior, una fuerte migración campo cuidad, al tiempo que la clase trabajadora se incrementó tremendamente. Fue gracias a las políticas estatales de educación impulsadas hace más de medio siglo, que en Chile la movilidad social fue no sólo una realidad palpable, sino una garantía al esfuerzo de las familias chilenas, que gracias a la educación podían, y de hecho pudieron aspirar a mejores condiciones de vida.


En este estado de cosas, y gracias a la apertura de los mercados internacionales, a la diversificación de la producción y el comercio, al aumento de la tasa de natalidad y al aumento también de las expectativas de vida, es posible advertir cómo nuestro país ha progresado de una manera impresionante. Este progreso, por cierto, se ha reflejado en las mejores condiciones económicas de los chilenos, quienes al día de hoy gozan ‑indiscutiblemente‑ de un nivel de vida muy superior al de hace 40 o 50 años. En aquello entonces, y para aproximaros ya en el tema que nos ocupa, tener un vehículo ‑por ejemplo‑ lejos de satisfacer una necesidad como ocurre hoy, era un verdadero lujo, un lujo que por cierto pocas, muy pocas personas podían darse

2.
Que el progreso, así como ventajas, trae también aparejadas muchas consecuencias desfavorables, consecuencias no deseadas, pero que no por ello son incorregibles, y por el contrario, muchas de ellas reclaman una urgente solución. Una de ellas es el tránsito. Hoy vemos, con verdadero asombro, cómo nuestras ciudades ceden más y más espacio al tránsito vehicular. Muchas calles han debido ser ensanchadas y otras drásticamente modificadas. Son usuales los cambios de sentido, las vías exclusivas, la construcción de nuevas calles y avenidas; que no sólo han cambiado la estética de las ciudades, sino que han influido fuertemente en la forma de relacionarse de los conductores con los peatones, y en el caso de los conductores ‑supuestamente profesionales‑ de vehículos de locomoción colectiva, entre éstos y sus pasajeros.


Las normas de trato social, que es decir, las costumbres de buena crianza, como el saludo, el consabido “por favor, me deja en la esquina” o las expresiones de agradecimiento, son verdaderas expresiones anacrónicas, que extrañan cuando alguien, rara vez, las emplea. Pero ciertamente no son estos tópicos aquellos que, como legisladores estamos llamados a normar. Podremos, es cierto, intervenir en políticas educacionales, pero de ningún modo podemos directamente modificar aquello que, producto de factores sociológicos y económicos ha cambiado el comportamiento de la Sociedad. Lo que sí podemos hacer, y estamos por cierto convocados a ello, es establecer normas destinadas a castigar, cuando no a reprimir aquellas conductas claramente antijurídicas, vale decir, aquellas que transgreden el orden jurídico patrio, que no es otra cosa que las normas que como chilenos hemos convenido en darnos, dentro de las que se encuentran las del tránsito, y detrás de éstas subyace las idea o principio elemental de la seguridad en el transporte; seguridad que debe ser entendida no sólo como un transporte en que las personas no sean objeto de agresiones o atentados contra la propiedad, como robos o hurtos, sino además como seguridad en la existencia misma del servicio de transporte, de modo que el país pueda funcionar sin problemas, y es por ello que -por ejemplo- con ocasión de la última paralización del transporte en la cuidad de Santiago, el gobierno hubo de recurrir a las acciones que le franquea la Ley de Seguridad Interior del Estado, pues una movilización de esa naturaleza atenta contra este principio de que venimos hablando.

3.
Que, sin perjuicio de las políticas educacionales que corresponde al poder ejecutivo desarrollar, pensamos que existen ciertas conductas que aparte de merecer el reproche social, merecen ser castigadas, ya que sobrepasan con mucho una conducta social inadecuada. En concreto nos referimos, a conductas que lamentablemente se han tomado cada día más normales, como aquellos conductores que se niegan a transportar a escolares, ya sea no deteniendo los vehículos en las paradas, o negándoles el paso cuando estos intentan subir. O más grave aún, aquellos conductores, y no sólo aquellos de la locomoción colectiva, sino también los particulares, que maltratan física o verbalmente a los peatones, y en el caso de los chóferes de micros, a los pasajeros.

4.
Que las normas del tránsito contenidas en la Ley N° 18.290, se han ido creando en la medida que la sociedad ha requerido mayores regulaciones, destacando la gran reforma del año 1985, y de ahí en adelante han operado diversas adiciones o modificaciones, tendientes a regular nuevos aspectos no considerados en aquellos entonces, o a modificar otros que, como consecuencia de los cambios sociales demandan nuevas regulaciones. La ley del año 1985, no contempló la posibilidad que un conductor pudiera agredir a un pasajero o a un peatón, o que un chofer de micro se negare a transportar a un pasajero, ya que dichas acciones eran prácticamente impensadas. Ahora, sin embargo, ya no sólo es una posibilidad, sino peor aún, una forma de conducirse cada vez más habitual. A su respecto, existen normas que tratan sobre la conducción, y que a partir de una interpretación normativa sería posible aplicar para estos casos. Topamos, sin embargo, con que el ámbito de lo infraccional pertenece al derecho punitivo, es una especie de hermano menor del orden penal, de modo que le gobiernan los mismos principios, y uno de ellos dice que no puede existir un delito (en este caso una falta) sin ley, que es el denominado principio de legalidad, en cuya virtud la conducta a sancionar debe encontrarse expresamente descrita en la ley, de modo que sea punible (castigable) en la medida que el sujeto adecua su actuar a ella.

5.
Que así entonces, si pretendemos castigar conductas tan reprochables como agredir a un pasajero, a un transeúnte o no transportar a un escolar, es menester que la ley, previamente, establezca que dichas conductas serán constitutivas de falta, y sancionadas, como consecuencia, con tal o cual multa.

6.
Que ciertamente, para imponer un castigo, una multa, una sanción, se requiere que un juez conozca del asunto, y a que se le aporten los medios probatorios que generen la plena convicción de que el denunciado ha cometido la falta que se le imputa, lo que nos lleva a plantear el problema de cómo el juez toma conocimiento del hecho que debe conocer. Lo más habitual es que los jueces de policía local, que son los competentes en estas materias, inicien un proceso como consecuencia de 1a denuncia que les formula un agente de policía (Carabineros de Chile) o los Inspectores Municipales, rara vez un particular, salvo que se trate de perseguir luego responsabilidades civiles. En este proyecto, planteamos que los tribunales mantengan a disposición de las personas, formularios-denuncias, de modo que cualquier persona pueda iniciar un proceso en contra de un chofer infractor de ley.


En cuanto al proceso mismo, sin perjuicio de tener muy presente que el juez de policía local debe actuar de oficio en estas materias, por estar comprometido un interés público, y en la idea de coadyuvar la fase de acreditación de las infracciones, postulamos la necesidad de establecer como un trámite obligatorio, en que el tribunal deba pedir informes al Departamento de Fiscalización de la Subsecretaria de Transportes, y la de citar al dueño del vehículo en que se cometió la infracción; con el primero, se persigue obtener la información respecto del comportamiento del chofer, la que tendrá el mérito, positivo o negativo de una presunción, ya que en el evento de no registrar denuncias por maltrato físico y/o verbal, operará una presunción de inocencia, y en el evento contrario, la presunción será de culpabilidad; con la citación del dueño, se persigue obtener la identidad del chofer, so pena de presumírsele de derecho tal calidad a él, para los efectos de aplicar las sanciones, si es que se niega a entregar la individualización del conductor.


Por su parte, y si la infracción es denunciada por un Inspector Municipal, un agente de policía o bien fiscalizadores del Ministerio de Transportes, al tener éstos la calidad de ministros de fe, se presumirá la comisión de la infracción, sin perjuicio de las alegaciones o defensas que pudiere esgrimir el denunciado.

7.
Que, finalmente, hacemos presente a este honorable Parlamento, que la modificación que hoy proponemos no vulnera ninguna norma constitucional, ya que si bien es cierto recurrimos a una presunción, esta no opera en materia de culpabilidad, sino tan solo para probar el acaecimiento de un hecho, la que por lo demás es sólo legal, ya que admite prueba en contrario, y respecto de la culpabilidad puede perfectamente ser acreditada una circunstancia eximente de responsabilidad (caso fortuito, por ejemplo) y, por último, lo que se proscribe en la Carta fundamental son las presunciones de derecho, vale decir aquellas que no admiten prueba en sentido contrario.


Por lo tanto,


El diputado que suscribe viene en someter a la consideración de este Honorable Congreso Nacional el siguiente,

PROYECTO DE LEY


“Artículo Primero: agrégase, a continuación del último numeral del artículo 198 de la ley N° 18.290 del tránsito, los siguientes:


“32.- el conductor de la locomoción colectiva que se negare a transportar a un pasajero, especialmente si es escolar, y 


33.- el conductor de la locomoción colectiva que maltratare verbal o físicamente a un pasajero o transeúnte.”.


Articulo Segundo: agrégase el siguiente inciso segundo, al Artículo 3° de la ley 
N° 18.287, sobre procedimiento ante los juzgados de policía local “Cuando se trate de infracciones o contravenciones cometidas por un conductor de la locomoción colectiva, cualquier persona podrá denunciar el hecho, a través de las denuncias formularios que los secretarios de los juzgados de policía local confeccionarán y mantendrán a disposición de quien los solicite. Si la denuncia es formulada por Carabineros o Inspectores Fiscales o Municipales, tal denuncia, a falta de otras pruebas, constituirá plena prueba acerca del hecho de haberse cometido la infracción.”


Artículo Tercero: agrégase los siguientes dos incisos, a continuación del primero del 
Artículo 7° de la ley N° 18.287, sobre procedimiento ante los juzgados de policía local “Tratándose del conocimiento de hechos relacionados con infracciones o contravenciones cometidas por un conductor de la locomoción colectiva, el juez, tan pronto tome conocimiento de la denuncia, deberá solicitar al departamento de fiscalización de la Subsecretaría de Transportes los antecedentes del conductor denunciado, y para el evento de desconocerse la identidad de éste, se citará a la persona que figure como propietario del vehículo en el registro nacional de vehículos motorizados, bajo apercibimiento de presumírsele de derecho tal calidad a él para todos los efectos infraccionales, tratándose de una sociedad, la responsabilidad será del representante.


Se presumirá la responsabilidad, en aquellos casos que el conductor registre más de 50 reclamos en la entidad fiscalizadora, y por el contrario, su inocencia, cuando no registre reclamo alguno.”


Artículo Cuarto: se elimina el N° 12 del artículo 199 de la ley N° 18.290.


Artículo Quinto: esta ley comenzará a regir tres meses después de su publicación”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� Los Diputados señores Burgos y Ascencio participaron en la discusión de esta indicación en la Comisión de Defensa.


� Se detalla la distribución actual y futura de los Juzgados y Jueces Laborales y de Cobranza en Anexo I de este informe.


� De acuerdo con las estadísticas proporcionadas a la Comisión, en el año 2003 el 75% de los soldados conscriptos se presentó voluntariamente, porcentaje que disminuyó en el 10% durante el año en curso.


� Esta medida supone un mayor gasto de US$ 18,2 millones anuales e implica un aumento del gasto equivalente al 0,95% del gasto total en defensa o al 0,5% del gasto total en personal del Gobierno central.


1 Cfr. Novoa Monreal, Eduardo, “Una crítica al derecho tradicional. Obras escogidas”, p. 310, Editorial Antártica, 1993.


2 Véase por todos, con detalle el “Informe de la Comisión Investigadora sobre incumplimientos empresariales de la normativa laboral vigente, y de las facultades y recursos adicionales que requieren los organismos públicos para garantizar el cumplimiento de la ley “, aprobado por la H. Cámara de Diputados con fecha 10 de junio de 2003.


3 Cfr. por todos, Hernández, Alfonso, “Nuestros Derechos Laborales”, p. 104 y ss. Universidad de Valparaíso, Editorial, 2000.)
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